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SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE OCTUBRE DEL 1980

sentenia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana de fecha 2 de junio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes; Salomón Peralta y Peralta y la San Rarael, C. por A.

Dios, Patria y L bertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo • de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felpe Osvaldo Perdomo
Báez, y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1ro. de Octubre del año 1980, años 137' de la Inde-
pendencia de 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Salomón Peralta y Peralta, dominicano, mayor
de edad, soltero, militar; el Estado Dominicano, y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., con domicilio en
esta ciudad, en la calle Leopoldo Navarro, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelac i ón de San Juan de la Magua-
na, dictada el 2 de junio de 1977, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;,

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



Juan B. Urefla Núñez y compartes, Pág. 2186; Mairení Caz,tino
Almánzar y compartes, Pág. 2194; Proc. Gral. de la Rep.. Proc.
Gral. de la Corte de Apelación de Santiago y Daysi Frómeta, pág.
2201; Dr. Rector C. Mesa Navarro, Pág. 2210; Compañía Genera],
C. por A., Pág. 2218; Ilemenegildo Jiménez, Pág. 2223; Lépido A.
Savifién y compartes, Pág. 2231; Nilo Barrientos Peña y compaz,
tes, Pág. 2239; Arturo García y compartes, Pág. 2250; La Int:.
tria Textil, S. A., Pág. 2256; Manuel A. Perozo, Pág. 2261; Sued
Motors, C. por A., Pág. 2266; Félix Ramón Camacho y compartes,
Pág. 2272; Ramón Carrasco Andújar y compartes, Pág. 2281; Je .sús Déla. Checo. Pág. 2290; Gastón Adolfo David y compartes, Pág.
2296; A lmacenes El Sol, C. por A., Pág. 2304; José A. Machado,
Pág. 2310; José A. Brea G., y compartes, Pág. 2318; Pedro A. Ila•riel/al y compartes, Pág. 2323; Cop. de Transporte Urbano Inc.,
Pág. 2328; José R. Fabián de la Cruz y compartes, Pág. 2325;
labor de la Suprema Corte de Justicia, correspondiente al mes de
Octubre de 1980, Pág. 2340.
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SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE OCTUBRE DEL 1980

impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la

Selitencia iniblaguana de fecha 2 de junio de 1977.

%ratería: Correccional.

Re currentes: Salomón Peralta y Peralta y la San Rat'ael, C. por A.

Dios, Patria y L bertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felpe Osvaldo Perdomo
Báez, y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1ro. de Octubre del año 1980, años 137' de la Inde-
pendencia de 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Salomón Peralta y Peralta, dominicano, mayor
de edad, soltero, militar; el Estado Dominicano, y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., con domicilio en
esta ciudad, en la calle Leopoldo Navarro, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelaci ón de San Juan de la Magua-
na, dictada el 2 de junio de 1977, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;,

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

•



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 3 de junio del 1977, a re,
querimiento del Dr. Máximo H. Piña Puello, cédula No.
11443, serie 12, en representación de los recurrentes, ea
la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
del 1967, sobre Tránsito 'y Vehículos, 1383 del Código Ci-
vil, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella' se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 2 de
enero del 1975, en la carretera Sánchez, en el tramo que .
conduce a la Sección de Olivero, el Juzgado de Primera‘
Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana
dictó una sentencia el 10 de junio de 1976, cuyo dispositivo
es el siguiente: "Primero: Pronuncia el defecto del preve-
nido Salomón Peralta y Peralta, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Declara al prevenido Salomón Peralta y Peralta,
culpable del hecho puesto a su cargo. en consecuencia lo
condena a dos (2) años de prisión correccional y al pago
de una multa de (Quinientos Pesos Oro) RD$500.00; Ter
cero: Ordena la suspensión de la licencia de conducir del
prevenido Salomón Peralta y Peralta, por el período de
un año; Cuarto: Condena al prevenido Salmón Peralta y
Peralta al pago de las costas penales; Qu:nto: Declara bue-
na y válida la constitución en parte civil hecha por los
doctores Lic. J. Humberto Terrero. Joaquín E. Ortiz Cas-

talo, Abraham Bautista Alcántara, Manuel A. Bautista Al-
cántara y Tomás Leovigildo de Oleo Montero, en repre-
sentaciones de sus requirientes; por haber sido hecha de
acuerdo con la Ley; Sexto: Condena a Salomón Peralta y

Peralta y al Estado Dominicano solidariamente al pago de
una indemnización de diez mil pesos oro (RDS10,000.00)
en favor de los menores María Isidro del Rosario Ramírez
y paulino del Rosario Ramírez, representados por su ma-
dre y tutora legal Ovidia Elida Ramírez, por los daños mo-

materiales, que con el hecho de la muerte de suadpr aao 1 frar 030r

Dos rn
José María del Rosario (a) Amancio, le ha ocasiona-

.l pesos a favor de Elsa Pérez Rosaro; Mil pesos

daños morales y materiales sufridos; a Rafael Peralta Sil-
verio, Diez mil pesos por la muerte de su hija menor Gi-
lenny Altagracia Peralta (a) Geovanny y Dies mil pesos
por la muerte de la esposa común en bienes Emiliana Mar-
tina Encarnación Mesa; para el señor Juan Leonidas En-
carnación Mesa, la suma de Diez mil pesos por la muerte
de su hija, señora Emiliana Martina Encarnación Mesa;
para Angel María Lima, Diez mil pesos por la muerte de
su hijo Rafael Lima Mateo; para José Altagracia Delgado
Montero la suma de Mil Pesos y para Domingo Cubilete la
suma de Mil pesos (RDS1,000.00) y Ve i nte mil pesos para
Leyda Jiménez Nina, Venecia Jiménez Nina, Carmen Nina,
Isabel Ortiz de Díaz y Julio Ortiz, por la muerte de Clau-
dina Ortiz o Mamita Nina, más los interesas legales de
dichas sumas a partir de la fecha de las demandas; Sépti-
mo: Condena solidar i amente al Estado Dominicano y a Sa-
lomón Peralta y Peralta al pago de las costas civiles con
di stracción de las mismas en favor de los Dctores Joaquín
E. Ortiz Castillo, Abraham Bautista Alcántara, Manuel A.
Bautista Alcántara, Tomás Leovigildo Montero de Oleo y
Lic. J. Humberto Terrero, abogados que afirman haberlas
avanzado en su totalidad; Octavo: Declara la presente sen-
tencia, con todas sus consecuencias legales oponible en pro-

1
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 3 de junio del 1977, a re-
querimiento del Dr. Máximo H. Piña Puello, cédula No,
11443, serse 12, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
del 1967, sobre Tránsito 'y Vehículos, 1383 del Código Ci
vil, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ellá se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 2 de
enero del 1975, en la carretera Sánchez, en el tramo que
conduce a la Sección de Olivero, el Juzgado de Primera'
Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana
dictó una sentencia el 10 de junio de 1976, cuyo dispositivo
es el siguiente: "Primero: Pronuncia el defecto del preve-
nido Salomón Peralta y Peralta, por no haber comparecido
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Declara al prevenido Salomón Peralta y Peralta,
culpable del hecho puesto a su cargo. en consecuencia lo
condena a dos (2) años de prisión correccional y al pago
de una multa de (Quinientos Pesos Oro) RD$500.00; Ter
cero: Ordena la suspensión de la licencia de conducir del
prevenido Salomón Peralta y Peralta, por el período de
un año; Cuarto: Condena al prevenido Salmón Peralta y
Peralta al pago de las costas penales; Quinto: Declara bue-
na y válida la constitución en parte civil hecha por los
doctores Lic. J. Humberto Terrero, Joaquín E. Ortiz Cas-

e

tillo, Abraha m Bautista Alcántara, Manuel A. Bautista Al-
cántara y Tomás Leovigildo de Oleo Montero, en repre-
sentaciones de sus requirientes; por haber sido hecha de
acuerdo con la Ley; Sexto: Condena a Salomón Peralta y
Peralta y al Estado Dominicano solidariamente al pago de
una indemnizac ión de diez mil pesos oro (RD$10,000.00)
en favor de los menores María Isidra del Rosario Ramírez
y paulino del Rosario Ramírez, representados por su ma-

dre y tutora legal Ovidia Elida Ramírez, por los daños mo-
rales y materiales, que con el hecho de la muerte de su
padre José María del Rosario (a) Amancio, le ha ocasiona-
do; Dos mil pesos a favor de Elsa Pérez Rosaro; Mil pesos
a favor de Felipe Montero como justa reparación de los
daños morales y materiales sufridos; a Rafael Peralta Sil-
verio, Diez mil pesos por la muerte de su hija menor Gi-
lenny Altagracia Peralta (a) Geovanny y Dies mil pesos
por la muerte de la esposa común en bienes Emiliana Mar-
tina Encarnación Mesa; para el señor Juan Leonidas En-
e-arme:6n Mesa, la suma de Diez mil pesos por la muerte
de su hija, señora Emiliana Martina Encarnación Mesa;
para Angel Maria Lima, Diez mil pesos por la muerte de
su hijo Rafael Lima Mateo; para José Altagracia Delgado
Montero la suma de Mil Pesos y para Domingo Cubilete la
suma de Mil pesos (RDS1,000.00) y V&nte mil pesos para
Leyda Jiménez Nina, Venecia Jiménez Nina, Carmen Nina,
Isabel Ortiz de Díaz y Julio Ortiz, por la muerte de Clau-
dina Ortiz o Mamita Nina, más los interesas legales de
dichas sumas a partir de la fecha de las demandas; Sépti-
mo: Condena solidar i amente al Estado Dominicano y a Sa-
lomón Peralta y Peralta al pago de las costas civiles con
d'stracción de las mismas en favor de los Dctores Joaquín
E. Ortiz Castillo, Abraham Bautista Alcántara, Manuel A.
Bautista Alcántara, Tomás Leovigildo Montero de Oleo y
Lic. J. Humberto Terrero, abogados que afirman haberlas
avanzado en su totalidad; Octavo: Declara la presente sen-
tencia, con todas sus consecuencias legales oponible en pro-

1
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porción a las indemnizaciones impuestas a la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A."; b) que sobre los recur-
sos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Se
declaran regulares y válidos en cuanto a la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por el Dr. Máximo Piña
Puello, a nombre y representación del prevenido Salomón
Peralta y Peralta, de la persona civilmente responsable, el
Ejército Nacional y de la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., de fecha 13 de julio de 1976 y del Dr. Tomás
Suzaña Herrera, a nombre y representación del Estado Do-
minicano, de fecha 4 de agosto de 1976; contra sentencia co-
rreccional No. 426, de fecha 10 de junio de 1976; del Juz-
gado de Primera Intancia de San Juan, cuyo dispositivo •
se copia en otra parte de esta sentencia, por estar dentro
de los plazos y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Se modif ica la sentencia apelada en el aspecto penal en
cuanto a la pena impuesta y se condena al nombrado Sa-
lomón Peralta y Peralta al pago de una multa de Tres-
cientos Pesos, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Se modifica la sentencia recurrida en
el aspecto civil en cuanto al monto de las indemnizaciones
impuestas y se fijan las mismas en las formas siguientes:
a) se condena a Salomón Peralta y Peralta y al Estado Do-
minicano, al pago de una indemnización de RD$7,000.00
(Siete Mil Pesos) en favor de los menores María Isidora
del Rosario Ramírez y Paulino del Rosario Ramírez, re-
presentados por su madre y tutora legal Ovidia Elida Ra-
mírez por la muerte de su padre José María del Rosario
(alias) Amancio; b) en favor de Elsa Pérez Rosario la su-
ma de RD$1,700.00 (Mil Setecientos Pesos Oro), por golpes
y heridas involuntarias curables después de 10 y antes de
20 días; e) en favor de Felipe Montero, la suma de RID1-

 (Novecientos Pesos Oro), por golpes y heridas in-
voluntarios, curables antes de 10 días; d) en favor de Ra-
fael Peralta Silverio la suma de RD$4,000.00 (Cuatro Mil

BOLETIN JUDICIAL	 2099

Pesos) por la muerte de su hija Gilenny Altagracia Peralta

(a) Geova ni y RD$4,000.00 (Cuatro Mil Pesos), por la muer-

te de su esposa Emiliana Martina Encarnación Mesa; c)
en favor de Angel María Lima la suma de RD$4,000.00 por
la muerte de su hijo Rafael Lima Mateo; f) en favor de
José Altagrac ia Delgado Montero, la suma de RD$900.00
(Novecientos Pesos) por golpes involuntarios curables an-
tes de los 10 días; g) en favor de Domingo Cubilete la suma
de RD$900.00 (Novecientos Pesos), por golpes involuntarios
curables antes de los 10 días; h) en favor de Leyda Jimé-
nez Nina, Venecia Jiménez Nina, Carmen Nina, Isabel Ortiz

de Díaz y Julio Ortiz la suma de RD$10,000.00 (Diez Mil
Pesos) para dividirse en partes iguales entre éstos, por su

condición de hijos de la señora Claudina Ortiz o Mamita
Nina; CUARTO: Se condena al prevenido Salomón Peralta
y Peralta al pago de las costas; QUINTO: Se condena soli-
dariamente al Estado Dominicano, y a Salomón Peralta y
Peralta al pago de las costas civiles en favor de los Dres.
Joaquín E. Ortiz Castillo, Abraham Bautista Alcántara, Ma-
nuel A. Bautista Alcántara, Tomás Leovigildo Montero de
Oleo y Licenciado J. Humberto Terrero, ahogados quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: De-
clara la presente sentencia oponible a la Compañía asegu-
radora San Raafael, C. por A.";.

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recursos interpuestos por el Estado Dominicano y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., en razón de que
dichos recurrentes no han expuesto los medios en que los
fundan, conforme lo exige a pena de nulidad, el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, y, por tanto.
sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio, regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, para declarar culpable
Y condenar al prevenido Salomón Perilla y Peralta por el
deli to puesto a su cargo, dio por establecido lo siguiente:
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porción a las indemnizaciones impuestas a la Compañia
de Seguros San Rafael, C. por A."; b) que sobre los recur-
sos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Se
declaran regulares y válidos en cuanto a la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por el Dr. Máximo Piña
Puello, a nombre y representación del prevenido Salomón
Peralta y Peralta, de la persona civilmente responsable, el
Ejército Nacional y de la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., de fecha 13 de julio de 1976 y del Dr. Tomás
Suzaña Herrera, a nombre y representación del Estado Do-
minicano, de fecha 4 de agosto de 1976; contra sentencia co-
rreccional No. 426, de fecha 10 de junio de 1976; del Juz-
gado de Primera Intancia de San Juan, cuyo dispositivo
se copia en otra parte de esta sentencia, por estar dentro
de los plazos y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Se modifica la sentencia apelada en el aspecto penal en
cuanto a la pena impuesta y se condena al nombrado Sa-
lomón Peralta y Peralta al pago de una multa de Tres-
cientos Pesos, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Se modifica la sentencia recurrida en
el aspecto civil en cuanto al monto de las indemnizaciones
impuestas y se fijan las mismas en las formas siguientes:
a) se condena a Salomón Peralta y Peralta y al Estado Do-
minicano, al pago de una indemnización de RD$7,000.00
(Siete Mil Pesos) en favor de los menores María Isidora
del Rosario Ramírez y Paulino del Rosario Ramírez, re-
presentados por su madre y tutora legal Ovidia Elida Ra-
mírez por la muerte de su padre José María del Rosario
(alias) Amancio; b) en favor de Elsa Pérez Rosario la su-
ma de RDS1,700.00 (Mil Setecientos Pesos Oro), por golpes
y heridas involuntarias curables después de 10 y antes de
20 días; c) en favor de Felipe Montero, la suma de RD1-
900.00 (Novecientos Pesos Oro), por golpes y heridas in-
voluntarios, curables antes de 10 días; d) en favor de Ra-
fael Peralta Silverio la suma de RD$4,000.00 (Cuatro Mil
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pesos) por la muerte de su hija Gilenny Altagracia Peralta
(e)Geovani y RD$4,000.00 (Cuatro Mil Pesos), por la muer-

te de su esposa Emiliana Martina Encarnación Mesa; e)

en favor de Angel María Lima la suma de RD$4,000.00 por

le muerte de su hijo Rafael Lima Mateo; f) en favor de

José 
Altagracia Delgado Montero, la suma de RD$900.00

(Novecientos Pesos) por golpes involuntarios curables an-
tes de los 10 días; g) en favor de Domingo Cubilete la suma
de RD$900.00 (Novecientos Pesos), por golpes involuntarios

curables antes de los 10 días; h) en favor de Leyda Jimé-
nez Nina, Venecia Jiménez Nina, Carmen Nina, Isabel Ortiz

de Díaz y Julio Ortiz la suma de RD$10,000.00 (Diez M:1
Pesos) para dividirse en partes iguales entre éstos, por su
condición de hijos de la señora Claudina Ortiz o Mamita
Nina; CUARTO: Se condena al prevenido Salomón Peralta
y Peralta al pago de las costas; QUINTO: Se condena soli-
dariamente al Estado Dominicano, y a Salomón Peralta y
Peralta al pago de las costas civiles en favor de los Dres.
Joaquín E. Ortiz Castillo, Abraham Bautista Alcántara, Ma-
nuel A. Bautista Alcántara, Tomás Leovigildo Montero de
Oleo y Licenciado J. Humberto Terrero, ahogados quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: De-
clara la presente sentencia oponible a la Compañía asegu-
radora San Raafael, C. por A.";

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recursos interpuestos por el Estado Dominicano y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., en razón de que
dichos recurrentes no han expuesto los medios en que los
fundan, conforme lo exige a pena de nulidad, el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, y, por tanto.
sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio, regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, para declarar culpable
Y condenar al prevenido Salomón Perlita y Peralta por el
delito puesto a su cargo, dio por establecido lo siguiente:



2100
	

BOLETIN JUDICIAL,

a) que el 2 de enero del 1975, ocurrió un choque en la ca-
rretera Sánchez, en el tramo que conduce a la Sección de
Olivero, Municipio de San Juan de la Maguana, entre el
camión placa oficial No. 1809, del Ejército Nacional, con 1Póliza No. A-1-38106 de la San Rafael, C. por A., manejado '
por el raso del Ejército Nacional, Salomón Peralta y Peralta
y el automóvil, placa pública No. 216-478, conducido por su
propietario José María del Rosario (a) Amando, del cual
resultaron muertos José María del Rosario, Emiliana Mar-
tina Encarnación Mesa, Rafael Lima Mateo, Claudina Ortiz
y la menor Gilenny Altagracia Peralta Encarnación, y con
lesiones corporales curables antes de 10 días, y otros des-
pués de 10 días, Salomón Peralta y Peralta, Rafael Mejía
Peñaló, José del Rosario Cruz, Felipe Montero, Domingo
Cubilete, Hipólito Fructuoso D:onicio, Elsa Pérez Rosario,
Marcial Otilio Santana y Santana y José Altagracia Del-
gado; que los vehículos transitaban en dirección contraria;
b) que el accidente se deb i ó a la imprudencia del chofer
del camión, Salomón Peralta y Peralta, quien condujo su
vehículo sin ninguna precaución, como tomar derecha al
entrar en la curva de la carretera que existe en donde
ocurrió el choque, reducir la velocidad o detener su c.-
hículo para evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, los delitos que oca-
sionaron la muerte, involuntariamente a una o más perso-
nas con la conducción de un vehículo de motor, y de golpes
y heridas a otros, previsto y sancionado en el inciso 1ro.
del artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y
Vehículos, con las penas de dos a cinco años de prisión, y
multa de RD$500.00 a RD$2,000.00 el más grave de los (.1. -
litos; que, por tanto, al condenar al prevenido recurrente al
pago de una multa de RD$300.00, acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una pe-
na ajustada a la ley;
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Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido Salomón Peralta y
Peralta había ocasionado a las personas constituidas en
parte civil, daños y perjuicios materiales y morales que
evaluó en las sumas de RD$7,000.00 en favor de los meno-
res María Isidora del Rosario Ramírez y Paulino del Ro-
sario Ramírez, representados por su madre y tutora legal
Ovidia Elida Ramírez; RD$1,700.00 en favor de Elsa Pérez
Rosario; RD$900.00 en favor de Felipe Montero; RD$8,000.-
000 en favor de Rafael Peralta Silverio; RD$4,000.00 en fa-
vor de Angel María Lima; RDS900.00 en favor de José A.
Delgado Montero; RD$900.00 en favor de Domingo Cub:le-
te; RD$10,000.00, en favor de Leyda Jiménez Nina, Venecia
Nina, Carmen Nina, Isabel Ortiz de Díaz y Julio Ortiz, pa-
ra dividirse en partes iguales; que al condenar a dicho pre-
venido y al Estado Dominicano al pago de esas sumas, a
título de indemnización, más los intereses legales a partir
de la demanda, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
de los artículos 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo concerniente al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por el Estado Dominicano y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de
la Maguana, en sus atribuciones correcciona les , el 2 de ju-
nio de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de ca-

sación 'interpuesto por el prevenido Salomón Peralta y Pe-
ralta y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Arniama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osval-
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a) que el 2 de enero del 1975, ocurrió un choque en la ca-
rretera Sánchez, en el tramo que conduce a la Sección de
Olivero, Municipio de San Juan de la Maguana, entre el
camión placa oficial No. 1809, del Ejército Nacional, con
Póliza No. A-1-38106 de la San Rafael, C. por A., manejado
por el raso del Ejército Nacional, Salomón Peralta y Peralta
y el automóvil, placa pública No. 216-478, conducido por su
propietario José María del Rosario (a) Amando, del cual
resultaron muertos José María del Rosario, Emiliana Mar-
tina Encarnación Mesa, Rafael Lima Mateo, Claudina Ortiz
y la menor Gilenny Altagracia Peralta Encarnación, y con
lesiones corporales curables antes de 10 días, y otros des-
pués de 10 días, Salomón Peralta y Peralta, Rafael Mejía
Peñaló, José del Rosario Cruz, Felipe Montero, Domingo
Cubilete, Hipólito Fructuoso D:onicio, Elsa Pérez Rosario,
Marcial Otilio Santana y Santana y José Altagracia Del-
gado; que los vehículos transitaban en dirección contraria;
b) que el accidente se debió a la imprudencia del chofer
del camión, Salomón Peralta y Peralta, quien condujo su
vehículo sin ninguna precaución, como tomar derecha al
entrar en la curva de la carretera que existe en donde
ocurrió el choque, reducir la velocidad o detener su ve-
hículo para evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, los delitos que oca-
sionaron la muerte, involuntariamente a una o más perso-
nas con la conducción de un vehículo de motor, y de golpes
y heridas a otros, previsto y sancionado en el inciso lro.
del artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y
Vehículos, con las penas de dos a cinco años de prisión, y
multa de RD$500.00 a RDS2,000.00 el más grave de los de-
litos; que, por tanto, al condenar al prevenido recurrente al
pago de una multa de RD$300.00, acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una pe-
na ajustada a la ley;

Considera ndo, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido Salomón Peralta y
Peralta había ocasionado a las personas constItuídas en
parte civil, daños y perjuicios materiales y morales que
evaluó en las sumas de RD$7,000.00 en favor de los meno-
res María Isidora del Rosario Ramírez y Paulino del Ro-
sario Ramírez, representados por su madre y tutora legal
Ovidia Elida Ramírez; RD$1,700.00 en favor de Elsa Pérez
Rosario; RDS900.00 en favor de Felipe Montero; RDS8,000.-
000 en favor de Rafael Peralta Silverio; RD$4,000.00 en fa-
vor de Angel María Lima; RDS900.00 en favor de José A.
Delgado Montero; RD$900.00 en favor de Domingo Cub:le-
te; RD$10,000.00, en favor de Leyda Jiménez Nina, Venecia
Nina, Carmen Nina, Isabel Ortiz de Díaz y Julio Ortiz, pa-
ra dividirse en partes iguales; que al condenar a dicho pre-
venido y al Estado Dominicano al pago de esas sumas, a
título de indemnización, más los intereses legales a partir
de la demanda, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
de los artículos 1383 del Código Civil;

41'	 Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo concerniente al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por el Estado Dominicano y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de
la Maguana, en sus atribuciones correccionales, el 2 de ju-
nio de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación Interpuesto por el preven i do Salomón Peralta y Pe-

ralta y lo condena al pago de las costas penales.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Raras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osval-
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do Perdomo Báez.— Joaquín Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana. de fecha 2 de junio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ernesto Núñez Suárez, Viterbo Abreu y Abreu. y
la Compañía de Seguros San Rafael. C. por A.

Interviniente : Fermín Medina Mateo.

Abogado: Dr. César A. Garrido Cuello.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1ro. del mes de Octubre del año 1980, años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
di2ncia pública, como , Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Ernesto Núñez Suárez, dcrninicano, mayor de
edad, casado, chofer, cédula No. 23885, serie 47, domiciliado
en la ciudad de La Vega; Viterbo Abreu y Abreu, domini-
cano, mayor de edad, cédula No. 42094, serie 47, con domi-
cilio en la casa No. 18 de la calle Peña y Reynoso, de La

jl
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do Perdomo Báez.— Joaquín Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue f:rmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la
1aguar.a. de fecha 2 de junio de 1977.

Nuteria: Correccional.

Recurrentes: Ernesto Núñez Suárez, Viterbo Abreu y Abreu. y
la Compañia de Seguros San Rafael, C. por A.

Interviniente: Fermín Medina Mateo.
Abogado: Dr. César A. Garrido Cuello.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio &ras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1ro. del mes de Octubre del año 1980, años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como , Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Ernesto Núñez Suárez, dcminicano, mayor de
edad, casado, chofer, cédula No. 23885, serie 47, domiciliado
en la ciudad de La Vega; Viterbo Abreu y Abreu, domini-
cano, mayor de edad, cédula No. 42094, serie 47, con domi-
cilio en la casa No. 18 de la calle Peña y Reynoso, de La
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Vega, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
su domicilio en la calle Leopoldo Navarro de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Juan de la Maguana, en sus atribuciones correcciona-
les, el 2 de junio de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jovino
Herrera Arnó, en representac:ón del Dr. César A. Garrido
Cuello, cédula No. 11824, serie 12, abogado del intervi-
niente, Fermín Medina Mateo, dominicano, mayor de edad,
soltero, agricultor, cédula No. 1465, serie 74, domiciliado en
la Sección de Higüerito, Municipio de Bánica;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de junio de 1977, a
requerimiento del Dr. Máximo H. Piña Puello, cédula No.
11443, serie 12, en representación de los recurrentes;

Visto el escrito del interviniente, del 2 de junio de
1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
Tránsito y Vehículos, de 1967; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ca-
rretera Sánchez, tramo de San Juan de la Maguana a Azua,
el 27 de febrero de 1974, en que una persona resultó con le-
siones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Juan de la Maguana dictó el 29 de
octubre de 1975, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se declara el defecto contra el pre-

venido Ernesto Núñez Suárez, por no haber comparecido

/lo obstante haber sido citado legalmente; SEGUNDO: Con-
dena al prevenido Ernesto Núñez Suárez, de generales que
constan en el expediente, culpable de violar la Ley No. 241,
artículo 49 (golpes involuntarios) causados con el manejo

o conducción de vehículo de motor, que ocasionaron trau-
matismos diversos y laceraciones diversas, con fractura ósea
de la cabeza, en perjuicio de Fermín Medina Mateo, en
consecuencia lo condena a seis (6) meses de prisión correc-
cional; TERCERO: Condena al prevenido Ernesto Núñez
Suárez, al pago de las costas; CUARTO: Declara bueno y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por el señor Fermín Medina Mateo, en contra del
señor Viterbo Abreu y Abreu, por reposar en derecho;
QUINTO: Condena al señor Viterbo Abreu y Abreu, per-
sona civilmente responsable puesta en causa, a pagar a fa-
vor de Fermín Medina Mateo, parte civil constituida, la
suma de tres mil pesos oro (RD$3,000.00) por los daños
morales y materiales sufridos, por la falta del prevenido;
SEXTO: Declara la presente sentencia con todas sus conse-
cuencias legales, oponible a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo marca
Chevrolet, chasis No. C-5395T-107751, póliza No. 3-14345,
propiedad del señor Viterbo Abreu y Abreu, causante del

. 1 accidente en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la
M' Ley No. 4117 (sobre seguro obligatorio de vehículos de mo-
:- tor); SEPTIMO: Conder.a al señor Viterbo Abreu y Abreu,

al pago de las costas civiles del procedimiento, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. César A. Garrido
Cuello, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
parte"; b) que sobre los recursos interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Se declaran regulares y válidos en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos
Por el Dr. Máximo H. Piña Cuello, en fecha 12 de enero
de 1976, a nombre y representación del preven:do Ernesto
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Vega, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
su domicilio en la calle Leopoldo Navarro de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Juan de la Maguana, en sus atribuciones correcciona-
les, el 2 de junio de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jovino
Herrera Arnó, en representación del Dr. César A. Garrido
Cuello, cédula No. 11824, serie 12, abogado del intervi-
niente, Fermín Medina Mateo, dominicano, mayor de edad,
soltero, agricultor, cédula No. 1465, serie 74, domiciliado en
la Sección de Higüerito, Municipio de Bánica;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de junio de 1977, a
requerimiento del Dr. Máximo H. Piña Puello, cédula No.
11443, serie 12, en representación de los recurrentes;

Visto el escrito del interviniente, del 2 de junio de
1978, suscrito por su abogado;

•La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
Tránsito y Vehículos, de 1967; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ca-
rretera Sánchez, tramo de San Juan de la Maguana a Azua,
el 27 de febrero de 1974, en que una persona resultó con le-
siones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Juan de la Maguana dictó el 29 de
octubre de 1975, una sentencia con el siguiente dispos:tivo:
"FALLA: PRIMERO: Se declara el defecto contra el prc.

venido Ernesto Núñez Suárez, por no haber comparecido

no obstante haber sido citado legalmente; SEGUNDO: Con-
dena al prevenido Ernesto Núñez Suárez, de generales que
constan en el expediente, culpable de violar la Ley No. 241,
artículo 49 (golpes involuntarios) causados con el manejo
o conducción de vehículo de motor, que ocasionaron trau-
matismos diversos y laceraciones diversas, con fractura ósea
de la cabeza, en perjuicio de Fermín Medina Mateo, en
consecuencia lo condena a seis (6) meses de prisión correc-
cional; TERCERO: Condena al prevenido Ernesto Núñez
Suárez, al pago de las costas; CUARTO: Declara bueno y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por el señor Fermín Medina Mateo, en contra del
señor Viterbo Abreu y Abreu, por reposar en derecho;
QUINTO: Condena al señor Viterbo Abreu y Abreu, per-
sona civilmente responsable puesta en causa, a pagar a fa-
vor de Fermín Medina Mateo, parte civil constituida, la
suma de tres mil pesos oro (RD$3,000.00) por los daños
morales y materiales sufridos, por la falta del prevenido;
SEXTO: Declara la presente sentencia con todas sus conse-
cuencias legales, oponible a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo marca
Chevrolet, chasis No. C-5395T-107751, póliza No. 3-14345,
propiedad del señor Viterbo Abreu y Abreu, causante del
accidente en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la
Ley No. 4117 (sobre seguro obligatorio de vehículos de mo-
tor); SEPTIMO: Condena al señor Viterbo Abreu y Abreu,
al pago de las costas civiles del procedimiento, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. César A. Garr:do
Cuello, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
parte"; b) que sobre los recursos interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA . PRIMERO: Se declaran regulares y válidos en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos
por el Dr. Máximo H. Piña Cuello, en fecha 12 de enero
de 1976, a nombre y representación del prevenido Ernesto
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Núñez Suárez, de la persona civilmente responsable Viter.
bo Abreu y Abreu y de la Compañía Aseguradora San Ra.
faael, C. por A., y del Dr. César A. Garrido Cuello, de fecha
15 de enero de 1976, a nombre y repre sentación de Fermín
Medina Mateo, parte civil constituida ,contra sentencia co-
rreccional No. 784, de fecha 29 de octubre de 1975, del Juz-
gado de Primera Instancia de San Juan, cuyo dispositivo se
copia en otra parte de esta sentencia por estar dentro de
los plazos y demás formalidades legales; SEGUNDO: Se
modifica la sentencia apelada en el aspecto penal; y se con-
dena al prevenido Ernesto Núñez Suárez, al pago de una 1

multa de RD$50.00 pesos, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Se modifica la sentencia
recurrida en el aspecto civil y se fija en RDS2,000.00 la in-
demnización en favor de Fermín Medina Mateo; CUARTO:
Se condena al prevenido al pago de las costas penales; QUIN
TO: Se condena al preven:do y a la persona civilmente res-
ponsable y a la Compañía Aseguradora, San Rafael, C. por
A., al pago de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en favor de César A. Garrido Cuello, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte; SEXTO: Se de-
clara la presente sentencia oponible a la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A.";

Considerando, en cuanto a los recursos de Viterbo
Abreu y Abreu, puesto en causa como civilmente responsa-
ble, y de la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.;
que procede declarar la nulidad de los mismos en razón de
que dichos recurrentes no han expuesto los medios en que
lo fundan, conforme lo exige, a pena de nulidad, el ar
tículo 37 de la Ley sobre Procedim:ento de Casación; que,
por tanto, sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, para declarar
culpable y condenar al prevenido Ernesto Núñez Suárez

por el delito puesto a su cargo, dio por establecido lo si-
guiente: a) que el día 27 de febrero del 1974, mientras Er-
nesto Núñez Suárez, conducía por la carretera Sánchez, de
Oeste a Este, de San Juan de la Maguana a la Cap:tal, el
camión placa No. 514-229, propiedad de Viterbo Abreu y
Abreu, con póliza No. 314345 de la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., al llegar al kilómetro 23 de dicha
carretera, sufrió una volcadura y atropelló a Fermín Me-
dina Mateo, quien iba a pie por dicha carretera, por su de-
recha, en la misma dirección, resultando con traumatismos,
lacerac iones y fractura en la cabeza, que curaron después
de treinta y antes de cientos ve:nte días; b) que el acci-
dente se debió a la excesiva velocidad que llevaba el ve-
hículo en el momento del accidente, y por haberse acercado
el vehículo al paseo de la carretera, a su derecha, en mo-
mentos en que el pavimento estaba mojado, lo que dio lu-
gar a que el vehículo se volcara al rebasar al peatón; todo
lo que demuestra que el prevenido manejó su vehículo de
modo imprudente al no observar los reglamentos de tránsito;

Considerando, que los hechos así establec i dos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas causados involuntariamente, con la conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado
por ese mismo texto legal, en la letra c) con la pena de
6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$-
500.00, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo du-
rare 20 días o más, como sucedió en la especie; que al con-
denar al prevenido Ernesto Núñez Suárez, a una multa de
RD$50.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en suse demás aspectos, en lo que concierne al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;
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Núñez Suárez, de la persona civilmente responsable Viter-
bo Abreu y Abreu y de la Compañía Aseguradora San Ra. •
faael, C. por A., y del Dr. César A Garrido Cuello, de fecha
15 de enero de 1976, a nombre y representación de Fermín
Medina Mateo, parte civil constituida ,contra sentencia co-
rreccional No. 784, de fecha 29 de octubre de 1975, del Juz-
gado de Primera Instancia de San Juan, cuyo dispositivo se
copia en otra parte de esta sentencia por estar dentro de
los plazos y demás formalidades legales; SEGUNDO: Se
modifica la sentencia apelada en el aspecto penal; y se con-
dena al prevenido Ernesto Núñez Suárez, al pago de una
multa de RDS50.00 pesos, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Se modifica la sentencia
recurrida en el aspecto civil y se fija en RD$2,000.00 la in-
demnización en favor de Fermín Medina Mateo; CUARTO:
Se condena al prevenido al pago de las costas penales; QUIN
TO: Se condena al preven:do y a la persona civilmente res-
ponsable y a la Compañía Aseguradora, San Rafael, C. por
A., al pago de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en favor de César A. Garrido Cuello, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte; SEXTO: Se de-
clara la presente sentencia oponible a la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A.";

Considerando, en cuanto a los recursos de Viterbo
Abreu y Abreu, puesto en causa como civilmente responsa-
ble, y de la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.;
que procede declarar la nulidad de los mismos en razón de
que dichos recurrentes no han expuesto los medios en que
lo fundan, conforme lo exige, a pena de nulidad, el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que,
por tanto, sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua. mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, para declarar
culpable y condenar al prevenido Ernesto Núñez Suárez
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por el delito puesto a su cargo, dio por establecido lo si-
guiente: a) que el día 27 de febrero del 1974, mientras Er-
nesto Núñez Suárez, conducía por la carretera Sánchez, de
Oeste a Este, de San Juan de la Maguana a la Cap:tal, el
camión placa No. 514-229, propiedad de Viterbo Abreu y
Abreu, con póliza No. 314345 de la Compañía de Seguros
san Rafael, C. por A., al llegar al kilómetro 23 de dicha
carretera, sufrió una volcadura y atropelló a Fermín Me-
dina Mateo, qu:en iba a pie por dicha carretera, por su de-
recha, en la misma dirección, resultando con traumatismos,
lacerac iones y fractura en la cabeza, que curaron después
de treinta y antes de cientos veinte días; b) que el acci-
dente se debió a la excesiva velocidad que llevaba el ve-
hículo en el momento del accidente, y por haberse acercado
el vehículo al paseo de la carretera, a su derecha, en mo-
mentos en que el pavimento estaba mojado, lo que dio lu-
gar a que el vehículo se volcara al rebasar al peatón; todo
lo que demuestra que el prevenido manejó su vehículo de
modo imprudente al no observar los reglamentos de tránsito;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas causados ,involuntariamente, con la conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado
Por ese mismo texto legal, en la letra c) con la pena de
6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$-
500.00, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo du-
rare 20 días o más, como sucedió en la especie; que al con-
denar al prevenido Ernesto Núñez Suárez, a una multa de
RD$50.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en suse demás aspectos, en lo que concierne al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;
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ntencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del

Se	 del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega, de fecha 13 de septiembre de 1977.
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Lama.

2108	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 2109      

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como interv:-
niente a Fermín Medina Mateo, en los recursos de casación
interpuestos por Ernesto Núñez Suárez, Viterbo Abreu y
Abreu y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Juan
de la Maguana, dictada en sus atribuciones correccionales,
el 2 de junio del 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulos
los recursos de casación interpuestos por Viterbo Abreu y
Abreu y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra dicha sentencia; TERCERO: Rechaza el recurso in-
terpuesto por Ernesto Núñez Suárez, y lo condena al pago
de las costas penales; CUARTO: Condena a Viterbo Abreu
y Abreu al pago de las costas civiles, distrayéndolas en
provecho del Dr. César A. Garrido Cuello ,abogado del in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad, haciéndolas oponibles a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publ'eada por mí, Secretar:o General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

.1•P

Recurrido: Bienvenido A. Tavera Tejada.
Abogados: Dres. Julio Aníbal Suárez y Roberto A. Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Am:ama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General. en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1ro. del mes de octubre del año 1980, años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-.
:ende:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Fal-
combridge Dominicana, C. por A., con domicilio y asiento
social en la Avenida Máximo Gómez, de esta ciudad; con-
tra la sentencia dictada el 13 de septiembre de 1977, por la
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Por tales mot ivos: PRIMERO: Admite como interv:-
niente a Fermín Medina Mateo, en los recursos de casación
interpuestos por Ernesto Núñez Suárez, Viterbo Abreu y
Abreu y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Juan
de la Maguana, dictada en sus atribuciones correccionales,
el 2 de junio del 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulos
los recursos de casación interpuestos por Viterbo Abreu y
Abreu y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra dicha sentencia; TERCERO: Rechaza el recurso in-
terpuesto por Ernesto Núñez Suárez, y lo condena al pago
de las costas penales; CUARTO: Condena a Viterbo Abreu
y Abreu al pago de las costas civiles, distrayéndolas en
provecho del Dr. César A. Garrido Cuello ,abogado del in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad, haciéndolas oponibles a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., dentro de los térm:nos de la Póliza. •

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y pubreada por mí, Secretar:o General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

sizrENCIA DE FECHA lro. DE OCTUBRE DEL 1980

soda' ola impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del

del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega, de fecha 13 de septiembre de 1977.

Materia: Laboral.

Recurrente: Falcombridge Dominicana, C. por A.
Abogados: Ores. Lupo Hernández Rueda y Juan Alfredo Biaggi

Lama.

Recurrido: Bienvenido A. Tavera Tejada.
Abogados: Ores. Julio Anibal Suárez y Roberto A. Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nac:onal,
hoy día lro. del mes de octubre del año 1980, años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Fal-
combridge Dominicana, C. por A., con domicilio y asiento
social en la Avenida Máximo Gómez, de esta ciudad; con-
tra la sentencia dictada el 13 de septiembre de 1977, por la
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Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de P.
mera Instancia de La Vega, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por sí y por el Dr.
Roberto A. Rosario, abogados del recurrido, Bienvenido A.
Tavárez, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 28 de septiem.
bre de 1978, suscrito por sus abogados, Dr. Lupo Hernández
Rueda y Juan Alfredo Biaggi Lama, portadores, respectiva.
mente, de las cédulas Nos. 52000 y 154156, series lra., en
el que se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante; así como la ampliación
del mismo;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por sus abogados, e igualmente la ampliación del mismo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se ref i ere consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, del actual recurrido Bienvenido A. Tavárez,
contra la ahora recurrente, Falcombridge Dominicana, C.
por A., el Juzgado de Paz del Municipio de Monseñor Nouel,
dictó el 26 de octubre de 1970, en atribuc i ones laborales,
una sentencia cuyo disposit i vo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara rescindido el contrato de trabajo que exis-
tió entre las partes, por causa de despido injustificado ejer-
cido por el patrono demandado contra el demandante Bien-
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venido Antonio Tavárez; y sobre el fondo se acoge en par-
te y en consecuencia: Se condena a la Compañía Falcom-
bridge Dominicana, C. por A., a pagarle al trabajador de-
mandante B i envenido Antonio Tavárez los siguientes valo-
res: a) 24 días de preaviso; 15 días de cesantía, a base de
un salario de RD$1.27 por hora; TERCERO: Se condena a
la Compañ ía Falcombridge Dominicana, C. por A., a pagar
a Bienvenido Antonio Tavárez, tres meses de salario por
aplicación del artículo 84, oretnal 3ro. del Código de Tra-
bajo; CUARTO: Se condena a la Compañía Falcombridge
Dominicana, C. por A., al pago de las costas, y se ordena
su distracción en provecho de los Dres. Norberto A. Rosa-
rio Peña, Juan Luperón Vásquez y Julio Aníbal Suárez,
abogados que afirman haberlas avanzado en su totalidad";
y b) que sobre apelación de la antes citada recurrente, la
Cámara Civil, Comercial y -de Trabajo del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en atribu-
ciones laborales, dictó el 13 de diciembre de 1977, la sen-
tencia ahora impugnada, de la que es el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza el fin de inadmisibi-
lidad planteado por la recurrida, por improcedente e infun-
dada; SEGUNDO: Se declara bueno y válido el recurso de
apelación interpuesto por la Falcombridge Dominicana, C.
por A., contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del
Municipio de Monseñor Nouel, en fecha 26 de octubre del
año 1976, en cuanto a la forma, y en cuanto al fondo se
rechaza dicho recurso por improcedente e infundado; TER-
CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia ape-
lada; CUARTO: Se condena a la Falcombridge Domin i ca-
na, C. por A., al pago de las costas y ordena su distracción
en favor de los Dres. Roberto A. Rosario y Julio Aníbal
Suárez, quienes afirman estarlas avanzando en su totali-
dad";

Considerando, que en su memorial la recurrente pro-
Pone contra la sentencia impugnada los s i guientes medios:
Primer Medio: Falta de base legal. Falta de motivos. Vio-
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Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de P.
mera Instancia de La Vega, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por sí y por el Dr.
Roberto A. Rosario, abogados del recurrido, Bienvenido A.
Tavárez, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 28 de septiem-
bre de 1978, suscrito por sus abogados, Dr. Lupo Hernández
Rueda y Juan Alfredo Biaggi Lama, portadores, respectiva.
mente, de las cédulas Nos. 52000 y 154156, series Ira., en
el que se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante; así como la ampliación
del mismo;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por sus abogados, e igualmente la ampliación del mismo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refere consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, del actual recurrido Bienvenido A. Tavárez,
contra la ahora recurrente, Falcombridge Dominicana, C.
por A., el Juzgado de Paz del Municipio de Monseñor Nouel,
dictó el 26 de octubre de 1976, en atribuc . ones laborales,
una sentencia cuyo disposit i vo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara rescindido el contrato de trabajo que exis-
tió entre las partes, por causa de despido injustificado ejer
cido por el patrono demandado contra el demandante Bien-

venido Antonio Tavárez; y sobre el fondo se acoge en par-

te, y en consecuenc:a: Se condena a la Compañía Falcom-
bridge Dominicana, C. por A., a pagarle al trabajador de-
mandante B i envenido Antonio Tavárez los siguientes valo-
res: a) 24 días de preaviso; 15 días de cesantía, a base de
un salario de RD$1.27 por hora; TERCERO: Se condena a
la Compañía Falcombridge Dominicana, C. por A., a pagar
a Bienvenido Antonio Tavárez, tres meses de salario por
aplicación del artículo 84, ord . nal 3ro. del Código de Tra-
bajo; CUARTO: Se condena a la Compañía Falcombridge
Dominicana, C. por A., al pago de las costas, y se ordena
su distracción en provecho de los Dres. Norberto A. Rosa-
rio Peña, Juan Luperón Vásquez y Julio Aníbal Suárez,
abogados que afirman haberlas avanzado en su totalidad";
y b) que sobre apelación de la antes citada recurrente, la
Cámara Civil, Comercial y -de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en atribu-
ciones laborales, dictó el 13 de diciembre de 1977, la sen-
tencia ahora impugnada, de la que es el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza el fin de inadmisibi-
lidad planteado por la recurrida, por improcedente e infun-
dada; SEGUNDO: Se declara bueno y válido el recurso de
apelación interpuesto por la Falcombridge Dominicana, C.
por A., contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del
Municipio de Monseñor Nouel, en fecha 26 de octubre del
año 1976, en cuanto a la forma, y en cuanto al fondo se
rechaza dicho recurso por improcedente e infundado; TERr
CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia ape-
lada; CUARTO: Se condena a la Falcombridge Domin'ea-
/la, C. por A., al pago de las costas y ordena su distracción
en favor de los Dres. Roberto A. Rosario y Julio Aníbal
Suárez, quienes afirman estarlas avanzando en su totali-
dad";

Considerando, que en su memorial la recurrente pro-
Pone contra la sentencia impugnada los s i guientes medios:
Primer Medio: Falta de base legal. Falta de motivos. V:o-
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ladón del artículo 1315 del Código Civil; Segundo Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci.
vil. Falta de base legal. (Otro aspecto). Desnaturalización
de los hechos;

Considerando, que en los medios de su memorial, re.
unidos, la recurrente alega, en síntesis, que el trabajador
Bienvenido A. Taveras Tejada, mecánico a su servicio en
su planta industrial, rehusó dedicarse a su trabajo habitual
al declarar a su superior inmediato que no quería trabajar
en el lugar as i gnádole, sino "en un sitio que tuviera menos
polvo y menos calor, en vista de que estaba enfermo de la
garganta"; que, no obstante lo expuesto, el Juzgado a-quo
estimó que la manifestada negativa del trabajador Taveras
Tejada, de satisfacer su obligación contractual no caracteri-
zaba falta alguna que justificara su despido; que ,además,
la expresada Cámara, al adoptar, su decisión no ponderó las
declaraciones del testigo Juan Frías, en el sentado de que
en la Planta "hay polvo por todas partes", ni tampoco el
hecho de que el obrero Taveras Tejada, suscribió el acto
de no acuerdo, al procederse a la tentativa de conciliación,
sin que objetara las alegaciones de la ahora recurrente en
su contra; que, por último, la recurrente produjo conclusio-
nes en el sentido de que la demanda del obrero fuera recha-
zada por no haber él probado que estaba enfermo —lo que
pudo haber establecido al existir en la Planta de trabajo un
dispensar:o y un médico permanente—, y que, no obstante
ello, la Cámara a-qua, no ponderó de ningún modo dicho
pedimento; que por todo lo antes expuesto la sentencia
impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el Juzgado a-quo para die
tarla se fundó en la declaración del testigo Luis González
de la Cruz, que consideró más sincera y verosímil que los
demás deponentes, y quien expuso que Taveras Tejada le
d:jo que "el polvo me está haciendo daño y no puedo tra-

.
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bajar ahí; solamente te pido que me pongas en un puesto

más cómodo"; agregando haberlo oído decir también "que
quería trabajar en un ; tio que tuviera menos polvo y me-
nos calor, en vista de que estaba enfermo de la garganta

y 
le había dado fiebre", y que Taveras "no se negó a traba-

jar, sino que lo pusieran en otro sitio"; que en base a ello,

y además en que, como se consigna en la sentencia impug-
nada el trabajador referido "era un buen trabajador que no
se había negado otras veces a trabajar", la dicha Cámara

o-qua pudo establecer, como en efecto lo hizo, que el ahora
recurrido no incurrió en falta alguna justificativa del des-
pido que se le hiciera de su trabajo; que, por otra parte,
una vez admitido por la expresada Cámara a-quci que el

trabajador Taveras Tejada no incurrió en negativa alguna
de desempeñar su trabajo habitual para su patrono, carecía
de pertinencia que dicha Cámara se abocara a establecer
si efectivamente el trabajador despedido había hecho o no

la prueba de su alegado quebranto; que igualmente es ime-
levarrte que él no hubiese refutado formalmente ,en la ten-
tativa de la conciliación, las imputaciones que se les ha-
cían, desde que él, el trabajador recurrido, rehusó avenirse
a entendido alguno con su patrono; que por todo cuanto ha
sido expuesto los medios del memorial se desestiman por
carecer de fundamento;

Q111	 Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Falcombridge Dominicana, C.
por A., contra la sentenc ia dictada en atribuc : ones labora-
les por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega,
el 13 de septiembre de 1977, cuyo dispositivo se ha trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y SEGUNDO:

Condena a la recurrente al pago de las costas, ordenando
su distracc'ón en provecho de los Doctores Julio Aníbal
Suárez y Roberto A. Rosario, abogados del recurrido, por
afirmar haberlas avanzado en su totalidad.

4
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lación del artículo 1315 del Código Civil; Segundo Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento ei,
vil. Falta de base legal. (Otro aspecto). Desnaturalización
de los hechos;

Considerando, que en los medios de su memorial, re.
unidos, la recurrente alega, en síntesis, que el trabajador
Bienvenido A. Taveras Tejada, mecánico a su servicio en
su planta industrial, rehusó dedicarse a su trabajo habitual
al declarar a su superior inmediato que no quería trabajar
en el lugar as i gnádole, sino "en un sitio que tuviera menos
polvo y menos calor, en vista de que estaba enfermo de la
garganta"; que, no obstante lo expuesto, el Juzgado a-quo
estimó que la manifestada negativa del trabajador Taveras
Tejada, de satisfacer su obligación contractual no caracteri-
zaba falta alguna que justificara su despido; que ,además,
la expresada Cámara, al adoptar, su decisión no ponderó las
declaraciones del testigo Juan Frías, en el sentido de que
en la Planta "hay polvo por todas partes", ni tampoco el
hecho de que el obrero Taveras Tejada, suscribió el acto
de no acuerdo, al procederse a la tentativa de conciliación,
sin que objetara las alegaciones de la ahora recurrente en
su contra; que, por último, la recurrente produjo conclusio-
nes en el sentido de que la demanda del obrero fuera recha-
zada por no haber él probado que estaba enfermo —lo que
pudo haber establecido al existir en la Planta de trabajo un
dispensar:o y un médico permanente—, y que, no obstante
ello, la Cámara a-qua, no ponderó de ningún modo dicho
pecUmento; que por todo lo antes expuesto la sentencia
impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug
nada pone de manifiesto que el Juzgado a-quo para dic-
tarla se fundó en la declaración del testigo Luis González
de la Cruz, que consideró más sincera y verosímil que los
demás deponentes, y quien expuso que Taveras Tejada le
dijo que "el polvo me está haciendo daño y no puedo tra-

.

b
ajar ahí; solamente te pido que me pongas en un puesto

más cómodo"; agregando beberlo oído decir también "que
quería trabajar en un sitio que tuviera menos polvo y me-
nos calor, en vista de que estaba enfermo de la garganta

y le 
había dado fiebre", y que Taveras "no se negó a traba-

jar, sino que lo pusieran en otro sitio"; que en base a ello,
y además en que, corno se consigna en la sentencia impug-
nada el trabajador referido "era un buen trabajad or que no

se había negado otras veces a trabajar", la cdcha Cámara
a-qua pudo establecer, como en efecto lo hizo, que el ahora
recurrido no incurrió en falta alguna justificativa del des-
pido que se le h i ciera de su trabajo; que, por otra parte,
una vez admitido por la expresada Cámara a-quu que el
trabajador Taveras Tejada no incurrió en negativa alguna
de desempeñar su trabajo habitual para su patrono, carecía
de pertinencia que dicha Cámara se abocara a establecer
si efectivamente el trabajador despedido había hecho o no
la prueba de su alegado quebranto; que igualmente es irre-
levante que él no hubiese refutado formalmente ,en la ten-
tativa de la conciliación, las imputaciones que se les ha-
cían, desde que él, el trabajador recurrido, rehusó avenirse
a entendido alguno con su patrono; que por todo cuanto ha
sido expuesto los medios del memorial se desestiman por
carecer de fundamento;

Por tales motivos: PLUMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Falcombridge Dominicana, C.
por A., contra la sentencia dictada en atribuc : ones labora-
les por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega,
el 13 de septiembre de 1977, cuyo dispositivo se ha trans-

crito en parte anterior del presente fallo; y SEGUNDO:

ka Condena a la recurrente al pago de las costas, ordenando
su distracc'ón en provecho de los Doctores Julio Aníbal
Suárez y Roberto A. Rosario, abogados del recurrido, por
afirmar beberlas avanzado en su totalidad.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente,— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
autrencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretar:o General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

InUrviniente: Mario Antonio Fontana.
Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Munitor S. Veras.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arn:ama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de Octu-
bre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Gilberto Lora Melo, dominicano, mayor de
edad, soltero, mecánico, domiciliado en la calle Manuel
Ubaldo Gómez No. 142, cédula No. 136100, serie Ira.; José
Lora, dominicano, mayor de edad, del mismo domicilio; y

,t

SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha 22 de julio de 1977.

materia: Correccional.

Recurrentes: José Gilberto Lora Melo, José Lora y Seguros Pc-

pín, S. A.
%bogado : Dr. César R. Pina Toribio.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be.
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aud'encia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretar:o General,
que certifico. (Pido.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1980

tencia impugnada: Corte de Apelac:6n de San Pedro de Ma-
corís de fecha 22 de julio de 1977.

materia: Correccional.

1/acunar/tes: José Gilberto Lora Melo, José Lora y Seguros Pe-

pín, S. A.
Ahogado: Dr. César R. Pina Toribio.

laWrviniente: Mario Antonio Fontana.
»azadas: Dres. Ulises Cabrera y Munitor S. Veras.

Dios, Patria y Libertad,
República Donúnicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Am:ama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-

r, Felipe Osvaldo Perdorno Báez, y Joaquín Hernández
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
Guzmán, Distr:to Nacional, hoy día 3 del mes de Octu-

e del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
ente por José Gilberto Lora Melo, dominicano, mayor de
ad, soltero, mecánico, domicil:ado en la calle Manuel
baldo Gómez No. 142, cédula No. 136100, serie Ira.; José

Lora, dominicano, mayor de edad, del mismo domicilio; y

111

Ir

•

110•
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Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la casa No. 67
de la calle Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad,
contra la sentencia dictada el 22 de julio de 1977, en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno enda lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 9 de septiembre de 1977, a requerimiento
del Doctor Plutarco Montes de Oca, cédula No. 52959, serie
lra., a nombre y representación de los recurrentes, en la
que no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 6 de marzo de 1978, fir nado por
el Doctor César R. Pina Toribio, a nombre de los recurren-
tes, en el que se proponen los medios que se indicarán más
adelante:

Visto el escrito del 6 de marzo de 1978, suscrito por
los Doctores Ulises Cabrera, cédula No. 12215, serie 48, y
Munitor S. Veras, cédula No. 48062, serie 31, abogados del
interviniente Mario Antonio Fontana, dominicano, mayor
de edad, casado, empleado privado, domiciliado en la Ave-
nida de las Américas No. 171, de esta ciudad, cédula No.
128186, serie lra.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 52
y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta, a): que con mo-

tivo de un accidente de tránsito ocurrido en la Avenida

Duarte de esta ciudad; el 19 de octubre de 1969, la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 11 de junio de 1970, una sentencia
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, la
Corte de Santo Domingo dictó una sentencia el 10 de oc-

tubre de 1970 cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Félix Antonio Brito Mata, a
nombre y en representación del prevenido José Gilberto
Lora Melo, del señor José Lora, persona civilmente respon-
sable, y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra
sentencia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 11 de
junio de 1970, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Declara el defecto contra el señor José Gilberto Lora Melo,
por no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber
sido legalmente citado; Segundo: Declara al señor José Gil-
harto Lora Melo, culpable de violar el inciso 3ro. del ar-
tículo 67, de la Ley 241, de Tránsito de Vehículos en per-
juicio del señor Mario Antonio Fontana Guzmán, y en con-
secuencia lo condena conforme al inciso c) del Art. 49, de
la misma ley, al pago de una multa de RDS100.00 (Cien
Pesos Oro), así como al pago de las costas penales, del pro-
ceso; Tercero: Declara al señor Mario Antonio Fontana
Guzmán, no culpable de violar ninguna de las disposicio-
nes contenidas en la ley 241, de Tránsito de vehículos en
perjuicio del co-prevenido José Gilberto Lora Melo, y en
consecuencia lo descarga por no haber cometido el hecho;
Declara las costas de oficio; Cuarto: Declara regular y vá-
lida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil,
formulada en audiencia por el señor Mario Antonio Fonta-
na Guzmán, en contra del co-prevenido José Gilberto Lora
Melo, y del señor José Lora como persona civilmente res-
ponsable este último, con oponibilidad de la sentencia a



BOIXTDI JUDICIAL	 21172116	 BOLETLN JUDICIAL

Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la casa No. 67
de la calle Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad,
contra la sentencia dictada el 22 de julio de 1977, en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno err la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 9 de septiembre de 1977, a requerimiento
del Doctor Plutarco Montes de Oca, cédula No. 52959, serie
Ira., a nombre y representación de los recurrentes, en la
que no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 6 de marzo de 1978, fir nado por
el Doctor César R. Pina Toribio, a nombre de los recurren-
tes, en el que se proponen los medios que se indicarán más
adelante;

Visto el escrito del 6 de marzo de 1978, suscrito por
los Doctores Ulises Cabrera, cédula No. 12215, serie 48, y
Munitor S. Veras, cédula No. 48062, serie 31, abogados del
i nterviniente Mario Antonio Fontana, dominicano, mayor
de edad, casado, empleado privado, domiciliado en la Ave-
nida de las Américas No. 171, de esta ciudad, cédula No.
128186, serie lra.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 52
y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65
de la Ley sobre Proced:miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta, a): que con M0-

.L ive de un accidente de tránsito ocurrido en la Avenida

Duarte de esta ciudad; el 19 de octubre de 1969, la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 11 de junio de 1970, una sentencia
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, la
Corte de Santo Domingo dictó una sentencia el 10 de oc-

tubre de 1970 cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Félix Antonio Brito Mata, a
nombre y en representación del prevenido José Gilberto
Lora Melo, del señor José Lora, persona civilmente respon-
sable, y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra
sentenc ia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 11 de
junio de 1970, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Declara el defecto contra el señor José Gilberto Lora Melo,
por no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber
sido legalmente catado; Segundo: Declara al señor José Gil-
berto Lora Melo, culpable de violar el inciso 3ro. del ar-
tículo 67, de la Ley 241, de Tránsito de Vehículos en per-
juicio del señor Mario Antonio Fontana Guzmán, y en con-
secuencia lo condena conforme al inciso c) del Art. 49, de
la misma ley, al pago de una multa de RD$100.00 (Cien
Pesos Oro), así como al pago de las costas penales, del pro-
ceso; Tercero: Declara al señor Mario Antonio Fontana
Guzmán, no culpable de violar ninguna de las disposicio-
nes contenidas en la ley 241, de Tránsito de vehículos en

41p perjuicio del co-prevenido José Gilberto Lora Melo, y en
consecuencia lo descarga por no haber cometido el hecho;
Declara las costas de oficio; Cuarto: Declara regular y vá-
lida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil,
formulada en audiencia por el señor Mario Antonio Fonta-
na Guzmán, en contra del co-preven ido José Gilberto Lora
Melo, y del señor José Lora como persona civilmente res-
ponsable este último, con oponibilidad de la sentencia a
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intervenir en contra de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., por ser la entidad aseguradora del vehículo propiedad
del señor José Lora, al momento de producirse el aludido
accidente; Quinto: En uanto al fondo de dicha const:tución
en parte civil, condena al señor José Lora, al pago de una
indemnización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos) en favor
del Sr. Mario Antonio Fontana Guzmán como justa repa-
ración por los daños morales y materiales por éste sufridos
a consecuencia del accidente de que se trata; Sexto: Con-
dena al señor José Lora, al pago de los intereses legales
de la suma acordada a partir de la demanda, a favor del
Sr. Mar:o Antonio Fontana Guzmán, como indemnización
supletoria; Séptimo: Condena al señor José Lora, al pago
de las costas civiles del proceso, en provecho del Dr. Ra-
fael Emiliano Agramonte. P., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Octavo: Ordena que esta sentencia le
sea oponible en cuanto al aspecto civil respecta a la compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., como entidad aseguradora del
vehículo causante del daño'; SEGUNDO: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido José Gilberto Lora Melo, por no
haber comparecido estando legalmente citado; TERCERO:
Anula la sentenc:a recurrida en lo que se refiere al señor
José Lora, persona civilmente responsable, y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., por no haber in-mrrido en viola-
ción no reparada de las reglas de forma; CUARTO: Recha-
za las conclusiones de la parte civil, en cuanto solicita que
se ordene la avocación del fondo; QUINTO: Declina el ex-
pediente por ante el Procurador Fiscal del Distrito Nacio-
nal, para que éste apodere al Tribunal Competente; SEXTO:
Condena al señor Maro Antonio Fontana Guzmán, parte
civil constituida al pago de las costas ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Francisco Antonio Avelino García,
quien af: rma estarlas avanzando en su mayor parte"; e)
que sobre el recurso de casación interpuesto, la Suprema 	 -
Corte de Justicia dictó el 18 de diciembre de 1972, una • •.
sentencia con el sigulente dispositivo: "Unieo: Casa la sen-
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—
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 10 de octubre de
1971. cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía dicho asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís"; d) que sobre envío, la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, dictó el 24
de febrero de 1976, una sentencia con el s:guiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Admite como regulares y válidos,
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos por José Lora y Seguros Pepín, S. A., persona civil-
mente responsable y entidad aseguradora puestas en causa,
respectivamente, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales y en fecha 11 de junio de 1970 por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del D:s-
frito Judicial Nacional, que condenó al referido José Lora,
a pagar una indemnización de cinco mil pesos (RD$5,000.-
00) en beneficio de Mario Antonio Fontana Guzmán, parte
civil constituida, como justa reparaclón por los daños y per-

a: juicios morales y materiales sufridos con motivo del acci-
dente ocasionado por José Gilberto Lora Melo con el ma-
nejo o conducción de un vehículo de motor, propiedad del
indicado José Lora, así como los intereses legales de dicha
suma acordada, a partir de la fecha de la demanda, como
indemn:zación suplementaria, además de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Doctor Ra-
fael Emiliano Agramonte Polanco, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad; y declaró oponible dicha senten-
cia apelada a la Seguros Pepín, S. A.; Segundo: Anula la

1• aludida sentencia recurrida en el aspecto en que se en-
• cuentra apoderada esta Corte por violación u omisión no

reparada de formas prescritas por la ley a pena de nulidad;
Tercero: Avoca el fondo del asunto de que se trata y re-
envía para una próxima fecha que será señalada oportuna-
mente, el conocimiento de la presente causa seguida a José
Gilberto Lora Melo, inculpado del delito de violación a la
Ley No. 241 de tránsito de vehículo de motor, en perjuicio
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intervenir en contra de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., por ser la entidad aseguradora del vehículo propiedad
del señor José Lora, al momento de producirse el aludido
accidente; Quinto: En uanto al fondo de dicha const:tución
en parte civil, condena al señor José Lora, al pago de una
indemnización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos) en favor
del Sr. Mario Antonio Fontana Guzmán como justa repa-
ración por los daños morales y materiales por éste sufridos
a consecuencia del accidente de que se trata; Sexto: Con-
dena al señor José Lora, al pago de los intereses legalesde la suma acordada a partir de la demanda, a favor del
Sr. Mar:o Antonio Fontana Guzmán, como indemnización
supletoria; Séptimo: Condena al señor José Lora, al pago
de las costas civiles del proceso, en provecho del Dr. Ra-
fael Emiliano Agramonte P., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Octavo: Ordena que esta sentencia le
sea oponible en cuanto al aspecto civil respecta a la compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., como entidad aseguradora del
vehículo causante del daño'; SEGUNDO: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido José Gilberto Lora Melo, por no
haber comparecido estando legalmente citado; TERCERO:
Anula la sentencia recurrida en lo que se refiere al señor
José Lora, persona civilmente responsable, y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., por no haber incurrido en viola-
ción no reparada de las reglas de forma; CUARTO: Recha-
za las conclusiones de la parte civil, en cuanto solicita que
se ordene la avocación del fondo; QUINTO: Declina el ex-
pediente por ante el Procurador Fiscal del Distrito Nacio- s.
nal, para que éste apodere al Tribunal Competente; SEXTO:
Condena al señor Mar:o Antonio Fontana Guzmán, parte
civil constituida al pago de las costas ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Francisco Antonio Avelino García,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; e)
que sobre el recurso de casación interpuesto, la Suprema
Corte de Justicia dictó el 18 de diciembre de 1972, una •
sentencia con el sigu:ente dispositivo: "Unico: Casa la sen-

1
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tenia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 10 de octubre de
1971, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía dicho asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís"; d) que sobre envío, la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, dictó el 24
de febrero de 1976, una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Admite como regulares y válidos,
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos por José Lora y Seguros Pepín, S. A., persona civil-
mente responsable y entidad aseguradora puestas en causa,
respectivamente, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales y en fecha 11 de junio de 1970 por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial Nacional, que condenó al referido José Lora,
a pagar una indemnización de cinco mil pesos (RD$5,000r
00) en beneficio de Mario Antonio Fontana Guzmán, parte
civil constituida, como justa reparación por los daños y per-
juicios morales y materiales sufridos con motivo del acci-
dente ocasionado por José Gilberto Lora Melo con el ma-
nejo o conducción de un vehículo de motor, propiedad del
indicado José Lora, así como los intereses legales de dicha
suma acordada, a partir de la fecha de la demanda. como
indemnización suplementaria, además de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dcctor Ra-
fael Emiliano Agramonte Polanco, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad; y declaró oponible dicha senten-
cia apelada a la Seguros Pepín, S. A.; Segundo: Anula la
aludida sentencia recurrida en el aspecto en que se en-
cuentra apoderada esta Corte por violación u omisión no
reparada de formas prescritas por la ley a pena de nulidad;
Tercero: Avoca el fondo del asunto de que se trata y re-
envía para una próxima fecha que será señalada oportuna-
mente, el conocimiento de la presente causa seguida a José
Gilberto Lora Melo, inculpado del delito de violación a la
Ley No. 241 de tránsito de vehículo de motor, en perjuicio



2120	
SOLETIN JUDICIAL SOLETIN JUDICIAL

	 2121

de Mario Antonio Fontana Guzmán, a los fines de citatr alas partes y demás personas que como testigos figuran en
el expediente, para su mejor sustanciaeión; Cuarto: Reser-
va las costas civiles para que sigan la suerte de lo princi-
pal"; e) que el 22 de Julio de 1977, la última Corte de Ape-
lación dictó la sentencia ahora impugnada con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-
nunciado en la aud:encia celebrada en fecha 8 de julio de
1977, contra el inculpado José Gilberto Lora Melo, por n
ta de comparecer, no obstante haber sido legalmente citado,
SEGUNDO: Admite como regular y válida, en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha por Mario An-
tonio Fontana Guzmán, contra el inculpado José Gilberto
Lora Melo, José Lora, persona civilmente responsable y
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora puesta en causa;
TERCERO: En cuanto al fondo, condena al señor José Lo-
ra, en su ind:cada calidad de persona civilmente responsa-
ble puesta en causa, a pagar una indemnización de Dos
mil quinientos pesos (RDS2,500.00) en beneficio de Mario
Antonio Fontana Guzmán, parte civil constituida, como jus-
ta reparación por los daños y perjuicios morales y materia-
les sufridos a consecuenc:a del accidente ocasionado por 'T
José Gilberto Lora Melo, inculpado del delito de violación
a la Ley No. 241, con el manejo o conducción de un vehícu-
lo de motor propiedad del referido José Lora; CUARTO:
Condena al mismo José Lora, al pago de los intereses lega-
les de dicha suma acordada, a partir de la fecha de la 

de-manda y en beneficio de Mario Antonio Fontana Guzmán,
parte civil const:tuída, a título de indemnización comple-
mentaria; QUINTO: Condena al repetido José Lora, al pago
de las costas civiles de ambas instancias, con distracción
de las mismas en provecho de los Doctores A. Ulises Ca-
brera L., y Antonio de Jesús Leonardo, por afirmar haber-
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia común y oponible a Seguros Pepín, S. A.,

--
en su condición de compañía ,aseguradora del vehículo pro-
pfedad de José Lora, con el cual se produjo el hecho de
que en la espec:e se trata";

Considerando, que José Gilberto Lora Melo y Seguros
pepin. S. A., en su memorial del 6 de marzo de 1978, pro-
ponen los siguientes medios: Primer Medio:— Violación por
errónea aplicación del artículo 215 del Código de Procedi-
miento Criminal; Segundo Medio:— Falta absoluta de mo-
tivos en la sentenc:a impugnada; Insuficiencia en la enun-
ciad:5n y descripción de los hechos de causa; Violación a
los artículos 195 del Código de Procedimiento Criminal y
27 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que José Gilberto Lora Melo, quien fi-
guró como preven:do en el proceso, no fue recurrente con-
tra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo
del 10 de octubre de 1970 por lo que dicho recurrente no
figuró como parte en la sentencia dictada el 18 de diciem-
bre de 1972, por la Suprema Corte de Justicia, ni en las
sentencias dadas por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, con motivo del envío lo que hace su actual
recurso de casac:ón inadmisible;

Cons:derando, que el recurrente José Lora, persona
puesta en causa como civilmente responsable, no ha expues-
to los medios en que funda su recurso al momento de for-
mularlo ni posteriormente, por lo que su recurso es nulo
al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, en cuanto al recurso de casación inter-
puesto por la Seguros Pepín, S. A., que ésta alega en el
desarrollo de su primer medio que la Corte a-qtm incurre
en la violación del artículo 215 del Código de Procedimiento
Cr:minal porque la sentencia del 10 de octubre de 1970,
dictada anteriormente, que declaró nula la sentencia de Pri-

eta Instancia del 11 de Junio de 1970, debió avocar el
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va las costas civiles para que sigan la suerte de lo princi-
pal"; c) que el 22 de Julio de 1977, la última Corte de. Ape-
lación dictó la sentencia ahora impugnada con ,e1 siguientedispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-
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tonio Fontana Guzmán, contra el inculpado José Gilberto
Lora Melo, José Lora, persona civilmente responsable 

y
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora puesta en causa;
TERCERO: En cuanto al fondo, condena al señor José Lo-
ra, en su indicada calidad de persona civilmente responsa-
ble puesta en causa, a pagar una indemnización de Dosmil quinientos pesos (RD$2,500.00) en beneficio de Mario
Antonio Fontana Guzmán, parte civil constituida, como jus-ta reparación por los daños y perjuicios morales y materia-les sufridos a consecuenc:a del accidente ocasionado por
José Gilberto Lora Melo, inculpado del delito de violación
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de las mismas en provecho de los Doctores A. Ulises Ca-
brera L., y Antonio de Jesús Leonardo, por afirmar haber-
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia común y oponible a Seguros Pepín, S. A.,

en su condición de compañía ,aseguradora del vehículo pro-
piedad de José Lora, con el cual se produjo el hecho de
que en la espec:e se trata";

Considerando, que José Gilberto Lora Melo y Seguros
Pepín. S. A., en su memorial del 6 de marzo de 1978, pro-
ponen los siguientes medios: Primer Medio:— Violación por
errónea aplicación del artículo 215 del Código de Procedi-
miento Criminal; Segundo Medio:— Falta absoluta de mo-
tivos en la sentenc:a impugnada; Insuficiencia en la enun-
ciación y descripción de los hechos de causa; Violación a
los artículos 195 del Código de Procedimiento Criminal y
27 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que José Gilberto Lora Melo, quien fi-
guró como preven:do en el proceso, no fue recurrente con-
tra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo
del 10 de octubre de 1970 por lo que dicho recurrente no
figuró como parte en la sentencia dictada el 18 de diciem-
bre de 1972, por la Suprema Corte de Justicia, ni en las
sentencias dadas por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, con motivo del envío lo que hace su actual
recurso de casac:ón inadmisible;

Considerando, que el recurrente José Lora, persona
puesta en causa como civilmente responsable, no ha expues-
to los medios en que funda su recurso al momento de for-
mularlo ni posteriormente, por lo que su recurso es nulo
al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, en cuanto al recurso de casación inter-
puesto por la Seguros Pepín, S. A., que ésta alega en el
desarrollo de su primer medio que la Corte a-qur.: incurre
en la violación del artículo 215 del Código de Procedimiento
Criminal porque la sentencia del 10 de octubre de 1970,
dictada anteriormente, que declaró nula la sentencia de Pri-
mera Instancia del 11 de Junio de 1970, debió evocar el
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fondo por cl efecto devolutivo de la apelación y no lo hizo;
que la Corte de envió, hizo una incorrecta aplicación del in.
dicado artículo 215, "toda vez que el vicio de la sentencia
de pr:mer grado consistía en la nulidad de la citación del
prevenido", dice la recurrente, y agrega, que "s:endo n'ala
dicha citación",. ..no quedaba nada que juzgar que hiciera
necesaria la evocación; en consecuencia la sentencia impug-
nada debe ser casada; pero,

Considerando, que al tenor del artículo 215 del Código
de Procedimiento Criminal, cuando la Corte de Apelac:ón
anule una sentencia correccional por "violación u omisión
no reparada de las formas prescritas por la Ley", está en
la obligación de evocar la causa, y pronunciarse sobre 

el
fondo, sin necesidad de distinguir si las irregularidades
comprobadas se refieren a la sentencia, o a la instrucción o
a los actos mismos en virtud de los cuales el tribunal ha
sido apoderado, ello es así, solamente cuando el prevenido
haya sido citado mediante un acto, que, aunque viciado de
alguna irregularidad, lo haya puesto, sin embargo, en ap-
titud de poder ejercer su derecho de defensa, o bien cuan-
do la jurisdicción que ha dictado la sentencia anulada, ha
sido apoderada por la comparecencia voluntaria y espontá-
nea del prevenido;

Considerando, que en la especie se trata de José Lora,
parte puesta en causa como civilmente responsable y Se-
guros Pepin, S. A., puestos en causa, los cuales fueron cita-
das ante el Juez de Primera Instancia, el 9 de junio de
1970, para comparecer ante el tr:bunal el 11 del mismo mes
y año, es decir 2 días a partir de la notificación, lo que era
insuficiente de conformidad con lo prescrito por la Ley; por
lo que la Corte de Apelación de Santo Domingo debió de-
clarar-nula la sentencia del primer grado y evocar el cono-
cimiento del fondo; y no anular la sentencia y ordenar al
Procurador el envío a un Tr:bunal competente, ya que, las
irregularidades cometidas en la sentencia impugnada no
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impedían ser reparadas por los Jueces de Segundo Grado
y jos recurrentes pudieron en el plazo reducido que se le
concedió presentarse en audiencia a reclamar su derecho;
que en esas circunstancias la Corte de envío falló correc-
tamente al declarar nula, por su sentencia del 24 de febre-
ro de 1976, la del ler. grado del 11 de junio de 1970, y evo-
car el fondo de la misma; y no incurrió en las v:olaclones
invocadas; por lo que el medio propuesto por la compañía
recurrente carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que la compañía recurrente alega, en
síntesis en sus dos medios últimos, que se reúnen por su
íntima dependencia, que la sentencia impugnada carece to-
talmente de motivos y desnaturaliza los hechos de la cau-
sa; limitándose a señalar que toda sentencia debe contener
mot:vos, sin indicar en el caso ocurrente en qué consiste
la desnaturalización de los hechos; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, pone de manifiesto, que la Corte a-qua, mediante la
ponderación de los elementos de juicio admin'strados en
la instrucción de la causa, dio por establecido: a) que el
19 de octubre de 1969, el carro placa 17035 conducido por
José Gilberto Lora Melo y prop:edad de José Lora y ase-
gurado con la póliza No. A-0910, expedida por Seguros Pe-
pín, S. A., mientras éste transitaba en dicho vehículo en
dirección sur-norte por la avenida Duarte de esta ciudad,
y el agraviado Mario Antonio Fontana Guzmán conducía
su motocicleta No. 11057, en dirección contraria o sea de
norte a sur; casi en la esquina formada por la indicada
avenida y Concepción Bona, Lora Melo hizo un viraje a
SU izquierda para no chocar a otro carro que estaba esta-
cionado delante del suyo en la misma dirección, ocupando
así el otro carril que era a su vez el carril derecho del mo-
torista por donde éste transitaba produciéndose así la coli-
sión; que el conductor del automóvil, antes de hacer el vi-
raje, debió cerciorarse si en esos instantes el carril opuesto
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estaba libre; por lo que el indicado prevenido fue el único
culpable; Que todo lo expuesto pone de manifiesto que la
sentencia tiene mot:vos suficientes y pertinentes y contiene
una relación completa de los hechos que justifican su dis-
positivo;

Considerando, que los hechos del prevenido dados por
establecidos han causado a Mario Antonio Fontana Guz-
mán, parte civil const:tuída daños y perjuicios ,que apreció
soberanamente en la suma de: RD$2,500.00; que al conde-
nar a José Lora al pago de esa suma a favor del agraviado
y al pago de los intereses legales a partir de la demanda y
al hacerlos oponibles a Seguros Pepín, S. A., la Corte a-pta
aplicó correctamente, respecto de esta última, los artículos
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Mario Antonio Fontana Guzmán, en los recursos inter-
puestos por José Gilberto Lora Melo; José Lora y Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia de la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales el 22 de julio de 1977, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: De-
clara inadmisible el recurso de José Gilberto Lora Melo,
y nulo el de José Lora; y Tercero: Rechaza el de la Seguros
Pepín, S. A., y Cuarlo: Condena a José Gilberto Lora Melo
al pago de las costas penales, y a éste y a José Lora al pa-
go de las civiles y las d:strae a favor de Munitor S. Veras
y de Ulises Cabrera, quienes afirman haberles avanzado en
su totalidad, y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S.
A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio &ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-

con Bernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-

neral.
La 

presente sentenc:a ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia. mes y año, en él expresado, y

fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

ue certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
25 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José O. Díaz, Fabio Mateo y la Compañía Unión (44
Seguros, C. por A.

Mas, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-

fín Aybar, Presidente; Fernando_ E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Pres'dente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencia;
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Na-
cional, hoy día 3 del mes de Octubre del año 1980, años 137'
de la Independenc ,a y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casac ión interpuestos, conjunta-
mente, por José O. Díaz, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chofer, cédula No. 80385, serie 31, domiciliado en la
Sección de Arenoso. Municipio de Santiago; Fab'o Mateo,
dominicano. mayor de edad, domiciliado en la misma sec-
ción; y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., de este
dornicif o, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santiago, el 25 de noviembre de 1976, en sus atri—

correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-
bianuctieo;nes 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

de la
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr.
Héctor Valenzuela, cédula No. 68516, serie Ira., en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo s i guiente: a) que
con motivo de un accidente de tráns . to ocurrido el 9 de
marzo de 1975, en la carretera que conduce de Santiago a
la Sección Las Torres, en el que una persona resultó con
lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó
el 7 de noviembre de 1975, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Or-
lando Barry, a nombre y representación de la señora Ra-
faela Tavarez, parte civil constituída y por el Dr. Pedro
Anton ; o Lara, a nombre y representación de José O. Díaz,
prevenido, Fabio Mateo, persona civilmente responsable y
la Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia de fecha
siete (7) del mes de noviembre del año mil novecientos se-
tenta y cinco (1975), dictada por la Segunda Cámara Penal

República;



SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
25 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José O. Díaz, Fabio Mateo y la Compañía Uni(n. de
Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de ,Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando_ E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Pres i dente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espallat, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Na-cional, hoy día 3 del mes de Octubre del año 1980, años 137'
de la Independenc i a y 118' de la Restauración, dicta en au-diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta- /
mente, por José O. Díaz, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chofer, cédula No. 80385, serie 31, domiciliado en :a
Sección de Arenoso, Municipio de Santiago; Fab : o Mateo,dominicano, mayor de edad, domiciliado en la misma sec-
ción; y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., de este
domicif o, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santiago, el 25 de noviembre de 1976, en sus atri' I,
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buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-

lante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr.
Héctor Valenzuela, cédula No. 68516, ser:e Ira., en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado. y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37

v 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo s i guiente: a) que
con motivo de un accidente de tráns'to ocurrido el 9 de
marzo de 1975, en la carretera que conduce de Santiago a

la Sección Las Torres, en el que una persona resultó con
lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó
el 7 de noviembre de 1975, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Or-
lando Barry, a nombre y representación de la señora Ra-
faela Tavarez, parte civil constituida y por el Dr. Pedro
Anton ;o Lara, a nombre y representación de José O. Díaz,
prevenido, Fab:o Mateo, persona civilmente responsable y
la Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia de fecha
siete (7) del mes de noviembre del año mil novecientos se-
tenta y cinco (1975), dictada por la Segunda Cámara Penal
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago, cuyo dispositivo se copia textualmente así: "pa,
Ila: Pr:mero: Que debe pronunciar corno al efecto prora/II.
cia el defecto contra el nombrado José O. Díaz, por no ha.
ber comparecido a la audiencia, no obstante estar legalmen.
te citado; Segundo: Que debe declarar como al efecto de-
clara al nombrado José O. Díaz, culpable de violación a
los artículos 102 y 49 de la Ley No. 241, sobre Tránsito de
Vehículos de Motor, y en consecuencia se condena a sufrir
la pena de un mes de prisión correccional; Tercero: Que
debe declarar, como al efecto declara regular y válida en
cuanto a la forMa la constitución en parte civil intenta
por Rafael Tavarez, en su calidad de padre de la meno3,1
X:omara Altagracia Tavarez, agraviada, contra José O. Díaz.
y Fabio Mateo, en sus respectivas calidades de conductor y
persona civilmente responsable y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por haber sido hecha de acuerdo a las
normas y exigencias procesales; Cuarto: Que en cuanto al
fondo, debe condenar y condena a José O. Díaz y Fabio
Mateo, al pago de una indemnización de RD$350.00 (tres-
cientos cincuenta pesos oro), a favor de la señora Rafaela
Tavarez, por las lesiones recibidas por su hija menor Xio-
mara Tavarez; Quinto: Que debe condenar y condena a los
señores José O. Díaz y Fabio Mateo, al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada en indemnización princi-
pal, a partir de la fecha de la demanda en Justicia y a tí-
tulo de indemnización suplementaria; Sexto: Que debe de- <;
clarar y declara la sentencia, común, oponible y ejecutoria
a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su condición
de aseguradora de la responsabilidad civil del vehículo pro-
piedad de Fabio Mateo; Séptimo: Que debe condenar y con-
dena a los señores José O. Díaz, Fabio Mateo y la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civi-
les, ordenando su d i stracción en provecho del Dr. Orlando
Barry, abogado que afirma estarlas avanzando en su totali-

dad; Octavo: Que debe condenar y condena a José O. Díaz,
al pago de las costas penales del procedimiento"; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto contra el prevenido José O. Díaz,
por no haber comparecido a la audiencia, estando-legalmen

-te citado; TERCERO: Moditca el ordinal Cuarto (4to.) de

la sentenc ia recurrida, en el sentido de reducir la indemni-
zación acordada en favor de la señora Rafaela Tavarez,
la suma de doscientos cincuenta pesos oro (RD$250.00), por
los daños y perjuicios morales y materiales experimentados
por su hija menor Xiomara Altagracia Tavarez, como con-

secuenc ia del acc:dente de que se trata; CUARTO: Revoca
rl ordinal Séptimo de dicha sentencia, en cuanto condenó

a 
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., y a José O.

Díaz, al pago de las costas civiles; QUINTO: Confirma la
sentencia recurrida en sus demás asp2ctos; SEXTO: Conde-
na a Fabio Mateo, al pago de las costas civiles de la presen-
te instancia, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Orlando Barry, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad; SEPTIMO: Declara oponible las costas civiles del
proced . miento a la Compañía Unión de Seguros, C. por A.;
OCTAVO: Condena a José O. Díaz, al pago de las costas
penales";

Considerando, en cuanto a los recursos de Fabio Mateo,
puesto en causa como civilmente responsable, y de la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A.; que procede declarar
la nulidad de los m ,smos en razón de que dichos recurren-
tes no han expuesto los medios en que lo fundan, conforme
lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; que, por tanto, sólo procede
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juic:o, regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, para declarar culpable y
condenar al prevenido José O. Díaz por el delito puesto a
su cargo, dio por establecido lo siguiente: 1) que el 9 de

1'
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1If
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago, cuyo dispositivo se copia textualmente así: "pa,
Ila: Pr:mero: Que debe pronunciar como al efecto pronun.
cia el defecto contra el nombrado José O. Díaz, por no ha.
ber comparecido a la audiencia, no obstante estar legalmea.
te citado; Segundo: Que debe declarar como al efecto de.
clara al nombrado José O. Díaz, culpable de violación
los artículos 102 y 49 de la Ley No. 241, sobre Tránsito az
Vehículos de Motor, y en consecuencia se condena a sufrir
la pena de un mes de prisión correccional; Tercero: Qiic
debe declarar, como al efecto declara regular y válida encuanto a la forz:na la constitución en parte civil intentad;
por Rafael Tavarez, en su calidad de padre de la menor
X:omara Altagracia Tavarez, agraviada, contra José O. Díaz
y Fabio Mateo, en sus respectivas calidades de conductor y
persona civilmente responsable y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por haber sido hecha de acuerdo a las
normas y exigencias procesales; Cuarto: Que en cuanto al
fondo, debe condenar y condena a José O. Díaz y Fabio
Mateo, al pago de una indemnización de RD$350.00 (tres-
cientos cincuenta pesos oro), a favor de la señora Rafaela
Tavarez, por las lesiones recibidas por su hija menor Xio-
mara Tavarez; Qu:nto: Que debe condenar y condena a los
señores José O. Díaz y Fabio Mateo, al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada en indemnización princi-
pal, a partir de la fecha de la demanda en Justicia y a tí-
tulo de indemnización suplementaria; Sexto: Que debe de-
clarar y declara la sentencia, común, oponible y ejecutoria
a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su condición
de aseguradora de la responsabilidad civil del vehículo pro-
piedad de Fabio Mateo; Séptimo: Que debe condenar y corr
dena a los señores José O. Díaz, Fabio Mateo y la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civi-
les, ordenando su d i stracción en provecho del Dr. Orlando
Barry, abogado que afirma estarlas avanzando en su tetan-

dad; Octavo: Que debe condenar y condena a José O. Díaz,
al pago de las costas penales del procedimiento"; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto contra el prevenido José O. Díaz,
por no haber comparecido a la audiencia, estando-legalmen -

te citado; TERCERO: Modifica el ordinal Cuarto (4to.) de
:a sentencia recurrida, en el sentido de reducir la indemni-
zación acordada en favor de la señora Rafaela Tavarez, a
la suma de doscientos cincuenta pesos oro (RD$250.00), por
los daños y perjuicios morales y materiales experimentados
por su hija menor Xiomara Altagracia Tavarez, como con-

secuenc ia del accidente de que se trata; CUARTO: Revoca
e1 ordinal Séptimo de dicha sentencia, en cuanto condenó

a 
la- Compañía Unión de Seguros, C. por A., y a José O.

Díaz, al pago de las costas civiles; QUINTO: Confirma la
sentencia recurrida en sus demás asp2ctos; SEXTO: Conde-
na a Fabio Mateo, al pago de las costas civiles de la presen-
te instancia, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Orlando Barry, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad; SEPTIMO: Declara oponible las costas civiles del
procedimiento a la Compañía Unión de Seguros, C. por A.;
OCTAVO: Condena a José O. Díaz, al pago de las costas
penales";

Considerando, en cuanto a los recursos de Fabio Mateo,
puesto en causa como civilmente responsable, y de la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A.; que procede declarar
la nulidad de los m ,smos en razón de que dichos recurren-
tes no han expuesto los medios en que lo fundan, conforme
lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; que, por tanto, sólo procede
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juic:o, regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, para declarar culpable y
condenar al prevenido José O. Díaz por el delito puesto a
su cargo, dio por establecido lo siguiente: 1) que el 9 de
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marzo de 1975, el automóvil placa No. 209-778, propiedad
de Fabio Mateo, con póliza No. 17186 de la Unión de Segu-
ros, C. por A., mientras era conducido de Oeste a Este por
la carretera de la ciudad de Santiago a la Sección de La
Torre, por el chofer José O. Díaz, atropelló a la menor X:o-
mara Altagracia Tavarez, quien transitaba a pie, en la mis-
ma dirección, por su derecha, en el paseo de la vía; 2) que
el accidente se debió a la imprudencia del conductor del
vehículo al introducirse en dicho paseo por donde iba la
referida menor, ocasionándole lesiones diversas; que cura-
ron después de 10 días y antes de 20;

Considerando, que los hechos así establec:dos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas, causados, involuntariamente, con la conducción de
un vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley
No. 241 del 1967, de Tráns i to y Vehículos, y sancionado en
la letra b) de dicho texto legal con las penas de 3 meses a1 año de prisión, y multa de RD$50.00 a RD$300.00, si el
lesionado resultare enfermo o imposibilitado de dedicarse
a su trabajo por 10 días o más, pero menos de 20 días, como
resultó en la especie; que al confirmar la sentencia del Pri-
mer Grado que le impuso una pena de prisión o sea una pe-
na inferior al mínimun establecido en la Ley, la Corte a-qua
aplicó una sanción ajustada a la Ley, frente al sólo recur-
so del prevenido;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido José O. Díaz, ha-
bía ocasionado a la parte civil constituida, Rafaela Tavarez,
madre de la menor agrav:ada, daños y perjuicios, materia-les y morales, cuyo monto evaluó en la suma de RD$250.00,
que al condenar a dicho prevenido juntamente con Fabio
Mateo, propietario del vehículo que ocasionó el accidente,
al pago de esa suma, más los intereses legales a partir de
la demanda, a título de indemnización, la Corte a-qur., hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;
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Considerando, que examinada en sus demás aspectos

la sentenc:a impugnada, en cuanto concierne al prevenido,
no presenta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Fabio Mateo y la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de Santiago, el 25 de noviem-
bre de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
el prevenido José O. Díaz, contra la misma sentencia, y lo
condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-

ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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marzo de 1975, el automóvil placa No. 209-778, propiedad
de Fabio Mateo, con póliza No. 17186 de la Unión de Segu-
ros, C. por A., mientras era conducido de Oeste a Este por
la carretera de la ciudad de Santiago a la Sección de La
Torre, por el chofer José O. Díaz, atropelló a la menor 'Co-
rlara Altagracia Tavarez, quien transitaba a pie, en la mis-
ma dirección, por su derecha, en el paseo de la vía; 2) que
el accidente se debió a la i mprudencia del conductor delvehículo al introducirse en dicho paseo por donde iba la
referida menor, ocasionándole lesiones diversas; que cura-
ron después de 10 días y antes de 20;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes yheridas, causados, i nvoluntariamente, con la conducción de
un vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley
No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en
la letra b) de dicho texto legal con las penas de 3 meses a
1 año de prisión, y multa de RD$50.00 a RDS300.00, si el
lesionado resultare enfermo o imposibilitado de dedicarse
a su trabajo por 10 días o más, pero menos de 20 días, como
resultó en la especie; que al confirmar la sentencia del Pri-
mer Grado que le impuso una pena de prisión o sea una pe-
na inferior al mínimun establecido en la Ley, la Corte a-qua
aplicó una sanción ajustada a la Ley, frente al sólo recur-
so del prevenido;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido José O. Díaz, ha-
bía ocasionado a la parte civil constituida, Rafaela Tavarez,
madre de la menor agrav:ada, daños y perjuicios, materia-
les y morales, cuyo monto evaluó en la suma de RD$250.00,
que al condenar a dicho prevenido juntamente con Fabio
Mateo, propietario del vehículo que ocasionó el accidente,
al pago de esa suma, más los intereses legales a partir de
la demanda, a título de i ndemnización, la Corte a-quz hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;
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Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido,

no presenta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Fabio Mateo y la Compa-

ñía Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de Santiago, el 25 de noviem-
bre de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
el prevenido José O. Díaz, contra la misma sentencia, y lo
condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-

ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime.,
ra Instancia del Distrito Nacional de fecha Fi do no,
viembre del 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Casa Central, C. por A.
Abogados: Dres. Luis O. Duquela, Julio Duquela y Licda. Francia

Pérez de García.

Recurrido: Juan Madera Cabral.
Abogadas: Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, D:strito Nacional, hoy día 3 de octubre del año
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de'Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Casa
Central, C. por A., con su domicilio social y principal estro
blecimiento sito en la calle "Guarocuya", sin número, de
la Zona Industrial de Herrera, de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de

primera Instancia del Distrito Nacional, el 17 de noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Bar-

iolomé Peguero Guerrero, cédula No. 8205 - serie 25, en re-
presentación de los Doctores Lts Osiris Duquela Morales,
cédula No. 20229, serie 47 y Julio E. Duquela Morales,
cédula No. 22819, serie 47 y la Licenciada Francia Pérez
de García, cédula No. 134432, serie ira., abogados de la re-
currente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Licenciado
Miguel Jacobo A., en representación de los Doctores Ulises
Cabrera, cédula No. 12215, serie 48 y Freddy Zarzuela, cé-
dula No. 41269, serie 54, abogados del recurrido Juan Ismael
Madera Cabral, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en la Avenida 27 de Febrero No. 485, de esta
ciudad, cédula No. 16416, serie Ira.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República; f

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 15 de diciembre
de 1978, suscrito por los abogados de la recurrente, en el

',cual se proponen los medios que se indicarán más adelante;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-

;Iterado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
,rrente, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral, intentada por el
recurrido, contra la recurrente, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, dictó el 22 de novembre de 1976,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero: Rati-
fica el defecto pronunciado en audiencia pública contra la
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1980

Materia: Trabajo.

Recurrido: Juan Madera Cabral.
Abogados: Ores. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de octubre del año
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de 'Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Casa
Central, C. por A., con su domicilio social y principal esta-
blecimiento sato en la calle "Guarocuya", sin número, de
la Zona Industrial de Herrera, de esta ciudad, contra la seri•
tencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de

Primera Instancia del Distrito Nacional, el 17 de noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Bar-

tolomé Peguero Guerrero, cédula No. 8205 - serie 25, en re-
presentación de los Doctores Lúas Osiris Duquela Morales,
cédula No. 20229, serie 47 y Julio E. Duquela Morales,

cédula No. 22819, serie 47 y la Licenciada Francia Pérez
de García, cédula No. 134432, serie lra., abogados de la re-
currente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Licenciado
Jacobo A., en representación de los Doctores Ulises

Cabrera, cédula No. 12215, serie 48 y Freddy Zarzuela, cé-
Mula No. 41269, serie 54, abogados del recurrido Juan Ismael

Madera Cabral, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
retdente en la Avenida 27 de Febrero No. 485, de esta
ciudad, cédula No. 16416, serie Ira.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 15 de diciembre
de 1978, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se proponen los medios que se indicarán más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral, intentada por el
recurrido, contra la recurrente, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, dictó el 22 de novembre de 1976.
una sentencia con el siguiente d:spositivo: "Primero: Rati-
fica el defecto pronunciado en audiencia pública contra la

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime,
ra Instancia del Distrito Nacional de fecha 17 de no.
viembre del 1978.

Recurrente: Casa Central, C. por A.
Abogados: Dres. Luis O. Duquela, Julio Duquela y Licda. Francia

Pérez de García.
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parte demandada por no haber comparecido no obstante
citación legal; Segundo: Se declara injustificado el despido
y resuelto el contrato de trabajo que ligaba a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo;--
Tercero: Condenar a la empresa Casa Central, C. por A.,
y a los señores Jaime Pozo, David Karter y Beberhaut Da-
bidiccici (Mayer), a pagarle al señor Juan Ismael Madera
Cabral las prestaciones siguientes; 24 días de preaviso; 370
días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; comisio-
nes dejadas de percibir por disminución del % estipulado,
durante el mes de mayo (por ventas y cobros), comisiones
dejadas de pagar del 1 9 al 14 de junio por ventas, regalía
pascual 1975, proporción regalía pascual 1976; bonificación
del 1975; proporción bonificación 1976, y 3 meses de salario
por aplicación del ordinal 39 del Art. 84 del Código de Tra-
bajo, todas estas prestaciones calculadas a base de 3% de
comisión sobre las ventas; Cuarto: Condena a la empresa
Casa Central, C. por A., y a los señores Jaime Pozo, David
Karter y Bebernauht Dabid:cici (Mayer), al pago de las
costas y ordenan su distracción en favor de los Dr s. Uli-
ses Cabrera y Dr. Antonio de Js. Leonardo y Numitor Ve-
ras, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto, intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es el sigu'ente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza los pedimen-
tos de caducidad y prescripción hecho por la empresa, se-
gún los motivos expuestos;— SEGUNDO: Declara regular
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por Casa Central, contra sentencia
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nac i onal, de
fecha 22 de noviembre de 1976, dictada en favor del señor
Juan Ismael Madera Cabral, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior de esta m r.sma sentencia;— TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe Casa Central ,C. por A.,
al pago de las costas del procedimiento de conformidad con

los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción

en provecho del Dr. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone, en su memo-
rial, contra la sentencia impugnada, la violación de los ar-

, ;tímalos 87, 89, 659 y 661 del Código de Trabajo; y los Vicios
.de desnaturalización de los hechos de la causa e insuficien-
. 'cia de motivación;

! ..k.	 Considerando, que en el desarrollo de sus medios, en
relación con la vi olación del artículo 87 del Código de Tra-
bajo, la recurrente alega, que se violó dicho texto legal, en
razón de que la caducidad que el mismo establece se hizo
valer ante el Juzgado a-quo, fundada en pruebas escritas y
testimoniales que "determinan que en el mes de marzo de
1976, la empresa 'Casa Central, C. por A.', participó a sus
vendedores que, por la reducción de los beneficios en la
venta de las mercancías clasificadas como mosquiteros, cu-
brecamas y tejidos de segunda se les rebajaría la comisión
del 3% al 11/2%, manteniéndose el porcentaje para los de-
más productos de la empresa"; que "este acuerdo fue acep-
tado y cumplido por el señor Juan Ismael Madera Cabral
durante un buen tiempo, hasta el mes de jun:o del mismo
año, época en que dejó de reportar ventas"; que "transcu-
rre más de dos meses desde la época del acuerdo de la re-
ducción al momento en que decide presentar querella por
dimisión e imputar a la empresa recurrente una falta de
las que limitativamente establece el artículo 86 del Código
de Trabajo"; que, "esta caducidad hace desaparecer total-
mente el derccho del señor Juan Ismael Madera Cabral de
pretender resolver el contrato de trabajo con responsabili-
dad de su empleador"; que "no obstante reconocer el juez
de la sentencia recurrida la vigencia del principio señalado
Por el artículo 87 precitado, para justificar su violación,
crea una modalidad de "falta contínua" para abrir nueva-
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parte demandada por no haber comparec ; do no obstante
citación legal; Segundo: Se declara injustificado el despido
y resuelto el contrato de trabajo que ligaba a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo;—
Tercero: Condenar a la empresa Casa Central, C. por A.,
y a los señores Jaime Pozo, David Karter y Beberhaut Da-
bidiccici (Mayer), a pagarle al señor Juan Ismael Madera
Cabral las prestaciones siguientes; 24 días de preaviso; 370
días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; comisio-
nes dejadas de percibir por disminución del 7o  estipulado.
durante el mes de mayo (por ventas y cobros), comisiones
dejadas de pagar del r al 14 de junio por ventas, regalía
pascual 1975, proporción regalía pascual 1976; bonificación
del 1975; proporción bonificación 1976, y 3 meses de salario
por aplicación del ordinal 39 del Art. 84 del Código de Tra-
bajo, todas estas prestaciones calculadas a base de 3% de
comisión sobre las ventas; Cuarto: Condena a la empresa
Casa Central, C. por A., y a los señores Jaime Pozo, David
Karter y Bebernauht Dabidicici (Mayer), al pago de las
costas y ordenan su distracción en favor de los Dres. Uli-
ses Cabrera y Dr. Antonio de Js. Leonardo y Numitor Ve-
ras, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto, intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza los pedimen-
tos de caducidad y prescripción hecho por la empresa, se-
gún los motivos expuestos;— SEGUNDO: Declara regular
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por Casa Central, contra sentencia
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nac i onal, de
fecha 22 de noviembre de 1976, dictada en favor del señor
Juan Ismael Madera Cabral, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior de esta misma sentencia;— TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe Casa Central ,C. por A.,
al pago de las costas del procedimiento de conformidad con
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tos artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1664 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone, en su memo-
rial, contra la sentencia impugnada, la violación de los ar-
tículos 87, 89, 659 y 661 del Código de Trabajo; y los Vicios
de desnaturalización de los hechos de la causa e insuficien-
cia de motivación;

l ía. Considerando, que en el desarrollo de sus medios, en
relación con la violación del artículo 87 del Código de Tra-
bajo, la recurrente alega, que se violó dicho texto legal, en
razón de que la caducidad que el mismo establece se hizo
valer ante el Juzgado a-quo, fundada en pruebas escritas y
testimoniales que "determinan que en el mes de marzo de
1976, la empresa 'Casa Central, C. por A.', participó a sus
vendedores que, por la reducción de los beneficios en la
venta de las mercancías clasificadas como mosquiteros, cu-
brecamas y tejidos de segunda se les rebajaría la comisión
del 3% al 11/2%, manteniéndose el porcentaje para los de-
más productos de la empresa"; que "este acuerdo fue acep-
tado y cumplido por el señor Juan Ismael Madera Cabral
durante un buen tiempo, hasta el mes de junio del mismo
año, época en que dejó de reportar ventas"; que "transcu-
rre más de dos meses desde la época del acuerdo de la re-
ducción al momento en que decide presentar querella por
dimisión e imputar a la empresa recurrente una falta de
las que limitativamente establece el artículo 86 del Código
de Trabajo"; que, "esta caducidad hace desaparecer total-
mente el derecho del señor Juan Ismael Madera Cabral de
pretender resolver el contrato de trabajo con responsabili-
dad de su empleador"; que "no obstante reconocer el juez
de la sentencia recurrida la vigencia del principio señalado
Por el artículo 87 precitado, para justificar su violación,
Crea una modalidad de "falta contínua" para abrir nueva-

t
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mente el derecho a la dimisión notificada"; que. por último,
"en este aspecto hay violación al artículo señalado, y, por
consecuencia, la sentencia debe ser casada";

Considerando, que, el examen de la sentencia impug-
nada revela que en la misma, frente al alegato de caduci-
dad presentado por la ahora recurrente, se expresa lo si-
guiente: "que si ciertamente el derecho a dimitir por algu-
na falta del patrono, caduca a los 15 días; no es menos cier-
to que en el caso que nos ocupa, la empresa le rebajó el
salario al reclamante a partir de Marzo de 1976 y le siguió
pagando ese salar:o así rebajado mes por mes, hasta el mes
de junio de ese año, fecha de la dimisión, por lo que es cla-
ro que hubo una repetición, una continuidad de la falta
cometida por la empresa, por lo que se trata de una falta
contínua y por lo tanto cada vez que se le hacía, un pago
a base de un salario menor que el que realmente debía de-
vengar, la empresa estaba renovando su falta y por,lo tan-
to en esas condiciones, con cada pago, renacía de nuevo el
derecho del reclamante a dimitir, y aún más cada semana,
cada día, era claro, que se le estaba pagando de menos y
por lo tanto al dimitir en junio, no había caducado su de-
recho a ejercer esa acción, puesto que en ese mismo mes
también se le pagó del salario menor o sea, rebajado; que
por otra parte, al ser el pago del salario una cuestión de
alto interés social o sea de orden público, el simple hecho
de que el trabajador cobrara una quincena o un mes su
salario rebajado, no podía ello ser considerado como una
renuncia de su derecho a dimitir y aún de considerarse así.
tal renuncia sería nula y sin ningún efecto, en V:rtud de
lo que dispone el principio cuarto fundamental del Código
de Trabajo, que declara nula toda renuncia o limitación
convencional de los derechos de un trabajador; que por
todas estas razones, es claro, que fundamentalmente por
tratarse de un falta contínua que la empresa cometía cada
vez que hacía un pago por debajo del salario estipulado,

rc se puede hablar de caducidad del derecho a dimitir";

crO.

Considerando, que en la sentencia impugnada no se
precisa si la rebaja en las comisiones percibidas por el re-
currido Madera, sólo afectaban determinados artículos co-
mo se señala en la misma, o sea los mosquiteros y cubreca-
mas, cuando también se hace constar en ella que dicho
recurrido era un "vendedor exclusivo de la casa y única-
mente vendía él", y que "vendía de todo lo que se fabrica-
ba en la casa"; que, por otra parte, en la sentencia impug-
nada se establece que el 8 de junio de 1976 fue la fecha de
la «misión del recurrido, sin que se precise, en cambio,
ind, cando día del mes, la fecha de pago del salario, lo que
resulta absolutamente necesario, para comprobar que el
plazo de 15 días, establecido por el artículo 87 del Código
de Trabajo, para que el trabajador ejerza su derecho a dar
por terminado su contrato de trabajo, presentando su dimi-
sión, no había caducado, como alegó la recurrente, circuns-
tancia que resultaba, por ende, imprescindible para la so-
lución del caso, ya que el mismo texto citado dispone que
"este plazo se cuenta a partir de la fecha en que se ha ge-
nerado ese derecho"; que, en tales cond':ciones, resulta evi-
dente que el fallo impugnado carece de base legal, y debe

casado, sin necesidad de examinar los demás medios
recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
Por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, el 17 de noviembre de 1978, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo, y envía el asunto ante el Juzgado de lra. Instancia de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo: Con-
dena al recurrido Ismael Madera, al pago de las costas de
casación, y las distrae en provecho de los Doctores Luis
Osiris Duquela Morales y Julio E. Duquela Morales y la
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mente el derecho a la dimisión notificada"; que, por último,
"en este aspecto hay violación al artículo señalado, y, por
consecuencia, la sentencia debe ser casada";

Considerando, que, el examen de la sentencia impug-
nada revela que en la misma, frente al alegato de caduci-
dad presentado por la ahora recurrente, se expresa lo si-
guiente: "que si ciertamente el derecho a dimitir por algu-
na falta del patrono, caduca a los 15 días; no es menos cier-
to que en el caso que nos ocupa, la empresa le rebajó el 112
salario al reclamante a partir de Marzo de 1976 y le siguió
pagando ese salar:o así rebajado mes por mes, hasta el mes
de junio de ese año, fecha de la dimisión, por lo que es da- 1
ro que hubo una repetición, una continuidad de la falta
cometida por la empresa, por lo que se trata de una falta
contínua y por lo tanto cada vez que se le hacía, un pago
a base de un salario menor que el que realmente debía de-
vengar, la empresa estaba renovando su falta y ponlo tan-
to en esas condiciones, con cada pago, renacía de nuevo el
derecho del reclamante a dimitir, y aún más cada semana,
cada día, era claro, que se le estaba pagando de menos y
por lo tanto al dimitir en junio, no había caducado su de-
recho a ejercer esa acción, puesto que en ese rn:smo mes
también se le pagó del salario menor o sea, rebajado; que
por otra parte, al ser el pago del salario una cuestión de
alto interés social o sea de orden público, el simple hecho
de que el trabajador cobran una quincena o un mes su
salario rebajado, no podía ello ser considerado como una
renuncia de su derecho a dimitir y aún de considerarse así,
tal renuncia sería nula y sin ningún efecto, en nKrtud de
lo que dispone el principio cuarto fundamental del Código
de Trabajo, que declara nula toda renuncia o limitación
convencional de los derechos de un trabajador; que por
todas estas razones, es claro, que fundamentalmente por
tratarse de un falta contínua que la empresa cometía cada
vez que hacía un pago por debajo del salario estipulado,

no se puede hablar de caducidad del derecho a dimitir";

pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada no se
precisa si la rebaja en las comisiones percibidas por el re-

Madera, sólo afectaban determinados artículos co-
cmtid°orrsieseñala en la misma, o sea los mosquiteros y cubreca-
mas, cuando también se hace constar en ella que dicho
recurrido era un "vendedor exclusivo de la casa y única-
mente vendía él", y que "vendía de todo lo que se fabrica-
ba en la casa"; que, por otra parte, en la sentencia impug-
nada se establece que el 8 de junio de 1976 fue la fecha de

la d.:misión del recurrido, sin que se precise, en cambio,

indi cando día del mes, la fecha de pago del salario, lo que
resulta absolutamente necesario, para comprobar que el
plazo de 15 días, establecido por el artículo 87 del Código
de Trabajo, para que el trabajador ejerza su derecho a dar
por terminado su contrato de trabajo, presentando su dimi-
sión, no había caducado, como alegó la recurrente, circuns-
tancia que resultaba, por ende, imprescindible para la so-
lución del caso, ya que el mismo texto citado dispone que
"este plazo se cuenta a partir de la fecha en que se ha ge-
nerado ese derecho"; que, en tales cond:ciones, resulta evi-
dente que el fallo impugnado carece de base legal, y debe

ser recurso;
sin necesidad de examinar los demás medios

del 4. - Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
Por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
ci a del Distrito Nacional, el 17 de noviembre de 1978, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo, y envía el asunto ante el Juzgado de tra. Instancia de
San Crstóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo: Con-
dena al recurrido Ismael Madera, al pago de las costas de
casación, y las distrae en provecho de los Doctores Luis
Osiris Duquela Morales y Julio E. Duquela Morales y la



Licenciada Francia Pérez de García, quienes afirman ha.
borlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte
Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretaria
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
7 de marzo de 1977.

Olerla : Correccional.

gecurrentes: Rafael II. Tineo Zarzuela, José Manuel Durán Pe-
ralta y Compañía de Seguros Pepin, S. A.

Dios, Patria y L'hertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Repúbl i ca, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Aro:ama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 6 de octubre del año 1980, años 137' de la Independen-
c:a y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael H. Tineo Zarzuela, José Manuel Durán
Peralta y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., los dos pri-
meros, dominicanos, mayores de edad, domiciliados en Sa-
bana Grande y calle Anselmo Copello, de la ciudad de
Santiago, chofer y propietario, respectivamente, y la Pe-
pín, S. A., con domicilio social en la casa No. 122 de la ca-
lle Restauración de la ciudad de Santiago, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
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Licenciada Francia Pérez de García 	
l I

, quienes afirman	 I
borlas avanzado en su totalidad. 	

sgiNTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1980

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Felipe Osv.
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leo
Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

En Nombre de la Repúbl i ca, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Am:ama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Dorningo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 6 de octubre del año 1980, años 137' de la Independen-
c.a y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

V"	 Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael H. Tineo Zarzuela, José Manuel Durán
Peralta y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., los dos pri-

meros, dominicanos, mayores de edad, domiciliados en Sa-
bana Grande y calle Anselmo Copello, de la ciudad de
Santiago, chofer y propietario, respectivamente, y la Pe-
phi, S. A., con domicilio social en la casa No. 122 de la ca-
lle Restauración de la ciudad de Santiago, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
7 de marzo de 1977.

'l'atarla: Correccional.

Becurrentes: Rafael H. Tineo Zarzuela, José Manuel Durán Pe-

ralta y Compañía de Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y lit'acrtad,
República Dominicana.
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Corte de Apelación de Santiago, el 7 de marzo de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

rsta el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 10 de marzo de 1977, a requerimiento
del Lic. José Fermín Marte Díaz, actuando en representa-
ción de los recurrentes, en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Proced i miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 22 de octubre de
1974, en la ciudad de Santiago, en que resultó una persona
con lesiones corporales y una motocicleta con desperfectos,
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 

1:11
cía del Distrito Judicial de Santiago, d ictó el 13 de octu-
bre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra
inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación, interpuesto por el Dr. Amb'orix Díaz
Estrella, a nombre y representac:ón del nombrado Rafael
H. Tinco Zarzuela, José M. Durán y Compañía de Seguros
Pepín, S. A., contra sentencia de fecha trece (13) del mes
de octubre del año mil novecientos setenta y cinco (1975)
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito .Tud ; cial de Santiago, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice así: Primero: Declara
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33 
nombrado Rafael H. Tinco Zarzuela, de generales ano-

tado, culpable de violar los artículos 49 letra e) y 76 letra
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en

e)
de la 

Leiodyel nombrado Francisco Rafael Tavarez, hecho

puesto 
a su cargo y en consecuencia lo condena al pago dePen

una multa de RD$10.00 (Diez pesos oro) acogiendo en su
favor circunstanc i as atenuantes; Segundo: Declara al nom-
brado Francisco Rafael Tavarez, de generales anotadas, no
culpable del delito de violación a la Ley 241, sobre Trán-
sito de vehículos de motor, hecho puesto a su cargo y en

consecuencia lo descarga de toda responsabilidad penal, por
no haberse podido demostrar falta alguna de su parte;

Tercero: Declara buena y válida, en cuanto a la forma la
constitución en parte civil, hecha en audiencia por el nom-
brado Francisco Rafael Tavarez, en contra de los señores
José M. Durán, en su calidad de propietario y persona ci-
vilmente responsable y a la Compañía Nacional de Segu-
ros Pepín, S. A., por órgano de sus abogados constituidos
y apoderados especiales, Dr. Jaime Cruz Tejada y Lic. Be-
nigno Rafael Sosa Díaz, por haber sido hecha de acuerdo
a las normas procedimentales; Cuarto: En cuanto al fondo.,
condena al señor José M. Durán, al pago de una indemniza-
ción de RDS3,000.00 (Tres m:1 pesos oro, en provecho de
la parte civil constituida, como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufridos por él, a consecuencia de
las graves lesiones sufridas en el accidente de que se trata,
de acuerdo al Certificado Médico Legal No. 7746 de fecha
28 de julio del año 1975, firmado por el Dr. Rafael Antonio
Pérez Nicasio, Médico Leg:sta, documento anexo al expe-
diente; Quinto: En cuanto a la indemnización solicitada por
el nombrado Francisco Rafael Tavarez, por los desperfec-
tos de su vehículo, se estima que sean justificadas por Es-

tado, de acuerdo al artículo 128 del Código de Procedi-
miento Civil, por no ex Ist:r en el expediente pruebas que
justifiquen a cuánto ascienden los desperfectos de dicho
vehículo, sufridos en el accidente de que se trata; Sexto:
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Corte de Apelación de Santiago, el 7 de marzo de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 10 de marzo de 1977, a requerimiento
del Lic. José Fermín Marte Día; actuando en representa-
ción de los recurrentes, en la clac no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 22 de octubre de
1974, en la ciudad de Santiago, en que resultó una persona
con lesiones corporales y una motocicleta con desperfectos,
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 13 de octu-
bre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra
inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación, interpuesto por el Dr. Amb'orix Díaz
Estrella, a nombre y representac:ón del nombrado Rafael
H. Tineo Zarzuela, José M. Durán y Compañía de Seguros
Pepín, S. A., contra sentencia de fecha trece (13) del mes	

,

de octubre del año mil novecientos setenta y cinco (1975)
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Jud i cial de Santiago, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice así: 'Primero: Declara
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al nombrado Rafael H. Tinco Zarzuela, de generales ano-

boas, culpable de violar los artículos 49 letra e) y 76 letra

e) de 
la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en

perjuicio del nombrado Francisco Rafael Tavarez, hecho

puesto 
a su cargo y en consecuencia lo condena al pago d ee

una multa de RD$10.00 (Diez pesos oro) acogiendo en 
favor circunstancias atenuantes; Segundo: Declara al nom-

br
culp

ado Francisco Rafael Tavarez, de generales anotadas, no
able del delito de violación a la Ley 241, sobre Trán-

sito de vehículos de motor, hecho puesto a su cargo y en
consecuencia lo descarga de toda responsabilidad penal, por
no haberse podido demostrar falta alguna de su parte;
Tercero: Declara buena y válida, en cuanto a la forma la

constitución en parte civil, hecha en audiencia por el nom-
brado Francisco Rafael Tavarez, en contra de los señores
José M. Durán, en su calidad de propietario y persona ci-
vilmente responsable y a la Compañía Nacional de Segu-
ros Pepín, S. A., por órgano de sus abogados constituidos
y apoderados especiales, Dr. Jaime Cruz Tejada y Lic. Be-
nigno Rafael Sosa Díaz, por haber sido hecha de acuerdo
a las normas procedirnentales; Cuarto: En cuanto al fondo,
condena al señor José M. Durán, al pago de una indemniza-
ción de RD$3,000.00 (Tres mil pesos oro, en provecho de
la parte civil constituida, como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufridos por él, a consecuenc ia de
las graves lesiones sufridas en el accidente de que se trata,
de acuerdo al Certificado Médico Legal No. 7746 de fecha
28 de julio del año 1975, firmado por el Dr. Rafael Antonio
Pérez Nicasio, Médico Legista, documento anexo al expe-
diente; Quinto: En cuanto a la indemnización solicitada por
el nombrado Francisco Rafael Tavarez, por los desperfec-
tos de su vehículo, se estima que sean justificadas por Es-
tado, de acuerdo al artículo 128 del Código de Procedi-
miento Civil, por no existir en el expediente pruebas que
justifiquen a cuánto ascienden los desperfectos de dicho
vehículo, sufridos en el accidente de que se trata; Sexto: '
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Condena al señor José M. Durán, al pago de los intereses le-
gales de la suma acordada por las lesiones recibidas
el señor Francisco R. Tavarez, así corno las que se acorda:rá por Estado, a partir de la fecha de la demanda en jus..ticia, y a título de indemnizac:ón suplementaria; Séptima:
Declara la presente sentencia común, oponible y ejecutable
a la Compañía Nacional de Seguros Pepín, S. A., en su coa.
dición de ent:dad aseguradora de la responsabilidad civil
del señor José M. Durán; Octavo: Condena a los señores
José M. Durán y a la Compañía Nacional de Seguros Pe-
pín, S. A., al pago de las costas del procedimiento, con (Es-
tracción de las msmas en provecho del Dr. Jaime Cruz Te- y
jada y el Licdo. Benigno Rafael Sosa Díaz ,abogados y apo-
derados especiales de la parte civil constituida, quienes
afirman estarles avanzando cm su totalidad; y Noveno: Con-
dena al nombrado Rafael H. Tineo Zarzuela, al pago de las,costas penales y las declara de oficio, en lo que respecta
al nombrado Francisco Rafael Tavarez"; SEGUNDO: De-
clara regular y válida la intervención hecha en audiencia,
por la parte civil constituida; TERCERO: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Rafael H. Tineo Zarzuela, por nohaber comparecido a la audiencia, estando legalmente ci-
tado; CUARTO: Modifica el Ordinal Cuarto de la sentencia
recurrida, en el sentido de reducir la indemnización acor-
dada a favor de la parte civil constituida, a la suma de un
mil setecc entos cincuenta pesos oro (RD$1,750.00), como jus-
ta reparación de los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por la referida parte civil constituida, en
el accidente de que se trata; QUINTO: Confirma la senten-
cia recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Condena a
José M. Durán, al pago de las costas civiles de la presente
instancia, y ordena su distracción en favor del Licdo. Be-n .gno Rafael Sosa Díaz, abogado que tima estarles avan-
zando en su totalidad; SEPTIMO: Condena a Rafael H. Ti-
neo Zarzuela, al pago de las costas penales";

Considerando, que José Manuel Durán, puesto en cau-
sa, como civilmente responsable, y la Compañía Pepín, S.

hl, ni en el momento de interp.-ner sus recursos, ni poste-
riormente, han expuesto los medios en que fundamentan
sus recursos , corno lo exige a pena de nulidad el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que
su; recursos resultan nulos, y en consecuencia sólo se pro-
c.rderá al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cu'pa-
ble al prevenido Rafael H. Tineo y fallar como lo h . zo, me-
diante la ponderación de todos los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el 22 de octubre de 1974,
mientras el prevenido Rafael H. Tineo Zarzuela transitaba
de Este a Oeste por la avenida Franco Bidó, hoy Juan Pa-
blo Duarte de la ciudad de Santiago, conduciendo el carro
placa No. 210-147, prop'edad de José N. Durán, con Póliza

O. A-12557-S, al llegar al Ayuntamiento (Palacio Munici-
), se originó un choque con la motocicleta placa No.

130, conducida por su propietario, Francisco R. Tavarez,
quien transitaba por la misma vía, pero en dirección opues-
ta, con el 'Impacto resultó el conductor de la motocicleta
con golpes y heridas curables después de 20 días y la moto-
cicleta con desperfectos; b) que el acc i dente se debió, única
y exclusivamente a la falta del prevenido Rafael H. Tinco
Zarzuela, al dar una vuelta en U sin tomar las precauciones
exigidas por la ley, lo que le impidió evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ra n a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas involuntarias, ocasionados con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241
de 1967, sobre Tráns:to y Vehículos, y sancionado en ese
mismo texto legal, en su letra c), con seis (6) meses a dos
(2) años de prisión y multa de cien pesos oro (RDS100.00),
a quinientos pesos oro (RD$500.00), si la enfermedad o im-

'	 '4
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Condena al señor José M. Durán, al pago de los intereses le.geles de la suma acordada por las lesiones recibidas ;, Q .;el señor Francisco R. Tavarez, así corno las que se acorda-rá por Estado, a partir de la fecha de la demanda en jus-ticia, y a título de indemnización suplementaria; Séptimo:
Declara la presente sentencia común, oponible y ej ecutable
a la Compañía Nacional de Seguros Pepín, S. A., en su Con-dición de enrdad aseguradora de la responsabilidad civil
del señor José M. Durán; Octavo: Condena a los señoresJosé M. Durán y a la Compañía Nacional de Seguros Pe-
pín, S. A., al pago de las costas del procedimiento, con distracción de las m'smas en provecho del Dr. Jaime Cruz T
jada y el Licdo. Benigno Rafael Sosa Díaz ,abogados y 

a
derados especiales de la parte civil constituida, qu i enesafirman estarlas avanzando en su totalidad; y Noveno: Con-
dena al nombrado Rafael H. Tinco Zarzuela, al pago de las
costas penales y las declara de oficio, en lo que respecta
al nombrado Francisco Rafael Tavarez"; SEGUNDO: De-
clara regular y válida la intervención hecha en audiencia,
por la parte c:vil constituida; TERCERO: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Rafael H. Tineo Zarzuela, por no
haber comparecido a la audiencia, estando legalmente ci-tado; CUARTO: Modifica el Ordinal Cuarto de la sentencia
recurrida, en el sentido de reducir la indemnización acor-dada a, favor de la parte civil constituida, a la suma de unmil seteci entos c i ncuenta pesos oro (R D$1,750.00), como jus-
ta reparación de los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por la referida parte civil constituida, en
el accidente de que se trata; QUINTO: Confirma la senten-cia recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Condena a
José M. Durán, al pago de las costas civiles de la presente
instancia, y ordena su distracción en favor del Licdo. Be-
ano Rafael Sosa Díaz, abogado que frma estarlas avan-
zando en su totalidad; SEPTIMO: Condena a Rafael H. Ti-
neo Zarzuela, al pago de las costas penales";

Considerando, que José Manuel Durán, puesto en cau-
como civilmente responsable, y la Compañía Pepín, S.

Al ni en el momento de interp,ner sus recursos, ni poste-
riormente, han -expuesto los medios en que fundamentan
sus recursos, como lo exige a pena de nulidad el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que
sus recursos resultan nulos, y en consecuencia sólo se pro-

cederá al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cu`pa-
ble al prevenido Rafael H. Tinco y fallar como lo 1-1 . zo, me-
diante la ponderación de todos los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el 22 de octubre de 1974,
mientras el prevenido Rafael H. Tinco Zarzuela transitaba
de Este a Oeste por la avenida Franco Bidó, hoy Juan Pa-
blo Duarte de la ciudad de Santiago, conduciendo el carro
placa No. 210-147, prop i edad de José N. Durán, con Póliza
No. A-12557-S, al llegar al Ayuntamiento (Palacio Munici-
pal), se originó un choque con la motocicleta placa No.
39130, conducida por su propietario, Francisco R. Tavarez,
quien transitaba por la misma vía, pero en dirección opues-
ta, con el ...impacto resultó el conductor de la motocicleta
con golpes y heridas curables después de 20 días y la moto-
cicleta con desperfectos; b) que el acc'dente se debió, única
y exclusivamente a la falta del prevenido Rafael H. Tineo
Zarzuela, al dar una vuelta en U sin tomar las precauciones
exigidas por la ley, lo que le impidió evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del preven:do recurrente, el delito de golpes y
heridas involuntarias, ocasionados con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en ese
mismo texto legal, en su letra c), con seis (6) meses a dos
(2) años de prisión y multa de cien pesos oro (RD$100.00),
a quinientos pesos oro (RD$500.00), si la enfermedad o im-

7
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posibilidad para el trabajo de la víctima durare veinte (20)
días o más, como sucedió en la especie; que en consecuencia
al condenar al prevenido recurrente a RDS 1 0.00 de mul
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pe
ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
interpuestos por José Manuel Durán Peralta y Pepín, S. A..
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago el 7 de marzo
de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el
prevenido Rafael H. Tineo Zarzuela, contra la misma sen-
tencia y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente,- Manuel A. Amiama.— Franc:sco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perclomo Báez.-- Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 13

de octubre del 1978.

%Merla: Tierras.

ntes: Sucesores del finado Isidro Pereyra, Emilia Pereyra
Vda. Abreu, Calia Pereyra Vda. Carretero, Isidro Pereyra

Camarena y por Irme Celeste Pereyra de Pérez.

Abogado: Lic. Victor Manuel Pérez Pereyra.

Recurrido: Lic. Freddy Prestol Castillo.
Abogado: Licenciado Freddy Prestol Castillo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente,

. Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Dom i ngo de Guzmán, Distrito Nac i o-

nal, hoy día 10 del mes de Octubre del año 1980, años 137'
de la Independenc ia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-

tene:a:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Suce-
sores del finado Isidro Pereyra, que son Emilia Pereyra
Vda. Abreu, Celia Pereyra Vda. Carretero, Isidro Pereyra
Camarena, y por Irma Celeste Pereyra de Pérez, dominIca-



posibilídad para el trabajo de la víctima durare veinte (20)
días o más, como sucedió en la especie; que en consecuencia
al condenar al prevenido recurrente a RD$10.00 de multa,
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena
ajustada a la ley:

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, ea cuanto pueda interesar al preve;
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique so
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los rociar
interpuestos por José Manuel Durán Peralta y Pepín, S. A,.
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago el 7 de marzo
de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-.
sente fallo; Segundo: Rechaza el recurso interpuesto por el
prevenido Rafael H. Tineo Zarzuela, contra la misma sen-
tencia y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Franc<sco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 
1980-----

Sentencio 
impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 13

de octubre del 1978.

?asteria: Tierras.

rentes: Sucesores del finado Isidro Pereyra, Emilia Pereyra

Vda. Abreu, Calia Pereyra Vda. Carreter o, Isidro Pereyra

Camarena y por Irma Celeste Pereyra de Pérez.

Abogado : Lic. Victor Manuel Pérez Pereyra.

Recurrido: Lic. Freddy Prestol Castillo.
Abogado: Licenciado Freddy Prestol Castillo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Repúbl i ca, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistf dos del'
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo DomMgo de Guzmán, Distrito Nac'o-
nal, hoy día 10 del mes de Octubre del año 1980, años 137'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-

tendla:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Suce-
sores del finado Isidro Pereyra, que son Emilia Pereyra
Vda. Abreu, Celia Pereyra Vda. Carretero, Isidro Pereyra

Camarena, y 
Po Irma Celeste Pereyra de Pérez, dominIca-
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na, mayor de edad, casada, de oficios domésticos, cédula
No. 1369, serie 31, domiciliada en la ciudad de Santiago de
los Caballeros, contra la sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, el 13 de octubre de 1978, en relación
con las Parcelas Nos. 30-B-2-A y 30-B-2-C, del Distrito Ca-
tastral No. 20 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Víctor 1 •

Manuel Pérez Pereyra, cédula No. 61022, serie 31, abogado
de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Lic. Freddy
Prestol Castillo, cédula No. 8401, ser:e Ira., quien actúa
por sí mismo, como parte recurrida, en el presente recurso
de casación, y en representación de Olivia Giraldez de Ha-
ché;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistos el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia,- el 8 de diciembre
dol 1978, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el
cual se proponen los medros de casación que se indican
más adelante, y la ampliación de dicho memorial;

Vistos el memorial de defensa del 2 de marzo de 1979,
suscrito por el abogado recurrido, así como la ampliación
del mismo;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
del 13 de octubre del 1979, por la cual se declara el defecto
de Olivia del Pilar Giráldez de Haché y el Ingeniero Ro-berto Haché;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se indican más adelante, y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procédimiento de Casación:

Considerando , que en la sentencia impugnada, y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de los deslindes practicados dentro de la Par-
cela No. 30-B-2 del Distrito Catastral No. 20 del Distrito
r'ac'ional, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
dictó el 5 de agosto del 1976, una sentencia cuyo dispostivo
se copia más adelante; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo es el si¿uiente: "FALLA: PRIMERO: Se Acoge la
apelación interpuesta por los señores Irma Pereyra de Pé-
rez, Rafael Carretero Morcl y Josefina Guzmán de Bene-
dicto, contra la Decisión No. 7 del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original, de fecha 12 de marzo de 1976; SE-
GUNDO: Se Revoca, en todas sus partes, la Decisión No.
7 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha
12 de marzo de 1976, dictada en relación con la Parcela
No. 30-B-2, del Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacio-
nal; TERCERO: Se rechaza, por improcedente y mal fun-
dada, la apelación interpuesta por los Dres. Francisco Ra-
mírez Núñez y Luis Augusto González Vega, a nombre y
en representación de los Sucesores de Isidro Pereyra;
CUARTO: Se Rechaza, por improcedente y mal fundada, la
apelación interpuesta por el Dr. Joaquín A. Santana, por sí
y en representación de los Sucesores de Epifanio Brand;
QUINTO: Se Rechaza, por improcedente y mal fundada, la
solic i tud de transferencia formulada por el señor Cr:stino
Hungría, en representación del señor Máximo Lluberes
Lluberes; SEXTO: Se Rechazan, por improcedentes y mal
fundados los pedimentos contenidos en la instancia de fe-
cha 10 de noviembre de 1975, suscrita por el Dr. Pablo Fe-
liz Peña, a nombre de los señores Clemencia de Paula de
López, Silvestre Mclania de Paula de la Rosa, Félix Pau-
lino de Paula Brazobán y Félix Norberto de Paula Brazo-
bán; SEPTIMO: Se rechazan, por improcedentes y mal fun-
dadas, las conclusiones formuladas por el Lic. Salvador Es-

pinal Miranda, a nombre de los señores Angel Guzmán, y
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na, mayor de edad, casada, de oficios domésticos, cédula
No. 1369, serie 31, domiciliada en la ciudad de Santiago de
los Caballeros, contra la sentencia d:ctada por el Tribunal
Superior de Tierras, el 13 de octubre de 1978, en relación
con las Parcelas Nos. 30-B-2-A y 30-B-2-C, del Distrito Ca-
tastral No. 20 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Víctor

Manuel Pérez Pereyra, cédula No. 61022, serie 31, abogado
de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Lic. Freddy
Presto' Castillo, cédula No. 8401, ser:e Ira., quien actúa
por sí mismo, como parte recurrida, en el presente recurso
de casación, y en representación de Olivia Giraldez de Ha-
ché;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistos el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia,. el 8 de diciembre
del 1978, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el
cual se proponen los mcd'os de casación que se indican
más adelante, y la ampliación de dicho memorial;

Vistos el memorial de defensa del 2 de marzo de 1979,
suscrito por el abogado recurrido, así como la ampliación
del mismo;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
del 13 de octubre del 1979, por la cual se declara el defecto
de Olivia del Pilar Giráldez de Haché y el Ingeniero Ro-
berto Haché;

La Suprema Corte de Just':cia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se indican más adelante, y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de los deslindes practicados dentro de la Par-
cela No. 30-B-2 del Distrito Catastral No. 20 del Distrito
Nae:onal, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
dictó el 5 de agosto del 1976, una sentencia cuyo dispostivo
se copia más adelante; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se Acoge la
apelación interpuesta por los señores Irma Pereyra de Pé-
rez, Rafael Carretero Morel y Josefina Guzmán de Bene-
dicto. contra la Decisión No. 7 del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original, de fecha 12 de marzo de 1976; SE-
GUNDO: Se Revoca, en todas sus partes, la Decisión No.
7 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha
12 de marzo de 1976, d i ctada en relación con la Parcela
No. 30 .13-2, del Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacio-
nal; TERCERO: Se rechaza, por improcedente y mal fun-
dada, la apelación interpuesta por los Dres. Francisco Ra-
mírez Núñez y Luis Augusto González Vega, a nombre y
en representación de los Sucesores de Isidro Pereyra;
CUARTO: Se Rechaza, por improcedente y mal fundada, la
apelación interpuesta por el Dr. Joaquín A. Santana, por sí
y en representación de los Sucesores de Epifanio Brand;
QUINTO: Se Rechaza, por improcedente y mal fundada, la
solicitud de transferencia formulada por el señor Cr:stino
Hungría, en representación del señor Máximo Lluberes
Lluberes; SEXTO: Se Rechazan, por improcedentes y mal
fundados los pedimentos contenidos en la instancia de fe-
cha 10 de noviembre de 1975, suscrita por el Dr. Pablo Fé-
liz Peña, a nombre de los señores Clemencia de Paula de
López, Silvestre Melania de Paula de la Rosa, Félix Pau-
lino de Paula Brazobán y Félix Norberto de Paula Brazo-
bán ; SEPTIMO: Se rechazan, por improcedentes y mal fun-
dadas, las conclusiones formuladas por el Lic. Salvador Es-
pinal Miranda, a nombre de los señores Angel Guzmán, y
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Josefina Guzmán de Benedicto; OCTAVO: Se confirma la
Decisión No. 24 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original de fecha 5 de Agosto de 1976, con las modificado.
nes resultantes de los motivos de esta sentencia, para que
en lo sucesivo su dispositivo se lea así: "Primero: Aprobar,
como al efecto aprueba, los trabajos de deslinde realizados
por el Agrimensor Ramón Antonio Márquez Pérez, dentro
dé la Parcela No. 30-B-2 del Distrito Catastral No. 20 del
Distrito Nacional, resultante en Parcela No. 30-B-2-A, au-
torizados por Resolución del Tribunal Superior de Tierras
de fecha 4 de octubre de 1974; Segundo: Rechazar, como al
efecto rechaza, los trabajos de Deslinde realizados por elAgrimensor Luis A. Yépez Feliz, dentro de la Parcela No.q,
30-B-2 del D:strito Catastral No. 20 del Distrito Nacional;'
resultante en Parcela No. 30-B-2-B, autorizados por Reso-
lución del Tribunal Superior de Tierras de fecha 10 de oc- ,
tubre de 1974, por no Ajustarse a los reglamentos de Men-
suras Catastrales, ni a las dispos , ciones legales que rigen la
materia; Tercero: Aprobar, como al efecto aprueba, los tra-
bajos de deslinde, realizados por el Agrimensor Ramón A.
Belis, dentro de la misma Parcela No. 30-B-2, del Distrito
Catastral No. 20 del Distrito Nacional, resultante en Paree-
la No. 30-B-2-C, autorizados por Resolución del Tribunal
Superior de Tierras de fecha 23 de diciembre de 1D74; Cou-
to: Ordenar, como al efecto ordena, al Agrimensor Luis A. '
Yépez Feliz, que como consecuencia de los ordinales ante-
riores, proceda a realizar nuevos trabajos de Deslinde, den-
tro de la Parcela No. 30-B-2, del Distrito Catastral No. 20
del Distrito Nacional, de acuerdo a los términos de la Re
solución dictada por el Tribunal Superior de Tierras en
fecha 10 de octubre de 1974, y ajustado a los trabajos que
por esta Decisión se aprueban, Deslindes realizados por los
Agrimensores Ramón A. Belis y Ramón Antonio Márquez
Pérez; Quinto: Acoger, como al efecto acoge, la instancia
de fecha 4 de octubre de 1973, suscrita por el Lic. Freddy
Prestol Castillo, respecto a la transferencia en su favor de,
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882.5 tareas, dentro de la Parcela No. 30-B-2 del D:strito
Catastral No. 20 del Distrito Nacional, en ejecución al con-
trato intervenido entre él y el señor Valentín Ureña de
fecha 29 de agosto de 1953; Sexto: Acoger, la instancia di-
rigida al Tribunal Superior de Tierras por el Ingeniero Ro-
berto Haché, a nombre y en representación de su esposa
señora Olivia del Pilar Giráldez de Haché, en fecha 10 de
febrero de 1976; Séptimo: Determinar, como al efecto de-
termina, que los Sucesores de Casimiro de Paula de la
Cruz y M. Arias Evangelista, con capacidad legal para re-
cibir sus bienes relictos, y transigir con los mismos, son sus
hijos: Aurelio de Paula Evangelista, Tomás de Paula Evan-
gelista, Llberato de Paula Evangelista, Juancito de Paula
Evangelista, Evaristo de Paula Evangelista y María de
Paula Evangelista; Octavo: Determinar, como al efecto de-
termina, que Manuel de la Cruz Medina, es la única perso-
na con capacidad legal, para recibir los bienes y transigir
con los mismos, de'los finados Guillermo de la Cruz y Al-
tagracia Medina; Noveno: Determinar, como al efecto de-
termina, que los Sucesores de Juan de la Cruz Paula son
sus hijos: María de la Cruz, Dámaso de la Cruz, y Bartola
de la Cruz; sus nietos Fernando Figueroa de la Cruz, Pe-
dro Figueroa de la Cruz, Ricardo Figueroa de la Cruz, Ce-
lia Figueroa de la Cruz y Domingo (a) Minguito de la Cruz;
Décimo: Determinar, como al efecto determina, que los Su-
cesores de Gregorio de la Cruz de Paula, son sus hijos Na-
turales, reconocidos José de la Cruz Besón, Toribio de la
Cruz Besón, Cristina (a) Tina Besón, María de la Cruz
Besón, Rosa de la Cruz Besón, Dam':án de la Cruz Besón,
Juan de la Cruz, Gregorio de la Cruz Figueroa, Zacarías
de	 Cruz Vizcaíno, y Secundina de la Cruz Vizcaíno;
Décimo Primero: Acoger, como al efecto acoge, las siguen-

e. tes transferencias a favor de la señora Olivia del Pilar Gi-
ráldoz de Haché; 1.— La realizada por los señores Aurelio
de Paula, Tomás Evangelista de Paula, Liberato de Paula
Evangelista, Evaristo de Paula, María de Paula Evangelis-
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Josefina Guzmán de Benedicto; OCTAVO: Se confirma la
Decisión No. 24 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original de fecha 5 de Agosto de 1976, con las modificaci0.
nes resultantes de los motivos de esta sentencia, para que
en lo sucesivo su d:spositivo se lea así: "Primero: Aprobar,
como al efecto aprueba, los trabajos de deslinde realizados
por el Agrimensor Ramón Antonio Márquez Pérez, dentro
de la Parcela No. 30-B-2 del Distrito Catastral No. 20 del
Distrito Nacional, resultante en Pamela No. 30-13-2-A, au-
torizados por Resolución del Tribunal Super i or de Tierras
de fecha 4 de octubre de 1974; Segundo: Rechazar, como al
efecto rechaza, los trabajos de Deslinde realizados por el
Agrimensor Luis A. Yépez Féliz, dentro de la Parcela No. :44
30-13-2 del D:strito Catastral No. 20 del Distrito Nacional,
resultante en Parcela No. 30-B-2-B, autorizados por Reso-
lución del Tribunal Superior de Tierras de fecha 10 de oc-
tubre de 1974, por no Ajustarse a los reglamentos d ., Men-
suras Catastrales, ni a las dispos i ciones legales que rigen la
materia; Tercero: Aprobar, como al efecto aprueba, los tra-
bajos de deslinde, realizados por el Agrimensor Ramón A.
Belis, dentro de la misma Parcela No. 30-13-2, del Distrito
Catastral No. 20 del Distrito Nac:onal, resultante en Parce-
la No. 30-B-2-C, autorizados por Resolución del Tribunal
Superior de Tierras de fecha 23 de diciembre de 1974; Cuas-
to: Ordenar, como al efecto ordena, al Agrimensor Luis A.
Yépez Féliz, que como consecuencia de los ordinales ante-
riores,  proceda a realizar nuevos trabajos de Deslinde, den-
tro de la Parcela No. 30-13-2, del Distrito Catastral No. 20
del Distr:to Nacional, de acuerdo a los términos de la Re-
solución dictada por el Tribunal Superior de Tierras en
fecha 10 de octubre de 1974, y ajustado a los trabajos que
por esta Decisión se aprueban, Deslindes realizados por los
Agrimensores Ramón A. Belis y Ramón Antonio Márquez
Pérez; Quinto: Acoger, como al efecto acoge, la instancia
de fecha 4 de octubre de 1973, suscrita por el Lic. Freddy
Prestol Castillo, respecto a la transferencia en su favor de

882,5 tareas, dentro de la Parcela No. 30-B-2 del Distrito
Catastral No. 20 del Distrito Nacional, en ejecución al con-
trato intervenido entre él y el señor Valentín Ureña de
fecha 29 de agosto de 1953; Sexto: Acoger, la instancia di-
rigida al Tribunal Superior de Tierras por el Ingeniero Ro-
berto Haché, a nombre y en representación de su esposa
señora Olivia del Pilar Giráldez de Haché, en fecha 10 de
febrero de 1976; Séptimo: Determinar, como al efecto de-

termina, que los Sucesores de Casimiro de Paula de la
Cruz y M. Arias Evangelista, con capacidad legal para re-
cibir sus bienes relictos, y transigir con los mismos, son sus
hijos: Aurelio de Paula Evangelista, Tomás de Paula Evan-
gelista, L:berato de Paula Evangelista, Juancito de Paula
Evangelista, Evaristo de Paula Evangelista y María de
Paula Evangelista; Octavo: Determinar, como al efecto de-
termina, que Manuel de la Cruz Medina, es la única perso-
na con capacidad legal, para recibir los bienes y transigir
con los mismos, de los finados Guillermo de la Cruz y Al-
tagracia Medina; Noveno: Determinar, como al efecto de-
termina, que los Sucesores de Juan de la Cruz Paula son
sus hijos: María de la Cruz, Dámaso de la Cruz, y Bartola
de la Cruz; sus nietos Fernando Figueroa de la Cruz, Pe-
dro Figueroa de la Cruz, Ricardo Figueroa de la Cruz, Ce-
l i a Figueroa de la Cruz y Domingo (a) Minguito de la Cruz;
Décimo: Determinar, como al efecto determina, que los Su-
cesores de Gregorio de la Cruz de Paula, son sus hijos Na-
turales, reconocidos José de la Cruz Besón, Toribio de la
Cruz Besón, Cristina (a) Tina Besón, María de la Cruz
Besón, Rosa de la Cruz Besón, Dam:án de la Cruz Besón,
Juan de la Cruz; Gregorio de la Cruz Figueroa, Zacarías
de la' Cruz Vizcaíno, y Secundina de la Cruz Vizcaíno;
Décimo Primero: Acoger, como al efecto acoge, las sigu r en-

tes transferencias a favor de la señora Olivia del Pilar Gi-
ráldez de Haché; 1.— La realizada por los señores Aurelio

1 de Paula, Tomás Evangelista de Paula, Liberato de Paula
Evangelista, Evaristo de Paula, María de Paula Evangelis-
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0
ta, Manuel de la Cruz Medina y Juan de Paula Evangelista,
de todos sus derechos dentro de la Parcela No. 30-B-2, def1,
Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, según acto ;1
de venta de fecha 11 de febrero de 1974; 2.— La de todo.sus derechos, realizada por los señores María de la Cruz,
Dámaso de la Cruz, Bartola de la Cruz, Fernando Figueroa
de la Cruz, Pedro Figueroa de la Cruz, Ricardo Figueroa
de la Cruz, Celia Figueroa de la Cruz y Domingo Figueroa
de la Cruz (a) Dominguito, dentro de la Parcela No. 30-13 .2-
del Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, según
acto de fecha 17 de enero de 1976; 3.— La de todos sus de-
rechos, realizada por los señores José de la Cruz Besón,
Toribio de la Cruz Besón, Cristina de la Cruz Besón, María
de la Cruz Besón, Rosa de la Cruz Besón, Damián de la
Cruz Besón, Juan de la Cruz Paula, Gregorio de la Cruz -*wiFigueroa, Zacarías de la Cruz Vizcaíno y Secundino de la
Cruz Vizcaíno, dentro de la Parcela No. 30-13-2 del Distrito
Catastral No. 20 del Distrito Nacional, según acto de fecha
27 de enero de 1976; 4.— La de todos sus derechos, realizada
por los señores Bernabela de Paula de los Santos (Bena),
Juana de Paula de los Santos Vda. Severino, Nepomuceno
de los Santos de la Cruz, Santiago de Paula de la Cruz, Epi-
fan:o de Paula de León, Simeón de Paula de la Cruz y Aqui-
no de los Santos de Paula, dentro de la Parcela No. 30-B-2
del Distrito Catastral No. 20 del D i strito Nacional, según
actos de fecha .3 y 5 de febrero de 1976; 5.— La de todos
sus derechos, realizadas por los señores José de Paula, Ti-
moteo de León de Paula, Claudino de Paula de León, Eta-
nislao de Paula de León, Salvadora de Paula Vda. Heredia,
Petronila de Paula (Nunú), María de Paula de León, Sofía
Martínez, Catalina de Paula, Apolinario de Paula Dial, Mar-
garo de León, Pedro de Paula Díaz, Teodocio Martínez,
Juana Francisca Martínez de Paula, José Martínez, Heri-
berto Martínez, Francisco Martínez, Crescencio de Paula y
Martínez, Julia de Paula Martínez, Dámasa de Paula, Cris-
tina de Paula, Eulalia de Paula de la Cruz, Luis de Paula

de la Cruz, Gregorio de Paula, Enceslao de Paula de la
c.

cruz, Eusebio de Paula y Natividad de Paula, dentro de la
parcela No. 30-13-2 del Distrito Catastral 25No. 20 del Distritoo

.yacional, según actos de fechas 11, 15 y	 del mes de
brero de 1974; 6.— Las de todos sus derechos, realizada por
los señores Raymundo de la Cruz Paula, Julián Núñez de
los Santos, Macaría de Paula de la Cruz, Jorge Paula de
León, Filomena Quezada de los Santos, Ventura Quezada,
Aquilino Mariano de Paula, Eustaqu:o de Paula de los San-
tos, dentro de la Parcela No. 3013-2 del Distrito Catastral
No. 20 del Distrito Nacional, según actos de fecha 3 de fe-
brero y 31 de mayo de 1974; 7.— La de todos los derechos
adquiridos por el señor Roberto Haché, dentro de la parcela
No. 30-B-2 del Distrito Catastral No .20 del Distrito Nacio-
nal, según acto de fecha 6 de febrero de 1976.;— Décimo
Segundo: Ordenar, como al efecto ordena, al Registrador
de Títulos del Distrito Naciona l , cumplir con las siguientes
medidas; a) Rebajar, el área de la Parcela No. 30-B-2 del
Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, amparada
por el Certificado de Título No. 601891, una extensión de
terreno de 230 Has., 48 As., 66 Cas., correspondien te a las

Parcelas resultantes 30-B-2-A y 30-B-2-C; b) Expedir nue-
vos Certificados de Títulos que amparan las parcelas resul-
tantes de los deslindes aprobados, después de efectuadas
las modificaciones que por esta dec:sión se ordenan y apro-
bados los nuevos planos por la Dirección General de Men-
suras Catastrales, en la siguiente forma: Parcela No. 30 .13-2-

A.: Area: 90 Has., 99 As., 45.09 Cas., Se ordena el registro
del derecho de propiedad de esta parcela en la siguiente
forma y proporción: a) 85 Has., 58 As., 62.79 Cas., y sus me-
joras, en favor de la señora Olivia del Pilar Giráldez de
Haché, dominicana, mayor de edad, casada con el Ingenie-
ro Roberto Haché Malkun, portadora de la cédula No. 87523,

¡;serie 5, domiciliada y residente en la calle A No. 34, En-
, sanche Serrallés, de esta ciudad; y b) 5 Has., 40 As., 82.50
Cas., en favor de los señores Urania Ileana Messina Vda.
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ta, Manuel de la Cruz Medina y Juan de Paula Evangelista,
de todos sus derechos dentro de la Parcela No. 30-B-2, del
Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, según acto
de venta de fecha 11 de febrero de 1974; 2.— La de todos .sus derechos, realizada por los señores María de la Cruz,Dámaso de la Cruz, Bartola de la Cruz, Fernando Figueroa
de la Cruz, Pedro Figueroa de la Cruz, Ricardo Figueroa it,
de la Cruz, Celia Figueroa de la Cruz y Domingo Figueroade la Cruz (a) Dominguito, dentro de la Parcela No. 30-B-2-
del Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, según
acto de fecha 17 de enero de 1976; 3.— La de todos sus de.
rechos, realizada por los señores José de la Cruz Besón,
Toribio de la Cruz Besón, Cristina de la Cruz Besón, María
de la Cruz Besón, Rosa de la Cruz Besón, Damián de la
Cruz Besón, Juan de la Cruz Paula, Gregorio de la Cruz
Figueroa, Zacarías de la Cruz Vizcaíno y Secundino de la
Cruz Vizcaíno, dentro de la Parcela No. 30-13-2 del Distrito
Catastral No. 20 del Distrito Nacional, según acto de fecha
27 de enero de 1976; 4.— La de todos sus derechos, realizada
por los señores Bernabela de Paula de los Santos (Sena),
Juana de Paula de los Santos Vda. Severino, Nepomuceno
de los Santos de la Cruz, Santiago de Paula de la Cruz, Epi-
fan:o de Paula de León, Simeón de Paula de la Cruz y Aqui-
no de los Santos de Paula, dentro de la Parcela No. 30-13-2
del Distrito Catastral No. 20 del D i strito Nacional, según
actos de fecha 3 y 5 de febrero de 1976; 5.— La de todos
sus derechos, realizadas por los señores José de Paula, Ti-
moteo de León de Paula, Claudino de Paula de León, Eta-
nislao de Paula de León, Salvadora de Paula Vda. Heredia,
Petronila de Paula (Nunú), María de Paula de León, Sofía
Martínez, Catalina de Paula, Apolinario de Paula Día Mar
garo de León. Pedro de Paula Díaz, Teodocio Martínez,
Juana Francisca Martínez de Paula, José Martínez, Heri-
berto Martínez, Francisco Martínez, Crescencio de Paula y
Martínez, Julia de Paula Martínez, Dámasa de Paula, Cris-
tina de Paula, Eulalia de Paula de la Cruz, Luis de Paula
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la Cruz, Gregorio de Paula, Enceslao de Paula de la
z, Euscbio de Paula y Natividad de Paula, dentro de la
cla No. 30-B-2 del Distrito Catastral No. 20 del Distrito

acional, según actos de fechas 11, 15 y 25 del mes de Fe-

brero de 1974; 6.— Las de todos sus derechos, realizada por

los 
señores Raymundo de la Cruz Paula, Julián Núñez de

los Santos, Macada de Paula de la Cruz, Jorge Paula de
:,cón, Filomena Quezada de los Santos, Ventura Quezada,
Aquilino Mariano de Paula, Eustaqu:o de Paula de los San-
tos, dentro de la Parcela No. 3013-2 del Distrito Catastral

No. 
20 del Distrito Nacional, según actos de fecha 3 de fe-

brero y 31 de mayo de 1974; 7.— La de todos los derechos
adquiridos por el señor Roberto Haché, dentro de la parcela
No. 30-13-2 del Distrito Catastral No .20 del Distrito Nacio-
nal, según acto de fecha 6 de febrero de 1976.;— Décimo
Segundo: Ordenar, como al efecto ordena, al Registrador
de Títulos del Distrito Nacional, cumplir con las siguientes
medidas; a) Rebajar, el área de la Parcela No. 30-B-2 del
Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, amparada
por el Certificado de Título No. 60-1891, una extensión de
terreno de 230 Has., 48 As., 66 Cas., correspondiente a las
Parcelas resultantes 30-13-2-A y 30-B-2-C; b) Expedir nue-
vos Certificados de Títulos que amparan las parcelas resul-
tantes de los deslindes aprobados, después de efectuadas
las modificaciones que por esta decisión se ordenan y apro-
bados los nuevos planos por la Dirección General de Men-
suras Catastrales, en la siguiente forma: Parcela No. 30-B-2-
A.: Area: 90 Has., 99 As., 45.09 Cas., Se ordena el registro
del derecho de propiedad de esta parcela en la siguIente
forma y proporción : a) 85 Has., 58 As., 62.79 Cas., y sus me-
joras, en favor de la señora Olivia del Pilar Giráldez de
Haché, dominicana, mayor de edad, casada con el Ingenie-
ro Roberto Haché Malkun, portadora de la cédula No. 87523,
serie 5, domiciliada y residente en la calle A No. 34, En-
sanche Serrallés, de esta ciudad; y b) 5 Has., 40 As., 82.50

, en favor de los señores Urania Ileana Messina Vda.
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Jorge, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres
domésticos, portadora de la cédula personal de identidad
No. 9355, serie Ira., domiciliada y residente en la calle Pe-
dro Ignacio Espaillat No. 19 de esta ciudad; y del Dr. An-
tonio de Jesús Jorge Messina, domidcano, mayor de edad,
soltero, médico, portador de la cédula No. 142040, serie Ira.,
domiciliado y residente en la calle Pedro Ignacio Espaillat
No. 19 de esta ciudad; Ordenándose al Agr. Ramón Antonio
Márquez Pérez que se traslade personalmente a los terre-
nos de esta parcela, y después de realizar los trabajos de
mensura correspondientes, modifique y reduzca el área del
plano de deslinde de fecha 28 de marzo de 1975, de modo
que en el nuevo plano de esta parcela conste el área que
figura más arriba; Parcela No. 30-B-2-C, Area: 139 Has.,
49 As., 20.91 Cas., Se ordena el registro del derecho de pro-piedad de esta parcela y sus mejoras, consistentes en culti-
vos de pastos para ganado, cercas exteriores e interiort,
dos casas de maderas de palma, una con techo de yago::
la otra de zinc, dos caminos perpendiculares entre sí, un
hangar, dos establos de maderas techados de yagua, un po-
zo tubular, naranjos y un rancho de madera techado de ya-
gua, en favor del Lic. Freddy Prestol Castillo, domiMeano,
mayor de edad, casado, abogado, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 8401, serie ira., con su estudio pro-
fesional en la calle El Conde No. 15 de esta ciudad; Orde-
nándose al Agr. Ramón A. Belis que se traslade personal-
mente a los terrenos de esta parcela, y después de realzar
los trabajos de mensura correspondientes modifique el área
del plano de deslinde de fecha 5 de septiembre de 1975, de
modo que en el nuevo plano de esta parcela conste el área
que figura más arriba; Haciéndose constar que el resto de
esta parcela debe conservar su misma designación catastral
de Parcela No. 30-B-2 del Distrito Catastral No. 20 del Dis-
trito Nacional, hasta tanto se practique el deslinde o sub-
división correspondiente":
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Considerando, que el recurrido alega en su memorial

de defensa que entre los recurrentes figuran las siguientes
personas: Emilia Pereyra Vda. Abreu, Celia Pereyra Vda.
Carretero, e Isidro Pereyra Camarena, que se d':cen suceso-
res de Isidro Pereyra; que el recurrido depositó en el ex-

pediente un acto de notoriedad levantado por ante el Nota-
rio Público Dr. Fausto E. Lithgow, el 7 de febrero del 1979,

en el que consta que dichas personas habían fallecido "den-

tro de un período no menor de veinte años"; todo lo que no
ha sido negado por la recurrente Irma Celeste Pereyra de
Pérez, por lo cual procede acoger el fin de inadmisión pro-

, puesto y sólo se examinará el recurso interpuesto por esta

última;
Considerando, que la recurrente propone en su memo-

rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil,
por desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: Viola-
ción a la autoridad de la cosa juzgada, artículos 86, 173 y
216 de la Ley de Registro de Tierras y del artículo 1351
del Código Civil;

Considerando, que en los dos medios de casación pro-
puestos, reunidos, la recurrente alega, en síntesis, 	 lo si-

guiente: que en la sentencia impugnada se ha violado el
Prine'pio de la autoridad de la cosa juzgada, ya que al apro-
barse la subdivisión de la Parcela objeto del litigio el Tri-
bunal Superior de Tierras no se ciñó a los derechos de las
partes, tal como figuran en el certificado de título y en la
sentencia final del saneamiento, los cuales no deben ser al-

terados o modificados en el proceso de subdivisión; que los
deslindes efectuados por los Agrimensores Ramón A. Már-
quez y Ramón A. Belis de la parcela en d'scusión, ubican
a los contratantes de la subdivisión en la totalidad del área
que corresponde a la Sucesión Pereyra, y, por tanto, no

queda ningún resto de esta porción de terreno dentro de
los linderos que corresponden a sus derechos, según cons-
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Jorge, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres
domésticos, portadora de la cédula personal de identidad
No. 9355, serie ira., domiciliada y residente en la calle Pe-
dro Ignacio Espaillat No. 19 de esta ciudad; y del Dr. An-
tonio de Jesús Jorge Messina, dominicano, mayor de edad,
soltero, médico, portador de la cédula No. 142040, serie lra.,
domiciliado y residente en la calle Pedro Ignacio Espaillat
No. 19 de esta ciudad; Ordenándose al Agr. Ramón Antonio
Márquez Pérez que se traslade personalmente a los terre-
nos de esta parcela, y después de realizar los trabajos de
mensura correspondientes, modifique y reduzca el área del
plano de deslinde de fecha 28 de marzo de 1975, de modo
que en el nuevo plano de esta parcela conste el área que
figura más arriba; Parcela No. 30-B-2-C, Arca: 139 Has.,
49 As., 20.91 Cas., Se ordena el registro del derecho de pro-
piedad de esta parcela y sus mejoras, consistentes en culti-
vos de pastos para ganado, cercas exteriores e, interiores,
dos casas de maderas de palma, una con techo de yagua y
la otra de zinc, dos caminos perpendiculares entre sí, un
hangar, dos establos de maderas techados de yagua, un po-
zo tubular, naranjos y un rancho de madera techado de ya-
gua, en favor del Lic. Freddy Prestol Castillo, dominicano,
mayor de edad, casado, abogado, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 8401, serie 1ra., con su estudio pro-
fesional en la calle El Conde No. 15 de esta ciudad; Orde-
nándose al Agr. Ramón A. Belis que se traslade personal-
mente a los terrenos de esta parcela, y después de realizar
los trabajos de mensura correspondientes modifique el área
del plano de deslinde de fecha 5 de septiembre de 1975, de
modo que en el nuevo plano de esta parcela conste el área
que figura más arriba; Haciéndose constar que el resto de
esta parcela debe conservar su misma designación catastral
de Parcela No. 30-B-2 del Distrito Catastral No. 20 del D:s-
trito Nacional, hasta tanto se practique el deslinde o sub-
división correspondiente";

Considera ndo, que el recurrido alega en su memorial
de defensa que entre los recurrentes figuran las siguientes

personas: Emilia Pereyra Vda. Abreu, Celia Pereyra Vda.
Carretero, e Isidro Pereyra Camarena, que se dicen suceso-

res de Isidro Pereyra; que el recurrido depositó en el ex-

pediente un acto de notoriedad levantado por ante el Nota-
rio Público Dr. Fausto E. Lithgow, el 7 de febrero del 1979,
en el que consta que dichas personas habían fallecido "den-

tro de un período no menor de veinte años"; todo lo que no
ha sido negado por la recurrente Irma Celeste Percyra de
Pérez, por lo cual procede acoger el fin de inadmisión pro-
puesto y sólo se examinará el recurso interpuesto por esta

última;
Considerando, que la recurrente propone en su memo-

rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del articulo 141 del Código de Procedimiento Civil,
por desnaturalizac ión de los hechos; Segundo Medio: Viola-
ción a la autoridad de la cosa juzgada, artículos 86, 173 y
216 de la Ley de Registro de Tierras y del artículo 1351
del Código Civil;

Considerando, que en los dos medios de casación pro-
puestos, reunidos, la recurrente alega, en síntesis, lo si-

. guiente: que en la sentencia impugnada se ha violado el
princ : pio de la autoridad de la cosa juzgada, ya que al apro-
barse la subdivisión de la Parcela objeto del Migio el Tri-
bunal Superior de Tierras no se ciñó a los derechos de las
Partes, tal como figuran en el certificado de título y en la
sentencia final del saneamiento, los cuales no deben ser al-
terados o modificados en el proceso de subdivisión; que los
deslindes efectuados por los Agrimensores Ramón A. Már-
quez y Ramón A. Belis de la parcela en d'scusión, ubican
a los contratantes de la subdivisión en la totalidad del área
que corresponde a la Sucesión Pereyra, y, por tanto, no

. queda ningún resto de esta porción de terreno dentro de
los linderos que corresponden a sus derechos, según cons-

ti
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tan en el certificado de título; que el examen de los plane sde deslinde, practicado por los A grimensores Márquez pé.
rez y Belis, revela que la posesión de Antonio de Pt.t:a
causante del Lic. Prestol Castillo, abarca toda el área é;s:
lindada como Parcelas Nos. 30-B-2-A y 30-B-2-C, extens
que colinda al Sur con la Cañada Honda, al Este con („;
Río Yuca, al Norte con el Arroyo Yuquita y al Oeste c(,r,
el Río Yaguaza; que es ahí donde todos los Agrimensores
que practicaron el deslinde de la Parcela No. 30-B-2, loca.
lizaron las posesiones de los causahabientes de la Sucesión
Paula, o sean el Lic. Freddy Prestol Castillo y Olivia Gira}
dez de Haché; que las mejoras edificadas por el Lic. Fredd
Prestol Castillo en esa porción de la Parcela le fueron
conoe:das cuando todavía la Parcela objeto de la discusi
tenía la designación catastral de 30-B, según consta en
Decisión del Tribunal de' Tierras de Jurisdicción Or;gi
del 17 de octubre de 1958, aprobada por la del Tribunal Su
perior de Tierras del 27 de noviembre del mismo año, o sea
desde hace más de 20 años, fallos en los que se expresa, al
descrili:r las mejoras dél Lic. Prestol Castillo, que los dos
caminos construidos por él, "llegan hasta el Río Yuca", lo
que está revelado en el trabajo de deslinde practicado por
el Agrimensor Bel is al extender dicho deslinde de lo po-
seído por el Lic. Prestol Castillo hasta el Río Yuca, por el “4
Este, y lo que al mismo tiempo muestra, se expresa también
en el fallo impugnado, la ausencia de posesión de los Suce-
seres Pereyra en esa parte de la Parcela;

Considerando, que en la letra C) del Certificado de Tí-
tulo expedido sobre la Parcela No. 30-B-2, depositado en el
expediente ,al señalarse las coEndancias del terreno en
donde se encuentran las mejoras adjudicadas al Licdo..
Freddy Prestol Castillo, las mismas se ubican al Sur de la
Cañada Honda, mientras en la sentencia impugnada se afir-
ma que ellas se encuentran al Norte de la mencionada ca-
ñada, lo que revela una discordancia entre la sentencia y
el Certificado de Título que no ha permitido a la Suprema
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de Justicia apreciar si en el caso se ha hecho una
cta aplicación de la Ley, y, en consecuencia, el fallo

agnado debe ser casado por falta de base legal;

Considerando, que en virtud del artículo 65 de la Ley
Procedimiento de Casación, cuando una sentencia es

da por falta de base legal, las costas pueden ser com-

pensadas;
Por tales motivos: PRIMERO: Declara inadmisibles los

recursos de casación interpuestos por Emilia Pereyra Vda.
Abreu, Celta Pereyra Vda. Carretero, e Isidro Pereyra Ca-
Enarena, contra la sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, el 13 de octubre de 1978, en relación con la
subdivisión de las Parcelas Nos. 30-B-2-A y 30-B-2-C, del
Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Casa dicha sentencia y envía el asunto por an-
te el mismo Tribunal Superior de Tierras; TERCERO: Com-
pensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año ,en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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tan en el certificado de título; que el examen de los pianosde deslinde, practicado por los Agrimensores Márquez Pé:rez y Belis, revela que la posesión de Antonio de Paul
causante del Lic. Prestol Castillo, abarca toda el área 

delllindada como Parcelas Nos. 30-B-2-A y 30-B-2-C, extens'éle
que colinda al Sur con la Cañada Honda, al Este con ei
Río Yuca, al Norte con el Arroyo Yuquita y al Oeste cen,
el Río Yaguaza; que es ahí donde todos los Agrimensores
que practicaron el deslinde de la Parcela No. 30-13-2, loca-lizaron las posesiones de los causahabientes de la Sucesión
Paula, o sean el Lic. Freddy Prestol Castillo y Olivia Girál-
dez de Haché; que las mejoras edificadas por el Lic. Freddy
Prestol Castillo en esa porción de la Parcela le fueron re-
conoe:das cuando todavía la Parcela objeto de la discusiá
tenía la designación catastral de 30-B, según consta en
Decisión del Tribunal de' Tierras de Jurisdicción Origi
del 17 de octubre de 1958, aprobada por la del Tribunal Su-
perior de Tierras del 27 de noviembre del mismo año, o sea

' desde hace más de 20 años, fallos en los que se expresa, al
describ:r las mejoras del Lic. Prestol Castillo, que los do*
caminos construidos por él, "llegan hasta el Río Yuca", lo"
que está revelado en el trabajo de deslinde practicado por
el Agrimensor Bel is al extender dicho deslinde de lo po-
seído por el Lic. Prestol Castillo hasta el Río Yuca, por el
Este, y lo que al mismo tiempo muestra, se expresa también
en el fallo impugnado, la ausencia de posesión de los Suce-
sores Pereyra en esa parte de la Parcela;

Considerando, que en la letra C) del Certificado de Tí- 1
 expedido sobre la Parcela No. 30-B-2, depositado en el

expediente ,a1 señalarse las col:ndancias del terreno en
donde se encuentran las mejoras adjudicadas al Licdo.
Freddy Prestol Castillo, las mismas se ubican al Sur de la
Cañada Honda, mientras en la sentencia impugnada se afir
ma que ellas se encuentran al Norte de la mencionada ca-
ñada, lo que revela una discordancia entre la sentencia y
el Certificado de Título que no ha permitido a la Suprema
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corte de Justicia apree:ar si en el caso se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, y, en consecuencia, el fallo
i mpugnado debe ser casado por falta de base legal;

Considerando, que en virtud del artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casacn, uando una sentencia es
casada por falta de base legal,

ió
 laS

c
 costas pueden ser com-

PensaPdoarst;ales motivos: PRIMERO: Declara inadmisibles los
recursos de casación interpuestos por Emilia Pereyra Vda.
Abreu, Ceta Pereyra Vda. Carretero, e Isidro Pereyra Ca-
n:arena, contra la sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, el 13 de octubre de 1978, en relación con la
subdivisión de las Parcelas Nos. 30-B-2-A y 30-B-2-C, del
Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUND O: Casa dicha sentencia y envía el asunto por an-
te el mismo Tribunal Superior de Tierras; TERCERO: Com-
pensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Boros.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Lconte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año ,en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia Impugnada; Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 26 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Jorge Adames y Dominicana de Seguros. C. por A.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Doininicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, .),1
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus aucl'encias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 13 de octubre del año 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la sigu:e.nte
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Jorge Adames, dominicano, mayor de edad, cho-
fer, domiciliado en la casa No. 60 de la calle Marcos Adón,
de esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., con domicilio social en la casa No. 55, de la AveMda
Independencia de esta ciudad, contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 26 de fe-
brero de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría

de la Corte a-qua, el 19 de marzo de 1979, a requerimiento

del Dr- 
Luis R. Castillo Mejía, actuando en representación

de los recurrentes, en la que no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 16 de febrero
de 1980, suscrito por su abogado Dr. Luis Randolfo Castillo

en el que se propone el único medio de casación

qiueiíert;aego se indica;

La Suprema Corte de Just icia, después de haber deli-
berado y vastos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimient o Civil;
y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 29
de mayo de 1977, en que murió una menor, la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional dictó el 15 de setiembre de 1977, un fallo en dis-
positivo, que aparece en 'el de la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino también en dispo-
sitivo, el fallo ahora impugnado en casación, que d':ce así:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 20 de enero de 1978 por el Dr. Luis R. Castillo Mejía,
a nombre y representación de Jorge Adames, y persona ci-
vilmente responsable y la Cía. Dominicana de Seguros, C.
por A., (SEDOMCA), contra sentencia de fecha 15 de no-
viembre de 1977, dictada por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al nombra-
do Jorge Adames, culpable de violar los artículos 49, 61 y
65 de la Ley 241, en perjuicio de quien en vida respondía

al nombre de Juluis Antigua de la Rosa y aplicando el
Principio del no cúmulo de penas, así como tomando cir-.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1980•

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo
fecha 26 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Jorge Adames y Dominicana de Seguros. C. por A.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín ;
L. Hernández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus aud'encias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 13 de octubre del año 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, corno Corte de Casación, la sigu:ente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Jorge Adames, dominicano, mayor de edad, cho-
fer, domiciliado en la casa No. 60 de la calle Marcos Adón,
de esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., con domicilio social en la casa No. 55, de la Avenada
Independencia de esta ciudad, contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 26 de fe-
brero de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

vista el acta de casación levantada en la Secretaría
qua, el 19 de marzo de 1979, a requerimiento

d
del 1

lva re. Corte
Luis a 

rt- .uca
 Castillo Mejía, actuando en representación

recurrentes, en la que no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 16 de febrero

de 1980, suscrito por su abogado Dr. Luis Randolfo Castillo
Mejía, en el que se propone el único medio de casación
que luego se indica;

La Suprema Corte de Just i cia, después de haber deli-
berado y V:stos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil;

y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 29
de mayo de 1977, en que mur:6 una menor, la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional dictó el 15 de setiembre de 1977, un fallo en dis-
positivo, que aparece en el de la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino también en dispo-
sitivo, el fallo ahora impugnado en casación, que dice así:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en.
fecha 20 de enero de 1978 por el Dr. Luis R. Castillo Mejía,
a nombre y representac ión de Jorge Adames, y persona ci-
vilmente responsable y la Cía. Dominicana de Seguros, C.
por A., (SEDOMCA), contra sentencia de fecha 15 de no-
viembre de 1977, dictada por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Pi-•illero: Se declara al nombra-
do Jorge Adames, culpable de violar los artículos 49, 61 y
65 de la Ley 241, en perjuicio de quien en vida respondía
al nombre de Juluis Antigua de la Rosa y aplicando el
principio del no cúmulo de penas, así como tomando cir-
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cunstanc'es atenuantes a su favor, se condena a pagar R
300.00 (Trescientos pesos oro), de multa; SEGUNDO:
ordena la suspens'ón de la Licencia que para la condS
ción de vehículo de motor ampara a Jorge Adames, por 14.
término de un (1) año a partir de la presente sentencia.
Tercero: Se condena al nombrado Jorge Adames, al pago
de las costas penales; Cuarto: Se declara bueno y válido la
constitución en parte civil hecha por el nombrado Nemesio
Domingo Antigua Cerda y Ana Luisa de la Rosa, en su con-
dición de padres del menor Juluis Ant : gua de la Rosa, por
mediación de su abogado Dr. Marino Germán M., por ajus-
tarse a la ley; Qu'atto: En cuanto al fondo de la referida
constitución en parte civil, se condena al nombrado Jorge
Adames, al pago de una indemnización de RD$6,000.00 (Seis
mil pasos oro), en favor de los Sres. Nemesio Domingo An-
tigua Cerda y Ana Lusa de la Rosa, (en su calidad de pa-
dres y tutores del menor muerto) como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos
por elles a consecuencia de la muerte de su h:jo Juluis`
Antigua de la Rosa, en el accidente de que se trata, como
también al pago de los intereses legales de la suma acorda-
da a partir del 29 de mayo de 1977, hasta la total ejecución
de la sentencia a título de indemnización; Sexto: Se conde-
na al nombrado Jorge Adames, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Mariano
Germán M., quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Séptimo: Se declara la presente sentencia común y
ejecutable a la Cía. de Seguros Dominicana de Seguros, C.
por A., (SEDOMCA) por ser esta la entidad aseguradora del
vehículo marca Pontiac, asegurado bajo póliza No. 36877
de acuerdo con la Ley 4117 sobre seguros de vehículos de
motor, por haberlo hecho conforme a la ley'; SEGUNDO:
En cuanto al fondo del recurso de apelación modifica el
ordinal Quinto de la sentenc i a apelada, en cuanto al monto
de la indemnización acordada, y la Corte por propia autori-
dad y contrario imperio rebaja dicha indemnización a la
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sola de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00) a favor de la

parte civil constituida por los daños morales y materiales
rec ibidos por ésta; TERCERO: Confirma en sus demás as-
pectos la sentencia recurrida; CUARTO: Condena a Jorge
Ademes, en su doble calidad al pago de las costas penales
y civiles de la alzada, con distracción de las civiles en p-o-
l'echo del Dr. Mariano Germán M., quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio ún ico de casación:

Violación artículo 195 del Código de Proced'Imiento Crimi-
nal; artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y ar-
tículo 23, inciso 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; falta de motivos y falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de
su medio único de casación, se limitan a alegar que la Cor-
te a-qua no da mot':vos que justifiquen su dispositivo y en
consecuencia la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que efectivamente, tal como lo alegan
los recurrentes, la sentencia de la Corte a-qua no contiene
una exposición de hechos - ni motivos pertinentes que justi-
fiquen su dispositivo y como el fallo del Juez de primer
grado fue dado también en dispositivo, es obvio que en el
caso, se ha incurrido en la violación del artículo 195 del
Código de Procedimiento Criminal y 141 del Código de
Procedimiento Civil y en consecuencia, la sentencia impug-
nada debe ser casada;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
• el 26 de febrero de 1979, por la Corte de Apelación de San-
to DomMgo ,en atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo, y envía

' dicho asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristó-
bal , en las mismas atribuciones; Segundo: Declara las cos-
tas penales de oficio.



2158	 BOLETIN JUDICIAL

cunstanc'as atenuantes a su favor, se condena a pagar Pm&
300.00 (Trescientos pesos oro), de multa; SEGUNDO: Se
ordena la suspensi ón de la Licencia que para la condoe.
ción de vehículo de motor ampara a Jorge Adames, por el
término de un (1) año a partir de la presente sentencia;
Tercero: Se condena al nombrado Jorge Adames, al pago
de las costas penales; Cuarzo: Se declara bueno y válido la
constitución en parte civil hecha por el nombrado Nemesio
Domingo Antigua Cerda y Ana Luisa de la Rosa, en su con.
dición de padres del menor Juluis Ant i gua de la Rosa, por
mediación de su abogado Dr. Marino Germán M., por ajos-
tarso a la ley; Qu'alto: En cuanto al fondo de la referida
constitución en parte civil, se condena al nombrado Jorge
Adames, al pago de una indemnización de RD$6,000.00 (Seis
mil pesos oro), en favor de los Sres. Nemesio Domingo An.
tigua Cerda y Ana Lu ; sa de la Rosa, (en su calidad de pa-
dres y tutores del menor muerto) como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos
por elles a consecuencia de la muerte de su hijo Juluis
Antigua de la Rosa, en el accidente de que se trata, como
también al pago de los intereses legales de la suma acorda-
da a partir del 29 de mayo de 1977, hasta la total ejecución
de la sentencia a título de indemnización; Sexto: Se conde-
na al nombrado Jorge Adames, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Mariano
Germán M., quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Séptimo: Se declara la presente sentencia común y
ejecutable a la Cía. de Seguros Dominicana de Seguros, C.
por A., (SEDOMCA) por ser esta la entidad aseguradora del
vehículo marca Pontiac, asegurado bajo póliza No. 36877
de acuerdo con la Ley 4117 sobre seguros de vehículos de
motor, por haberlo hecho conforme a la ley'; SEGUNDO:
En cuanto al fondo del recurso de apelación modifica el
ordinal Quinto de la sentenc i a apelada, en cuanto al monto
de la indemnización acordada, y la Corte por propia autori-
dad y contrario imperio rebaja dicha indemnización a la
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cuma de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00) a favor de la

arte civil constituida por los daños morales y materiales
rrecib'dos por ésta; TERCERO: Confirma en sus demás as-

pectos la sentencia recurrida; CUARTO: Condena a Jorge
Aclames, en su doble calidad al pago de las costas penalesAdames,
 civiles de la alzada, con distracción de las civiles en p-o-

vecho del Dr. Mariano Germán M., quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

1, Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio ún i co de casación:

Violación artículo 195 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y ar-
tículo 23, inciso 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; falta de motivos y falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de
su medio único de casación, se limitan a alegar que la Cor-
te a-qua no da mot:vos que justifiquen su dispositivo y en
consecuencia la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que efectivamente, tal como lo alegan
los recurrentes, la sentencia de la Corte a-qua no contiene
una exposición de hechos'ni motivos pertinentes que justi-
fiquen su dispositivo y como el fallo del Juez de primer
grado fue dado también en dispositivo, es obvio que en el
caso, se ha incurrido en la violación del artículo 195 del
Código de Procedimiento Criminal y 141 del Código de
Procedimiento Civil y en consecuencia, la sentencia impug-
nada debe ser casada;

Por tales motivos, Primero . Casa la sentencia dictada
el 26 de febrero de 1979, por la Corte de Apelación de San-
to Dom i ngo ,en atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo, y envía
dicho asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristó-

1, en las mismas atribuciones; Segundo: Declara las cos-
Penales de oficio.

cS
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Frane.sco Elp
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
jas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte
R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario De.
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 4señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1;
audiencia pública del día, mes y año en él expresado; y'fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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sENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 20 de diciembre del 1978.

Dfaterta: Correccional.'

itecorrentes: Félix María Cordero Aquino, Consejo Estatal del
Azúcar y Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado: Dr. Rafael L. Márquez.

Intervinientes : Leonardo Mercedes de la Cruz y Rosa Rodríguez.
Abogado: Dr. César Augusto Medina.

D'os, Patria y Libertad,
República Dominicartr.•.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
,	 ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tin 	 Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto do Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus aud:encias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nac i onal, hoy día 13 de oc-
tubre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Félix María Cordero Aquino, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, chofer, cédula No. 25404, serse 2, do-
=n'odiado en la Sección de Doña Aná, San Cristóbal; el
Consejo Estatal del Azúcar, con domicilio en el Centro de
los Héroes, de esta ciudad y la Compañía de Seguros San
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Frane:sco Elp
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista yie,
jas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte
R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario e*
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 20 de diciembre del 1978.

materia: Correccional.'”

geenrrentes: Félix María Cordero Aquino, Consejo Estatal del
Azúcar y Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado: Dr. Rafael L. Márquez.

mtervinientes: Leonardo Mercedes de la Cruz y Rosa Rodríguez.

Abogado: Dr. César Augusto Medina.

D'os, Patria y Libertad,
República Doznithcany.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,

Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus auc/encias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de oc-
tubre del año 1980, Míos 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Félix María Cordero Aquino, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, chofer, cédula No. 25404, ser:e 2, do-
miciliado en la Sección de Doña Ana, San Cristóbal; el
Consejo Estatal del Azúcar, con domicilio en el Centro de
los Héroes, de esta ciudad y la Compañía de Seguros San

1
4
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Rafael, C. por A., con domicilio en la calle Leopoldo Nava.rro, de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte de Ape.
ladón de San Cristóbal dictada en sus atribuciones correc-cionales, el 20 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. César

Augusto Medina, cédula No. 8325, serie 22, abogado de los
intervinientes, Leonardo Mercédes de la Cruz, dominicano,
mayor de edad, soltero, chofer, cédula No. 2358, serie 93,
domiciliado en esta ciudad, y Rosa Rodríguez, dominicana,mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula
No. 17360, domiciliada en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 23 de enero del 1979, areq uerimiento de la Dra. María del Carmen Barroso de
Lebrón, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de los i ntervinientes del 18 de octubre
de 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justic'ia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No .241del 1967 de Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civ i l, yI, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que dos personas
resultaron con lesiones corporales, ocurrido el 12 de no-
viembre de 1976, en el kilómetro 15 de la carretera Sánchez,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San

Cristóbal dictó el 8 de diciembre de 1977 una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
¡nterpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en
ción, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación inter-
puestos por la doctora María del Carmen Barroso de Le-

brón, por sí y por el doctor Federico Lebrón Montás, a
nombre y representación de la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., del Consejo Estatal del Azúcar, persona
civilmente responsable puesta en causa y del prevenido
Félix María Cordero Aquino y por los doctores César Au-
gusto Medina y Viterbo Peña Medina, a nombre y repre-

sentación de Leonardo Mercedes de la Cruz y Rosa Rodrí-
guez, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Judicial dé San Cristóbal en fecha
8 del mes de diciembre de 1977, cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por Leonardo Mercedes de la Cruz y
Rosa Rodríguez, por ser justa y reposar en prueba legal;
Segundo: Se declaran a los señores Félix María Cordero y
Leonardo Mercedes de la Cruz, culpables del delito de vio-
lación a la Ley 241 y en consecuencia, acogiendo circuns-
tancias atenuantes a favor de ambos se condenan a RD$-
30.00 de multa cada uno; Tercero: Se condena a Félix Ma-
ría Aquino y al Consejo Estatal del Azúcar a pagar una in-
demnización en la forma sigu i ente: a favor de Leonardo
Mercedes de la Cruz. Dos Mil Pesos Oro Dominicanos
(RD$2,000.00), por los daños físicos y materiales sufridos
Por éste como consecuencia del accidente incluyendo los
daños sufridos por la motocicleta conducida por Leonardo
Mercedes de la Cruz y de RD$1,500.00 (Mil Quinientos Pe-
sos Oro), a favor de Rosa Rodríguez, por los golpes recibi-
dos por ésta como consecuencia del accidente, condenando
además a dichas personas al pago de los intereses de dichas
sumas; como indemnización supletoria a favor de las perso-
nal agraviadas; Cuarto: Se condena a Félix María Cordero
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Rafael, C. por A., con domicilio en la calle Leopoldo Nava.rro, de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte de Ape•
ladón de San Cristóbal dictada en sus atribuciones correc-cionales, el 20 de d:ciembre de 1978, cuyo dispositivo secopia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. César
Augusto Medina, cédula No. 8325, serie 22, abogado de los
intervinientes, Leonardo Mercedes de la Cruz, dominicano,
mayor de edad, soltero, chofer, cédula No. 2358, serie 93,
domiciliado en esta ciudad, y Rosa Rodríguez, dominicana,mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula
No. 17360, domiciliada en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 23 de enero del 1979, a
requerimiento de la Dra. María del Carmen Barroso de
Lebrón, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes del 18 de octubre
de 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justic':a, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No .241
del 1967 de Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y
1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en losd
ocumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que

con motivo de un accidente de tránsito en que dos personas
resultaron con lesiones corporales, ocurrido el 12 de no-
viembre de 1976, en el ki lómetro 15 de la carretera Sánchez,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San

Cristóbal dictó el 8 de diciembre de 1977 una sentencia
los recursos

cuyo

dispositivo se copia más adelante; b) que sobre 
interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación inter-
puestos por la doctora María del Carmen Barroso de Le-
brón, por sí y por el doctor Federico Lebrón Montás, a
nombre y representación de la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., del Consejo Estatal del Azúcar, persona
civilmente responsable puesta en causa y del prevenido
Félix María Cordero Aquino y por los doctores César Au-
gusto Medina y Viterbo Peña Medina, a nombre y repre-

sentación de Leonardo Mercedes de la Cruz y Rosa Rodrí-
guez, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha
8 del mes de diciembre de 1977, cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por Leonardo Mercedes de la Cruz y
Rosa Rodríguez, por ser justa y reposar en prueba legal;
Segundo: Se declaran a los señores Féf.x. María Cordero y
Leonardo Mercedes de la Cruz, culpables del delito de vio-
lación a la Ley 241 y en consecuencia, acogiendo circuns-
tancias atenuantes a favor de ambos se condenan a EDS-
30.00 de multa cada uno; Tercero: Se condena a Félix Ma-
ría Aquino y al Consejo Estatal del Azúcar a pagar una in-
(i:irrinización en la forma siguiente: a favor de Leonardo
Mercedes de la Cruz, Dos Mil Pesos Oro Dominicanos
(RD$2,000.00), por los daños físicos y materiales sufridos
por éste como consecuene:a del accidente incluyendo los
daños sufridos por la motocicleta conducida por Leonardo
Mercedes de la Cruz y de RD$1,500.00 (Mil Quinientos Pe-
sos Oro), a favor de Rosa Rodríguez, por los golpes recibi-
dos por ésta como consecuencia del accidente, condenando
además a dichas personas al pago de los intereses de dichas
sumas; como indemnización supletoria a favor de las perso-
nas agraviadas; Cuarto: Se condena a Félix María Cordero
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Aquino, Leonardo Mercedes de la Cruz, al pago de las cos.
tas penales y a Félix María Aquino Cordero y además lasciviles y ésta a favor del Dr. César Augusto Medina, quien
afirma haberles avanzado en su totalidad; Quinto: Se 

de-clara común y oponible esta sentencia, a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., por ser la entidad aziegura-
dora del vehículo causante del accidente de que se trata';
por beberlos intentado en tiempo hábil y de acuerdo con
las formalidades legales;— SEGUNDO: Declara a los nom-
brados Leonardo Mercedes de la Cruz y Félix María Coz.-

' dero Aqtr:no, culpables del delito de golpes y heridas invo- -
/untarlos en perjuicio de Rosa Rodríguez, en consecuencia,
los condena a cada uno a pagar una znulta de Treinta Pesos
(RDS30.00), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, por haber sido originado el accidente por faltas con-
currentes, atribuibles a dichos prevenidos;— TERCERO:
Admite la constitución en parte civil de los señores Leonar-
do Mercedes de la Cruz y Rosa Rodríguez, qu'enes recibie-
ron lesiones curables después de veinte días (15 meses), en
consecuencia, condena a las personas civilmente responsa-
bles puestas en causa, señor Félix María Cordero Aquino 

yConsejo Estatal del Azúcar, a pagar conjuntamente las si-
guientes cantidades: a) Mil Quinientos Pesos (RD$1,500.00),
en favor de Leonardo Mercedes de la Cruz, por concepto
de daños morales y materiales recibidos con motivo del
accidente, más Trescientos Ochenta Pesos (RD$380.00), por
concepto del daño ocasionado a la cosa (motocicleta); b)
Dos Mil Pesos (RDS2,000.00), en favor de Rosa Rodríguez,
por concepto de daños morales y materiales que ésta reci-bió a consecuencia del accidente;— CUARTO: Condena a
las personas civilmente responsables al pago de los intere-
ses de las cantidades especificadas anteriormente, a partir
de la fecha de la demanda a título de indemnización com-
plementaria, en favor de los demandantes;— QUINTO:
Condena asim:smo, a las refridas partes civilmente respon-sables al pago de las costas civiles, con distracción de las

mismas, en provecho del doctor Nelson Omar Medina, quien
afirmó haberles avanzado en su totalidad;— SEXTO: Con-
dena a los prevenidos Félix María Cordero Aquino y Leo-
nardo Mercedes de la Cruz, al pago de las costas penales;—
cy,PTIMO: Declara la presente sentencia, oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-
tidad aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos Interpuestos
por el Consejo Estatal del Azúcar, puesto en causa como
.civilmente responsable, y la Compañía de Seguros, San Ra-
fael, C. por A.; que procede declarar la nulidad de los mis-

¿mos en razón de que dichos recurrentes no han expuesto

los medios en que lo fundan, conforme lo exige, a pena de
wnulidad, el artículo 37 de la Ley sil:aire Procedimiento de
JCasación; que, por tanto, sólo procede examinar el recurso
.1..4e1 prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente
adrnin:strados en la instrucción de la causa, para declarar
culpables y condenar a los prevenidos Félix María Cordero
Aquino y Leonardo Mercedes de la Cruz, dio por estableci-
(10 lo siguiente: 1) que el día 12 de noviembre de 1976,
mientras el prevenido conducía por el kilómetro 15 de la
carretera Sánchez, de Sur a Norte, el camión placa oficial
9163, con Póliza No. 01101424 de la San Rafael, C. por A.,
propiedad del Consejo Estatal del Azúcar, chocó con la mo-
tocicleta que en dirección contrar:a conducía Leonardo Mer-
cedes de la Cruz, resultando éste y Rosa Rodríguez, quien
iba también en la motocicleta, con lesiones que curaron
después de 20 días; 2) que el accidente se debió a la impru-
dencia de ambos conductores ya que transitaban a un ex-
ceso de velocidad y no tomaron las precauciones indispen-
sables al coger la curva en donde ocurrió el accidente;

'Considerando, que los hechos así establec:dos configu-
ran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
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Aquino, Leonardo Mercedes de la Cruz, al pago de las 
ces.tas penales y a Félix María Aquino Cordero y además las

civiles y ésta a favor del Dr. César Augusto Medina, 
qu ienafirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se de.

clara común y oponible esta sentencia, a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., por ser la entidad aeagura-dora del vehículo causante del accidente de que se trata;
por haberlos intentado en tiempo hábil y de acuerdo con
las formalidades legales;-- SEGUNDO: Declara a los nom-
brados Leonardo Mercedes de la Cruz y Félix María Cor-

' dero Aqu':no, culpables del delito de golpes y heridas invo-luntarios en perjuicio de Rosa Rodríguez, en consecuencia,
los condena a cada uno a pagar una multa de Treinta Pesos
(RDS30.00), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, por haber sido originado el accidente por faltas con-currentes, atribuibles a dichos prevenidos;— TERCERO:
Admite la constitución en parte civil de los señores Leonar-do Mercedes de la Cruz y Rosa Rodríguez, quienes recibie-
ron lesiones curables después de veinte días (15 meses), enconsecuencia, condena a las personas civilmente responsa-bles puestas en causa, señor Fél i x María Cordero Aquino y
Consejo Estatal del Azúcar, a pagar conj untamente las si-guientes cantidades: a) Mil Quinientos Pesos (RD$1,500.00),en favor de Leonardo Mercedes de la Cruz, por conceptode daños morales y materiales recibidos con motivo del
accidente, más Trescientos Ochenta Pesos (RD$380.00), por
concepto del daño ocasionado a la cosa (motocicleta); b)
Dos Mil Pesos (RDS2,000.00), en favor de Rosa Rodríguez,
por concepto da daños morales y materiales que ésta reci-bió a consecuencia del accidente;— CUARTO: Condena alas personas civilmente responsables al pago de los intere-ses de las cantidades especificadas anteriormente, a partirde la fecha de la demanda a título de indemnización com-plementaria, en favor de los demandantes,— QUINTO:
Condena asimismo, a las refridas partes civilmente respon-
sables al pago de las costas civiles, con distracción de las

mismas, en provecho del doctor Nelson Omar Medina, quien
afirmó haberlas avanzado en su totalidad;— SEXTO: Con-

llena
a los prevenidos Félix María Cordero Aquino y Leo-

nardo Mercedes de la Cruz, al pago de las costas penales;—
sEPTIMO: Declara la presente sentencia, oponible a la

,compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-
, dad aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos
por el Consejo Estatal del Azúcar, puesto en causa como
• civilmente responsable, y la Compañía de Seguros, San Ra-
fael, C. por A.; que procede declarar la nulidad de los mis-
mos en razón de que dichos recurrentes no han expuesto

los medios en que lo fundan, conforme lo exige, a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; que, por tanto. sólo procede examinar el recurso
riel prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, para declarar
culpables y condenar a los prevenidos Félix María Cordero
Aquino y Leonardo Mercedes de la Cruz, dio por estableci-
do lo siguiente: 1) que el día 12 de noviembre de 1976,
mientras el prevenido conducía por el kilómetro 15 de la
carretera Sánchez, de Sur a Norte, el camión placa oficial
9163, con Póliza No. 01101424 de la San Rafael, C. por A.,
propiedad del Consejo Estatal del Azúcar, chocó con la mo-
tocicleta que en dirección contraria conducía Leonardo Mer-
cedes de la Cruz, resultando éste y Rosa Rodríguez, quien
iba también en la motocicleta, con lesiones que curaron
después de 20 días; 2) que el accidente se debió a la impru-
dencia de ambos conductores ya que transitaban a un ex-
ceso de velocidad y no tomaron las precauciones indispen-
sables al coger la curva en donde ocurrió el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y



heridas involuntarios ocasionados a las personas con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto en el artículo -
49 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y
sancionado en la letra e) de dicho texto legal con las penas -
de 6 meses a 2 años de prisión, y multa de RD$100.00 

aBDS500.00, cuando la curación de las lesiones requieran 20
días o más, como sucedió en la especie; que, por tanto, al
imponer al preven-:do Félix María Cordero Aquino, el pago
de una multa de RDS30.00, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, les aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó
los daños materiales y morales que recibieron las víctimas
del accidente, Leonardo de la Cruz y Rosa Rodríguez 

.en	 S
las sumas de RD$1,500.00 y RD$2,000.00, respectivamente;
que al condenar al prevenido Félix María Cordero Aquino,
juntamente con el Consejo Estatal del Azúcar al pago de II
esas sumas más los intereses legales a partir de la demanda,
a título de indemnización, la Corte a-qua aplicó correcta-
mente el artículo 1383 del Cód:go Civil;

Considerando, finalmente, que examinada la sentencia
impugnada en sus demás aspectos en lo que concierne al
prevenido recurrente, no presenta vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Leonardo Mercedes de la Cruz y Rosa Rodríguez, 

enlos recursos de casación interpuestos por Fél.:x María Cor-
dero Aquino, el Consejo Estatal del Azúcar y la Compañía
de Seguros, San Rafael, C. por A., contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 20 de
diciembre de 1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Declara nulos los recursos interpuestos con-
tra dicha sentenc:a por el Consejo Estatal del Azúcar y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.; Tercero: Re-
chaza el recurso de casac:ón interpuesto contra la misma

(

BOLLTIN JUDICIAL

sentencia por el prevenido Félix María Cordero Aquino,
y lo condena al pago de las costas penales; Cuarto: Condena
a dicho prevenido y al Consejo Estatal del Azúcar, al pago
de las costas civiles, con distracción en provecho del Dr.
César Augusto Medina, abogado de los intervinientes, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte, y las hace
000nibles a la San Rafael, C. por A., aseguradora, dentro
de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Franc:sco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-
Upe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fclo.): Miguel Jacobo.
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heridas involuntarios ocasionados a las personas con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto en el artículo
49 de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y
sancionado en la letra e) de dicho texto legal con las penasde 6 meses a 2 años de prisión, y multa de RD$100.00 aRDS500.00, cuando la curación de las lesiones requieran 20
días o más, como sucedió en la especie; que, por tanto, alimponer al prevenido Félix María Cordero Aquino, el 

pagode una multa de RD$30.00, acogiendo circunstancias ate-nuantes, les aplicó una sanción ajustada a la ley;
Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó

los daños materiales y morales que recibieron las víct i masdel accidente, Leonardo de la Cruz y Rosa Rodríguez ,enlas sumas de RD$1,500.00 y RD$2,000.00, respectivamente;que al condenar al prevenido Félix María Cordero Aquino,j
untamente con el Consejo Estatal del Azúcar al pago de

esas sumas más los intereses legales a partir de la demanda,a título de indemnización, la Corte a-qua aplicó correcta-mente el artículo 1383 del Cód:go Civil;
Considerando, finalmente, que examinada la sentenciai

mpugnada en sus demás aspectos en lo que concierne alp
revenido recurrente, no presenta vicio alguno que justifi-

que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Leonardo Mercedes de la Cruz y Rosa Rodríguez, en
los recursos de casación interpuestos por Fax María Cor-
dero Aquino, el Consejo Estatal del Azúcar y la Compañía
de Seguros, San Rafael, C. por A., contra la sentencia dic-tada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 20 de
diciembre de 1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-llo; Segundo: Declara nulos los recursos interpuestos con-
tra dicha sentencia por el Consejo Estatal del Azúcar y laC

ompañía de Seguros San Rafael, C. por A.; Tercero: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto contra la misma

sentencia por el prevenido Félix María Cordero Aquino,

v lo condena al pago de las costas penales; Cuarto: Condena

3 
dicho prevenido y al Consejo Estatal del Azúcar, al pago

de las costas civiles, con distracción en provecho del Dr.
César Augusto Medina, abogado de los intcrvinientes, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte, y las hace

oponibles a la San Rafael, C. por A., aseguradora, dentro
de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
Al. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-

li pe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo.
fecha 12 de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Agustín Valerio Colón, Fábrica de Tubos Sai-
naguá y Seguros San Rafael, C. por A.

Inteniniente.s: Francisco Antonio y compartes.
Abogado: Dr. Antonio de Jesús Leonardo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuer.
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Ber.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Alburquer
que Castillo, asistidos del Secretar:o General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de octubre
del año 1980, años 137' de la Independencia y 118, de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por la Fábrica de Tubos Sainaguá, C. por A., con
domicilio social en la casa No. 37 de la calle E. Morillo,
de esta ciudad; la San Rafael, C. por A., con domicilio so-
cial en la calle Leopoldo Navarro a esquina San Fco. de
Macorís, de esta ciudad, y José Agustín Valerio Colón, do-
minicano, mayor de edad, chofer, domiciliado en la casa Nr)
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.,
in de la calle Alonso de Espinosa, del Barrio de Villa Jua-
na, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-

to Dorn ; ngo, el 12 de abril de 1977, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

is	 Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

if	 Oído al Dr. Antonio de Js. Leonardo, abogado de los
iatervinientes Francisco Antonio y Franc:sco Peña Marte,
dominicanos, mayores de edad, solteros, domiciliados en la
casa No. 8 de la calle Santa Catalina, Ensanche Los Minas,
de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

V:stas las actas de los recursos de casación levantadas
en la Secretaría de la Corte a-qua, el 12 de dic'embre de
1976, y 26 de abril de 1977, a requerimiento de los Dres.
Ariza Mendoza y A. Flavio Sosa, en representación de los
recurrentes, en la que no se propone ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes del 29 de febrero
de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 4
de abril de 1972, en que resultó una persona muerta, la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó el 3 de julio de 1972, una sen-
tencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impug-

t
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Agustín Valerio Colón, Fábrica de Tubos
naguá y Seguros San Rafael, C. por A.

Inteninlentes: Francisco Antonio y compartes.
Abogado: Dr. Antonio de Jesús Leonardo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo, asistidos del Secretar:o General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de octubre
del año 1980, años 137' de la Independencia y 118, de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por la Fábrica de Tubos Sainaguá, C. por A., con
domicilio social en la casa No. 37 de la calle E. Morillo,
de esta ciudad; la San Rafael, C. por A., con domicilio so-
cial en la calle Leopoldo Navarro a esquina San Fco. de
Macorís, de esta ciudad, y José Agustín Valerio Colón, do-
minicano, mayor de edad, chofer, domiciliado en la casa N°

117 de 
la calle Alonso de Espinosa, del Barrio de Villa Jua-

n a , de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
to BonlJng°, el 12 de abril de 1977, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Antonio de Js. Leonardo, abogado de los
intervinientes Francisco Antonio y Francisco Peña Marte,

dominica nos , mayores de edad, solteros, domiciliados en la
casa No. 8 de la calle Santa Catalina, Ensanche Los Minas,
de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas
en la Secretaría de la Corte a-qua, el 12 de dic'embre de
1976, y 26 de abril de 1977, a requerimiento de los Dres.
Ariza Mendoza y A. Flavio Sosa, en representación de los
recurrentes, en la que no se propone ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes del 29 de febrero
de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y Vistos los articulos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

•11	 Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 4
de abril de 1972, en que resultó una persona muerta, la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó el 3 de julio de 1972, una sen-

1' tencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impug-
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nada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino je
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es cono sigue: "FALLA: PRIMERO: Admite corno regular
y vái:do en cuanto a la forma, los recursos de apelación
interpuestos: a) por el Dr. Flavio Sosa, en fecha 11 de ju.
lio de 1972, a nombre y representación del co-prevenido
José Agustín Valerio Colón, dominicano, mayor de edad,
cédula personal No. 125214-1, residente en la calle 23 casa
No. 79, Barrio Villa Juana de esta ciudad, de la Fábrica
de Tubos "Sainaguá, C. por A.", de la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Juan Ariza Mendoza, en
fecha 17 de julio de 1972, a nombre y representación del
prevenido José Agustín Valerio Colón, la Fábrica de Tubos
"U:nagua, C. por A."; c) por el Dr. Lolet Santamaría, en
fecha 25 de julio de 1972, a nombre y representación del
co-prevenido José Altagracia Pérez, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 122307-1ra., residente en la calle Américo
Lugo No. 134 parte atrás, de esta ciudad, contra sentencia
de fecha 3 de julio de 1972, dictada por la Tercera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrit
Nacional, cuyo dispositivo d:ce así: 'Falla: Primero: Decla-
ra a los nombrados José Agustín Valerio Colón y José Al-
tagracia Pérez, de generales que constan en el expediente,
culpables por haber violado la Ley No. 241, sobre tránsito
de vehículos, en sus artículos 49 párrafo l o y 65 en contra
de quien en vida fuera Anito Peña Marte, en consecuencia,
se les condena al pago de una multa de Cien pesos oro
(RD$100.00) así como al pago de las costas penales del pro-
ceso acogiendo circunstancias atenuantes, en favor de am-
bos conductores; Segundo: Ordena la cancelación de la li-
cencia para manejar vehículos de motor, de los preven:dos
señalados, por un período de dos (2) años, a partir de la
presente sentencia; Tercero: Enuncia la regularidad y va-
lidez en cuanto a la forma, la constitución en parte civil,
formulada en audiencia por Francisco Antonio y Francisco
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peña Marte, hermanos del occiso Anito Peña M., a , través

de su abogado Dr. Antonio de Jesús Leonardo, en contra

de la Fábrica de Tubos "Sainaguá, C. por A.", como persona
e:vilmente responsable comitente de su chofer José Agus-

t
ín Valerio Colón, en oponibilidad de la sentencia a inter-

venir, en contra de la Cía. de Seguros San Rafael, C. por
A. por haber sido formulada de acuerdo con la ley que
rige la materia; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha cons-
titución condena a la fábrica de Tubos ,"Sainaguá, C. por
A,", al pago de una indemnizac ión de Diez mil pesos oro
(ED$10,000.00) así como al pago de los Intereses legales de
'cha suma a partir de la demanda, a título de indemniza-

ción suplementaria; todo en favor de los Sres. Francisco

Antonio y Francisco Peña Marte, como justa reparación
por los daños y perjuicios sufridos por ellos, a consecuencia
de la muerte violenta de su hermano, Anito Peña Marte;
Quinto: Condena a la indicada Fábrica, al pago de las cos-

tas 
e:viles, con distracción de las mismas en provecho del

Dr. Antonio de Jesús Leonardo, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Ordena que esta sentencia,
le sea oponible la Cía. de Seguros San R aabe', C. por A.,

entidad aseguradora del vehículo conducido el día del ac-
cidente. por el procesado José A. Valerio Colón, de confor-
midad con el Art. 10 Mod. de la Ley 4117; SEGUNDO: En
cuanto al fondo, pronuncia el defecto contra el copmveni-
do José Alt. Pérez y la Cía. de Seguros San Rafael, C.
Por A., por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citados y emplazados; TERCE-

RO: Modifica el ord':nal cuarto de la sentencia apelada en
cuanto al monto de la indemnización acordada por el Tri-
bunal a-quo y la Corte por propia autoridad y contrario
imperio, rebaja la misma en la suma de Seis Mil Pesos Oro
(RD$6,000.00) por considerar esta Corte que esta suma está
más en armonía y equidad con la magnitud de los daños
causados; CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la
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nada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino ja
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es cono sigue: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular
y válido en cuanto a la forma, los recursos de apelación
interpuestos: a) por el Dr. Flavio Sosa, en fecha 11 de ja.
lio de 1972, a nombre y representación del co-prevenido
José Agustín Valerio Colón, dominicano, mayor de edad,
cédula personal No. 125214-1, residente en la calle 23 casa
No. 79, Barrio Villa Juana de esta ciudad, de la Fábrica
de Tubos "Sainaguá, C. por A.", de la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Juan Ariza Mendoza,
fecha 17 de julio de 1972, a nombre y representación d
prevenido José Agustín Valerio Colón, la Fábrica de Tubos
"Sa:naguá, C. por A."; c) por el Dr. Lolet Santamaría, en
fecha 25 de julio de 1972, a nombre y representación del
co-prevenido José Altagracia Pérez, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 122307-1ra., residente en la calle Américo
Lugo No. 134 parte atrás, de esta ciudad, contra sentencia
de fecha 3 de julio de 1972, dictada por la Tercera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Decla-
ra a los nombrados José Agustín Valerio Colón y José Al-
tagracia Pérez, de generales que constan en el expediente,
culpables por haber violado la Ley No. 241, sobre tránsito
de vehículos, en sus artículos 49 párrafo 1 9 y 65 en contra
de quien en vida fuera Anito Peña Marte, en consecuencia.
se les condena al pago de una multa de Cien pesos oro
(RDS100.00) así como al pago de las costas penales del pro-
ceso acogiendo circunstancias atenuantes, en favor de am-
bos conductores; Segundo: Ordena la cancelación de la li-
cencia para manejar vehículos de motor, de los preven:dos
señalados, por un período de dos (2) años, a partir de la
presente sentencia; Tercero: Enuncia la regularidad y va-
lidez en cuanto a la forma, la constitución en parte civil,
formulada en audiencia por Francisco Antonio y Francisco
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pena Marte, hermanos del occiso Anito Peña M., a través

de su abogado Dr. Antonio de Jesús Leonardo, en contra
de la Fábrica de Tubos "Sainaguá, C. por A.", como persona
civilmente responsable comitente de su chofer José Agus-

t
ín Valerio Colón, en oponibilidad de la sentencia a inter-

venir, en contra de la Cía. de Seguros San Rafael, C. por

A 
por haber sido formulada de acuerdo con la ley que.

rige la materia; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha cons-
titución condena a la fábrica de Tubos , "Sainaguá, C. por
A,", al pago de una indemnización de Diez mil pesos oro
EDS10,000.00) así como al pago de los intereses legales de
cha suma a partir de la demanda, a título de indemniza-

ón suplementaria ; todo en favor de los Sres. Francisco
tordo y Francisco Peña Marte, como justa reparación
r los daños y perjuicios sufridos por ellos, a consecuencia

de la muerte violenta de su hermano, Anito Peña Marte;
Quinto: Condena a la indicada Fábrica, al pago de las cos-
tas e:viles, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Antonio de Jesús Leonardo, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Ordena que esta sentencia,

le sea oponible c la Cía. de Seguros San Ftsafael, C. por A.,
entidad aseguradora del vehículo conducido el día del ac-
cidente, por el procesado José A. Valerio Colón, de confor-
midad con el Art. 10 Mod. de la Ley 4117; SEGUNDO: En

cuanto al fondo, pronuncia el defecto contra el copre.veni-
do José Alt. Pérez y la Cía. de Seguros San Rafael, C.
por A., por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citados y emplazados; TERCE-
RO: Modifica el ordinal cuarto de la sentencia apelada en
cuanto al monto de la indemnización acordada por el Tri-
bunal a-quo y la Corte por propia autoridad y contrario
imperio, rebaja la misma en la suma de Seis Mil Pesos Oro
(RDS6,000.00) por considerar esta Corte que esta suma está
más en armonía y equidad con la magnitud de los daños
causados: CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la
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sentencia apelada; QUINTO: Condena a ambos preveni
al pago de las costas penales de la alzada y a la Fábrica
de Tubos Sainaguá, C. por A., a las civiles en su calidad
de persona civilmente responsable puesta en causa, con dis•
tracción de las civiles en provecho de los Dres. Freddy
Zarzuela y Antonio de S.s. Leonardo, quienes afirman ha.
berlas avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Cía. de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo
que produjo el accidente, conducido por José A. Valerio
Colón, y de conformidad con el Art. 10 de la Ley 4117";

Cons'derando, que la Fábrica de Tubos Sainaguá, C.
por A., puesta en causa como civilmente responsable, y la
San Rafael, C. por A., compañía aseguradora, ni en el mo-
mento de interponer sus recursos ni posteriormente, han
expuesto el fundamento del m ,smo, como lo exige a pena
de nuPdad el Art. 37. de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, por lo que sus recursos resultan nulos, y en con-
secuencia, sólo se procederá al examen del recurso del pre-
venido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble al preven i do recurrente José Agustín Valerlo Colón, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio, que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el 4 de abril de 1972, en
horas de la tarde, mientras el prevenido José A. Valerio
Colón conducía la camioneta-grúa placa No. 501-185, pro-
piedad de la Fábrica de Tubos Sainaguá, C. por A., ase-
gurada con la San Rafael, C. por A., mediante póliza No.
17-2-2635, por la calle próximo a la Euclides Morillo, salien-
do del patio de la mencionada Fábrica, le dio un golpe con
la pluma de hierro que tiene el vehículo a Antonio Peña
Marte, quien iba como peón en la parte trasera del camión
placa No. 505-401, con póVza No. B. M. 50-700034, propiedad
de Viviendas y Construcciones, C. por A., conducido por
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Altagracia Pérez, el lesionado falleció horas después;

b) 
que el hecho se debió a la imprudencia, negligencia y

torpeza de los prevenidos, yt. que, el conductor de la ca-
inioneta-grúa, prevenido recurrente, Agustín Valerio

no tomó las precauciones necesarias cuando iba sa-
liendo del patio de las oficinas de la Fábrica de Tubos, al
no detenerse el vehículo a tiempo a fin de evitar que la
,rúa saliera a la calle, como lo hizo, y con ello evitar cual-

quier colis:ó n , por lo que debió esperar, que un práctico le
avisara si podría o no salir del referido patio; faltando así
mismo el otro conductor José Antonio López, al no detener

su camión a ti empo no obstante haber visto la pluma de
hierro de la grúa cuando sobresalía a la calle, por lo que en
este sentido hubo falta de ambos conductores;

Considerando, que el hecho así establecido configura

a cargo del prevenido recurrente, José Agustín Valerio Co-
lón el delito de haberle ocasionado la muerte involuntaria-
mente a una persona, con - el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto y sancionado en el inciso y
articulo primero de la Ley 241 de 1967, sobre tránsito y
vehículos, con dos (2) a cinco (5) años de prisión, y multa
de quinientos pesos oro (RDS500.00) a dos mil pesos oro
(RD$2,000.00); que en consecuencia al condenar al preve-

nido recurrente, después de declararlo culpable acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes a una multa de (RD-
$100.00) le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada

ett sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su

casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

tes a Francisco Antonio y Francisco Peña Marte, en los re-
cursos interpuestos por la Fábrica de Tubos Sainaguá, C.
Por A., la San Rafael, C. por A., y José Agustín Valerio
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sentencia apelada; QUINTO: Condena a ambos prevenidos
al pago de las costas penales de la alzada y a la Fábr:ea
de Tubos Sainaguá, C. por A., a las civiles en su calidad
de persona civilmente responsable puesta en causa, con dis-
tracción de las c iviles en provecho de los Dres. Freddy
Zarzuela y Antonio de Js. Leonardo, quienes afirman ha.
berlas avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Cía. de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo
que produjo el accidente, conducido por José A. Valerio
Colón, y de conformidad con el Art. 10 de la Ley 4117";

Consi derando, que la Fábrica de Tubos Sainaguá, C.
por A., puesta en causa como civilmente responsable, y la
San Rafael, C. por A., compañía aseguradora, ni en el mo-
mento de interponer sus recursos ni posteriormente, han
expuesto el fundamento del m i smo, como lo exige a penade nul idad el Art. 37, de la Ley sobre Procedimiento de
Casación. por lo que sus recursos resultan nulos, y en con-
secuencia, sólo se procederá al examen del recurso del pre-
venido;	 •

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble al preven i do recurrente José Agustín Valerio Colón, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio, que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el 4 de abril de 1972, en
horas de la tarde, m ientras el prevenido José A. Valerio
Colón conducía la camioneta-grúa placa No. 501-185, pro-
piedad de la Fábrica de Tubos Sainaguá, C. por A., ase-
gurada con la San Rafael, C. por A., mediante póliza No.
17-2-2635, por la calle próximo a la Euclides Morillo, salien-
do del patio de la mencionada Fábrica, le dio un golpe con
la pluma de hierro que tiene el vehículo a Antonio Peña
Marte, quien iba como peón en la parte trasera del camión
placa No. 505-401, con pól i za No. B. M. 50-700034, propiedad
de Viviendas y Construcciones, C. por A., conducido por

¡osé Altagracia Pérez, el lesionado falleció horas después;

b) que el hecho se dobló a la imprudencia, negligencia y
torpeza de los prevenidos, yz. que, el conductor de la ca-
wioneta-grúa, prevenido recurrente, Agustín Valerio

no tomó las precauciones necesarias cuando iba sa-
liendo del patio de las oficinas de la Fábrica de Tubos, al
o detenerse el vehículo a tiempo a fin de evitar que la
;rúa saliera a la calle, como lo hizo, y con ello evitar cual-
quier colisión, por lo que debió esperar, que un práctico le
avisara si podría o no salir del referido patio; faltando así
mismo el otro conductor José Antonio López, al no detener

su camión a ti empo no obstante haber visto la pluma de
k hierro de la grúa cuando sobresalía a la calle, por lo que en

este sentido hubo falta de ambos conductores;

Considerando, que el hecho así establecido configura
a cargo del prevenido recurrente, José Agustín Valerio Co-
lón el delito de haberle ocasionado la muerte involuntar ia

-mente a una persona, con el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto y sancionado en el inciso y

artículo primero de la Ley 241 de 1967, sobre tránsito y
vehículos, con dos (2) a cinco (5) años de prisión, y multa
de quinientos pesos oro (RD$500.00) a dos mil pesos oro
(RD$2,000.00); que en consecuenc i a al condenar al preve-
nido recurrente, después de declararlo culpable acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes a una multa de (RD-
$100.00) le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su

casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Francisco Antonio y Francisco Peña Marte, en los re-
cursos interpuestos por la Fábrica de Tubos Sainaguá, C.
Por A., la San Rafael, C. por A., y José Agustín Valerio
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Colón, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela,
ción de Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales
el 12 de abr i l de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los re -
cursos interpuestos por la Fábrica de Tubos Sainaguá,
por A., y la San Rafael, C. por A., contra la misma senten-cia; Tercero: Rechaza el recurso del prevenido José Agua.
Un Valerio Co'ón y lo condena al pago de las costas pena-les; Cuarto: Condena a la Fábrica de Tubos Sainaguá, C,
por A., al pago de las costas c:viles, d i strayéndolas en fa-
vor del Dr. Antonio de Js. Leonardo, abogado de los i nter-
vinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad,
y las hace opon i bles a la San Rafael, C. por A., dentro de
los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra.
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publ'eacla por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1980

tencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
Sen fecha 7 de julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Freddy Antonio Lugo Monegro, Manuel Darío San-
tos Fenit, Francisco Nelson Navarro Santana y la Com-

pañía de Seguros San Rafael, C. por A.

Inter:Mientes: Juan y Pablo Eleuterio.
Abogado: Dr. Tornas Mejía Portes.

Dios, Patin y Libertad,
República Doininica:ut.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constItuída por los Jueces Néstor Con-

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
do Sustituto de Pres i dente; Francisco Elpidio Beras,

^ua
quin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández

Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de oc-
tubre del año 1980, años 137' de la Independenc ia y 118' de

la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casac i ón, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fred-
dy Á. Lugo Monegro, dominicano, mayor de edad, casado,
chofer, cédula No. 8602, serie 8, dora ciliado en la casa No.
58 de la calle Doctor Julio Abreu, de la ciudad de Monte
Plata; Manuel Darío Santos Fenit, dominicano, mayor de
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Colón, contra la sentencia dictada por la' Corte de Ape
ción de Santo Domingo, en sus atribuciones correccional
el 12 de abr i l de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los 

re-cursos interpuestos por la Fábrica de Tubos Sainaguá, c.
por A., y la San Rafael, C. por A., contra la misma senior'.
cia; Tercero: Rechaza el recurso del prevenido José A s s
tín Valerio Co'ón y lo condena al pago de las costas pena
les; Cuarto: Condena a la Fábrica de Tubos Sainaguá,
por A., al pago de las costas caviles, distrayéndolas en fa
vor del Dr. Antonio de Js. Leonardo, abogado de los inter-
vinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidak.
y las hace oponlles a la San Rafael, C. por A., dentro dei;'
los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Re-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en I
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y pubFcada por mí, Secretario Genera
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 7 de julio de 1978.

materia: Correccional.

ates: Freddy Antonio Lugo Monegro, Manuel Darío San-

tos Fenit, Francisco Nelson Navarro Santana y la Com-

pañía de Seguros San Rafael, C. por A.

intercin ientes: Juan y Pablo Eleuterio.

Aogado: Dr. Tomás Mejía Portes.

Dios, Patria y Libertad,
República Donninicona.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente const:tuída por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Pres i dente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la dudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de oc-
tubre del año 1980, años 137' de la Independenc ia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fred-
dy Á. Lugo Monegro, dominicano, mayor de edad, casado,

chofer, cédula No. 8602, serie 8, dom'ciliado en la casa No.
58 de la calle Doctor Julio Abreu, de la ciudad de Monte
Plata; Manuel Darío Santos Fenit, dominicano, mayor de
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edad, domiciliado en la casa No. 33 de la calle Duarte de
Monte Plata, y Francisco Nelson Navarro Santana, cloraini,
cano, mayor de edad, cédula No. 66726, serie lra., domfoi.
liado en la casa No. 346 de la calle Padre Castellanos, de
esta ciudad, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., con su domicilio social en la calle Leopoldo Navarrode esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte do'
Apelación de San Cristóbal, el 7 de julio de 1978, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Toma

Mejía Portes, cédula No. 9629, serie 27, abogado de los 
interv:nientes Juan Eleuterio y Pablo Eleuterio, domini,

nos, mayores de edad, solteros, a gricultores, cédulas N(128603 y 254600, series Ira., respectivamente, domiciliadas
en la sección de La Bomba, Los Castillos, La Victoria, Dis-
trito Nacional;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de agosto del 1978, arequerimiento del Dr. Máv.:mo E. Gómez Acevedo, cédula
No. 53605, serie lra., en representación de los recurrentes.
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 15 de enero
del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Just i cia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 del Código Civil, y 1, 3 7,62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
;saetera de Monte Plata a Santo Domingo, el 25 de sep-
tiembre de 1976, en el que una persona resultó muerta, el
Juzgado de Primera Instanc i a del D'strito Judicial de Mon-
te plata, dictó el 20 de abril del 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se transcribe más adelante; b) que sobre el re-
curso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto

por el 
Doctor Tomás Mejía Portes, a nombre y representa-

ción de los señores Juan Eleuterio y Pablo Eleuterio, parte
civil constituida, contra la sentencia dictada por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Pla-
ta de fecha 20 del mes de Abril del año 1977, cuyo dispos-i

tivo dice así: "Falla: Prlmero: Se declara a Freddy Antonio
Lugo Monegro, culpable de violación al artículo 49 inciso
lro. de la Ley No. 241, sobre tránsito y vehículos (golpes

que ocasionaron la muerte) en perjuicio 	 Leoncio de

Jesús; Segundo: Lo condena a paga multd edo RD$50.00,

acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y al pago
de las costas penales; Tercero: Declara buena y válida la
constitución en parte civil hecha por Juan Eleuterio y Pa-
blo Eleuterio, en su calidad de hijos del occiso, por órgano
de su abogado constituido Dr. Tomás Mejía Portes, contra el
prevenido, contra Nelson Navarro Santana y contra la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser regular en
la forma y justa en el fondo; Cuarto: Condena a Freddy
Antonio Lugo Monegro y Francisco Nelson Navarro Santa-
na, al pago solidario de RD$2,500.00, en favor de la parte
civil constituida como justa reparación por los daños y per-

juicios sufridos, más los intereses legales de la referida su-
ma a título de indemnización complementaria;Quinto: Con-

dena a Freddy Antonio Lugo Monegro y Francisco Nelson
Navarro Santana, al pago de las costas civiles con distrac-
ción en provecho del Dr. Tomás Mejía Portes, quien afir-
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edad, domiciliado en la casa No. 33 de la calle Dua 
Monte Plata, y Francisco Nelson Navarro Santana, domini-cano, mayor de edad, cédula No. 66726, serie lra., doro;
liado en la casa No. 346 de la calle Padre Castellanos,
esta ciudad, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. per
A., con su domicilio social en la calle Leopoldo Navarre ,de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte 

de
Apelación de San Cristóbal, el 7 de julio de 1978, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. TomásMejía Portes, cédula No. 9629, serie 27, abogado de los in-

terv:nientes Juan Eleuterio y Pablo Eleuterio, dominica .nos, mayores de edad, solteros, agricultores, cédulas Nos.128603 y 254600, series lra., respectivamente, domiciliados
en la sección de La Bomba, Los Castillos, La Victoria, Dis- ,frito Nacional;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de agosto del 1978, 

arequerimiento del Dr. MáV.:1110 E. Gómez Acevedo, cédula
No. 53605, serie lra., en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 15 de enero
del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Just i cia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 del Código Civil, y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera de Monte Plata a Santo Domingo, el 25 de sep-

tiembre de 1976, en el que una persona resultó muerta, el

juzgado de Primera Instanc ;a del Di strito Judicial de Mon-

t
e plata, dictó el 20 de abril del 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se transcribe más adelante; b) que sobre el re-
curso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Doctor Tomás Mejía Portes, a nombre y representa-
ción de los señores Juan Eleuterio y Pablo Eleuterio, parte
civil constituida, contra la sentencia dictada por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Pla-
ta de fecha 20 del mes de Abril del año 1977, cuyo disposi-

tivo d i ce así: "Falla: Primero: Se declara a Freddy Antonio
Lugo Monegro, culpable de violación al artículo 49 inciso
lro. de la Ley No. 241, sobre tránsito y vehículos (golpes

que ocasionaron la muerte) en perjuicio 	 Leoncio 0.00de

Jesús; Segundo: Lo condena a pagar multd edo RDS5,
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y al pago
de las costas penales; Tercero: Declara buena y válida la
constitución en parte civil hecha por Juan Eleuterio y Pa-
blo Eleuterio, en su calidad de hijos del occiso, por órgano
de su abogado constituido Dr. Tomás Mejía Portes, contra el
prevenido, contra Nelson Navarro Santana y contra la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser regular en
la forma y justa en el fondo; Cuarto: Condena a Freddy
Antonio Lugo Monegro y Francisco Nelson Navarro Santa-
na, al pago solidario de ED$2,500.00, en favor de la parte
civil constituida como justa reparación por los daños y per-
juicios sufridos, más los intereses legales de la referida su-
ma a título de indemnización complementar ia ; Quinto: Con-

dena a Freddy Antonio Lugo Monegro y Francisco Nelson
Navarro Santana, al pago de las costas civiles con distrac-
ción en provecho del Dr. Tomás Mejía Portes, quien af ir-
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mó haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Declara lapresente sentencia común y oponible a la Compañía de
guros San Rafael, C. por A., en su aspecto civil"; por Li
berlo interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las fotf
malidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra
la persona civilmente responsable puesta en causa Francis.co Nelson Navarro Santana y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., por no haber comparecido a la audi enciaestando legalmente emplazado; TERCERO: Declara regulary admite la constitución en parte civil hecha por los seño-
res Juan Eleuterio y Pablo Eleuterio, en consecuencia, mo.
difica dicha sentencia en el aspecto civil de la misma 

ycondena a la persona civilmente responsable puesta en cau-
sa, a pagar la cantidad de cinco mil pesos oro ( RD$5,000.00)moneda de curso legal, en favor de la referida parte civilconstituida en proporción de: dos mil quinientos pesos, en 
favor de Juan Eleuterio y dos mil quinientos pesos, a favor
de Pablo Eleuterio, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales que experimentaron con motivo delaccidente y consecuentemente por la muerte de su padreLeoncio de Jesús, más los intereses legales de dicha sumaa título de indemnización suplementaria; CUARTO: Conde-
na al prevenido Freddy Antonio Lugo Monegro al pago de
las costas civiles y ordena la distracc i ón de las mismas, enprovecho del doctor Tomás Mejía Portes, quien afirmó ha-
berlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia, oponible a la Compañía de Seguros 

San
Rafael, C. por A., por ser la entidad aseguradora del ve-
hículo que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de Manuel Da-
río Santos Fenit, Francisco Nelson Navarro Santana, pues-
tos en causa como civilmente responsable y de la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., que procede declarar la
nulidad de los mismos en razón de que dichos recurrentes
no han expuesto los medios en que lo fundan, conforme lo
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exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
procedimiento de Casación; que, por tanto, sólo procede¡ -
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que el prevenido Freddy Antonio Lugo
Ilfonegro no interpuso recurso de apelación contra la sen-

;tencia de Primera Instancia que lo condenó a pagar una
multa de RD$50.00, después de declararlo culpable del de-
lito de golpes y heridas que ocasionaron la muerte de una
persona, previsto en el acápite 1ro. del artículo 49 de la
Ley No. 241, del 1967, de Tránsito y Vehículos, por lo que
dicha sentencia adquirió la autoridad de la cosa juzgada;
que la Suprema Corte de Justicia estima que en el aspecto

. civil su situación fue agravada, ya que la suma de RD$2,-
500.00 que le fue impuesta como indemnización por los da-
rlos ocasionados en el accidente a las personas constituidas
en parte civil, solidariamente con la persona puesta en cau-
sa como civilmente responsable, fue aumentada a RD$5,-
000.00; el recurso sólo será examinado en este aspecto;

Considerando, que la Corte a-qua para evaluar en RD$-
5,000.00, la indemnización que el prevenido debía pagar a

*Izan Eleuter:o y Pablo Eleuterio, estimó que estos eran
hijos de la víctima del accidente, quien murió a consecuen-
cia del mismo; que esa suma era más equitativa para la re-
paración de los daños y perjuicios que ellos experimenta-
ron que la que había sido fijada por el Juez del Primer
Grado; que la Suprema Corte de Justicia estima que al con-
denar a dicho prevenido, Freddy Antonio Lugo Monegro,
al pago de esa suma más los intereses legales a partir de
la demanda, a título de indemnización, la Corte a-qua actuó
dentro de sus poderes de apreciación, y por tanto, hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
Mentes a Juan y Pablo Eleuterio, en los recursos de casa-
ción interpuestos por Freddy Antonio Lugo Monegro, Ma-ga",

1"Tr'
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....„
mó haberles avanzado en su totalidad; Sexto: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía de Se.
guros San Rafael, C. por A, en su aspecto civil"; por ha.
borlo interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra
la persona civilmente responsable puesta en causa Francis.co Nelson Navarro Santana y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., por no haber comparecido a la audienciaestando legalmente emplazado; TERCERO: Declara regulary admite la constitución en parte civil hecha por los seño-
res Juan Eleuterio y Pablo Eleuterio, en consecuencia, m
difica dicha sentencia en el aspecto civil de la misma
condena a la persona civilmente responsable puesta en cair
sa, a pagar la cantidad de cinco m:1 pesos oro (RDS5 ,000.00)
moneda de curso legal, en favor de la referida parte civil
constituida en proporción de: dos mil quinientos pesos, enfavor de Juan Eleuterio y dos mil quinientos pesos, a favor
de Pablo Eleuterio, por concepto de daños y perjuicios
morales y materiales que experimentaron con motivo delaccidente y consecuentemente por la muerte de su padre lilLeoncio de Jesús, más los intereses legales de dicha suma ,
a título de indemnización suplementaria; CUARTO: Conde- !»na al prevenido Freddy Antonio Lugo Monegro al pago de
las costas civiles y ordena la distracc i ón de las mismas, en ,p
rovecho del doctor Tomás Mejía Portes, quien afirmó ha-

berles avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia, oponible a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., por ser la entidad aseguradora del ve- ,
hículo que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recursos de Manuel Da-
río Santos Fenit, Francisco Nelson Navarro Santana, pues-
tos en causa como civilmente responsable y de la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., que procede declarar la -
nulidad de los mismos en razón de que dichos recurrentes
no han expuesto los medios en que lo fundan, conforme lo
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exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
procedimiento de Casación; que, por, tanto, sólo procede
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
: ,resa lo siguiente: que el prevenido Freddy Antonio Lugo
donegro no interpuso recurso de apelación contra la sen-
:encia de Primera Instancia que lo condenó a pagar una
multa de RD$50.00, después de declararlo culpable del de-
lito de golpes y heridas que ocasionaron la muerte de una
persona, previsto en el acápite Iro. del artículo 49 de la
Ley No. 241, del 1967, de Tránsito y Vehículos, por lo que
dicha sentencia adquirió la autoridad de la cosa juzgada;
que la Suprema Corte de Justicia estima que en el aspecto
civil su situación fue agravada, ya que la suma de FtD$2,-
500.00 que le fue impuesta como indemnización por los da-
ños ocasionados en el accidente a las personas constituidas
en parte civil, solidariamente con la persona puesta en cau-
sa corno civilmente responsable, fue aumentada a RD$5,-
000.00, el recurso sólo será examinado en este aspecto;

Considerando, que la Corte a-qua para evaluar en RD$-
5,000.00, la indemnización que el prevenido debía pagar a
Juan Eleuter:o y Pablo Eleuterio, estimó que estos eran
hijos de la víctima del accidente, quien murió a consecuen-
cia del mismo; que esa suma era más equitativa para la re-
paración de los daños y perjuicios que ellos experimenta-
ron que la que había sido fijada por el Juez del Primer
Grado; que la Suprema Corte de Justicia estima citie al con-
denar a dicho prevenido, Freddy Antonio Lugo Monegro,
al pago de esa suma más los intereses legales a partir de
la demanda, a título de indemnización, la Corte a-qua actuó
dentro de sus poderes de apreciación, y por tanto, hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código C:vil:

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
Mentes a Juan y Pablo Eleuterio, en los recursos de casa-
ción interpuestos por Freddy Antonio Lugo IVIonegro, Ma-
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na, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cris.
tóbal, en atribuciones correccionales, el 7 de julio de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Declara nulos los recursos de casa-
ción interpuestos por Manuel Darío Santos Fenit, Francis-
co Nelson Navarro Santana y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., contra la misma sentencia; TERCERO:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Freddy An-
tonio Lugo Monegro, contra la misma sentencia; CUARTO:
Condena a Freddy Antonio Lugo Monegro, a Manuel Darío
Santos Fenit y a Francisco Nelson Navarro Santana al pa-
go de las costas civiles con distracción en favor del Dr. To-
más Mejía Portes, abogado de los intervinientes, quien afir-
ma estarlas avanzando en su totalidad, haciéndolas oponi-
bles a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., den-
tro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís. del 11 de noviembre de 1976.

ittaterla: Correccional.

Recurrentes : Julio Martínez, La Antillana Comercial, C. por A..
y la Compañía de Seguros La Antillana, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

. En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
PrbraT Sustituto de Pres:dente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
ria General, en la Sala donde celebra' sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 15 del mes de Octubre del año 1980, años 137' de

Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
friente por Julio Martínez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chofer, cédula No. 74670, serie ira.; La Antillana Co-
mercial, C. por A., con su domicilio en la casa No. 67 de la
Avenida Máximo Gómez, de esta ciudad, y la Compañía
de Seguros La Antillana, S. A., del mismo domicilio, contra

. la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, el 11 de noviembre del 1976, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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nuel Darío Santos Fenit, Francisco Nelson Navarro Sa nta-
na, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, en atribuciones correccionales, el 7 de julio de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Declara nulos los recursos de casa-
ción interpuestos por Manuel Darío Santos Fenit, Francis-
co Nelson Navarro Santana y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., contra la misma sentencia; TERCERO:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Freddy An-
tonio Lugo Monegro, contra la misma sentencia; CUARTO:
Condena a Freddy Antonio Lugo Monegro, a Manuel Darío
Santos Fenit y a Francisco Nelson Navarro Santana al pa-
go de las costas civiles con distracción en favor del Dr. To-
más Mejía Portes, abogado de los intervinientes, quien afir-
ma estarlas avanzando en su totalidad, haciéndolas oponi-
bles a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., den-
tro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y
fue Fritada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís. del 11 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Julio Martínez, La Antillana Comercial, C. por A.,

y la Compañía de Seguros La Antillana, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ida, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
.Primer Sustituto de Pres:dente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 15 del mes de Octubre del año 1980, años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente por Julio Martínez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chofer, cédula No. 74670, serie Ira.; La Antillana Co-
mercial, C. por A., con su domicilio en la casa No. 67 de la
Avenida Máximo Gómez, de esta ciudad, y la Compañía
de Seguros La Antillana, S. A., del mismo domicilio, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, el 11 de noviembre del 1976, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Mag:strado Procurador Gcni-
dela República:

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 8 de diciembre del 1976,
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, cédula
No. 8257, serie 64, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio determinado de ca.;a.
ción;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29
de julio del 1975, en la carretera de Las Guáranas, en la
que una persona resultó con lesiones corporales, la Segunda
Cámara Penal del Distrito Judicial de Duarte, dictó el 15
de d:ciembre del 1975, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
es el siguiente: "PALLA: PRIMERO: Declara regulares y
válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el prevenido Julio Martínez, la persona ci-
vilmente responsable La Antillana Comercial, C. por A., y
la compañía aseguradora La Antalana, S. A., contra senten-
cia correccional No. 1559 de fecha 15 de diciembre de 1975,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial
de Duarte, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clarar y declara, buena y válida la constitución en parte
civil hecha por el Dr. Bienvenido Liriano, por mediación
de sus abogados constituídos, los Dres. Silvio Augusto Ven-
tura y O. M. Sócrates Peña López, contra el prevenido Ju-
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lio Martínez„la persona civilmente responsable La Antilla-
na Comercial, C. por A., y la Compañía de Seguros La An-
tillana, S. A., por ser regular en la forma, justa en el fondo

hecha de acuerdo a la Ley; Segundo: Declarar y declara,
el preven ido Julio Martínez, dominicano, de 30 años de
edad. cédula No. 74670, serie lra., soltero, residente en la
Alonso de Espinosa No. 56, Santo Domingo, de ocupación
chofer, culpable del hecho puesto a su cargo, violación a la
Ley No. 241, y en perjuicio de Bienvenido Liriano, y en
consecuencia se condena a RD$5.00 (cinco pesos oro) de
multa y al pago de las costas acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Condenar y condena, a dicho
preven ido Julio Martínez, conjunta y solidariamente con la
Antillana Comercial, C. por A., al pago de una indemniza-
ción ascendente a la suma de RD$2,000.00 (dos mil pesos
oro) en favor del señor Bienvenido Liriano, como justa re-
paración por los daños morales y materiales sufridos por
él en el presente caso; Cuarto: Condenar y condena, ade-
más a dicho prevenido, Julio Martínez conjunta y solida-
riamente con La Antillana Comercial, C. por A., al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Silvio Augusto Ventura y O. M. Sócrates
Peña López, abogados actuantes que afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Quinto: Declarar y declara, la presen-
te sentencia común, oponible y ejecutoria a la Compañía
de Segurós La Antillana, S. A., en su calidad de entidad
aseguradora de la responsabilidad civil"; SEGUNDO: Se
pronuncia el defecto contra el prevenido por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Confirma la sentencia apelada en todas sus partes; CUAR-
TO: Se condena al prevenido Julio Martínez, al pago de las
costas penales de su recurso y conjunta y solidariamente
con la persona civilmente responsable La Antillana Comer-
cial, al pago de las costas civiles, ordenando la distracción
de estas últimas a favor de los Dres. O. M. Sócrates Peña
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

dela República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 8 de diciembre del 1976,
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, cédula
No:8257, serie 64, en representación de los recurrentes,
la cual no se propone ningún medio determinado de c,
ción;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y t
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en loti
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29
de julio del 1975, en la carretera de Las Guaranes, en la
que una persona resultó con lesiones corporales, la Segunda
Cámara Penal del Distrito Judicial de Duarte, dictó el 15
de diciembre del 1975, una sentencia cuyo dispositivo c -
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuesi ,
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo disposit,.
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares

4
terpuestos por el prevenido Julio Martínez, la persona ci-
vilmente responsable La Antillana Comercial, C. por A., y
la compañía aseguradora La Ant:Ilana, S. A., contra senten-
cia correccional No. 1559 de fecha 15 de diciembre de 1975,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial
de Duarte, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clarar y declara, buena y válida la constitución en parte
civil hecha por el Dr. Bienvenido Liriano, por medCación
de sus abogados constituidos, los Dres. Silvio Augusto Ven-
tura y O. M. Sócrates Peña López, contra el prevenido Ju-

o Martínez„ la persona civilmente responsable La Antilla-
na Comercial, C. por A., y la Compañía de Seguros La An-
tillana, S. A., por ser regular en la forma, justa en el fondo

y hecha de acuerdo a la Ley; Segundo: Declarar y declara,
el prevenido Julio Martínez, dominicano, de 30 años de
edad, cédula No. 74670, serie lra., soltero, residente en la
Alonso de Espinosa No. 56, Santo Domingo, de ocupación
chofer, culpable del hecho puesto a su cargo, violación a la
bey No. 241, y en perjuicio de Bienvenido Liriano, y en
consecuenc ia se condena a RD$5.00 (cinco pesos oro) de
multa y al pago de las costas acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Condenar y condena, a dicho
preven ido Julio Martínez, conjunta y solidariamente con la
Antillana Comercial, C. por A., al pago de una indemniza-
ción ascendente a la suma de RD$2,000.00 (dos mil pesos
oro) en favor del señor Bienvenido Liriano, como justa re-
paración por los daños morales y materiales sufridos por
él en el presente caso; Cuarto: Condenar y condena, ade-
más a dicho prevenido, Julio Martínez conjunta y solida-
riamente con La Antillana Comercial, C. por A., al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Silvio Augusto Ventura y O. M. Sócrates
Peña López, abogados actuantes que afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Quinto: Declarar y declara, la presen-
te sentencia común, oponible y ejecutoria a la Compañía
de Segurós La Antillana, S. A., en su calidad de entidad
aseguradora de la responsabilidad civil"; SEGUNDO: Se
pronuncia el defecto contra el prevenido por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Conf i rma la sentencia apelada en todas sus partes; CUAR-
TO: Se condena al prevenido Julio Martínez, al pago de las
costas penales de su recurso y conjunta y solidariamente
con la persona civilmente responsable La Antillana Comer-
cial, al pago de las costas civiles, ordenando la distracción
de estas últimas a favor de los Dres. O. M. Sócrates Peña

L
válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación

1
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López y Silvio A. Ventura, abogados que afirynan haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de La Antilla.
na Comercial, persona puesta en causa como civilmente res.
ponsable, y la Compañía de Seguros La Antillana, S. A.,
que procede declarar la nulidad de los mismos en razón de
que dichos recurrentes no han expuesto los medios en que
los fundan, conforme lo exige, a pena de nulidad, el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que,
por tanto, sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración da los elementos de juie:o que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, para declarar
culpable al prevenido y fallar corno lo hizo, dio por esta-
blecido lo siguiente: 1) que el 29 de julio de 1975, mientras
el prevenido conducía el camión placa No. 513-494, asegu-
rado con póliza No. 416070H579200 da La Antillana, S. A..
por la carretera a Las Guáranas, con el trailer remolque,
placa No. 650-568, asegurado con la misma Compañía con
póliza No. 163189, propiedad de La Antillana Comercial,
C. por A., enganchó un alambre del tendido eléctrico y safó
un contador de la casa de Ulerio Nery Antonio el cual le
cayó encima a Bienvenido Liriano, quien transitaba a pie
por dicha vía, causándole lesiones curables después de 30
y antes de 40 días; 2) que el accidente se debió a que el
prevenido no tomó las precauciones de lugar para evitar
que el vehículo se enganchara en los alambres del tendido
eléctrico;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua configuran el delito de golpes y heridas causa-
dos involuntariamente a las personas con la conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en
la letra c) de dicho texto legal con las penas de 6 meses a
2 años de prisión y multa de RDS100.00 a RDS500.00, cuan-

do la curación de las lesiones reqtr:eran 20 días o más, co-

to ocurri ó en la especie; que, por tanto, al imponer al pre-
venido Julio Martínez RD$5.00 de multa, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considera ndo, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó los
daños materiales y morales que recibió la víctima del acci-
dente en la suma de RDS2,000.00; que al condenar al pre-
vetdo Julio Martínez, al pago de esa suma, a título de in-

nm	

la Corte a-qua hizo una correcta aplicación

ddeelaritziacet.:16'articulo 	 del Código Civil;
Considerando, que, examinada la sentencia impugnada

en los demás puntos de la misma, en cuanto concierne al
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-

sación;
Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-

sos de casación interpuestos por La Antillana Comercial,
C. por A., y por la Compañía de Seguros La Antillana, S.
A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de San Francisco de Macorís, el 11 de noviembre de 1976.
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el preveni-
do Julio Martínez, contra la misma sentencia y lo condena
al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Confin Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Frane ; sco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipa Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
>Oñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
xrdiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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1López y Silvio A. Ventura, abogados que afinuan haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de La Antilla.
na Comercial, persona puesta en causa como civilmente res.
ponsable, y la Compañía de Seguros La Antillana, S. A..
que procede declarar la nulidad de les mismos en razón de
que dichos recurrentes no han expuesto los medios en que
los fundan, conforme lo exige, a pena de nulidad, el ar.
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que.
por tanto, sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, para declarar
culpable al prevenido y fallar como lo hizo, dio por esta-
blecido lo siguiente: 1) que el 29 de julio de 1975, mientras
el prevenido conducía el camión placa No. 513-494, asegu-
rado con póliza No. 416070H679200 de La Antillana, S. A.,
por la carretera a Las Guáranas, con el trailer remolque,
placa No. 650-568, asegurado con la misma Compañía con
póliza No. 163189, propiedad de La Antillana Comercial,
C. por A., enganchó un alambre del tendido eléctrico y safó
un contador de la casa de Ulerio Nery Antonio el cual le
cayó encima a Bienvenido Liriano, quien transitaba a Die
por dicha vía, causándole lesiones curables después de 30
y antes de 40 días; 2) que el accidente se debió a que el
prevenido no tomó las precauciones de lugar para ev:tar
que el vehículo se enganchara en los alambres del tendido
eléctrico;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua configuran el delito de golpes y heridas causa-
dos involuntariamente a las personas con la conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en
la letra e) de dicho texto legal con las penas de 6 meses a
2 años de prisión y multa de RDS100.00 a RD$500.00, cuan-

do la curación de las lesiones requieran 20 días o más, co-
mo ocurrió en la especie; que, por tanto, al imponer al pre-
venido Julio Martínez RD$5.00 de multa, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó los
daños materiales y morales que recibió la víctima del acci-
dente en la suma de RDS2,000.00; que al condenar al pre-
venido Julio Martínez, al pago de esa suma, a título de in-
demnización, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación
del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada

,n los demás puntos de la misma, en cuanto concierne al
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
s;:ción;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
sds de casación interpuestos por La Antillana Comercial,
C. por A., y por la Compañía de Seguros La Antillana, S.
A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de San Francisco de Macorís, el 11 de noviembre de 1976.
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha

lado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
aza el recurso de casación interpuesto por el preveni-

Julio Martínez, contra la misma sentencia y lo condena
al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Franci sco Elpidio Be-

rds.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Felipa Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-

echo. Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

, i-;.ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
Jadiene i a pública del día, mes y año, en él expresados, y
f.:e firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
qu e certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 16 de mayo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes Lorenzo Almánzar, Juan Bautista Urefla Núñez
Seguros Pepín, S. A.

Ahogado: Dr. Rafael A. Durán Oviedo.

Interviniente: Aquiles Núñez y compartes.

Patria y Libertal,,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, asistidos del Secretar:o General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de octubre del año
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Bautista Ureña Núñez, Lorenzo Almánzar
13., y Seguros Pepín, S. A., los dos primeros dominicanos,
mayores de edad, chofer y propietario, respectivamente, do-
miciliados en las calles Federico Bermúdez y Padre Cas-
tellanos, casas Nos. 79 y 292, de esta ciudad; y la Compañía
Seguros Pepín, S. A., con domicilio social en la casa No. 153
de la calle Isabel la Católica de esta ciudad, contra la gen'

tenc'',	
tada en sus atribuciones correccionales, por la

Corte	 Apelación de Santo Domingo, el 16 de mayo de

1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Manuel W. Medrano Vásquez, abogado de

los 
intervinientes, en la lectura de sus conclusiones; inter-

vinientes que son Aquiles Núñez y Rafael A. Cabrera Mar-
t ínez, dominicanos, mayores de edad, domiciliados en esta

ciudad;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 24 de mayo de 1979, a
requerimiento del Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, ac-
tuando en representación de los recurrentes, en la que no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 18 de febrero

de 1980, suscrito por su abogado Dr. Rafael Antonio Durán
Oviedo, en el que se propone el medio único de casación
que se menc:ona más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 18 de febrero

de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el texto constitucional invocado por los re-
currentes que se menciona más adelante; y los artículos
49 y 52 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117, de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 10
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1980

Interviniente: Aquiles Núñez y compartes.

1
Dkis, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J us
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, asistidos del Secretar:o General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de octubre del año
1980, años 137' de la Independencia y 118' de 14 Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Bautista preña Núñez, Lorenzo Almánzar
B., y Seguros Pepín, S. A., los dos primeros dominicanos,
mayores de edad, chofer y propietario, respectivamente, do-
miciliados en las calles Federico Bermúdez y Padre Cas-
tellanos, casas Nos. 79 y 292, de esta ciudad; y la Compañía
Seguros Pepín, S. A., con domicilio social en la casa No. 153
de la calle Isabel la Católica de esta ciudad, contra la seri-
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tenia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 16 de mayo de
1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Manuel W. Medrano Vásquez, abogado de
los intervinientes, en la lectura de sus conclusiones; inter-
vinientes que son Aquiles Núñez y Rafael A. Cabrera Mar-
tínez, dominicanos, mayores de edad, domiciliados en esta
ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 24 de mayo de 1979, a
requerimiento del Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, ac-
tuando en representación de los recurrentes, en la que no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 18 de febrero
de 1980, suscrito por su abogado Dr. Rafael Antonio Durán
Oviedo, en el que se ptropone el medio único de casación
que se menciona más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 18 de febrero
de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el texto constitucional invocado por los re-
currentes que se menciona más adelante; y los artículos
49 y 52 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117, de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 62
Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 10
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de febrero de 1977, en que resultó una persona con les:(,:;1.,
corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado de Priír.e-

. ra Instancia del Distrito Nacional, dictó el 5 de julio de
1978, una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de :z
ahora impugnada; b) que sobre los recursos interpuest(..
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuvr
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Admití
como regulares y válidos, los recursos de apelación inte:
puestos: a) por el Dr. Manuel W. Medran Vásquez, a no:T'
bre de Aquiles Núñez; b) por el Dr. Rafael A. Durán Ovie
do. a nombre de Lorenzo Almánzar B.; Juan Baut:sta Ure.
ña Núñez y la Cía. de Seguros Pepín, S. A., contra senten-
cia &dada por la Octava Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 5 da
julio de 1978, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
declara a los prevenidos Lorenzo Almánzar B., y Aquiles
Núñez Guzmán, de generales anotadas, culpab'es de viola-
ción a la Ley 241, y en consecuencia se les condena al pago
de una multa de RDS50.00 (Cincuenta pesos oro) y RDS5.00'1
(Cinco pesos oro) respectivamente, acogiendo en favor del
primero amplias circunstancias atenuantes, y al pago de las
costas penales; Segundo: Se declara buena y válida, en
cuanto a la forma, la constitue'ón en parte civil hecha por
los señores Aquiles Núñez Guzmán y Rafael E. Cabrera II.
Martínez por mediación de su abogado Dr. Manuel W. Me-
drano Vásquez, contra Lorenzo Almánzar B., y Juan Bau-
tista Ureña Núñez, prevenido y persona civilmenter respon-
sable, respectivamente, por haber sido hecha de conformi-
dad con la ley, y en cuanto al fondo se condena a Lorenzo
Almánzar B., conjunta y solidariamente con Juan Bautista
Ureña Núñez, al pago de las siguientes indemnizaciones:
a) RD$1.200.00 (Un mil dosc ientos pesos oro) en favor de
Aquiles Núñez Guzmán y b) RDS400.00 (Cuatrocientos pe-
sos oro) a favor de Rafael E. Cabrera Martínez, como justa
reparación por los daños físicos sufridos por el primero y
la destrucción del vehículo de la propiedad del segundo;

al 
pego de los intereses legales de dichas sumas, a contar

de .19 fecha de la demanda, a título de indemnización su-
factor:a, y al pago de las costas civiles con distracción de

lbs mismas en provecho del Dr. Manuel W. Medrano Vás-
quez, abogado constituido de la parte civil; y Tercero: Se
¿celara la presente sentencia, común y oponible y ejecuta-
ble en su aspecto civil a la Compañía de Seguros Pepín,
s. A., entidad aseguradora del vehículo causante del ac-
cidente, de conformidad con el Art. 10 Mod. de la Ley 4117,
sobre seguro obligatorio de vehículo de motor'; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto de Lorenzo Almánzar B., y Juan Bau-
tista Ureña Núñez, por no haber asistido a la audiencia,
no obstante haber sido legalmente catados; TERCERO: Mo-
difica la sentencia recurrida en su ordinal 2do. y en lo que
respecta a las indemnizaciones acordadas, y la Corte por
propia autoridad, la fija en: a) RD$2,000.00 (Dos mil pesos
oro) a favor de Rafael Cabrera Martínez, por estar estas
sumas más en armonía con los hechos y circunstancias de
la causa; CUARTO: Confi rma la sentencia en sus demás
aspectos; QUINTO: Condena a los prevenidos Lorenzo Al-
mánzar B., y Aquiles Núñez Guzmán, al pago de las costas
penales; SEXTO: Condena a Juan Bautista Ureña Núñez y
Lorenzo Almánzar al pago de las costas caviles con distrac-
ción en favor del Dr. Manuel W. Medrano Vásquez, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTI-
MO: Declara esta sentencia común y oponible a la Cía. de
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo que
causó el accidente";

Considerando, que lOs recurrentes proponen en su me-
a-oral, contra la sentencia impugnada, el siguiente medio
único de casación: Violación Art. 8, acápite 2, letra j de
la Constitución

de 
fencd:óendesa);la República Dominicana. (Violación al

Considerando, que en el desarrollo de su único medio
de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que la cita-

.
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de febrero de 1977, en que resultó una persona con lesiones
corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado de Prime
ra Instancia del Distrito Nacional, dictó el 5 de julio de
1978, una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de le
ahora impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuy,
disposit I vo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regulares y válidos, los recursos de apelación inter-
puestos: a) por el Dr. Manuel W. Medrano Vásquez, a nom-
bre de Aquiles Núñez; b) por el Dr. Rafael A. Durán Ovie. '
do, a nombre de Lorenzo Almánzar B.; Juan Bautista Ure-
ña Núñez y la Cía. de Seguros Pepín, S. A., contra senten-
cia d i ctada por la Octava Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 5 de
julio de 1978, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
declara a los prevenidos Lorenzo Almánzar B., y Aquiles :•'
Núñez Guzmán, de generales anotadas, culpab'es de viola-
ción a la Ley 241, y en consecuencia se les condena al pago
de una multa de RD$50.00 (Cincuenta pesos oro) y RDS5.00
(Cinco pesos oro) respectivamente, acogiendo en favor del
primero amplias circunstancias atenuantes, y al pago de las ..

11costas penales; Segundo: Se declara buena y válida, en I
cuanto a la forma, la constituc i ón en parte civil hecha por ', .
los señores Aquiles Núñez Guzmán y Rafael E. Cabrera
Martínez por mediación de su abogado Dr. Manuel W. Me- .
drano Vásquez, contra Lorenzo Almánzar B., y Juan Bau-
tista Ureña Núñez, prevenido y persona civilmente,respon-
sable, respectivamente, por haber sido hecha de conformi-
dad con la ley, y en cuanto al fondo se condena a Lorenzo
Almánzar B., conjunta y solidariamente con Juan Bautista
Ureña Núñez. al pago de las siguientes indemnizaciones:
a) RD$1,200.00 (Un mil dosc ientos pesos oro) en favor de
Aquiles Núñez Guzmán y b) RDS400.00 (Cuatrocientos pe-
sos oro) a favor de Rafael E. Cabrera Martínez, como justa
reparación por los daños físicos sufridos por el primero y
la destrucción del vehículo de la propiedad del segundo;

al Pago de los intereses legales de dichas sumas, a contar

de •ja fecha de la demanda, a título de indemnización su-

pkto •a y al pago de las costas civiles con distracción de

las mismas en provecho del Dr. Manuel W. Medrano Vás-

quez, abogado constituido de la parte civil; y Tercero: Se

declara la presente sentencia, común y oponible y ejecuta-
ble en su aspecto civil a la Compañía de Seguros Pepín,

S. 
A., entidad aseguradora del vehículo causante del ac-

cidente, de conformidad con el Art. 10 Mod. de la Ley 4117,
sobre seguro obligatorio de vehículo de motor'; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto de Lorenzo Almánzar B., y Juan Bau-
tista Ureña Núñez, por no haber asistido a la audiencia,
no obstante haber sido legalmente catados; TERCERO: Mo-
difica la sentencia recurrida en su ordinal 2do. y en lo que
respecta a las indemnizaciones acordadas,. y la Corte por
propia autoridad, la fija en: a) RD$2,000.00 (Dos mil pesos
oro) a favor de Rafael Cabrera Martínez, por estar estas
sumas más en armonía con los hechos y circunstancias de
la causa; CUARTO: Conf i rma la sentencia en sus demás
aspectos; QUINTO: Condena a los prevenidos Lorenzo Al-
mánzar B., y Aquiles Núñez Guzmán, al pago de las costas
penales; SEXTO: Condena a Juan Bautista Ureña Núñez y
Lorenzo Almánzar al pago de las costas e:viles con distrac-
ción en favor del Dr. Manuel W. Medrano Vásquez, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTI-

MO: Declara esta sentencia común y oponible a la Cía. de
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo que
causó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
rodal, contra la sentencia impugnada, el siguiente medio
único de casación: Violación Art. 8, acápite 2, letra j de
la Constitue:ón de la República Dominicana. (Violación al
derecho de defensa);

Considerando, que en el desarrollo de su único medio
de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que la cita-
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ción que se hizo al prevenido Lorenzo Almánzar Batista al
carecer de la fecha, y haber hecho él defecto, dicho atto
es prácticamente nulo, y en consecuencia, al juzgársele
esa forma se violó su derecho de defensa, por lo que la
sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
que Lorenzo Almánzar Bautista, Juan Bienvenido Ureña
Núñez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por órgano
de su abogado Dr. Rafael Durán Oviedo, presentaron por
ante la Corte r.-qua, lo siguiente: "Primero: Declarando bue-
no y válido el presente recurso de apelación; Segundo: Que
obrando por propia autoridad y contrario imperio, revo-
quéis la sentencia apelada y en consecuencia que el preve-
nido Lorenzo Almánzar sea descargado de toda responsabi-
lidad penal, por no haber violado ninguna de las dispos:-
dones de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos; Tercero: -
Que las conclusiones de la parte civil constituida también
sean rechazadas por improcedéntes y mal fundadas; Cuarto:
Para el improbable caso de que las conclusiones más arri-
ha indicadas no sean acogidas y haya lugar a acordar algu-
na suma por concepto de daños a la parte civil, que al es-
tatu:r sobre la misma, tengáis en cuenta que en la especie,
la persona lesionada recibió leves perjuicios y por lo demás
tuvo la mayor participación faltiva en el accidente y por
consiguiente, la suma en cuestión sea llevada sustancial-
mente al límite de lo razonable; Quinto: Que la parte ovil
sea condenada al pago de las costas, con distracción en fa-
vor del abogado actuante quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte";

Considerando, pues, que como el prevenido Lorenzo
Almánzar B., fue condenado en primera instancia a una
multa de RDS50.00, y en ausencia de apelación del minis-
terio públ'co corno sucedió en el presente caso, dicha pena
de multa, no podía ser agravada con la pena de pris.ón,
es preciso admitir, que contrariamente a lo alegado por los

-----
rocurrentes , aunque éste no compaeciera personalmente a

8.7.4;encia, pudo hacerse representar válidamente por su

abogado, y la sentencia a intervenir al haber éste en su
representación, concluido al fondo, como se ha indicado
precedentemente, la calificación de sentencia en defecto
que se le atribuyó a la misma ,lo fue erróneamente, y en
consecuencia, cualquiera excepción o irregularidad que hi-
potéticamente se hubiese pocrdo proponer, derivada de la
insistencia del prevenido a audiencia, y de la violación
del derecho de defensa, carece de relevancia y debe ser
desestimada;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido recurrente, y fallar como lo hizo, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente admin'strados en la instrucción de la causa,

'dio por establecido, a) que el 10 de febrero de 1977, en ho-
ras de la mañana, mientras el camión de volteo placa No.
1)6-783 propiedad de Juan Bautista Ureña Núñez, condu-
cido por el chofer Lorenzo Almánzar B., asegurado con
Seguros Pepín, S. A., mediante póliza No. 1608-P.C., tran-
sitaba de Oeste a Este por la prolongación Bolívar, al llegar
a la intersección de la calle Anacaona, chocó con la moto-
cicleta que conducía Aquiles Núñez, quien transitaba de
Sur a Norte por la última vía, resultando éste cron golpes
y heridas curables después de 240 y antes de 270 días con-
forme certficado médico legal; b) que el accidente ocurrió
por la imprudencia del conductor del camión, Almánzar
B•, quien no obstante haber visto que el motorista Aquiles
Núñez llegó pr i mero a la intersección, continuó su marcha,
Y no respetó el derecho que ya tenía adquirido el motoris-
ta, a quien chocó por la parte trasera destruyéndolo casi
Per completo, y ocasionándole al motorista los golpes y he-
ridas ya especificados;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, Lorenzo Almánzar
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currentes, aunque éste no compaeciera personalmente a
audiencia, pudo hacerse representar válidamente por su
abogado, y la sentencia a intervenir al haber éste en su
representación, concluido al fondo, como se ha indicado
precedentemente, la calificación de sentencia en defecto
've se le atribuyó a la misma ,lo fue erróneamente, y en
consecuenc ia, cualquiera excepción o irregularidad que hi-
potéticamente se hubiese podido proponer, derivada de la
inasistencia del prevenido a audiencia, y de la violación

del 
derecho de defensa, carece de relevancia y debe ser

desestimada;
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-

pable al prevenido recurrente, y fallar como lo hizo, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente admidstrados en la instrucción de la causa,
dio por establecido, a) que el 10 de febrero de 1977, en ho-
ras de la mañana, mientras el camión de volteo placa No.
7)6-783 propiedad de Juan Bautista Ureña Núñez, condu-
cido por el chofer Lorenzo Almánzar B., asegurado con
Seguros Pepín, S. A., mediante póliza No. 1608-P.C., tran-
sitaba de Oeste a Este por la prolongación Bolívar, al negar
a la intersección de la calle Anacaona, chocó con la moto-
cicleta que conducía Aquiles Núñez, quien transitaba de
Sur a Norte por la última vía, resultando éste con golpes
y heridas curables después de 240 y antes de 270 días con-
forme certificado médico legal; b) que el accidente ocurrió
por la imprudencia del conductor del camión, Almánzar
B., quien no obstante haber visto que el motorista Aqdles
Núñez llegó primero a la intersección, continuó su marcha,
Y no respetó el derecho que ya tenía adquirido el motoris-
ta, a quien chocó por la parte trasera destruyéndolo casi
Por completo, y ocasionándole al motorista los golpes y he-
ridas ya especificados;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, Lorenzo Almánzar

ción que se hizo al prevenido Lorenzo Almánzar Batista al
carecer de la fecha, y haber hecho él defecto, dicho acto
es prácticamente nulo, y en consecuencia, al juzgársele en
esa forma se violó su derecho de defensa, por lo que la
sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
que Lorenzo Almánzar Bautsta, Juan Bienvenido Urda
Núñez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por órgano
de su abogado, Dr. Rafael Durán Oviedo, presentaron por
ante la Corte r..-qua, lo siguiente: "Primero: Declarando bue-
no y válido el presente recurso de apelación; Segundo: Que
obrando por propia autoridad y contrario imperio, revo-
quéis la sentencia apelada y en consecuencia que el preve-
nido Lorenzo Almánzar sea descargado de toda responsabi-
lidad penal, por no haber violado ninguna de las disposic
dones de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos; Tercero:
Que las conclusiones de la parte civil constituida también
sean rechazadas por improcedentes y mal fundadas; Cuarto:
Para el improbable caso de que las conclusiones más arri-
ba indicadas no sean acogidas y haya lugar a acordar algu-
na suma por concepto de daños a la parte civil, que al es-
tatu'r sobre la misma, tengáis en cuenta que en la especie,
la persona lesionada recibió leves perjuicios y por lo demás
tuvo la mayor participación t'altiva en el accidente y por
consiguiente, la suma en cuestión sea llevada sustancial-
mente al límite de lo razonable; Quinto: Que la parte &vil
sea condenada al pago de las costas, con distracción en fa-
vor del abogado actuante quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte";

Considerando, pues, que como el prevenido Lorenzo
Almánzar B., fue condenado en primera instancia a una
multa de RDS50.00, y en ausencia de apelación del minis-
terio públ I co como sucedió en el presente caso, dicha pena
de multa, no podía ser agravada con la pena de pris'ón,
es preciso admitir, que contrariamente a lo alegado por los
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B., el delito de golpes y heridas por imprudencia, causadas
con el manejo o conducción de un vehículo de motor, pr,
visto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y san.
donado por dicho texto legal, en su letra c) con prisión de
seis (6) meses a dos (2) años y multa de RD$100.00 (cien
pesos oro) a RD$500.00 (Quinientos pesos oro), si la enfer
m'edad o imposibilidad para dedicarse a su trabajo perro.
nal durare veinte días o más, como ocurrió en la especie
que por tanto al condenar al prevenido Almánzar A., al pa.
go de una multa de RD$50.00, acogiendo circunstancias ate.
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a laley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
a las personas constituidas en parte civil, Aquiles Núñez
Guzmán y Rafael E. Cabrera Martínez, daños materiales
y morales, cuyo monto evaluó en dos mil pesos oro (ABS-
2,000.00), para el primero, y cuatrocientos pesos oro (RDS.
400.00) para el último; que por tanto, al condenar a Loren-
zo Almánzar B., conjunta y solidariamente con Juan Bau-
tista Ureña Núñez al pago de dichas sumas, más los inte-
reses legales de las mismas a partir de la demanda, como
indemnización complementar:a en favor de dichas partes
civiles; por los daños físicos sufridos por la víctima y la
destrucción del vehículo de la propiedad del último; ha-
ciendo oponibles dichas condenaciones a Seguros Pepín,
A.; la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y 10 dela Ley 4117
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviden-
tes a Aquiles Núñez y Rafael A. Cabrera Martínez, en los
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recursos de casación interpuestos por Juan Bautista Ureña
Núñez, Lorenzo Almánzar B., y Seguros Pepín, S. A., con-

tra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales,
el 16 de mayo de 1979, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los recursos interpuestos
por Juan Bautista Ureña Núñez, Lorenzo Almánzar 13., y
seguros Pepín, S. A., contra la misma sentencia; Tercero:

Condena a Lorenzo Almánzar 13., al pago de las costas pe-
nales, y a éste y a Juan Bautista Ureña Núñez, al pago de
las costas civiles, distrayendo estas últimas en favor del Dr.
Manuel Wenceslao Medrano Vásquez ,abogado de los inter-
vinientes, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad,

V 
hace oponibles las del asegurado, a la Seguros Pepín, S.

A.. dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Betas.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte
Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario

General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
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Por tales motivos, Primero: Admite como interviMen-
tes a Aquiles Núñez y Rafael A. Cabrera Martínez, en los

recursos de casación interpuestos por Juan Bautista Ureña
Núñez, Lorenzo Almánzar B., y Seguros Pepín, S. A., con-
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el 16 de mayo de 1979, por la Corte de Apelación de Santoo
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presente fallo; Segundo: Rechaza los recursos interpuestos
por Juan Bautista Ureña Núñez, Lorenzo Almánzar B., y
seguros Pepín, S. A., contra la misma sentencia; Tercero:
¿'anden a Lorenzo Almánzar 13., al pago de las costas pe-
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 30 de enero de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Mairení Castillo Almánzar, Ramón Mejía Arias y- la
Compañía Dominicana de Seguros. C. por A.

Abogado: José María Acosta Torres.

IMeryiniente: Ramón Pantaleón.

Ahogados: Di-es. Miguel A. Cedeño Jiménez y Porfirio Hernández
Quezada.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Raras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
&encías en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 20 de octubre del año 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Mairení Castillo Almánzar, dominicano, mayor
de edad, soltero, chofer, cédula No. 141654, serie ira., do-
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ciliado en la calle Josefa Brea No. 321, de esta ciudad,
gamón Mejía Arias, dominicano, mayor de edad, cédula
No. 53225, serie ira., domiciliado en la calle 10 No. 52, del
Ensanche Quisqueya, de esta ciudad, y la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A., con su asiento principal en
la casa No. 30 de la calle Arzobispo Meriño, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelac:ón de

Santo anTling0, en sus atribuciones correccionales, el 30
de enero de 1976. cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

'Mido el dictamen del Magistrado Procurador General

la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

a Secretaría de la Corte il-qua, el 19 de marzo de 1976, a
requerimiento del Dr. José María Acosta Torres, cédula
Yo. 32511, serie 31, en representación de los recurrentes,
esanelacual no se propone ningún medio determinado de ca-ión

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de enero
del 1976, suscrito por el mencionado Dr. Acosta Torres, en
el cual se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del 26 de noviembre del 1979 del in-
terviniente Ramón Pantaleón Olivares, dominicano ,mayor
de edad, casado, obrero, cédula No. 9742, serie 55, domici-
liado en la calle "8" No 12, del Barrio de Bella Vista, de
esta ciudad, suscrito por sus abogados, Dres. Miguel Angel
Cedeño Jiménez, y Porfirio Hernández Quezada;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, del
1967, de Tránsito y Vehículos; 1384 del Código Civil; 1 y
10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana
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Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Mairení Castillo Almánzar, dominicano, mayor
de edad, soltero, chofer, cédula No. 141654, serie lra., do-
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Ensanche Quisqueya, de esta ciudad, y la Compañía Domi-

nicana de Seguros, C. por A., con su asiento principal en
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santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, el 30
de enero de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante:
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Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a/-qua, el 19 de marzo de 1976, a
requerimiento del Dr. José Maria Acosta Torres, cédula
No. 32511, serie 31, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de enero
del 1976, suscrito por el mencionado Dr. Acosta Torres, en
el cual se proponen los medios que se ind:can más adelante;

Visto el escrito del 26 de noviembre del 1979 del in-
terviniente Ramón Pantaleón Olivares, dominicano ,mayor
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Cedeño J:ménez, y Porfirio Hernández Quezada;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
que con motivo de un ace:dente de tránsito ocurrido e
esta ciudad el 22 de diciembre del 1972, en el cual una per.
cona resultó con lesiones corporales, la Tercera Cárnarc
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó, el 16 de diciembre de 1974, una sentencia ens.
dispositivo se transcribe más adelante; b) que sobre 

1...419
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora impus
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA
PRIMERO: Admite como regulares y válidos en cuanto t..
la forma los recursos de apelación interpuestos por: a) el
Dr. Víctor L. Cedeño, a nombre y representación de Ra.
món Pantaleón Olivares, parte civil constituida en fecha 5
de septiembre de 1973; b) el Dr. José María Acosta Torres,
a nombre de Mairení Castillo Almánzar, preven •ldo Ramón
Mejía Arias y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por
en fecha 16 de diciembre de 1974, contra sentencia dictada
por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, el día 6 de agosto de 1973
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: Talla: Pri-
mero: Declara a Ma:rení Castillo Almánzar de generales
anotadas culpable por haber violado la Ley 241, sobre trán-
sito de vehículo en su artículo 49, letra B, y 65, en perjui-
cio de Ramón Pantaleón Olivares, en consecuencia se le
condena a pagar una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$-,
50.00) y al pago de las costas acogiendo en su favor circunt,
tan&as atenuantes y reteniendo falta de la víctima; Segun:
do: Declara regular y válido en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil formulada por Ramón Pantaleón ei
Olivares por haber sido hecho de acuerdo a la ley; en cuan-
to al fondo condena a Ramón Mejía Arias, persona c:vil-
mente responsable al pago de una i ndemnización de Dos
Mil Pesos Oro ( RD$2,000.00) en favor de la parte civil
constituida como justa reparación por los daños morales Y
materiales sufridos a consecuencia del accidente; ordena
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oue esta sentencia le sea oponible a la Cía. de Seguros Do-
Minicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), entidad ase-
gut-adora del vehículo que originó el accidente a los daños

de conform idad al artículo 10 modificado por la Ley 4117;
Tercero: Condena a Ramón Mejía Arias, en su apuntada
calidad al pago de las costas civiles distrayéndo las en favor

de los Dres. Víctor Livio Cedeño y Porfirio Hernández Que-
zada, abogados de la parte civil constituida quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad';— por haber Sido hecho
de acuerdo a la ley;— SEGUNDO: Se pronunc ia el defecto
contra el prevenido Mairení Castillo Almánzar, por no ha-
ber comparecido estando legalmente citado;— TERCERO:
En cuanto al fondo de los referidos recursos modifica la
indemnizac ión acordada a Ramón Pantaleón Olivares y la
Corte por propia autoridad y contrario imperio la fija en

Un . M:1 Trescientos Pesos Oro (RD$1,300.00) como justa
reparación por los daños morales y materiales experimen-
tados, por considerar esta Corte que la suma señalada es
más equitativa y acorde a los mencionados daños;— CUAR-
TO: Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos;
QUINTO: Condena al prevenido Mairení Castillo Almánzar
a Ramón Mejía Arias y la Cía. de Seguros Dominicana de
Seguros, C. por A., al pago de las costas penales y civiles
distrayéndolas estas últimas en favor de los Dres. Víctor
LIvio Cedeño y Porfirio Hernández Quezada abogados de
la parte civil quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:

Falta exclusiva de la víctima en el accidente lo que libera
la responsabilidad civil al conductor; Segundo Medio: Falsa
aplicación del artículo 49 de la Ley No. 241; Tercer Medio:
Falta de base legal, falta de motivos. Desnaturalizac ión de

los hechos de la causa;
Considerando, que en los medios de su recurso, reuni-

dos, los recurrentes alegan, en síntesis. lo siguiente: que
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad el 22 de diciembre del 1972, en el cual una per.
sone resultó con lesiones corporales, la Tercera Calman,
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Natio.
nal, dictó, el 16 de diciembre de 1974, una sentencia cuy
dispositivo se transcribe más adelante; b) que sobre 1
recursos interpuestos interv:no la sentencia ahora imp
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FAL
PRIMERO: Admite como regulares y válidos en cuanto
la forma los recursos de apelación interpuestos por: a)
Dr. Víctor L. Cedeño, a nombre y representación de
món Pantaleón Olivares, parte civil constituida en fecha
de septiembre de 1973; b) el Dr. José María Acosta 

TOr

a nombre de Maireni Castillo Almánzar, preven-ido Ramón
Mejía Arias y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.,
en fecha 16 de diciembre de 1974, contra sentencia dictada
por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, el día 6 de agosto de 1973
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Pri-
mero: Declara a Ma:rení Castillo Almánzar de generales
anotadas culpable por haber violado la Ley 241, sobre trán-
sito de vehículo en su artículo 49, letra 13, y 65, en perjui- I ,
cio de Ramón Pantaleón Olivares, en consecuencia se le t
condena a pagar una multa de Cincuenta Pesos Oro (Rin- ti50.00) y al pago de las costas acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes y reteniendo falta de la víctima; Segun-
do: Declara regular y válido en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil formulada por Ramón Pantaleón tisi
Olivares por haber sido hecho de acuerdo a la ley; en cuan- i
to al fondo condena a Ramón Mejía Arias, persona civil- 
mente responsable al pago de una indemnización de Dos H
Mil Pesos Oro (RDS2,000.00) en favor de la parte civil d
constituida como justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos a consecuencia del accidente; ordena

/$591P
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e 
esta sentencia le sea oponible a la Cía. de Seguros Do-

minicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), entidad ase-
guiadora del vehículo que originó el accidente a los daños
de conformidad al artículo 10 modificado por la Ley 4117;
Tercero: Condena a Ramón Mejía Arias, -en su apuntada
calidad al pago de las costas civiles distrayéndoles en favor
do los Ores. Víctor Livio Cedeño y Porfirio Hernández Que-
zada, abogados de la parte civil constituida quienes afirman
haberles avanzado en su totalidad';— por haber s:do hecho
de acuerdo a la ley,— SEGUNDO: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Mairení Castillo Almánzar, por no ha-
ber comparecido estando legalmente citado;— TERCERO:
En cuanto al fondo de los referidos recursos modifica la
indemnización acordada a Ramón Pantaleón Olivares y la
Corte por propia autoridad y contrario imperio la fija en
Un -Ml Trescientos Pesos Oro (RD$1,300.00) como justa
reparación por los daños morales y materiales experimen-
tados, por considerar esta Corte que la suma señalada es
más equitativa y acorde a los mencionados daños:— CUAR-
TO: Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos;
QUINTO: Condena al prevenido Mairení Castillo Almánzar

Ramón Mejía Arias y la Cía. de Seguros Dominicana de
Seguros, C. por A., al pago de las costas penales y civiles
distrayéndoles estas últimas en favor de los Dres. Víctor
Livio Cedeño y Porfirio Hernández Quezada abogados de
In parte civil quienes afirman haberles avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falta exclusiva de la víctima en el accidente lo que libera

tyn la responsabilidad civil al conductor; Segundo Medio: Falsa
aplicación del artículo 49 de la Ley No. 241; Tercer Medio:
Falta de base legal, falta de motivos. Desnaturalización de
los hechos de la causa;

Considerando, que en los medios de su recurso, reuni-
dos, los recurrentes alegan, en síntesis. lo siguiente: que
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la Corte a-qua al dictar su fallo no tuvo en cuenta la fa ltade la víctima en el accidente, ya que se comprobó que en
el momento del mismo ella se presentó, de modo imprev.sto
al conductor del vehículo, lo que la libera de responsabili-
dad penal y civil; que en la sentencia impugnada no se hize,
una correcta aplicación del artículo 49 de la Ley No. 241
del 1967, de Tránsito y Vehículos, ya que en ella no se
enuncian los elementos constitutivos de la infracción, pre-vista y sancionada en dicho texto legal; que dicha senten-
cia no está debidamente motivada, puesto que no contiene
una exposición completa y detallada de los hechos decisi-
vos que permitan a la Suprema Corte de Justicia, en fun-
ciones de casación, determinar si en la misma se ha hecho
una correcta aplicación de la Ley; pero.

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpa-
ble al prevenido recurrente del delito puesto a su cargo,
dio por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio, regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, lo siguiente: a) que el día 22 de diciem-
bre de 1972, mientras el prevenido Mairení Castillo Almán-
zar conducía el automóv:l placa No. 204-138, propiedad de
Ramón Mejía Arias, asegurado con la compañía SEDOM-
CA. mediante póliza No. 23771, de Sur a Norte por la Ave-
nida Abraham Lincoln, de esta ciudad, al llegar a la es-
quina formada con la calle José Contreras, atropelló a Ra-
món Pantaleón, ocasionándole lesiones que curaron después
de 10 días y antes de 20; b) que el accidente se debió a la
imprudencia y torpeza del prevenido al conducir su vehícu-
lo a una velocidad superior a ]a que indica el artículo 61
de la Ley No. 241, por lo que no pudo evitar el accidente;

Considerando, que lo expuesto precedentemente y el
examen de la sentencia impugnada, muestran que la Corte
a-qua, dentro de sus poderes de apreciación, estimó que el
accidente de que se trata se debió, única y exclusivamente,a la i mprudencia del prevenido Mairení Castillo Almánzar,
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cuestión de hecho que no está sujeta al control de la casa-

ción; que en la sentencia impugnada se ha hecho una co-
rrecta aplicación del artículo 49 de la Ley NI 241 del 1967,
,ubre Tránsito y Vehículos y que ella contiene motivos su-
ficientes, pertinentes y congruentes, y una relación com
plata de los hechos de la causa, sin que en ellos se incurrie-
Wen desnaturalización alguna, que han permitido a la Su-
prema Corte de Justicia verificar que en dicho fallo se hizo
una correcta aplicación de la Ley; que, por tanto, los me-
dios del recurso carecen de fundamento y deben ser deses-

timados;
Considerando, que los hechos así establecidos configu-
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
'das producidos con la conducc'ón de un vehículo de

otor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967,
Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra b) de

cho texto legal con las penas de 3 meses a 1 año de pri-
, y multa de RD$50.00 a RD$300.00, si el lesionado re-

sultare enfermo o imposibilitado de dedicarse a su trabajo
por diez días o más, pero menos de veinte, como sucedió
en la especie; que por tanto, al imponer al preven i do Mai-
rení Castillo Almánzar la pena de RD$50.00 de multa, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la Ley:

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó los
.daños y perjuicios materiales y morales que recibió la vic-

Iltima del accidente, Ramón Pantaleón Olivares, en la suma
RD$1,300.00; que al condenar a Ramón Mejía Arias, pro-

Ipietario del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de
tiesa suma, a título de indemnización, en provecho de dicha
:víctima, la Corte a-qua aplicó correctamente el artículo
11381 del Código Civil; y al hacer oponible la referida con-

-donación a la aseguradora puesta en causa, aplicó coree-
' tarrente los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955,

sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;
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la Corte a-qua al dictar su fallo no tuvo en cuenta la falta
de la víctima en el accidente, ya que se comprobó que en
el momento del mismo ella se presentó, de modo imprev.rsto
al conductor del vehículo, lo que la libera de responibili-

, dad penal y civil; que en la sentencia impugnada no se hizo
una correcta aplicacIón del artículo 49 de la Ley No. 241
del 1967, de Tránsito y Vehículos, ya que en ella no se
enuncian los elementos constitutivos de la infracción, pre-
vista y sancionada en dicho texto legal; que dicha senten-
cia no está debidamente mctivada, puesto que no contiene
una exposición completa y detallada de los hechos decisi-
vos que permitan a la Suprema Corte de Justicia, en fon-
dones de casación, determinar si en la misma se ha hecho
una correcta aplicación de la Ley; pero,

Cons':derando, que la Corte a-qua para declarar culpa-
ble al prevenido recurrente del delito puesto a su cargo,
dio por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio, regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, lo siguiente: a) que el día 22 de diciem-
bre de 1972, mientras el prevenido Mairení Casti:lo Almán-
zar conducía el automóva placa No. 204-138, propiedad de
Ramón Mejía Arias, asegurado con la compañía SEDOM-
CA, mediante póliza No. 23771, de Sur a Norte por la Ave-
nida Abraham Lincoln, de esta ciudad, al llegar a la es-
quina formada con la calle José Contreras, atropelló a Va-
món Pantaleón, ocasionándole lesiones que curaron después
de 10 días y antes de 20; b) que el accidente se debió a la
imprudencia y torpeza del prevenido al conducir su vehícu-
lo a una velocidad superior a la que indica el artículo 61
de la Ley No. 241, Por lo que no pudo evitar el aceídente;

Considerando, que lo expuesto precedentemente y el
examen d3 la sentencia impugnada, muestran que la Corte
a-gua, dentro de sus poderes de apreciación, estimó que el
accidente de que se trata se debió, única y exclusivamente,
a la imprudencia del prevenido Mairení Castillo Almánzar,

- —
cuestión de hecho que no está sujeta al control de la casa-
ción; que en la sentencia impugnada se ha hecho una co-

ta apl:cación del artículo 49 de la Ley N9 241 del 1967,
re Tránsito y Vehículos y que ella contiene motivos su-
'entes, pertinentes y congruentes, y una relación com-
a de los hechos de la causa, sin que en ellos se incurrie-

en desnaturalización alguna, que han permitido a la Su-
prema Corte de Justicia verificar que en dicho fallo se hizo

¡Int% 
correcta aplicación de la Ley; que, por tanto, los me-

dios del recurso carecen de fundamento y deben ser deses-

tirnatsiderando, que los hechos así establecidos configu-
en a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
eridas producidos con la conduce:6n de un vehículo de
otor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967,
e Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra b) de

dicho texto legal con las penas de 3 meses a 1 año de pri-
sión, y multa de RD$50.00 a RDS300.00, si el lesionado re-
sultare enfermo o imposiblitado de dedicarse a su trabajo
por diez días o más, pero menos de veinte, como sucedió

-irtia la especie; que por tanto, al imponer al prevenido Mai-
/tent' Castillo Almánzar la pena de RD$50.00 de multa, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-gua le aplicó
una pena ajustada a la Ley:

Considerando, que, asimismo, la Corte a-gua evaluó los
ños y perjuicios materiales y morales que rec:bió la víc-

tima del accidente, Ramón Pantaleón Olivares, en la suma
.de RD$1,300.00; que al condenar a Ramón Mejía Arias, pro-
'Ipietario del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de
esa suma, a título de indemnización, en provecho de dicha
Víctima, la Corte a-gua aplicó correctamente el artículo

..1384 del Código Civil; y al hacer oponlle la referida con-
denación a la aseguradora puesta en causa, aplicó correc-
tamente los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

1
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Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Ramón.Pantaleón Olivares en los recursos de casación in-
terpuestos por Maircní Castillo Almánzar, Ramón Mejía
Arias y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 30 de enero de 1976, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos
y condena al prevenido recurrente, Mairení Castillo Al-
mánzar, al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Eipi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

•
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 19s:

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 14't
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, .y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que cenit co. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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sENTENC1A DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1950

tencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago,' de fecha

19 de diciembre del 1977.

otería: Criminal.

Recurrentes: Procurador General de la República, Procurado r Ge-

neral de la Corte de Apelación de Santiago, y por Daysi

Frómeta Vda. García Castro, por si y por sus hijos me-

nores Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme En-

rique García Frómeta.
: Dra. Daysi Frómeta Vda. García Castro.

hitervinientes: Juan María Arias Sánchez, Milton de la Cruz Le-

y José Rafael Pérez Pereyra.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
Veja, regularmente constitui da por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidlo Beras,
oaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
r, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L Hernández
paillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
retario General, en la Sala donde celebra sus audien-

ias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
acional, hoy día 20 del mes de octubre del año 1980, años
37' de la Independenc ia y 118' de la Restauración, dicta

en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago, a

mos

w
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Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Ramón.Pantaleón Olivares en los recursos de casación in.
terpuestos por Mairení Castillo Almánzar, Ramón Mejía
Arias y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 30 de enero de 1976, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segur/In: Rechaza dichos recursos
y condena al prevenido recurrente, Mairení Castillo Al-
mánzar, al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Frane:sco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certif °o. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL I980

senonda Impugnada: Corte de Apelación de Santiago; de fecha
19 de diciembre del 1977.

Materia: Criminal.

Recurrentes: Procurador General de la República, Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de Santiago, y por Daysi

Frómeta Vda. García Castro, por sí y por sus hijos me-

nores Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme En-
rique García Frómeta.

Abogado: Dra. Daysi Frómeta Vda. García Castro.

Intervinientes: Juan María Arias Sánchez, Milton de la Cruz Le-
mos y "José Rafael Pérez Pereyra.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
Pela, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpid:o Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-

Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
aillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del

°retado General, en la Sala donde celebra sus audien-
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito

acional, hoy día 20 del mes de octubre del año 1980, años
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta

audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
ntencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
ador General de la Corte de Apelación de Santiago, a
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nombre del Procurador General de la República, por cl
Procurador General de la Corte de Apelación, en su propio
nombre, y por Daysi Frómeta de García Castro, dominio
na, mayor de edad, abogada, cédula No. 15369, serie 47, por
sí y por sus hijos menores, Joaquín Gregorio, Daysi Do
nicana y Cosme Enrique García Frómeta, contra la sen
cia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en s
atribuciones criminales, el 19 de diciembre de 1977, cu
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Flector
Antonio Peña Ramos, cédula No. 104707, serie lra., aboga, 	 ¡
do de los recurrentes Days: Frómeta Vda. García Castro,
y sus hijos menores Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana,
y Cosme Enrique García Frómeta;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fra.
cisco Chahín Jacobo, cédula No. 114009, serie Ira., por sí
en representación del Lic. Fabio Fiarlo Cáceres ,céd
No. 104, serie 47, abogados de los intervinientes, Juan Mi
ría Arias Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado,
litar, cédula No. 18448, serie 3, del domicilio de esta ciudad.'
Palacio de la Policía Nacional; Milton de la Cruz Lemos,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 141383, se-
rie Ira., del domicilio de Villa Consuelo, casa No. 10 de lar
calle "7", de esta ciudad; y José Rafael Pérez Pereyra, do-, i i-
minicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 131624, serial:,
Ira., domiciliado en la casa No. 5 de la calle 5 del Barrio
de Villa Consuelo, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de casación levantadas en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, el 21 de diciembre de 1977, a requeri-
miento del Magistrado Procurador General de la Corte de
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Atclación de Santiago, a nombre del Procurador General
de la República, y del mismo en su propio nombre, en las
cuales no se propone ningún medio determinado de casa-

ción;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 23 de dic i embre del 1977,

a requerimiento del Dr. Héctor Antonio Peña Ramos, en
representación de los recurrentes Daysi Frómeta Vda. Gar-
cía Castro, y de sus hijos menores mencionados anterior-
mente, en la cual no se propone ningún medio determinado

de casaiscti

o e

casación ;
Visto memorial de la recurrente Daysi Frómeta Vda.

García Castro, y de sus hijos menores ya mencionados, del

3 de julio del 1978, suscrito por su abogado, en el cual se
proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 3 de julio de
1978, suscrito por sus abogados;

Vista la Resolución dictada en fecha 16 del mes de oc-
tubre del corriente año 1980, por el Magistrado Presidente
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual en su
indicada calidad, llama al Magistrado Leonte R. Alburquer-
que Castillo, Juez de este Tribunal, para integrar la Corte,
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que

926 de1935;

conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y26 d 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)

que con motivo del hecho de sangre ocurrido en esta ciu-

dad, el 28 de marzo del 1973, en que resultó muerto violen-
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nombre del Procurador General de la República, por
Procurador General de la Corte de Apelación, en su p
nombre, y por Daysi Frómeta de García Castro, domin
na, mayor de edad, abogada, cédula No. 15369, serie 47,
sí y por sus hijos menores, Joaquín Gregorio, Daysi Don*
nicana y Cosme Enrique García Frómeta, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus
atribuciones criminales, el 19 de diciembre de 1977. cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Flector
Antonio Peña Ramos, cédula No. 104707, serie lra., abo
do de los recurrentes Days: Frómeta Vda. García Cas
y sus hijos menores Joaquín Gregorio, Daysi Dominic
y Cosme  Enrique García Frómeta;

Oído. en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fra
cisco Chahín Jacobo, cédula No. 114009, serie Ira., por sf n
en representación del Lic. Fabio Dallo Cáceres ,cédulav
No. 104, serie 47, abogados de los intervinientes, Juan Ma.

11is
ría Arias Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, rnI-1
litar, cédula No. 18448, serie 3, del domicilio de esta ciudad4
Palacio de la Policía Nacional; Milton de la Cruz Lemos2.11,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 141383, se-:
rie Ira., del domicilio de Villa Consuelo, casa No. 10 de hui
calle "7", de esta ciudad; y José Rafael Pérez Pereyra, do-..:.
minicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 131624, serie
Ira., domiciliado en la casa No. 5 de la calle 5 del Barrio:;
de Villa Consuelo, de esta ciudad;	 .,

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

.	 '.
Vistas las actas de casación levantadas en la Secreta-

ría de la Corte a-qua, el 21 de diciembre de 1977, a requeri-
miento del Magistrado Procurador General de la Corte de

Apelación de Santiago, a nombre del Procurador General
de la República, y del mismo en su propio nombre, en las
cuales no se propone ningún medio determinado de casa-

ción;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 23 de diciembre del 1977,
a requerimiento del Dr. Héctor Antonio Peña Ramos, en
representación de los recurrentes Daysi Frómeta Vda. Gar-
cía Castro, y de sus hijos menores mencionados anterior-
mente, en la cual no se propone n:ngún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de la recurrente Daysi Frómeta Vda.
García Castro, y de sus hijos menores ya mencionados, del

3 de julio del 1978, suscrito por su abogado, en e.1 cual se

proponen los medios de casación que se indican más ade-

lante;
Visto el escrito de los intervinientes, del 3 de julio de

1978, suscrito por sus abogados;
Vista la Resolución dictada en fecha 16 del mes de oc-

tubre del corriente año 1980, por el Magistrado Presidente
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual en su

iiindicada calidad, llama al Magistrado Leonte R. Alburquer-
r, •Ane Castillo, Juez de este Tribunal, para integrar la Corte,
P:en la deliberación y fallo del recurso de casación de que

sgetraeta1,93d5e; conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y
926 d 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo del hecho de sangre ocurrido en esta ciu-

dad , el 28 de marzo del 1973, en que resultó muerto violen-



medio de su abogado Dr. Manuel E. Camino Rivera, en con-

tra del Estado Dominicano; Declara el Defecto en contra

de la parte civil constituida Daysi Altagrac ia Frómeta Sie-

rra, por no haber comparecido no obstante estar citada le-

61
 iraente para esta audiencia; en cuanto al fondo se recha-

tan las constituciones en parte civil, por improcedentes y

mal fundadas; Sexto: Se condena a las partes civiles cons-
tituidas, supra indicadas al pago de las costas civiles"; SE-
GUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia recu-

rrida; TERCERO: Rechaza, por improcedente y mal funda-
da la constitución en parte civil hecha en audiencia por el
Dr. Héctor Peña Ramos, a nombre y representación de la
señora Daysi Frómeta Sierra, por sí y por sus hijos meno-
res Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme Enrique
García, contra los acusados Juan María Arias Sánchez, José
Rafael Pérez Pereyra y Milton de la Cruz Lemos, y del Es-
tado Dominicano; CUARTO: Ordena que los acusados Juan
María Arias Sánchez, José Rafael Pérez Pereyra y Milton
de la Cruz Lemos, sean puestos en libertad inmediatamen-
te, a no ser que se hallen retenidos por otra causa; QUIN-
TO: Declara las costas penales de oficio";

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por el
Procurador General de la República; que éste sólo puede
recurrir en casación por interés de la Ley o contra senten-
cia viciada de exceso de poder, según los artículos 63 y 64
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, en con-
secuencia este recurso resulta inadmisible; y en cuanto al
recurso interpuesto por el Procurador General de la
Corte de Apelación de Santiago, que procede declarar la
nulidad del mismo, en razón de que dicho recurrente no
ha expuesto los medios en que lo funda, conforme lo exige
a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedí-

li
n'Unto de Casación; que, por tanto, sólo procede examinar
el recurso de las personas constituidas en parte civil;

Considerando, que la recurrente Daysi Frómeta S'erra
Vda. de García Castro y compartes proponen en su memo-

' tt

•
tamente Gregorio García Castro, la Cuarta Cámara Pena/
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó el 29 de agosto del 1974, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos in ter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dia.
positivo es el s i guiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en
la forma los recursos de apelación interpuestos por el Ma.
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, y por el
Dr. Héctor Cabral Ortega, a nombre y representación de
la señora Daysi Frómeta Sierra, por sí y por sus hijos me-
nores Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme Enri-
que Elis Garcia, parte civ i l constituida, contra sentencia
dictada en att:buciones criminales en fecha veintinueve (29)
del mes de agosto del año mil novecientos setenta y cuatro,
por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el sigu'en-
te: "Falla: Primero: Declara a los nombrados Juan María
Arias Sánchez, José Rafael Pérez Pereyra y Milton de la
Cruz Lemos, de generales que constan, no culpables del cri-
men de asociación de malhechores y se descargan por no
haberlos cometido; Segundo: Declara a los nombrados Juan
María Arras Sánchez, José Rafael Pérez Pereyra y Milton
de la Cruz Lemos, no culpables del crimen de asesinato en
perjuic i o de quien en vida respondía al nombre de Grego-
rio García Castro, y en consecuencia se descarga por insu-
ficiencia de pruebas; Tercero: Declara las costas penales de
oficio; Cuarto: Declara regular y válida la constitución en
parte civil hecha por la señora Daysi Altagrac:a Frómeta
Sierra por sí y por sus hijos menores de nombre Joaquín
Gregorio, Daysi Dom i nicana y Cosme Enrique Elis García
Frómeta, por intermedio de su abogado Dr. Héctor Cabral
Ortega, en contra de los acusados Juan María Arias Sán-
chez, José Rafael Pérez Pereyra y Milton de la Cruz Le-
mos y del Estado Dominicano, y de la Constitución hecha
por la señora Ondina Lora Guerrero por sí y por su Wja
menor de nombre Gloria Dolores García Lora, por inter-
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temente Gregorio García Castro, la Cuarta Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó el 29 de agosto del 1974, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos inter.,
puestos intervino la sentencia ahora impugnada cuyo .dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en
la forma los recursos de apelación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, y por el
Dr. Héctor Cabral Ortega, a nombre y representación de
la señora Daysi Frómeta Sierra, por sí y por sus hijos me-
nores Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme Enri-
que Elis García, parte civ'l constituida, contra sentencia
dictada en atribuciones criminales en fecha veintinueve (29)
del mes de agosto del año mil novecientos setenta y cuatro,
por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el sigu : en-
te: "Falla: Primero: Declara a los nombrados Juan María
Arias Sánchez, José Rafael Pérez Pereyra y Milton de la
Cruz Lemos, de generales que constan, no culpables del cri-
men de asociación de malhechores y se descargan por no
haberlos cometido; Segundo: Declara a los nombrados Juan
María Arras Sánchez, José Rafael Pérez Pereyra y Milton
de la Cruz Lemos, no culpables del crimen de asesinato en
perjuic : o de quien en vida respondía al nombre de Grego-
rio García Castro, y en consecuencia se descarga por insu-
ficiencia de pruebas; Tercero: Declara las costas penales de
oficio; Cuarto: Declara regular y válida la constitución en
parte civil hecha por la señora Daysi Altagrac:a Frómeta
Sierra por sí y por sus hijos menores de nombre Joaquín
Gregorio, Daysi Dom i nicana y Cosme Enrique Elis García
Frómeta, por intermedio de su abogado Dr. Héctor Cabral
Ortega, en contra de los acusados Juan María Arias Sán-
chez, José Rafael Pérez Pereyra y Milton de la Cruz Le-
mos y del Estado Dominicano, y de la Constitución hecha
por la señora Ondina Lora Guerrero por sí y por su h:ja
menor de nombre Gloria Dolores García Lora, por inter-

de su abogado Dr. Manuel E. Camino Rivera, en con-
Ira del Estado Dominicano; Declara el Defecto en contra

de la parte civil constituida Daysi Altagrac ia Frómeta Sie-

rra, por no haber comparecido no obstante estar citada le-
galmente para esta audiencia; en cuanto al fondocedense recha-

zan las constituciones en parte civil, por impro tes y

mal fundadas; Sexto: Se condena a las partes civiles cons-
tituidas, supra indicadas al pago de las costas civiles"; SE-
GUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida; TERCERO: Rechaza, por improcedente y mal funda-
da la constitución en parte civil hecha en audiencia por el
Dr. Héctor Peña Ramos, a nombre y representación de la
señora Daysl Frómeta Sierra, por sí y por sus hijos meno-
res Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme Enrique

García, contra los acusados Juan María Arias Sánchez, José
Rafael Pérez Pereyra y Milton de la Cruz Lemos, y del Es-
tado Dominicano; CUARTO: Ordena que los acusados uan
María Arias Sánchez, José Rafael Pérez Pereyra y 15.1

 Juan

de la Cruz Lemos, sean puestos en libertad inmediatamen-
te, a no ser que se hallen retenidos por otra causa; QUIN-
TO: Declara las costas penales de oficio";

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por el
Procurador General de la República; que éste sólo puede
recurrir en casación por interés de la Ley o contra senten-
cia viciada de exceso de poder, según los artículos 63 y 64
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, en con-

secuencia este recurso resulta inadmisible; y en cuanto al
recurso interpuesto por el Procurador General de la
Corte de Apelación de Santiago, que procede declarar la
nulidad del mismo, en razón de que dicho recurrente no
ha expuesto los medios en que lo funda, conforme lo exige
a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; que, por tanto, sólo procede examinar
el recurso de las personas constituídas en parte civil;

Considerando, que la recurrente Daysi Frómeta S'erra
Vda. de García Castro y compartes proponen en su memo-
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Considerando, que en los tres medios de su memorial

reunidos, los recurrentes, alegan, en síntesis, lo siguiente:
que en uno de los considerandos de la sentencia impugna-
da, se da como un hecho cierto que a la hora en que ocurrió
el crimen cometido contra García Castro, el acusado, Te.*
n'ente Juan María Arias Sánchez, se encontraba prestando
servicios en el Cuartel de la Pol':cía Nacional, y quien alser informado del referido hecho de sangre, y después de
haber recibido órdenes superiores, se trasladó al lugar de
los hechos con el fin de investigar el suceso; que para ha-
cer esta afirmadón los Jueces se basaron en el testimonio
de m iembros de la Policía; que nada más alelado de la ver-
dad es esa afirmac ;ón, ya que los testigos Marta Damián,
José AntoWo Díaz, Lesbia Furcal, Pedro José Tió Sánchez.
Orlando Tió Minaya, Carmen Altagracia Sánchez de Tió y
Altagracia Caridad González, declararon a la Comisión Es- u
pedal designada por el Ejecutivo para investigar el caso,
que ellos vieron a Juan María Arias Sánchez, Milton de la
Cruz Lemos y José Rafael Pérez Pereyra cuando "supri-
mían la vida al señor Gregorio García Castro, a las 9:30" 1 .t
de la noche del 28 de marzo de 1973, en la calle Mercedes i'
de esta ciudad"; que tres de estos testigos ratificaron esas . 'I'
declaraciones ante el Juez de Instrucción; que ,además, Al-
tagracia Caridad González declaró ante el Juez del Primer
Grado y ante la Corte de Apelación que vio a los mencio-
nados acusados cuando daban muerte a Gregorio García
Castro de varios balazos; que cuando la Corte establece
que Arias Sánchez estaba en el Cuartel de la Policía a la
hora del suceso de sangre, de acuerdo con el testimonio de .„
miembros de la Policía, desvirtúa la verdad de los hechos,
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pues sólo un testigo afirma que vio a Juan María Arias
Sánchez en el Cuartel, o sea, su superior inmediato, Mayor
osterrnán Cuevas; que los recurrentes alegan también, en

resumen, lo siguiente: que en fa sentencia impugnada se
expresa que la testigo Altagracia Caridad González incu-
rrió en contradicciones al declarar la misma noche de la

ocu'rrenda del crimen, al Coronel ArSty Calvo, que no sa-
bía nada con respecto al suceso, y luego declaró ante la

Corte que vio e identificó a Juan Maria Arias Sánchez en
el momento en que ocurrió el hecho como la persona que
perpetró el crimen; que también se expresa en la sentencia
impugnada que dicha testigo admitió ante la Corte que con
anterior i dad a la ocurrencia de los hechos ella había tenido

d:sgustos personales con el hoy inculpado Juan María M'as
Sánchez, circunstancias que hacían pensar "en una pasión
negativa de parte de dicha testigo en contra del referido
acusado, pasión ésta que podría predisponerla a declarar
en su contra como venganza"; lo que constituye una con-
tradicción, agregan los recurrentes, con lo que se expresa
también en la sentencia impugnada de que la testigo reci-
bió tratam , ento psiquiátrico antes y después del crimen, y
que la falta de serenidad en sus declaraciones reflejaba
que ella padecía de un desequilibrio mental; que, además,
expresan también los recurrentes, la sentencia carece de
motivos y los Jueces dieron más crédito a las declaraciones
de los compañeros de armas del acusado, Arias Sánchez,
que a las declaraciones firmes y valientes de un testigo que
desafió el peYgro, incurr ;éndose así en la desnaturalización
de los testimonios del proceso;

Considerando, que los Jueces del fondo son sóberanos
Para apreciar el valor del testimonio en justicia, y al dictar
sus fallos pueden fundarse en aquellas declaraciones que
juzguen más sinceras y verosímiles, sin que al proceder de
este modo incurran en la desnaturalización de los hechos;
que lo que los recurrentes llaman desnaturalización no es

rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Des,
naturalización de los hechos de la causa; Segundo Meae:
Desnaturalización de los testimonios de la causa; Tercer
Medio: Contradicción e insuficiencia de motivos en la sen-
tencia impugnada;
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rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Des-naturalización de los hechos de la causa; Segundo Medio:

Desnaturalización de los testimonios de la causa; Tereet
Medio: Contradicción e insuficiencia de motivos en la sea.
tencia impugnada;

Considerando, que en los tres medios de su memorial
reunidos, los recurrentes, alegan, en síntesis, lo siguiente:
que en uno de los considerandos de la sentencia impura.
da, se da como un hecho cierto que a la hora en que ocurrió
el crimen cometiclo contra García Castro, el acusado, Te.
n'ente Juan María Arias Sánchez, se encontraba prestando
servicios en el Cuartel de la Policía Nacional, y quien al
ser informado del referido hecho de sangre, y después de
haber recibido órdenes superiores, se trasladó al lugar de
los hechos con el fin de investigar el suceso; que para ha-
cer esta afirmac i ón los Jueces se basaron en el testimonio
de m'embros de la Policía; que nada más alejado de la ver-
dad es esa afirmación, ya que los testigos Marta Damián,
José Antorlo Día; Lesbia Furcal, Pedro José Tió Sánchez,
Orlando Tió Minaya, Carmen Altagracia Sánchez de Tió y
Altagracia Caridad González, declararon a la Comisión Es-
pecial designada por el Ejecutivo para investigar el caso,que ellos vieron a Juan María Arias Sánchez, Milton de la :11.
Cruz Lomos y José Rafael Pérez Pereyra cuando "supri-
mían la vida al señor Gregorio García Castro, a las 9:30
de la noche del 28 de marzo de 1973, en la calle Mercedes
de esta ciudad"; que tres de estos testigos ratificaron esas
decl araciones ante el Juez de Instrucción; que ,además. Al-
tagrecia Caridad González declaró ante el Juez del Primer
Grado y ante la Corte de Apelación que vio a los mencio-
nados acusados cuando daban muerte a G:egorio García
Castro de varios balazos; que cuando la Corte establece
que Arias Sánchez estaba en el Cuartel de la Policía a la
hora del suceso de sangre, de acuerdo con el testimonio de ^'
miembros de la Policía, desvirtúa la verdad de los hechos,
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pues sólo un testigo afirma que V:o a Juan María Arias
Sánchez en el Cuartel, o sea, su superior inmediato, Mayor
ostormán Cuevas; que los recurrentes alegan también, en
resumen, lo siguiente: que en la sentencia impugnada se
expresa que la testigo Altagracia Caridad González incu-
rrió en contradicciones al declarar la misma noche de la
ocUrrencia del crimen, al Coronel Al/ sty Calvo, que no sa-
bía nada con respecto al suceso, y luego declaró ante la
corte que vio e identificó a Juan María Arias Sánchez en
el momento en que ocurrió el hecho como la persona que

perpetró el crimen; que también se expresa en la sentencia
impugnada que dicha testigo admitió ante la Corte que con
anterior idad a la ocurrencia de los hechos ella había tenido

d:sgustos personales con el hoy inculpado Juan María M'as
Sánchez, circunstancias que hacían pensar "en una pasión
negativa de parte de dicha testigo en contra del referido
acusado, pasión ésta que podría predisponerla a declarar
en su contra como venganza"; lo que constituye una con-
tradicción, agregan los recurrentes, con lo que se expresa
también en la sentencia impugnada de que la testigo reci-
bió tratamiento psiquiátrico antes y después del crimen, y
que la falta de serenidad en sus declaraciones reflejaba
que ella padecía de un desequilibrio mental; que, además,
expresan también los recurrentes, la sentencia carece de
motivos y los Jueces dieron más crédito a las declaraciones
de los compañeros de armas del acusado, Arias Sánchez,
que a las declaraciones firmes y valientes de un testigo que
desafió el pet:gro, incurriéndose así en la desnaturalización
de los testimonios del proceso;

Considerando, que los Jueces del fondo son sqberanos
para apreciar el valor del testimonio en justicia, y al dictar
sus fallos pueden fundarse en aquellas declaraciones que
juzguen más sinceras y verosímiles, sin que al proceder de
este modo incurran en la desnaturalización de los lechos;
que lo que los recurrentes llaman desnaturalización no es



130LETIN JUDICIAL
	 2209

2208	 BOLETIN JUDICIAL

3sino la crítica que les merece la apreciación que los Jueces
hicieron de los hechos de la causa; que, por otra parte, lo
expuesto precedentemente y el examen de la sentencia ht.
pugnada revela que ella contiene motivos suficientes, pe r-
tinentes y congruentes, y una relación completa de los he-
chos de la causa que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en el fallo no se incurrió en los ej.
e:os y violaciones enunciados, por lo que los medios del re.
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi.
nientes a Juan María Arias Sánchez, José Rafael Pérez Pe-
reyra y Milton de la Cruz Lemos, en los recursos de casa-
ción interpuestos por el Procurador General de la Corte de
Apelación de Santiago, a nombre del Procurador General
de la República, y por el Procurador General de la Corte
de Apelación de Santiago, en su propio nombre, y por la
Doctora Daysi Frómeta Vda. García Castro y sus hijos me-
nores Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme Enri-
que Elías García Castro, contra la sentencia dictada por la:
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones crimi-
nales, el 19 de diciembre del 1977, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Declara inadmisible el recurso de casación interpuesto por
el Procurador General de la República; TERCERO: Decla-
ra nulo el recurso de casación interpuesto contra la misma
sentencia por el Procurador General de la Corte de Apela-
ción de Santiago; CUARTO: Rechaza el recurso de casación
interpuesto contra dicha sentencia por la Dra. Daysi Fró-
meta Wa. García Castro y sus hijos menores Joaquín Gre-
gorio, Daysi Dominicana y Cosme Enrique Elías Garcí
Castro.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— E. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be"
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Roj
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín

Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Sigue' Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

(fue certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

41,
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sino la crítica que les merece la apreciación que los Su
hicieron de los hechos de la causa; que, por otra parte, le
expuesto precedentemente y el examen de la sentencia In,
pugnada revela que ella contiene motivos suficientes, per,
tinentes y congruentes, y una relación completa de los he-
chos de la causa que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en el fallo no se incurrió en los vi.
C:os y violaciones enunciados, por lo que los medios del re.
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como i ntervi-
nientes a Juan María Arias Sánchez, José Rafael Pérez Pe
reyra y Milton de la Cruz hemos, en los recursos de casa-
ción interpuestos por el Procurador General de la Corte de
Apelación de Santiago, a nombre del Procurador General
de la República, y por el Procurador General de la Corte
de Apelación de Santiago, en su propio nombre, y por la
Doctora Daysi Frómeta Vda. García Castro y sus hijos me-
nores Joaquín Gregorio, Daysi Dominicana y Cosme Enri,
que Elías García Castro, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones d.
nales, el 19 de diciembre del 1977, cuyo dispositivo se
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUND
Declara inadmisible el recurso de casación interpuesto
el Procurador General de la República; TERCERO: De
ra nulo el recurso de casación interpuesto contra la misal
sentencia por el Procurador General de la Corte de Ape
ción de Santiago; CUARTO: Rechaza el recurso de casaci
interpuesto contra dicha sentencia por la Dra. Daysi
meta V4a. García Castro y sus hijos menores Joaquín G
gorio, Daysi Dominicana y Cosme Enrique Elías Ga
Castro,

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista R01
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín b
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frernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señoras Jueces que figuran en su encabezamien to, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y

fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

e certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 19W

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 11 de abril de 1975.

Materia: Civil.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se:
gundo Sustituto de Presidente; Franc'sco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 20 de octubre de 1980, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor
Clive Mesa Navarro, dominicano, mayor de edad, soltero,
abogado, domiciliado en la calle Duarte No. 21 de la ciudad
de Santiago, cédula No. 12020, serie 10, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el 11 de abril de 1975, cuyo dispo•
sitivo se copia más adelante;

Recurrido: María R. Vásquez de Castillo.
Abogados: Dr. Elpidio Graciano y Lic. Noel Graciano.

Recurrente: Héctor Clive Mesa Navarro.
Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

13OLLITIN JUDICIAL	 2211

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Luisa Jorge García, en representación

d
el Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado del recurrente, en

la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial del vecurrente, del 12 de mayo de

1975, 
suscrito por su abogado, en el que se propone n los

medios de casación que luego se indican;
Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 6

de junio de 1975, firmado por sus abogados, Dr. Elpidio
Graciano Corcino y Lic. Noel Graciano Corcino; recurrida
que lo es María Rosa Vásquez de Castillo, dominicana, ma-
yor de edad, casada, de quehaceres domésticos, domiciliada
en esta ciudad, cédula No. 3373, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimien to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugna da y los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda en cobro de dineros, intentada por el re-
currente contra la recurrida, la Cámara Civil y Comercial
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó el 10
de abril de 1973, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto por falta de con-

cluIr contra los demandados señores Maria Rosa Vásquez
de Castillo y Ladislao Castillo; SEGUNDO: Acoge la de-

manda de que se trata y en consecuenc ia condena a dichos

señores María Rosa Vásquez de Castillo y Ladislao Castillo:

a) al 
pago inmediato de la suma de Dos mil pesos oro mo-

neda de curso legal que adeudan al demandante Dr. Héc-
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 11 de abril de 1975.

Materia: Civil.

Recurrente: Héctor Clive Mesa Navarro.
Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario.

Recurrido: María R. Vásquez de Castillo.
Abogados: Dr. Elpidio Graciano y Lic. Noel Graciano.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín  Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, j ,1
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Franc'sco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 20 de octubre de 1980, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,'
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor
Clive Mesa Navarro, dominicano, mayor de edad, soltero,
abogado, domiciliado en la calle Duarte No. 21 de la ciudad
de Santiago, cédula No. 12020, serie 10, contra la sentencia
d:ctada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el 11 de abril de 1975, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Luisa Jorge García, en representación

del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado del recurrente, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial del recurrente, del 12 de mayo de

1g75, suscrito por su abogado, en el que se propone n los

medios de casación que luego se indican;
Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 6

de 
junio de 1975, firmado por sus abogados, Dr. Elpidio

Graciano Corcino y Lic. Noel Graciano Corcino; recurrida
que lo es María Rosa Vásquez de Castillo, dominicana, ma-
yor de edad, casada, de quehaceres domésticos, domiciliada
en esta ciudad, cédula No. 3373, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 20 y

65 de la Ley sobre Procedimie nto de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda en cobro de dineros, intentada por el re-
currente contra la recurrida, la Cámara Civil y Comercial
de la Primera Circunscri pción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó el 10
de abril de 1973, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Pronunc ia el defecto por falta de con- ,
cluir contra los demandados señores María Rosa Vásquez
de Castillo y Ladislao Castillo; SEGUNDO: Acoge la de-

manda de que se trata y en consecuenc ia condena a dichos
señores María Rosa Vásquez de Castillo y Ladislao Castillo:
a) al pago inmediato de la suma de Dos mil pesos oro mo-

liada de curso legal que adeudan al demandante Dr. Héc-
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tor Clive Mesa Navarro; b) al pago de los intereses legales
a partir de la demanda; c) al pago de las costas con distrae.
c'ón de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio
Rosario, por afirmar haberlas avanzado en su mayor par-te'; b) que sobre recurso de opos i ción de María Rosa Vás.
quez de Castillo, intervino en la misma Cámara el 29 de
agosto de 1974, otra sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso
de oposición interpuesto en fecha 16 de junio de 1973, por
la señora María Rosa Vásquez de Castillo contra sentenc:a
rendida en fecha 10 de abril de 1973, por este Tribunal,
por haber sido hecho de conformidad con la Ley; SEGUN-
DO: Rechaza las conclusiones presentadas en audiencia por
la señora María Rosa Vásquez de Castillo, parte recurrente,
por improcedente e infundadas; TERCERO: Acoge en su
totalidad las conclusiones formuladas por el recurrido Dr.
Héctor Clive Mesa Navarro, y en consecuencia Rechaza el
recurso de oposición de que se trata; CUARTO: Confirman.
do la sentenc:a recurrida en lo que se efiere a la señora
María Rosa Vásquez de Castillo, solamente, ya que la con- 1,
denación impuesta al señor Ladislao Castillo en la mencio-
nada sentencia recurrida se debió a un error material;
QUINTO: Condena a la señora María Rosa Vásquez de
Castillo, parte recurrente que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando la distracción de las mismas en provecho
del abogado Dr. Clyde Eugenio Rosario por haberlas avan-
zado en su totalidad"; c) que por último intervino la sen-
tenc:a ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
como sigue: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por María Rosa
Vásquez de Castillo, contra sentencia dictada por la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción
del Juzgado de Primera Instanc i a del Distrito Nacional, en
sus atribuciones civiles y en fecha 29 de agosto de 1974,
por haber sido hecho de acuerdo con las formalidades le-
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______---- --

Sales; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones producida s por

el Dr. Héctor Clyde Mesa Navarro, por conducto dedadas;
su abo-

gado constituido, por itnproCedentes y mal	 TER-

CERO: 
Acoge, las conclusiones formuladas por María Rosa

; Isquez de Castillo; CUARTO: Declara nula, de manera ra-

/.1i ical la sentencia apelada dictada en sus atribuciones civi-
les por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 29 de agosto
de 1974, por haber sido producida en violación al artículo
153 del Código de Procedimiento Civil; QUINTO: Condena

al Dr. Héctor Clive Mesa Navarro, al pago de las costas,
con distracción en provecho del Lic. Noel Graciano Corcino

,y el 
Dr. Elpiello Graciano Corcino, qulenes afirman haber-

las avanzado en su mayor parte";
Considerando, que el recurrente propone contra la sen-

cncia impugnada los siguientes medios de casación: Primer
Medio: Desnaturalización y falta de ponderación de los do-
cumentos  de la causa. Motivos erróneos. Violación al ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de Base
Legal; Segundo Medio: Errónea aplicación del artículo 153
del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de sus
dos medios de casación, que por sal estrecha relación se re-
únen para su examen, expone y ega, en síntesi s, que la

Corte a-qua, al fallar como lo hizo desnaturalizó e hizo una

falsa interpretación del acto de emplazamiento del 2 de
julio de 1971, ya que en su motivación afirma, que Hé

8
 ctor

Clive Mesa Navarro, emplazó a María Rosa Vásquez de
Castillo y a Ladislao Castillo, "a comparecer"..."a los fi-
nes de su demanda, dándole calidad de demandados a am-
bos", siendo enteramente incierto que Ladislao Castillo fue-
ra emplazado a los fines de la demanda, ya que en ninguna
parte de la misma se dice que éste fuese deudor, o de cual-
quiera otro modo responsable frente al demandante "Mesa
Navarro", ni tampoco se somete contra él ninguna preten-



!tt 22132212	 BOLETIN JUDICIAL

tor Clive Mesa Navarro; b) al pago de los intereses legales
a partir de la demanda; e) al pago de las costas con distrae.
c'ón de las mismas en provecho del Dr. Clyde Eugenio
Rosario, por afirmar haberlas avanzado en su mayor par,
te"; b) que sobre recurso de oposición de María Rosa Vás.
quez de Castillo, intervino en la misma Cámara el 29 de
agosto de 1974, otra sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso
de oposición interpuesto en fecha 16 de junio de 1973, par
la señora María Rosa Vásquez de Castillo contra sentencia
rendida en fecha 10 de abril de 1973, por este Tribunal.
por haber s i do hecho de conformidad con la Ley; SEGUN-DO: Rechaza las conclusiones presentadas en audiencia por,
la señora María Rosa Vásquez de Castillo, parte recurrente,'
por improcedente e infundadas; TERCERO: Acoge en su'
totalidad las conclusiones formuladas por el recurrido Dr.
Héctor Clive Mesa Navarro, y en consecuencia Rechaza el'
recurso de oposición de que se trata; CUARTO: Confirman-
do la sentenc:a recurrida en lo que se efiere a la señora
María Rosa Vásquez de Castillo, solamente, ya que la con-
denación impuesta al señor Ladislao Castillo en la mencio-
nada sentencia recurrida se debió a un error material;
QUINTO: Condena a la señora María Rosa Vásquez de
Castillo, parte recurrente que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando la distracción de las mismas en provecho
del abogado Dr. Clyde Eugenio Rosario por haberlas avan-
zado en su totalidad"; e) que por último intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
como sigue: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por María Rosa
Vásquez de Castillo, contra sentencia dictada por la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción
del Juzgado de Primera Instanc i a del Distrito Nacional, en
sus atribuciones civiles y en fecha 29 de agosto de 1974,
por haber sido hecho de acuerdo con las formalidades le-
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tracio constituido, por imyprocedentes y mal f
1;RO: Acoge, las conclusiones formuladas por María Rosa
-12 

„des; 
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones producida s por

4	 fundadas; TER-

dical la sentencia apelada dictada en sus atribuciones civi-
lespor la Cámara Civil y Comercia l del Juzgado de Pri-

N
rásquez de Castillo; CUARTO: Declara nula, de manera ra-

mera Instanc ia del DIstrito Nacional, de fecha 29 de agosto
je 1974, por haber sido producida en violación al artículo
153 del Código de Procedimiento Civil; QUINTO: Condena
:1 Dr. Héctor Clive Mesa Navarro, al pago de las costas,

con 
distracción en provecho del Lic. Noel Graciano Corcino

y el Dr. Elpidio Graciano Corcino, quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte";

tencia impugnada los siguientes medios de casación: Primer
Medio: Desnaturalización y falta de ponderación de l do-

cumentos de la causa. Motivos erróneos. Violación al ar-

Dr, Héctor Clyde Mesa Navarro, por conducto de su abo-

tículo 141 del Código de Proced:rnient C
ivil.

l. Falta delo Base
153

Legal: Segundo Medio: Errónea aplicación el artícu 
del Código de Procedimiento Civil;

dos medios de casación, que por su estrecha relación se re-

únen para su examen, expone y alega, en síntesis, que la
Corte a-qua, al fallar como lo hizo desnatural izó e hizo una

falsa interpretación del acto de emplazamiento del 28Héctor

p

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-

Considerando, que el recurrente en el desarro llo de sus

Clive Mesa Navarro, emplazó a María Rosa Vásquez de
Castillo y a Ladislao Castillo, "a compareeer"..."a los fi-
nes de su demanda, dándole calidad de demandados a am-
bos", siendo enteramente incierto que Ladislao Castillo fue-
ra emplazado a los fines de la demanda, ya que en ninguna

y
parte de la misma se dice que éste fuese deudor, o de cual-

4 
quiera otro modo responsable frente al demandante "Mesa
Navarro", ni tampoco se somete contra él ninguna preten-
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sión, ni se pide ninguna condenación; de consiguiente, sigue
alegando el recurrente, la afirmación que hace la Corte a-qua
de que Ladislao Castillo, fue emplazado a los fines de la
demanda, constituye una evidente falsedad y una exhorbi-tante desnaturalización del acto de emplazamiento del 28
de julio de 1971; que la Corte a-qua, al fallar como lo hizo
olvidó, que para que una persona ostente la calidad de de-
mandado, es preciso que se requiera contra esa persona el
reconocimiento o la existencia de un derecho, o lo que es
lo mismo, se someta contra él alguna pretensión, lo queno ha sucedido en el caso, ya que el acto que se le notificó
a Ladislao Castillo, en su calidad de esposo de María Rosa
Vásquez de Castillo, no tiene ni objeto ni causa contra éste;
por lo cual, repite el recurrente, al entender la Corte a-qua,
que éste fue demandado, desnaturalizó y dio una interpre-
tación falsa y errónea al acto de emplazamiento; que en su
motivación, la Corte a-qua, niega, que el acto de emplaza-
miento referido fuera notificado al esposo de la demandada,
exclusivamente, en esta calidad, para que tuviese conoci-
miento de dicha demanda, con lo que pone de manifiesto,
que no se enteró del contenido de dicho acto, pues de ha-
berlo ponderado deb'clamente, otra hubiese sido la conclu-
sión a que hubiese llegado, ya que dicho acto, es claro ypreciso en cuanto a sus fines; continúa sosteniendo el re-ay-rente. que como la demanda de que se trata sólo fue
intentada contra María Rosa Vásquez de Castillo, lo queequivale a decir que no había dos demandados sino uno sólo,
no se trataba de un caso, en que fuese de lugar la aplica-
ción del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil,
acumulando el defecto en beneficio de la causa; que dicha
disposición legal ha sido establecida para evitar senten-
cias contradictorias, en casos de que habiendo varios de-
mandados unos comparecientes y otros no, se dicte una sen-
tencia en defecto contra unos y contradictoria respecto a
los otros y frente a la oposición de los que hacen defecto.
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la sentencia sea reformada; lo que jamás pudo haber suce-
d, de en el presente caso, ya que en el emplazamiento y en
las conclus:ones en audiencia, sólo se pidió siempre conde-
nación contra la única demandada que lo fue María Rosa
Vásquez dt Castillo; por lo que al entender la Corte a-qua,

que 
en el presente caso procedía la acumulación del de-

fecto en beneficio de la causa, y anular la sentencia del
Juez de primer grado, interpretó y aplicó erróneame nte las

disposiciones del artículo 153 del Código Civil; que en con-
secuencia, en la sentencia impugnada, se han violado los

princip ios y textos legales invocados y debe ser casada;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
que el acto de emplazamiento del 28 de julio de 1971, cuyo
contenido, valor y alcance se alega, ha sido desnaturalizado,
contiene lo siguiente: "ATENDIDO: A que mi requerida
la señora María Rosa Vásquez de Castillo, adeuda a mi re-
queriente señor Doctor Héctor Clive Mesa Navarro, la can-
Cdad de dos mil pesos (RD$2,000.00) según se comprueba
por documento firmado por mi requerida señora María Ro-
sa Vásquez de Castillo, a favor de mi requeriente de fecha
15 de octubre de 1970, por la cantidad de dos mil pesos oro
(RDS2.000.00) que recibió a título de préstamo de manos
de mi requeriente: ATENDIDO: A que es obligación prin-
c n pal de todo deudor pagar la deuda a su vencimiento;
ATENDIDO: A que en virtud del artículo 1902 del Código
Civil, el que toma a pr;éstamo está obligado a devolver las
cosas prestadas en la misma cantidad y calidad y en el
término convenido; ATENDIDO: A que la deuda está ven-
tajosamente vencida; ATENDIDO: A que han sido inútiles
los requerimientos amistosos y las presentaciones del men-
cionado documento hecho por mi requeriente a mi reque-
rida para obtener el pago de la cantidad adeudada; ATEN-
DIDO: A que ios intereses legales corren a partir de la de-
manda en justicia; ATENDIDO: A que toda parte que su-
cumbe debe ser condenada al pago de las costas; POR TO-

(



2214 2215BOLETLN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL

sión, ni se pide ninguna condenación; de consiguiente, sigue
alegando el recurrente, la afirmación que hace la Corte a-qua
de que Ladislao Castillo, fue emplazado a los fines de la
demanda, constituye una evidente falsedad y una exhorbi-
tante desnaturalización del acto de emplazamiento del 28
de julio de 1971; que la Corte a-qua, al fallar como lo hizoolvidó, que para que una persona ostente la calidad de de-
mandado, es preciso que se requiera contra esa persona el
reconocimiento o la existencia de un derecho, o lo que es
lo mismo, se someta contra él alguna pretensión, lo que
no ha sucedido en el caso, ya que el acto que se le notificó
a Ladislao Castillo, en su calidad de esposo de María Rosa
Vásquez de Castillo, no tiene ni objeto ni causa contra éste;
por lo cual, repite el recurrente, al entender la Corte a-qua,
que éste fue demandado, desnaturalizó y d i o una interpre-tación falsa y errónea a] acto de emplazamiento; que en su
motivación, la Corte a-qua, niega, que el acto de emplaza-
miento referido fuera notificado al esposo de la demandada,
exclusivamente, en esta calidad, para que tuviese conoci-
miento de dicha demanda, con lo que pone de manifiesto,
que no se enteró del contenido de dicho acto, pues de ha-
berlo ponderado debidamente, otra hubiese sido la conclu-
sión a que hubiese llegado, ya que dicho acto, es claro ypreciso en cuanto a sus fines; continúa sosteniendo el re-cu rrente, que como la demanda de que se trata sólo fue
intentada contra María Rosa Vásquez de Castillo, lo que
equivale a decir que no había dos demandados sino uno sólo,
no se trataba de un caso, en que fuese de lugar la aplica-
ción del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil,
acumulando el defecto en beneficio de la causa; que dicha
disposición legal ha sido establecida para evitar senter
cias contradictorias, en casos de que habiendo varios c!
mandados unos comparecientes y otros no, se dicte una seis
tencia en defecto contra unos y contradictoria respectolos otros y frente a la oposición de los que hacen doled('

ja sentencia sea reformada; lo que jamás pudo haber suce-
d'clo en el presente caso, ya que en el emplazamiento y en
las conclusiones en audiencia, sólo se pidió siempre conde-
nación contra la única demandada que lo fue Maria Rosa
Vásquez dt Castillo; por lo que al entender la Corte a-qua,
que en el presente caso procedía la acumulació n del de-
fecto en beneficio de la causa, y anular la sentencia del
Juez de primer grado, interpretó y aplicó erróneamente las
disposiciones del artículo 153 del Código Civil; que en con-

secuenc ia , en la sentencia impugnada, se han violado les

principios y textos legales invocados y debe ser casada;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta

que el acto de emplazamiento del 28 de julio de 1971, cuyo
contenido, valor y alcance se alega, ha sido desnaturalizado,
contiene lo sigu i ente: "ATENDIDO: A que mi requerida
la señora María Rosa Vásquez de Castillo, adeuda a mi re-
queriente señor Doctor Héctor Clive Mesa Navarro, la can-
t:dad de dos mil pesos (RD$2,000.00) según se comprueba
por documento firmado por mi requerida señora María Ro-
sa Vásquez de Castillo, a favor de mi requeriente de fecha
15 de octubre de 1970, por la cantidad de dos mil pesos oro
(RD$2,000.00) que recibió a título de préstamo de manos
de mi requeriente: ATENDIDO: A que es obligación prin-
cipal de todo deudor pagar la deuda a su vencimiento;
ATENDIDO: A que en virtud del artículo 1902 del Código
Civil, el que toma a pr;éstamo está obligado a devolver las
cosas prestadas en la misma cantidad y calidad y en el
término convenido; ATENDIDO: A que la deuda está ven-
tajosamente vencida; ATENDIDO: A que han sido inútiles
los requerimientos amistosos y las presentaciones del men-
cionado documento hecho por mi requeriente a mi reque-
rida para obtener el pago de la cantidad adeudada; ATEN-
DIDO: A que ios tntereses legales corren a partir de la de-
manda en justic i a; ATENDIDO: A que toda parte que su-
cumbe debe ser condenada al pago de las costas; POR TO-
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procedimiento Civil, incurrió como se alega en una falsa
aplicación de dicho texto legal, desnaturalizand para ello
et acto de emplazamiento, de que se trata, por

o
 lo que la

sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que cuand- se casa una sentencia por
desnaturalización de los hechos .as costas pueden ser com-

pensadas :
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones civiles, el 11 de abril de 1975, cuyo dispositivo se
ha transcrito precedentemente, y envía el asunto por ante

la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en las mis-

mas atribuciones; Segundo: Compensa las costas entre las

partes.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la

Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Baut i sta Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento: en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jaccbo.

it

•
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DOS ESOS MOTIVOS, y los que se alegarán en su oportu.
nidad, oiga mi requerida a mi requeriente pedir y al Juez
fallar: Primero: Condenar a la señora María Rosa Vázquez
de Castillo, al pago inmediato de la cantidad de dos mil
pesos oro (RD$2,000.00) al señor Doctor Héctor Cl:ve Mesa
Nakcarro, que le adeuda por el concepto supraindicado; Se.
gundo: Condenando a la señora María Rosa Vásquez de
Castillo, al pago de los intereses legales de la suma adeu-
dada a partir de la demanda en justicia y a título de hl.- ii
demnización supletoria; Tercero: Condenando a la señora
María Rosa Vásquez de Castillo, al pago de las costas, dis- ,11
trayendo las mismas en favor del Doctor Clyde Eugenio 

'.1
Rosario, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad,
Bajo todas clases de reservas";

Considerando, que tal como lo afirma el recurrente, la
Corte a-que, frente a los términos claros y precisos del acto
de emplazamiento, cuyos textos figuran transcritos prece-
dentemente, y de los cuales se desprende, que en el caso,
sólo hubo una persona demandada y no dos, como fue ad-
mitido erróneamente, sólo pudo llegar a esa conclusión,
incurriendo en una evidente desnaturalización del acto de
emplazamiento, atribuyéndolo a dicho acto un alcance que
en realidad no tiene, ya que Ladislao Castillo, contra quien
no se hizo en ningún momento, ningún pedimento de con-
denación, ni de ninguna otra naturaleza, no se podía con-
siderar como demandado, sino como a alguien, que en su
calidad de esposo de la verdadera y única demandada, se
pudo haber tenio interés, de que estuviese en conocimiento
de la demanda que se perseguía contra su esposa, María
Rosa Vásquez de Castillo; y en consecuencia, dicha Corte
a-qua, al proceder como lo hizo, a anular la sentencia ape-
lada, sobre el único fundamento de que al haber dos de-
mandados, de los cuales uno compareció y el otro hizo de-
fecto,-por lo que procedía acumular el defecto en benef;cio
de la causa, por aplicación del articulo 153 del Código de

i.
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DOS ESOS MOTIVOS, y los que se alegarán en su oportu.
nidad, oiga mi requerida a mi requeriente pedir y al Juez
fallar: Primero: Condenar a la señora María Rosa Vásquez
de Castillo, al pago inmediato de la cantidad de dos mil
pesos oro (R1352,000.00) al señor Doctor Héctor Clave Mesa
NaVarro, que le adeuda por el concepto supraindicado; Se-
gundo: Condenando a la señora María Rosa Vásquez de
Castillo, al pago de los intereses legales de la suma aden.
dada a partir de la demanda en justicia y a título de in-
demnización supletoria; Tercero: Condenando a la señora
María Rosa Vásquez de Castillo, al pago de las costas, dis-
trayendo las mismas en favor del Doctor Clyde Eugenio
Rosario, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad,
Bajo todas clases de reservas";

Considerando, que tal como lo afirma el recurrente, la
Corte a-qua, frente a los términos claros y precisos del acto
de emplazamiento, cuyos textos figuran transcritos prece-
dentemente, y de los cuales se desprende, que en el caso,
sólo hubo una v_srsona demandada y no dos, como fue ad-
mitido erróneamente, sólo pudo llegar a esa conclusión,
incurriendo en una evidente desnaturalización del acto de
emplazamiento, atribuyéndolo a dicho acto un alcance que
en realidad no tiene, ya que Ladislao Cast:11o, contra quien
no se hizo en ningún momento, ningún pedimento de con-
denación, ni de ninguna otra naturaleza, no se podía con-
siderar como demandado, sino como a alguien, que en su
calidad de esposo de la verdadera y única demandada, se
pudo haber tenio interés, de que estuviese en conocimiento
de la demanda que se perseguía contra su esposa, María
Rosa Vásquez de Castillo; y en consecuencia, dicha Corte 	 ;.,1a-qua, al proceder como lo hizo, a anular la sentencia ape- 	 l':
lada. sobre el único fundamento de que al haber dos de-
mandados,  de los cuales uno compareció y el otro hizo de-
fecto,-por	

- ..
 lo que procedía acumular el defecto en beneficio

de la causa, por aplicación del artículo 153 del Código de
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procedimiento Civil, incurrió como se alega en una falsa

e l
	de dicho texto legal, desnaturaliza ndo para ello

el 
cacto de emplazam:ento, de que se trata, por lo que la

sentencia impugnada debe ser casada;

44-Conside.rando, que cuan& sc casa una sentencia por
desnaturalización de los hechos es costas pueden ser com-

pensadas;
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones civiles, el 11 de abril de 1975, cuyo dispositivo se
ha transcrao precedentemen te, y envía el asunto por ante

"la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en las mis-

mas atribuciones; Segundo: Compensa las costas entre las

partes.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la

Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Francisco Elp , clio Beras.—

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Baut i sta Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento: en la
audiencia públ'ca del dia. mes y año en él expresados, y

e firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
certifico. (Fdo.): Miguel Jaccbo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 6 de septiembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Compañia General, C. por A. 	 n

Abogados: Licdos. Jacobo Valdez Albiztt y Luis Vilchez Gonztltle

Recurrido: Daniel Cuello.
Abogado: Dr. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y Lltber(Qd,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de plw
ticiaI regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario'
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 22 de octubre del 1980, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa- 1
 General, C. por A., con su asiento social en la calle

Alberto Larancuent No. 15 del Ensanche Naco de esta ea'
pita], contra la sentenc i a dictada el 6 de septiembre de 1977
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan- .1
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo aparece más ade-
lante:
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oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela. cédula 41269, serie 54,

en representac ión del Dr. Ulises Cabrera ,abogado del re-
currido Daniel Cuello, en la lectura de sus conclusiones;

Oído él dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 30 de noviem-
bre de 1977, suscrito por el L:c. Luis Vilchez González, cé-
dula 17404, serie 10, por sí y por el Lic. Jacobo Váldez Al-
biza, cédula 153739, serie lra., en el cual se propone contra
la sentenci a impugnada el medio de casación que se indica

ás adelante;
Visto el memorial de ¿efensa del recurrido, del 10 de

marzo de 1978, suscrito por su abogado; recurrido que es
Daniel Cuello, cédula 172448, serie Ira., dominicano, mayor
de edad, obrero, domiciliado y residente en esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 119
del Código de Procedimiento Civil, 1, 20 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral del ahora recu-
rrido contra la actual recurrente, que no pudo ser concilia-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó
el 11 de febrero de 1976 una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Primero: Se rechaza por falta de pruebas la de-
manda laboral intentada por Daniel Cuello, contra Compa-
ñía General, C. por A.; Segundo: Se condena al demandante
al pago de las costas"; b) que, sobre apelación de labora
recurrido Cuello intervino el 6 de septiembre de 1977 la
Sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nad
de fecha 6 de septiembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Compañia General, C. por A.
Abogados: Licdos. Jacobo Valdez Albizu y Luis Vilchez González,

Recurrido: Daniel Cuello.
Ahogado: Dr. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y LSbert:zd,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Bcras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo BL,C7
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 22 de octubre del 1980, años 137' do la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía General, C. ppr A., con su asiento social en la calle
Alberto Larancuent No. 15 del Ensanche Naco de esta ca-
pital, contra la sentencia dictada el 6 de septiembre de 1977
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo aparece más ade-
lente;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, cédula 41269, serie 54,
en representac ión del Dr. Ulises Cabrera ,abogado del re-
currido Daniel Cuello, en la lectura de sus conclusiones;

Oído él dictamen del Magistrado Procurador General
la República:

Visto el memorial de la recurrente, del 30 de noviem-
bre de 1977, suscrito por el L:c. Luis Vilchez González, cé-
dula 17404, serie 10, por sí y por el Lic. Jacobo Valdez Al-
bizu, cédula 153739, serie Ira., en el cual se propone contra
la sentencia impugnada el medio de casación que se indica
más adelante:

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 10 de
arzo de 1978, suscrito por su abogado; recurrido que es
aniel Cuello, cédula 172448, serie Ira., dominicano, mayor

de edad, obrero, domiciliado y residente en esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
cirado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 119
del Código de Procedimiento Civil, 1, 20 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral del ahora recu-
rrido contra la actual recurrente, que no pudo ser concilia-
da. el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó
el 11 de febrero de 1976 una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Primero: Se rechaza por falta de pruebas la de-
manda laboral intentada por Daniel Cuello, contra Compa-
ñía General, C. por A.; Segundo: Se condena al demandante
al pago de las costas"; b) que, sobre apelación de !ahora
recurrido Cuello intervino el 6 de septiembre de 1977 la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
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dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
tanto en la forma como en el fondo el recurso de apelación
interpuesto por Daniel Cuello, contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 11 de
febrero de 1976, d i ctada en favor de Comercial General
C. por A., cuyo d'spositivo ha sido copiado en parte ante:
rior, de ésta misma sentencia, y como consecuencia revoca

• en todas sus partes, dicha sentencia impugnada;— SEGUN.
DO: Declara injusto el despido en el caso de la especie;--
TERCERO: Condena al patrono, la empresa Comercial Ge.
neral, C. por A., a pagar al reclamante Daniel Cuello, los
vallires siguientes: 24 días de salario por concepto de pre-
av i so; 75 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones;
la regalía y bonif - cación de 1974, así como a una suma igual
a los salarios que habría recibido el trabajador desde el día
de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que ex-
cedan de tres meses, todo calculado a base de RDS70.00
mensuales o RD$2.33 diario;— CUARTO: Condena a la par
te que sucumbe Comercial General, C. por A., al pago de
las costas del procedimiento de ambas instancias, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18
de jun i o de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando
su distracc'ón en provecho del Dr. Antonio de Js. Leonardo
y Ulises Cabrera L., quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia que impugna el siguiente medio de casación; Viola-
ción de los artículos 57 y 59 de la Ley 637, sobre Contrato
de Trabajo. Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedim ie.nto Civil. Falta de base legal. Falta de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su medio, la re-
currente alega, en síntesis, lo que sigue: que la Cámara
a-qua ordenó la comparecencia personal de las partes; que
en esa orden respondió la ahora recurrente, el 2 de di-
ciembre de 1976, pero no el ahora recurrido Cuello; que
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en vista de ello, la Cámara a-qua prorrogó la compla com-arecen-

cia 
personal para el 25 de febrero de 1977, p

p	

ero que

arecencia ordenada no se efectuó ni en esa fecha ni des-
'oca; procediendo la Cámara a fallar a fondo el caso el 6 de

'septiembre 
de 1977; que la comparecencia personal de las

partes fue pedida por la Compañía ahora recurrent
e al fina-

Ilzar el contrainformativo del 27 de octubre deo que él
1976, para

no
que se oyera a Cuello y quedara de manifiest 

era 
un obrero de la empresa; que la Cámara a-qua al pasar

al fallo del fondo del caso sin dar ningún motivo justifi-
cado, olvidando la comparecencia personal que ellarminante

 misma

había dispuesto por dos veces, y que era de 
la Compañía demandada, ha violado en su sentencia el ar-
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; que además

la sentenc ia carece de base legal;
Considerando, que, conforme a los artícul os 57 y 59

de la Ley No. 637 de 1944, los Tribunales de Trabajo pueden
ordenar todas las medidas de instrucció n que estuvieren de

lugar p	
resolver los litigios laborales; que entre las me-

didas legalmente procedentes figura la comparecencia per-

sonal de las partes; que los Jueces de Trabajo gozan de un
poder discrecional para ordenar esP medida, acogiendo o

no los pedimentos de las partes, pero que, más voz que la
medida haya sido dispuesta, no puede ser omitida en la
instrucción del caso, sin darse motivos justifica t ivos , sobre

todo cuando haya sido pedida por la parte demandada; que
por lo expuesto, la sentencia que se impugna debe ser ca-

sada por ausenc ia de motivos justificativos en el punto de
que se trata y lesión al derecho de defensa, sin necesidad
de ponderar el algo relativo a la falta de base legal;

Considerando. que cuando se casa una sentenc ia por

vici
os procedimentales a cargo de los jueces las costas pue-

den ser compensadas.
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

el 6 
de septiembre de 1977 por la Cámara de Trabajo del



2220	 HOLETIN JUDICIAL

dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
tanto en la forma como en el fondo el recurso de apelación
interpuesto por Daniel Cuello, contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 11 de
febrero de 1976, d i ctada en favor de Comercial Genera/
C. por A., cuyo crspositivo ha sido copiado en parte ante:
r ior, de ésta misma sentencia, y como consecuencia revoca
en todas sus partes, dicha sentencia impugnada;— SEGUN.
DO: Declara injusto el despido en el caso de la especie;—
TERCERO: Condena al patrono, la empresa Comercial Ge-
neral, C. por A., a pagar al reclamante Daniel Cuello, los
valres siguientes: 24 días de salario por concepto de pre-
av'so; 75 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones;
la regalía y bond' cación de 1974, así como a una suma igual
a los salarios que habría recibido el trabajador desde el día
de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que ex-
cedan de tres meses, todo calculado a base de RD$70.06
mensuales o RD$2.33 diario;— CUARTO: Condena a la par
te que sucumbe Comercial General, C. por A., al pago de
las costas del procedimiento de ambas instancias, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18
de jugo de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando
su distracc'ón en provecho del Dr. Antonio de Js. Leonardo
y Ulises Cabrera L., quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia que impugna el siguiente medio de casación; Viola-
ción de los artículos 57 y 59 de la Ley 637, sobre Contrato
de Trabajo. Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedime,nto Civl. Falta de base legal. Falta de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su medio, la re-
currente alega, en síntesis, lo que sigue: que la Cámara
a-qua ordenó la comparecencia personal de las partes; que
en esa orden respondió la ahora recurrente, el 2 de di-
ciembre de 1976, pero no el ahora recurrido Cuello; que
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en vista de ello, la Cámara a-qua prorrogó laco
que

mp
la com
arecen

-

cia personal para el 25 de febrero de 1977, pero

parecencia ordenada no se efectuó 	
en esa fechaas ni des-

parece procediendo la Cámara a f 	 	 fondo el co el 6 de
    de 1977; que la comparecencia personal de las

partes fue pedida por la Compañía ahora recurren
te al fina-

/zar el contrainformativo del 27 de octubre de 1976, él
par

no
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Ve 
se oyera a Cuello y quedara de manifiesto que 

era un obrero de la empresa; que la Cámara a-qua al pasar
al fallo del fondo del caso sin dar ningún motivo justifi-

olvidando la comparecencia personal que ella misma
cado, 
había dispuesto por dos veces, y que era determinan te para

la Compañía demandada, ha violado en su sentencia el ar-
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; que además
la sentencia carece de base legal;

Considerando, que, conforme a los artículos 57 y 59
de la Ley No. 637 de 1944, los Tribunales de Trabajo pueden
ordenar todas las medidas de instrucción que estuvieren de
lugar para resolver los litigios laborales; que entre las mper-

e-

didas legalmente procedent es figura la comparecencia

sonal de las partes; que los Jueces de Trabajo gozan de un

poder discrecional para ordenar ese,dida,
	 que la

acogiendo o

no los pedimentos de las partes, pero que, más voz q la
medida haya sido dispuesta, no puede ser omitida en 
instrucción del caso, sin darse motivos justificat ivos , sobre

todo cuando haya sido pedida por la parte demandada; que
por lo expuesto, la sentencia que se impugna debe ser ca-

sada por ausencia de motivos justificat ivos en el punto de

que se trata y lesión al derecho de defensa, sin necesidad

de ponderar el algo relativo a la falta de base legal;
Considerando. que cuando se casa una sentenc ia por

vicios procedimentales a cargo de los jueces las costas pue-

den ser compensadas.
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

el 6 
de septiembre de 1977 por la Cámara de Trabajo del
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Juzgado de Primera Instancia del D:strito Nacional euyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones
laborales; y Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
d'o Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

.1
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S;:;NTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1980

Çenteneia. impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 7 de diciembre de 197G.

Materia: Correccional.

u/sem-rente: Ilermenegildo Jiménez.

Abogado: Dr. César It. Pina Toribio.

interviniente: Guillermo Vanderlinde Freistes.

Abogadas: Dres. Manuel Perreras Pérez y Rafael A. Vidal E.

Dios, Patriz, y liGertad,
• República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General ,en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 del mes de octubre del año 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauracón, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hemene-
gildo Jiménez Paniagua, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, empleado privado, domiciado en la urbanización
Honduras del Norte, edificio 22, cédula No. 19815, serie 12,
contra la sentencia dictada el 7 de diciembre de 1976, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

2222
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sentencia impugnada: Corte de Apelació n de Santo Domingo, de

fecha 7 de diciembre de 1976.

BOLETIN JUDICIAL	 2223
2222	 BOLETIN JUDICIAL

Juzgado de Primera Instancia del D:strito Nacional cuya
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones
laborales; y Segundo: Compensa las costas entre las partes,

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra.
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi.
d:o Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

Materia: Correccional,

Ecurrente: Hermenegildo Jiménez..

Abogado: Dr. César R. Pina Toribio.

Interviniente: Guillermo Vanderlinde Freistes.
Abogados: Dres. Manuel Ferreras Pérez y Rafael A. Vidal E.

Dios, Patrir y LY:mrtad,
• República Dommicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

imer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
do Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló,
n Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo

ez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General ,en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 del mes de octubre del año 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restaurac'ón, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hemene-
gado Jiménez Paniagua, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, empleado privado, domiciliado en la urbanización
Honduras del Norte, edificio 22, cédula No. 19815, serie 12,
contra la sentencia dictada el 7 de diciembre de 1976, por

Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;



BOCETEN JUDICIAL

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. César R. Pina Toribio, cédula No. 118435,
serie Ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Rafael Vidal Espinosa, cédula No. 1144,
serie Ira., por sí y por el Dr. Manuel Ferrera Pérez, cédula
No. 589113, serie lra., abogados del interviniente, Gui ller-
mo Vanderlinde Freites, dominicano, mayor de edad, casa-
do, empleado público, domiciliado en la Avenida Duarte
No. 76, de esta ciudad, cédula No. 23381, ser:e 31, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de Casación levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua el 23 de diciembre de 1976, a requerimien-
to del Dr. Julio Bautista, cédula No. 17233, serie 3, "en
nombre y representación de Hemenegildo Jiménez", Acta
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

Visto el memorial presentado y suscrito por el Dr. Cé-
sar R. Pina Toribio, el 28 de agosto de 1978, mediante el
cual propone contra la sentencia impugnada los medios que
se indican más adelante, en representación tanto de Heme-
negildo Jiménez Paniagua, como de la Compañía Seguros
Pepín, S. A., con su domicilio social en el ed:ficio 67 de la
calle Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; y 1,
33, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y endocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
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con motivo de un	
de tránsito ocurrido en es-

ta capital el 14 de mayo d
accidente

e 1974, en el cual una persona re-atle
saltó con lesiones corporales, la Octava Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó el 30 de marzo de 1976, en sus atribuciones correccio-

nales una sentenc:a cuyo dispositivo aparece más adelante
ape-

,

inserto en el de la ahora impugnada; b) que, sobre las
laciones interpuestas, intervino el 7 de diciembre de 1976,
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispos.tivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y vá-
lidos en la forma el recurso de apelación interpuesto: a)

por el Dr. Manuel Ferrera Pérez, el día 5 de abril de 1976,
a nombre y representación de Guillermo Vanderlinde; b)
por el Dr. César R. Pina Toribio, en fecha 6 de abril de
1976, a nombre y representación de Emenegildo Jiménez
Paniagua, Elena Margarita Fernández. Moquete y Seguros
Pepín, S. A., contra sentencia dictada por la Octava Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 30 de marzo de 1976, cuya parte dis-
positiva dice así: "Falla: Pr:rnero: Se declara al nombrado
Emenegildo Jiménez Paniagua, dominicano, mayor 
edad, empleado privado, portador de la cédula de identifi-
cación personal No. 19815, serie 12, domiciliado y residente
en la Urbanización Honduras del Norte, ed'ficio No. 22,
apartamiento 2-A, carretera Sánchez, kilómetro 10, culpa-
ble de violar los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, y en

goconsecuencia se le condena al pa de una multa de veinti-
cinco pesos oro (RDS25.00) y al pago de las costas penales;
Segundo: Se declara regular y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por el señor Guillermo
Vanderlinde Freites, por mediación de su abogado cons-
tituido Dr. Manuel Ferrera Pérez, contra el preven i do y

Elena Margarita Fernández Moquete y/o Pedro Yarul Ta-
tuk, por haber sido hecho de conformidad con la Ley, y en
uanto al fondo condena al prevenido conjuntamen te y so-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído al Dr. César R. Pina Toribio, cédula No. 118435
serie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Rafael Vidal Espinosa, cédula No. 1144
serie Ira., por sí y por el Dr. Manuel Ferrera Pérez, cédula'
No. 589113, serie lra., abogados del interviniente, G uiller-
mo Vanderlinde Freites, dominicano, mayor de edad, casa-
do, empleado público, domiciliado en la Avenida Duarte
No. 76, de esta ciudad, cédula No. 23381, ser:e 31, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de Casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 23 de diciembre de 1976, a requerimien-
to del Dr. Julio Bautista, cédula No. 17233, serie 3, "en
nombre y representación de Hemenegildo Jiménez", Acta
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

Visto el memorial presentado y suscrito por el Dr. Cé-
sar R. Pina Toribio, el 28 de agosto de 1978, mediante el
cual propone contra la sentencia impugnada los medios que
se indican más adelante, en representación tanto de Heme-
negildo Jiménez Paniagua, como de la Compañía Seguros
Pepín, S. A., con su domicilio social en el edificio 67 de la
calle Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; y 1,
33, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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nue con 
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-

capital el 14 de mayo de 1974, en el cual una persona re-
sultó con lesiones corporales, la Octava Cámara de lo Penal

del Juzgado de Pr i mera Instancia del Distrito Nacional,
dictó el 30 de marzo de 1976, en sus atribuciones correccio-
nales una sentencia cuyo dispositivo aparece más adelanape -

te,

inserto en el de la ahora impugnada; b) que, sobre las
laciones interpuestas, intervino el 7 de diciembre de 1976,
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo

dice así: "FALLA: PRIMERO : Admite como 
in
regulares y vá-

lidos en la forma el recurso de apelación terpuesto
: a)

por el Dr. Manuel Ferrera Pérez, el día 5 de abril de 1976,
a nombre y representac:ón de Guillermo Vanderlinde; b)
por el Dr. César R. Pina Toribio, en fecha 6 de abril de
1976. a nombre y representación de Emenegildo Jiménez

Paniagua , Elena Margarita Fernández Moquete y Seguros
Pepín, S. A., contra sentencia dictada por la Octava Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-

is-
trito Nacional, en fecha 30 de marzo de 1976, cuya parte d
positiva dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado
Emenegildo Jiménez Paniagua, dominicano, mayor de

edad, empleado privado, portador de la cédula de identif
i -

cación personal No. 19815, serie 12, domiciliado y residente
en la Urbanización Honduras del Norte, edficio No. 22,
apartamiento 2-A, carretera Sánchez, kilómetro 10, culpa-
ble de violar los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de veinti-
cinco pesos oro (RDS25.00) y al pago de las costas penales;
Segundo: Se declara regular y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por el señor Guillermo
Vanderlinde Freites, por mediación de su abogado cons-
tituido Dr. Manuel Ferrera Pérez, contra el preven i do y

Elena Margarita Fernández Moquete y/o Pedro Yarul Ta-
tuk, por haber sido hecho de conformida d con la Ley, y en

cuanto al fondo condena al prevenido conjuntame nte y so-
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lidariamente con Elena Margarita Fernández Moquete y
'
ie

Pedro Yarul Tatuk, prevenido y persona civilmente respon,
sable, respectivamente, al pago de una indemnización decuatrocientos pesos oro ( RD$400.00) a favor de GuillermoVanderlinde Freites, como justa reparación por los daños
y perju:cios morales y materiales sufridos por él en el
accidente y al pago de los intereses legales de dicha suma
a partir de la fecha de la demanda a título de indemniza,
c?ón supletoria; Tercero: Se condena a Emenegildo Jiménez
Paniagua, conjuntamente y solidariamente con Elena Mar-
garita Fernández Moquete y/o Pedro Yarul Tactuk, en sus
respectivas calidades, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel Ferrara
Pérez, abogado de la parte civil, por haberlas avanzado en
su totalidad; Cuarto: Se declara la presente sentencia 

co-i,
mún y oponible en s uaspecto civil a la Compañía de Segu- 111,
ros Pepin, S. A., entidad aseguradora del vehículo causante
del accidente de conformidad con el artículo 10 de la LeyNo. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor";
por haber sido hecho dentro del plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra Emenegib
do Jiménez Paniagua, por no haber comparecido a la au-
d:encia a la cual fuera legalmente citado o emplazado;1:
TERCERO: Revoca la sentencia recurrida en su ordinal se-

	

gundo	 ••,: en lo que respecta a la i ndemnización acordada y la
Corte por propia autoridad fija dicha indemnización en la
suma de mil doscientos pesos oro (RD$1,200.00) por estar
esta suma más en armonía con los daños recibidos; CUAR-
TO: Confirma en todos sus demás aspectos la sentencia re-
currida; QUINTO: Condena a Emeneg:Ido Jiménez Pani-
agua, Elena Margarita Fernández Moquete y/o Pedro Ya-
rul Tactuk, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., el pri-
mero al pago de las costas penales y a todos al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Manuel Ferrera Pérez, abogado de la parte civil.
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Quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO:
Declara esta sentencia común y oponible a la Compañía de
seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del

vehículo que causó el accidente, en virtud de lo dispuesto
en el artículo 10 de la Ley No. 4117";

Considerando, que en el memorial presentado en el ca-

so ocurrente por el Dr. César R. Pina Toribio se hace figu-
rar como recurrente no sólo a Hemenegildo Jiménez Pani-
,,I;ua, sino tarnbieu a la Compañia de Seguros Pepín, S. A.,

cual no declaró su recurso ante la secretaría de la Corte

de Apelación según se advierte en el Acta del 23 de diciem-
bre de 1976; que por tanto el mencionado memorial debe
declararse sin efecto en lo relativo a la indicada asegura-
dora, en virtud del artículo 33 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación para los recursos de carácter penal, y pro-

erse sólo al examen del recurso en lo concerniente a
ménez Paniagua:

Considerando, que en el memorial de casación se pro-
nonen los siguientes medios: Primer Medio: Falta absoluta
de motivos en la sentencia impugnada. Insuficiencia en la
enunciación y descripción de los hechos de la causa. Viola-
ción a los artículos 195 del Código de Procedimiento Cri-
minal y 27 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos. Falta de
base legal;

Considerando, que en el desarrollo de esos medios el
recurrente Jiménez Paniagua sostiene que la sentencia im-
pugnada está falta de base legal por carecer de una precisa
exposición de los hechos y que carece absolutamente de mo-
ti vos justificativos; que la sentencia incurre en el vicio de
desnaturalización de los hechos, consistente en que estima

:,;tomo culpable a Jiménez Paniagua en base a la declaración
de dos testigos que no armonizan con esa declaratoria, tes-

tigos que fueron Nieves Parra García y José del Valle; que
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lidariamente con Elena Margarita Fernández. Moquete nPedro Yarul Tatuk, prevenido y persona civilmente resposable, respectivamente, al pago de una indemnización decuatrocientos pesos oro (RD$400.00) a favor de Guillerny,
Vanderlinde Freites, como justa reparación por los dalos-
y perjuicios morales y materiales sufridos por él en el
accidente y al pago de los intereses legales de dicha stnna
a partir de la fecha de la demanda a título de indemniza
&ón supletoria; Tercero: Se condena a Emenegildo Jiménez
Paniagua, conjuntamente y solidariamente con Elena Mar
garita Fernández Moquete y/o Pedro Yarul Tactuk, en se;
respectivas calidades, al pago de las costas civiles, con di,-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel Ferrera
Pérez, abogado de la parte civil, por haberlas avanzado en
su totalidad; Cuarto: Se declara la presente sentencia co- .L
mún y oponible en s uaspecto civil a la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo causante
del accidente de conformidad con el artículo 10 de la Ley
No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor";
por haber sido hecho dentro del plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra Emenegil-
do Jiménez Paniagua, por no haber comparecido a la au-
d:encia a la cual fuera legalmente citado o emplazado;
TERCERO: Revoca la sentencia recurrida en su ordinal se-
gundo en lo que respecta a la indemnización acordada y la
Corte por propia autoridad fija dicha i ndemnización en la
suma de mil doscientos pesos oro (RD$1,200.00) por estar
esta suma más en armonía con los daños recibidos; CUAR-
TO: Confirma en todos sus demás aspectos la sentencia re-
currida; QUINTO: Condena a Emeneg:ldo Jiménez Pani-
agua, Elena Margarita Fernández Moquete y/o Pedro Ya-
rul Tactuk, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., el pri-
mero al pago de las costas penales y a todos al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Manuel Ferrera Pérez, abogado de la parte civil,

BOLETIN JUDICIAL
	 2227

-----
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO:
Declara esta sentencia común y oponible a la Compañía de
seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que causó el accidente, en virtud de lo dispuesto
en el artículo 10 de la Ley No. 4117";

Considerando, que en el memorial presentado en el ca-

so ocurrente por el Dr. César R. Pina Toribio se hace figu-
rar como recurrente no sólo a Ilemenegildo Jiménez Pani-
agua, sino tarnbi.m a la Compañia de Seguros Pepín, S. A.,
la cual no declaró su recurso ante la secretaría de la Corte
de Apelación según se advierte en el Acta del 23 de diciem-
bre de 1976; que por tanto el mencionado memorial debe
declararse sin efecto en lo relativo a la indicada asegura-
dora, en virtud del artículo 33 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación para los recursos de carácter penal, y pro-

	

/ •	 erse sólo al examen del recurso en lo concerniente aited
i. menez Paniagua:

	

.	 ,

Considerando, que en el memorial de casación se pro-
ponen los sigu'entes medios: Primer Medio: Falta absoluta
de motivos en la sentencia impugnada. Insuficiencia en la
enunciación y descripción de los hechos de la causa. Viola-
ción a los artículos 195 del Código de Procedimiento Cri-
minal y 27 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos. Falta de

:base legal;
Considerando, que en el desarrollo de esos medios el

recurrente Jiménez Paniagua sostiene que la sentencia im-
pugnada está falta de base legal por carecer de una precisa

exposición de los hechos y que carece absolutamente de mo-
tivos justificativos; que la sentencia incurre en el vicio de
desnaturalización de los hechos, consistente en que estima

Itomo culpable a Jiménez Pan:agua en base a la declaración
t' de dos testigos que no armonizan con esa declaratoria, tes-

os que fueron Nieves Parra García y José del Valle; que
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Nieves Parra García, después de haber visto a Jiménez pa,
niagua en la audiencia declaró que cuando lo vio en el ac-
cidente, lo vio de espaldas y no podía decir que era la mis.
ma persona; y que el empleador de Jiménez Paniagua, José
del Valle declaró que su empleado laboró corrido, sin pedir
permiso para salir; pero,

Considerando, que obviamente los testimonios expresa-
dos fueron inconcluyentes respecto a la identidad de la per.
sona que actuaba como conductor del vehículo causante dei
accidente en el momento en que éste ocurrió; que en tal
circunstancia, los Jueces de fondo en las dos instancia>,
después de oir las declaraciones del prevenido Jiménez co-
mo las del agrav:ado Vanderlinde llegó a la íntima con-
vicción de que el chofer que actuó en el accidente era Ji-
ménez Paniagua, lo cual no constituye un caso de desnatu•
ralización, por no representar una verdadera distorsión de
los testimonios;

Considerando, que para declarar culpable al prevenid«
Hcmenegildo Jiménez Paniagua y fallar como lo ha hecho:
la Corte a-qua dio por establecido lo sigu'ente: a) que el,.
14 de mayo de 1974, mientras el carro placa privada N«
102-221, propiedad de Elena Margarita Fernández Moquete,
ylo Pedro Yarul Tactuk, con póliza No. A-32488 de la Com-:
pañía de Seguros Pepín, S. A., vigente en la fecha indicada,
conducido por Hcmenegildo Jiménez Paniagua, dando re-
versa en la cuesta de la calle Emiliano Tejera de esta ciu-
dad, atropelló al peatón José Guillermo Vanderlinde Frei- •
tes, causándole fracturas y traumatismos cuya curación re-
q uería más de 10 días y menos de 20 según el Certificado
Médico Legal; b) que el culpable exclusivo del accidente
fue el prevenido Jiménez Paniagua al dar marcha en rever
sa, sin antes observar expresamente si el sitio de atrás per-
mitía realizar esa maniobra sin peligro alguno; que por lo
expuesto en este considerando y en el anterior, los medios

del recurrente carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Considerando, que los hechos a cargo del prevenido re-
currente configuran el delito previsto en el artículo 49 de
la tse>. No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, de cau-
sar involuntariamente golpes y heridas a las personas con

el 
manejo o la conducción de vehículos de motor, sancio-

nado en la letra b) del mismo artículo con las penas de tres

meses a un año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$300.00,
cuando las lesiones de la víctima duren, para su curación
10 días o más pero menos de 20, como ocurrió en la espe-
cie; que al aplicar al prevenido una multa de RD$25.00 por
acoger en su favor circunstancias atenuantes, le impuso

nrt pena ajustada a la Ley;
Considerando, asimismo, que la Corte a-qua estimó que

el hecho del prevenido había causado a José Guillermo Van-
derlinde Freitcs, constituido en parte civil daños y perjui-
cios materiales y morales que evaluó en RDS1,200.00; que
al condenar al prevenido recurrente al pago de esa suma
a título de indemnización, solidariamente, con los propieta-
rios del vehículo, la Corte a-qua aplicó una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, finalmente, que examinada la sentencia
impugnada en los demás aspectos de interés para el preve-
nido, no presenta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
Mente a José Guillermo Vanderlinde Freites, en el recurso

:de casación interpuesto por Hcmenegildo Jiménez Pani-
agua, contra la sentencia dictada el 7 de diciembre del 1976,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-

i	
buciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara inad-
misible el recurso propuesto en el memorial de la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., contra la misma sentencia; TER-
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-49            

Nieves Parra García, después de haber visto a Jiménez Pa.
niagua en la audiencia declaró que cuando lo vio en el ae.
cidente, lo vio de espaldas y no podía decir que era la mis.
ma persona; y que el empleador de Jiménez Paniagua, José
del Valle declaró que su empleado laboró corrido, s:n pedir
permiso para salir; pero,

Considerando, que obviamente los testimonios expresa-
dos fueron inconcluyentes respecto a la identidad de la par. .
sona que actuaba como conductor del vehículo causante del!
accidente en el momento en que éste ocurrió; que en tal'
circunstancia, los Jueces de fondo en las dos instancias,
después de oir las declaraciones del prevenido Jiménez co-
mo las del agraviado Vanderlinde llegó a la íntima con-
vicción de que el chofer que actuó en el accidente era Ji-
ménez Paniagua, lo cual no constituye un caso de desnatu-
ralización, por no representar una verdadera distorsión delos testimonios;

Considerando, que para declarar culpable al prevenid& 1

Hemenegildo Jiménez Paniagua y fallar como lo ha hecho,
la Corte a-qua dio por establecido lo sigteente: a) que el
14 de mayo de 1974, mientras el carro placa privada No.
102-221, propiedad de Elena Margarita Fernández Moquete
y/o Pedro Yarul Tactuk, con póliza No. A-32488 de la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., vigente en la fecha indicada,.
conducido por Hemenegildo Jiménez Paniagua, dando re- •
versa en la cuesta de la calle Emiliano Tejera de esta ciu-
dad, atropelló al peatón José Guillermo Vanderlinde Freí.' :-
les, causándole fracturas y traumatismos cuya curación re-,
quería más de 10 días y menos de 20 según el Certificado
Médico Legal; b) que el culpable exclusivo del accidente
fue el prevenido Jiménez Paniagua al dar marcha en rever-
sa, sin antes observar expresamente si el sitio de atrás per-
mitía realizar esa maniobra sin peligro alguno; que por lo
expuesto en este considerando y en el anterior, los medios

del recurrente carecen de fundamento y deben ser deses-

timadas;
Considerando, que los hechos a cargo del prevenido re-

currente configuran el delito previsto en el artículo 49 de
/a Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, de cau-
sar involuntariamente golpes y heridas a las personas con
el manejo o la conducción de vehículos de motor, sancio-
nado en la letra b) del mismo artículo con las penas de tres
meses a un año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$300.00,

cuando las lesiones de la víctima duren, para su curación
10 días o más pero menos de 20, como ocurrió en la espe-
de; que al aplicar al prevenido una multa de RD$25.00 por
acoger en su favor circunstancias atenuantes, le impuso
..tria pena ajustada a la Ley;

Considerando, asimismo, que la Corte a-qua estimó que
el hecho del prevenido había causado a José Guillermo Van-
derlinde Freites, constituido en parte civil daños y perjui-
cios materiales y morales que evaluó en RD$1,200.00; que
al condenar al prevenido recurrente al pago de esa suma
a título de indemnización, solidariamente, con los propieta-
rios del vehículo, la Corte a-qua aplicó una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, finalmente, que examinada la sentencia
impugnada en los demás aspectos de interés para el preve-
nido, no presenta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a José Guillermo Vanderlinde Freites, en el recurso

Í.-de casación interpuesto por Hemenegildo Jiménez Pani-
agua, contra la sentencia dictada el 7 de diciembre del 1976,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara inad-
misible el recurso propuesto en el memorial de la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., contra la misma sentencia; TER-
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TENC1A DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1980

..;enteacia, impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 28 de marzo de 1978.

CERO: Rechaza el recurso del prevenido Hemenegildo
ménez Paniagua, y lo condena al pago de las costas, y dia.
trae las civiles en provecho de los Doctores Manuel Ferrera
Pérez, y Rafael A. Vidal, abogados del interviniente quia.
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Confin Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar:— Fel:pe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por las
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

later'a: Correccional.

Recurrentes: Lépido A. Saviñón Pimentel y Comparte.

intervinientes: Rafael A. Disla y compartes.

Abogado: Dr. Daniel Moquete Ramírez.

Dios, Patria y Liberead,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, y Fel:pe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad da Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy dia. 22 del mes de Octubre del año 1980. años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-*

d een ne ia:c i 
a pública, como Carte de Casación, la siguiente sen-

t

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Lép:do A. Saviñón Pimentel, dominicano, mayor
de edad, soltero, chofer, domiciliado en la calle Máximo

Gómez No. 14, Baní, cédula No. 15020, serie 3; y la Unión
de Seguros, C. por A., domiciliada en la Avenida 27 de Fe-
brero No. 263 de esta ciudad; y Rafael Antonio Disla, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado en la
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CERO: Rechaza el recurso del prevenido Hemenegildo
ménez Paniagua, y lo condena al pago de las costas, y dis
trae las civiles en provecho de los Doctores Manuel Ferrerai
Pérez, y Rafael A. Vidal, abogados del interviniente
nes afirman haberles avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo d..
Ja Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Pe
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fel:pe Osvaldo
Perdorno Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguek;
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los-21
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1111:1
audiencia pública del día, mes y ario, en él expresados, y r
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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sENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 28 de marzo de 1978.

witeea: correccional.

grcurrentes: 1...épido A. Savifión Pimentel y Comparte.

Intervinienten: Rafael A. Disla y compartes.
Abogado: Dr. Daniel Moquete Ramírez.

Dios, Patria y 'Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
..icia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
Un Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, y Fel:pe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
...lo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad da Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 del mes de Octubre del año 1980, años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como C arte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Lép:do A. Saviñón Pimentel, dominicano, mayor
de edad, soltero, chofer, domiciliado en la calle Máximo

,Gómez No. 14, Baní, cédula No. 15020, serie 3; y la Unión

de Seguros, C. por A., domiciliada en la Avenida 27 de Fe-
brero No. 263 de esta ciudad; y Rafael Antonio Disla, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado en la
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calle Respaldo José Martí No. 113, de esta ciudad, cédula
No. 132945, serie Ira., y Rafael Valerlo Rosario, dominica;,
mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado en la Avenida, 1.
de los Mártires No. 68 de esta ciudad, cédula No. 2320, se.	 L
rie 52 contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo
Domingo, dictada en sus atribuciones correccionales el 28 -
de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Daniel
Moquete Ramírez, cédula No. 464, serie 80, abogado de Ra-
fael Antonio Disla y Rafael Valerio Rosario;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

1

Vistas las actas de los recursos de casación del 8 dé
Mayo de 1978, y del 24 de abril del mismo año, levantadas
en la Secretaría de la Corte a-qua; la primera a nombre de
Lépido Armín Saviñón Pimentel y la Unión de Seguros, C.
por A., y la segunda a nombre de Rafael Antonio Disla y
Rafael Valerio Rosario, en las cuales no se proponen niii- 	 .
gún medio determinado de casación; 	 ,

I
Visto el memorial del 2 de abril de 1979, firmado por' c'

el Doctor Daniel Moquete Ramírez, abogado de Rafael An-
tonio  Disla y comparte, en la que se propone el medio que
se indicará más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 4131i-111"
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedim:ento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la mañana del 23
de mayo de 1973, en el que resultaron varias personas con

lesiones corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado

de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 24 de
diciembre de 1975, una sentencia en sus atribuc i ones co-

rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó el
fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos en cuanto a

la forma los recursos de apelación interpuestos: a) en fecha
24 de junio de 1976, por el Dr. Bolívar Ledesma, a nombre
y representación de Lépido A. Saviñón Pimentel, en su do-
ble calidad de prevenido y persona civilmente responsable,
dominicano, mayor de edad, cédula de identificación per-
sonal No. 15020-3ra., residente en la calle Máximo Gómez
No. 14, Baní, Rep. Dom., y b) por el Dr. Daniel Ramírez
Moquete, en fecha 27 de abril de 1977, a nombre y repre-
sentación de Rafael Ant. Disla y Rafael Valerio Rosario,
partes civiles constituidas, contra sentencia de fecha 24 de
diciembre de 1975, dictada por la Octava Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: Talla: Primero: Se pronuncia el
defecto contra el nombrado Lépido A. Saviñón Pimentel, de
generales que constan en el expediente, por no haber com-
parecido a la audiencia para la cual fue debidamente citado;
Segundo: Se declara al nombrado Lépido A. Saviñón Pi-
mentel, culpable de violación a los Arts. 59 y 65 de la Ley
No. 241, y en consecuencia se le condena al pago de una
multa de RD$15.00 (Quince Pesos Oro), y al pago de las
costas penales; Tercero: Se declara regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha en
audiencia por el señor Epifanio Carmona Valdespina, con-
tra Lépido A. Saviñón P:mentel,,por mediación de su abo-
gado constituido Dr. Ernesto Calderón Cuello, por haber
sido hecha de conformidad con la ley, y en cuanto al fondo
se condena a Lépido A. Saviñón Pimentel, al pago de una
indemnización de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro), a fa-
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Danie:
Moquete Ramírez, cédula No. 464, serie 80, abogado de Ra-
fael Antonio Disla y Rafael Valerio Rosario;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener
de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación del 8 de
Mayo de 1978, y del 24 de abril del mismo año, levantadas
en la Secretaría de la Corte a-qua; la primera a nombre de
Lépido Armín Saviñón Pimentel y la Unión de Seguros, C.
por A., y la segunda a nombre de Rafael Antonio Disla y
Rafael Valerio Rosario, en las cuales no se proponen nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 2 de abril de 1979, firmado por
el Doctor Daniel Moquete Ramírez, abogado de Rafael An-
tonio Disla y comparte, en la que se propone el medio que
se indicará más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber ¿o i l-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la mañana del 23
de mayo de 1973, en el que resultaron varias personas con
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lesiones corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado
de primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 24 de
diciembre de 1975, una sentencia en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó el
fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos en cuanto a
la forma los recursos de apelación interpuestos: a) en fecha
24 de junio de 1976, por el Dr. Bolívar Ledesma, a nombre
y representación de Lép:do A. Saviñón Pimentel, en su do-
ble calidad de prevenido y persona civilmente responsable,
dominicano, mayor de edad, cédula de identificación per-
sonal No. 15020-3ra., residente en la calle Máximo Gómez
Yo. 14, Baní, Rep. Dom., y b) por el Dr. Daniel Ramírez
Moquete, en fecha 27 de abril de 1977, a nombre y repre-
ración de Rafael Ant. Disla y Rafael Valerio Rosario,
'tetes civ:les constituidas, contra sentencia de fecha 24 de
diciembre de 1975, dictada por la Octava Cámara de lo Pe-
átal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
!Cu' yo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el

defecto contra el nombrado Lépido A. Saviñón Pimentel, de
generales que constan en el expediente, por no haber com-
parecido a la audiencia para la cual fue debidamente citado;
Segundo: Se declara al nombrado Lépido A. Saviñón Pi-

mentel, culpable de violación a los Arts. 59 y 65 de la Ley
No. 241, y en consecuencia se le condena al pago de una
multa de RD$15.00 (Quince Pesos Oro), y al pago de las
bostas penales; Tercero: Se declara regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha en
:audienc i a por el señor Epifanio Carmona Valdespina, con-
tta Lépido A. Saviñón Pimentel, por mediación de su abo-
wado constituido Dr. Ernesto Calderón Cuello, por haber
Sido hecha de conformidad con la ley, y en cuanto al fondo
so condena a Lépido A. Saviñón Pimentel, al pago de una
indemnización de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro), a fa-

calle Respaldo José Martí No. 113, de esta ciudad, cédula
No. 132945, serie Ira., y Rafael Valer:o Rosario, dominicano
mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado en la Avenid;
de los Mártires No. 68 de esta ciudad, cédula No. 2320, se.
rie 52 contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo,
Domingo, dictada en sus atribuciones correccionales el 28 -
de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante; 1.
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vor de Epifanio Carmona Valdespina, como justa repara,
ción por los daños y perju:cios morales y materiales s
dos por él en el acc:dente (lesiones curables después
90 y antes de 120 días), al pago de los intereses legales
dicha suma, a partir de la fecha de la demanda, a tul
de indemnización supletoria; Cuarto: Se condena a Lépj
A. Saviñón Pimentel, al pago de las costas civiles, en p
vecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello, quien afirma babe'
las avanzado en su totalidad; y Quinto: Se descarga de
da responsabilidad penal al nombrado Rafael Valerio R
serio, de generales que constatn, por no haber cornet:do los
hechos puestos a su cargo y se declaran las costas de ofi-
cio;— Por haber sido hechos dichos recursos interpuestos
de conformidad con la ley'; SEGUNDO: En cuanto al fondo
de dichos recursos modifica el ordinal Iro. de la sentencia
recurrida en cuanto al monto de la indemnización acorde
por el Tribunal a-quo y la Corte por propia autor:dad
contrario imperio fija dicha indemnización en la suma
Un Mil Doscientos Pesos Oro (RDS1,200.00) reteniendo fal-
ta de parte del conductor Rafael Valerio Rosario; TERCE-
RO: Confirma la sentencia apelada en sus demás aspectos;.;
CUARTO: Condena a Lépido A. Saviñón Pimentel, en su-.
doble calidad de prevenido y persona civilmente responsa-
ble, al pago de las costas penales y civiles de la alzada, con
distracción de las civiles en provecho del Dr. Ernesto Cal-''
derón Cuello, quien afirma haberlas avanzado en su lote-9»
lidad; QUINTO: Se declara la presente sentencia no oponi-
ble a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por no haber si-
do puesta en causa por el Dr. Ernesto Calderón Cuello, a
nombre de su representado; SEXTO: Rechaza las conclu-
siones del Dr. Daniel Moquete Ramírez a nombre de sus
representados por no haber concluido en primer grado y
por no existir recurso de apelación contra dicha sentencia,
ni por éste ni por el Mag:strado Fiscal del Distrito Nado.
nal'';

Considerando, que los recurrentes Rafael Antonio Dis-
la y Rafael Valerio Rosario, proponen en su memorial el
siguiente único medio: Motivos falsos y contradictorios;
falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio,
105 mencionados recurrentes alegan, en síntesis, que la Cor-
te a-1 expresa en su sentencia que a Rafael Antonio Dis-
a y Rafael Valerio se les: "rechaza las conclusiones"...
-pOr no haber concluido en primer grado y no existir re-
curso de apelación contra dicha sentencia, ni por éste ni
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional;
que sin embargo, en el expediente existe un acta de apela-
ción con el No. 63 del 27 de abril de 1976, por ante el Juz-
gado a-quo, que demuestra que clichos recurrentes apelaron
de la sentencia mencionada; que asimismo en la página 42
del expediente hay una certificación en la que consta la
constitución en parte civil de los indicados recurrentes;
que en el acto No. 104 del 18 de octubre de 1974, se empla-
za a la "Compañía" a comparecer a la audiencia del 29 de
octubre de 1974; que la Corte no ponderó en su justo al-
cance los elementos de juicio aportados al debate, adole-
ciendo la sentenc:a de motivos falsos y contradictorios y
falta de base legal, por lo cual dicha sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, que conforme el artículo 63 del Código
de Procedimiento Criminal: "Toda persona que se crea per-
judicada por un crimen o delito, podrá presentarse en queja
Y constituirse en parte civil"; y el artículo 67 expresa: "Los
querellantes podrán constituirse en parte civil en cualqu:er
estado de causa, hasta la conclusión de los debates"; que
siw embargo, para que esa constitución tenga lugar y pro-
duzca sus efectos es necesario que sea presentada ante el

tribunal del primer grado; que, "en efecto, la apelac:ón in-
tentada por el Ministerio Público o por el prevenido no
Puede beneficiar a la persona les:onada que no se ha cons-
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vor de Epifanio Carmona Valdespina, como justa repara.
ción por los daños y perjuicios morales y materiales s
dos por él en el accidente (lesiones curables después
90 y antes de 120 días), al pago de los intereses legales
dicha suma, a partir de la fecha de la demanda, a tít
de indemnización supletoria; Cuarto: Se condena a IséPido
A. Saviñón Pimentel, al pago de las costas civiles, en pro
vecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello, quien afirma haber.
las avanzado en su totalidad; y Quinto: Se descarga de ti
da responsabilidad penal al nombrado Rafael Valerio Ro-
sario, de generales que constatn, por no haber comet:do 1%
hechos puestos a su cargo y se declaran las costas de ofl
cio;— Por haber sido hechos dichos recursos interpuest

t.	 de conformidad con la ley', SEGUNDO: En cuanto al fondo
11,	 de dichos recursos modifica el ordinal Iro. de la sentencia

recurrida en cuanto al monto de la indemnización acordada4
por el Tribunal a-quo y la Corte por propia autor:dad
contrario imperio fija dicha indemnización en la suma del'
Un Mil Doscientos Pesos Oro (RD$1,200.00) reteniendo fal-
ta de parte del conductor Rafael Valerio Rosario; TERCE-
RO: Confirma la sentencia apelada en sus demás aspectos:
CUARTO: Condena a Lépido A. Saviñón Pimentel, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente responsat,r,
ble, al pago de las costas penales y civiles de la alzada, con
distracción de las civiles en provecho del Dr. Ernesto Cal-
derón Cuello, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad; QUINTO: Se declara la presente sentencia no cmoni-
ble a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por no haber si-
do puesta en causa por el Dr. Ernesto Calderón Cuello, a ',
nombre de su representado; SEXTO: Rechaza las conclu-
siones del Dr. Daniel Moquete Ramírez a nombre de sus 1
representados por no haber concluido en primer grado y
por no existir recurso de apelación contra dicha sentencia,
ni por éste ni por el Magistrado Fiscal del Distrito Nacio-
nal";

Considerando, que los recurrentes Rafael Antonio Dis-
mi Rafael Valerio Rosario, proponen en su memorial el
siguiente único medio: Motivos falsos y contradictorios;

falta cdoensbiadseer alne gd a ;o
que en el desarrollo de su único medio,

los mencionados recurrentes alegan, en síntesis, que la Coi-
to a-qua expresa en su sentencia que a Rafael Antonio Dis-
a v Rafael Valerio se les: "rechaza las conclusiones"...
-por no haber concluido en primer grado y no existir re-
curso de apelación contra dicha sentencia, ni por éste ni
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional;
que sin embargo, en el expediente existe un acta de apela-
ción con el No. 63 del 27 de abril de 1976, por ante el Juz-
gado a-quo, que demuestra que dichos recurrentes apelaron
de la sentencia mencionada; que asimismo en la página 42
del expediente hay una certificación en la que consta la
constitución en parte civil de los indicados recurrentes;
que en el acto No. 104 del 18 de octubre de 1974, se empla-
za a la "Compañía" a comparecer a la audiencia del 29 de
octubre de 1974; que la Corte no ponderó en su justo al-
cance los elementos de juicio aportados al debate, adole-
ciendo la sentencia de motivos falsos y contradictorios y
falta de base legal, por lo cual dicha sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, que conforme el artículo 63 del Código
de Procedimiento Criminal: "Toda persona que se crea per-
judicada por un crimen o delito, podrá presentarse en queja
y constituirse en parte civil"; y el artículo 67 expresa: "Los
querellantes podrán constituirse en parte civil en cualquier
estado de causa, hasta la conclusión de los debates"; que
sin embargo, para que esa constitución tenga lugar y pro-
duzca sus efectos es necesario que sea presentada ante el
tribunal del primer grado; que, "en efecto, la apelación in-
tentada por el Ministerio Público o por el prevenido no

e beneficiar a la persona lesionada que no se ha cons-



tituído en parte civil en primera instancia; además, si
admite la constitución de la parte civil en apelación, se

ro

violaría el doble grado de jurisdicción", que en la especie
7.afae) Anton:o Dista y Rafael Valerio Rosario, no actuaron
en primera instancia como parte civil constituida ,	 el
segundo compareció a la audiencia en calidad de prevenido
y se le descargó, por lo que su apelación carece de interés
-in el aspecto penal; que la apelación interpuesta por estos
recurrentes, se hizo sin que ellos podujeran conclusiones •
como parte civil en la instrucción de la causa en primer
grado, lo que hacía inadmisible su intervención en apela-.
ción, que es en definitiva lo decidido por la Corte a -quar
que en consecuencia el medio único propuesto por los indi-,'
cactos recurrentes Disla y Valerio carece de fundamento y
debe ser desest:mado;

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto poi'
Lépido Armín Saviñón Pimentel, que la Corte a-gua dio
por establecido mediante la ponderación de los elementos_l
de juicio que fueron administrados en la instrucción de laH
causa, lo siguiente: a) que el día 23 de mayo de 1973 en"):
horas de la mañana, mientras el prevenido Lépido Armín-
Sav:fión Pimentel conducía el carro marca Rambler, placa'
No. 214-769 de su propiedad asegurado en la Unión de Sr
puros. C. por A., mediante póliza No. 501350, de Oeste a
Este por la avenida 27 de Febrero, de esta dudad, al llegar
n la calle Privada, se originó una colisión con el carro placa
No. 204-549, conduddo por Rafael Valerio Rosario propia- ji
dad de Rafael Antonio Disla que transitaba de Este a Oestel.
por esa última vía; b) que el hecho se debió a la falta del
preven'clo Lépido Armín Saviiión Pimentel al conducir SU
vehículo por la avenida 27 de Febrero y doblar en "U"
por la calle denominada La Privada, violando así lo dis-
puesto por la Ley de Tránsito y Vehículos; c) que el acci-
dente causó a Epifanio Carmona Valdespina, constituido
en parte civil, golpes y heridas que curaron después de 90

--

dias y antes de 120 días; a Rafael Valerio golpes y heridas
que curaron después de 10 y antes de 20;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y her:das involuntarios ocasionados
ron el manejo o conducción de un vehículo de motor pre-
visto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Trán-
sito y Vehículos, y sancionado por el mismo texto legal en

su letra C) con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y

multa de RD$1,000.00 a RD$5,000.00 si la enfermedad o im-
easibilidad para el trabajo de la víctima dura 20 días o
'más, como sucedió en la especie; que al condenar al preve-
nido recurrente a una multa de RDS15.00 acogiendo cir-
ounstanc:as atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a

la Ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-gua dio por

establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
daños y perjuicios morales y materiales a Epifanio Carmo-
na Valdespina, constituido en parte civil, que evaluó en
RD$1,200.00, y al pago de los intereses legales a partir de
la demanda; que por tanto al condenar al prevenido recu-
rrente al pago de esa suma en su doble calidad de conduc-
tor y dueño del vehículo, la Corte a-gua h:zo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada ,en lo concerniente al interés del prevenido, no contie-
ne vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A.,
no ha expuesto los medios en que funda su recurso como
lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedim;ento de Casación, por lo que su recurso debe ser
declarado nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
interpuesto por la Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales el 28

BOUTD4 JUDICIAL	 22372236	 BOLETIN JUDICIAL



     

BOLETIN JUDICIAL	 22372236 BOLETIN JUDICIAL.

tituído en parte civil en primera instancia; además, si
admite la constitución de la parte civil en apelación,
violaría el doble grado de jurisdicción", que en la espeejt.

Anton:o Disla y Rafael Valerio Rosario, no actuar,,,,
en primera instancia como parte civil constituida , y el
segundo compareció a la audienc i a en calidad de prevenido
y se le descargó, por lo que su apelación carece de interés

el aspecto penal; que la apelación interpuesta por este,:
recurrentes, se hizo sin que ellos podujeran conclusiones
como parte civil en la instrucción de la causa en prime:
grado, lo que hacía inadmisible su intervención en apek-
ción, que es en def i nitiva lo decidido por la Corte a-qua;
que en consecuencia el medio único propuesto por los indi-
cados recurrentes Disla y Valerio carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por
Lépido Armín Saviñón Pimentel, que la Corte a-qua dio
por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio que fueron administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el día 23 de mayo de 1973 en
horas de la mañana, mientras el prevenido Lépido Armín
Saviñón Pimentel conducía el carro marca Rambler, platea-1
No. 214-769 de su propiedad asegurado en la Unión de Se-
guros. C. por A., mediante póliza No. 501350, de Oeste a
Este por la avenida 27 de Febrero, de esta ciudad, al llegar

!a calle Privada, se originó una colisión con el carro placa
No. 204-549, conduc'do por Rafael Valerio Rosario propie-
dad de Rafael Antonio Disla que transitaba de Este a Oeste
por esa última vía; b) que el hecho se debió a la falta delt
preven i do Lépido Armín Saviñón Pimentel al conducir SU 1!
vehículo por la avenida 27 de Febrero y doblar en «U"
por la calle denominada La Privada, violando así lo dis-
puesto por la Ley de Tránsito y Vehículos; c) que el acci-
dente causó a Epifanio Carmona Valdespina, constituido
en parte civil, golpes y heridas que curaron después de 90

—

días y 

antes de 120 días; a Rafael Valerio golpes y heridas

que curaron después de 10 y antes de 20;

 Considerando, que los hechos así establecidos configu-

ran el delito de golpes y heridas involuntarios ocasionados
con el manejo o conducción de un vehículo de motor pre-
visto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Trán-
sito y Vehículos, y sancionado por el mismo texto legal en
su letra e) con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y
multa de RD$1,000.00 a RD$5,000.00 si la enfermedad o im-
posibilidad para el trabajo de la víctima dura 20 días o
más, como sucedió en la especie; que al condenar al preve-
nido recurrente a una multa de RD$15.00 acogiendo cir-
onstanc:as atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
daños y perjuicios morales y materiales a Epifanio Carmo-
na Valdespina, constituido en parte civil, que evaluó en
RD$1,200.00, y nl pago de los intereses legales a partir de
la demanda; que por tanto al condenar al prevenido recu-
rrente al pago de esa suma en su doble calidad de conduc-
tor y dueño del vehículo, la Corte a-qua hizo una correcta
apl icación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada ,en lo concerniente al interés del prevenido, no contie-
ne vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A.,
no ha expuesto los medios en que funda su recurso como
10 exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
dPereolcaerdaidmoi ennutloo;de Casación, por lo que su recurso debe ser

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
Interpuesto por la Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales el 28
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de mayo de 1978 por la Corte de Apelación de Santo Do.
mingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los recursos interpuestos
por Lép'clo Rafael Antonio Disla y Rafael Valerio Rosario
contra la misma sentencia y condena al primero al pago
las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra.
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Etoi.
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario Gtneral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por loa
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audienc:a pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

sVNTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

12 de octubre de 1976.

meterla: Correccional.

Recurrentes: Nilo Barrientos, martín Octaviano Peña y Seguros

Patria, S. A.
Abogado: Dr. José Cristóbal Cepeda Mercado.

tntervinientest Benigno Tavárez Arias y compartes.

Ahogado- Dr. Luis Bircann Rojas.

Dios, Patria y Libertad,
Re públ Sea Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
imer Sustituto de PresIdente; Manuel A. Amiama, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de Oc-
tubre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia públ:ca, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

1T, Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
. á&

'lente por Nilo Barrientos Peña, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, cédula 11221, serie 45; Martín Dota-
viano Peña, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 801,
serie 54, domiciliados ambos en Guayubín, y Seguros Pa-
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de mayo de 1978 por la Corte de Apelación de Santo Do.
mingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior do
presente fallo; Segundo: Rechaza los recursos interpuestos
por Lépido Rafael Antonio Disla y Rafael Valeria Rosario
contra la misma sentencia y condena al primero al pago d;
las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.--L Francisco Eipi,
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario Gtneral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue trmada, leída y publicada por mí, Secretario Cer.cizai,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

/–
SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

12 de octubre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Nilo Barrientos, Martín Octaviano Peña y Seguros

Patria, S. A.
.00gado: Dr. José Cristóbal Cepeda Mercado.

imervinientes: Benigno Tavárcz Arias y compartes.
Abogado: Dr. Luis Bircann Rojas.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Franclsco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar', Felipe Osvaldo 7erdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos dei Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de Oc-
tubre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia públ:ca, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

III Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
'mente por Nilo Barrientos Peña, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, cédula 11221, serie 45; Martín Octa-
viano Peña, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 801,

te 54, domic:liados ambos en Guayubín, y Seguros Pa-

1
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y 
vistes los textos legales invocados por los recu-

rrentes, que se ind i can más adelante; y los artículos 49 de
la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37,

62 y 65 de la Ley sobre Procedimien to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
docun-.entos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 5
de junio de 1974, en la carretera Navarrete-Santiago, entre

la camioneta placa 522-908, conducida por Nilo Barrientos
Peña, propiedad de Martín Octaviano Peña, con Póliza de
la Seguros Patria, S. A., y el automóvil placa 214-567, con-
ducido por Benigno A. TaVárez Arias, propiedad de Fran-
cisco A. López Gómez, con Póliza de la Seguros Pepín, S. ,
A., en el cual resultaron con lesiones corporales algunas
personas, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Insttancia del Distrito Judicial de Santiago dictó el lro, de
septiembre de 1975, en atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositi vo se copa en el de la ahora im-

---ada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
de Apelación de Santiago dictó el 12 de octubre de 1976,
el fallo ahora impugnado, del que es el sigu i ente disposi-

tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos

a por el Dr. Héctor Valenzuela ,a nombre y representación

ii. 11r. de Benigno Tavares, Francisco Antonio López y Seguros
Pepín, S. A., por el Dr. Orlando Barry, conjuntamente
el Dr. Jaime Cruz Tejada, a nombre y representación

con
 de

tría, S. A., con su domicilio social en la ciudad de Santiago.
y el Procurador General de la Corte de Apelación de Sao:
tiago; contra sentencia dictada en atribuciones correcciona.
les por dicha Corte, el 12 de octubre de 1976, cuyo dispo-
sitivo se copra más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Vinicio Martín Cuello, en representación
del Dr. José Cristóbal Cepeda Mercado, cédula 44746, se-
rie 31, abogado de los recurrentes, en la lectura de 'sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge
de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, el 25 de octubre de 1976, a re
querimiento del Lic. Cepeda Mercado, en representación
de los recurrentes Martín Octaviano Peña y Leopoldo Ba-
rrientos; el 29 del mes y año catados, a requerimiento del
Lic. Rafael Benedicto, cédula 56388, serie 31, en represen-
tación de los mismos recurrentes, y además de la Seguros
Patria, S. A., y del 5 de noviembre del mismo año de 1976,a requerimiento del Procurador General de la Corte de
Apelación de Santiago, Dr. Feliberto C. López P.; actas en
las que no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 27 de msrzo
de 1978, suscrao por su abogado, el Dr. José Cristóbal Co-
pada Mercado, en el cual se proponen los medios qua seindicarán más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, Benigno Tavares
Arias, Francisco Antonio López y la Seguros Pepín, S. A-,
del 27 de marzo de 1978, suscrito por su abogado, Dr. Luís
A. Bircann Rojas, cédula 43323, serie 31;

•
Pedro Reynoso y Argentina Guzmán, por el Licdo. Rafael
Bencosme, abogado Ayudante del Magistrado Procurador
Fiscal del Distrito Judicial de Sant i ago, a nombre de éste,
contra sentencia No. 111-13:s, de fecha Primero de Septiem-
bre del año Mil Novecientos Setenta y Cinco (1975), dicta-
da por la Tercera Cámara Penal, del Juzgado de Primera
Instatncia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo disposi-



tria, S. A., con su domicilio social en la ciudad de Santiago.
y el Procurador General de la Corte de Apelación de san:
tiago; contra sentencia dictada en atribuciones correcciona,
les por dicha Corte, el 12 de octubre de 1976, cuyo dispo.
sitivo se copra más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Vinicio Martín Cuello, en representación
del Dr. José Cristóbal Cepeda Mercado, cédula 44746, se.
rie 31, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera]de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Secretaría de la Corte a-qua, el 25 de octubre de 1976, a re
querimiento del Lic. Cepeda Mercado, en representación
de los recurrentes Martín Octaviano Peña y Leopoldo Ba-
rrientos; el 29 del mes y año citados, a re querimiento del
Lic. Rafael Benedicto, cédula 56388, serie 31, en represen-
tación de los mismos recurrentes, y además de la Seguros
Patria, S. A., y del 5 de noviembre del mismo año de 1976,
a requerimiento del Procurador General de la Corte de
Apelación de Santiago, Dr. Feliberto C. López P.; actas en
las que no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 27 de marzo
de 1978, suscrito por su abogado, el Dr. José Cristóbal Ce-
peda Mercado, en el cual se proponen los medios que se
indicarán más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, Benigno Tavares
Arias, Francisco Antonio López y la Seguros Pepín, S. A..
del 27 de marzo de 1978, suscrito por su abogado. Dr.
A. Bircann Rojas, cédula 43323, serie 31;
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. pa Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
‘erado, y vist s los textos legales invocados por los r9ecu-

rrentes, que se ind i can más adelante; y los artículos 4 de

la be), No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 5
de junio de 1974, en la carretera Navarrete-Santiago, entre
la camioneta placa 522-908, conducida por Nilo Barrientos
Peña, propiedad de Martín Octaviano Peña, con Póliza de
la Seguros Patria, S. A., y el automóvil placa 214-567, con-
ducido por Benigno A. TaVárez Arias, propiedad de Fran-
cisco A. López Gómez, con Póliza de la Seguros Pepín, S. ,
A., en el cual resultaron con lesiones corporales algunas
personas, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Insttancia del Distrito Judic i al de Santiago dictó el 1ro. de

septiembre de 1975, en atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copa en el de la ahora im-

da; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
de Apelación de Santiago dictó el 12 de octubre de 1976,
el fallo ahora impugnado, del que es el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos
por el Dr. Héctor Valenzuela ,a nombre y representación
de Benigno Tavares, Francisco Antonio López y Seguros
Pepín, S. A., por el Dr. Orlando Barry, conjuntame nte con

el Dr. Jaime Cruz Tejada, a nombre y representación de
Pedro Reynoso y Argentina Guzmán, por el Licdo. Rafael
Bencosme, abogado Ayudante del Magistrado Procurador
Fiscal del Distrito Judicial de Sant i ago, a nombre de éste,
contra sentencia No. 111-13:s, de fecha Primero de Septiem-
bre del año Mil Novecientos Setenta y Cinco (1975), dicta-
da por la Tercera Cámara Penal, del Juzgado de Primera
Instatncia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo d i sposi-

2240	 BOLETIN JUDICIAL
•



2242

tivo copiado textualmente dice así: 'Primero: Que debe de,
clarar como al efecto declara al nombrado Benigno Tavares
culpable de violar el artículo 123 letra (A) y Art. 49 let/-
(C) de la Ley 241, sobre tráns:to de vehículos terrestres 

y'den consecuencia de su reconocida culpabilidad lo debe con...;
denar y condena a RD$20.00 (Veinte Pesos Oro) de multa
por el hecho delictuoso puesto a su cargo; Segundo: Quedebe declarar corno en efecto declara a Nilo Barrientos no
culpable del hecho puesto a su cargo y en consecuencia 

i0debe descargar por no haber cometido violación a 
la Lesobre la materia; Tercero: Que debe declarar como en efec-

to declara bueno y válido la constitución en parte civil de
los nombrados Martín Octaviano Peña y Leopoldo Barrien-
tos, contra Franc:sco Antonio López Gómez, persona civil-
mente responsable, por haberles hecho en tiempo hábil de
acuerdo con las normas y exigencias procesales; Cuarto:
Que debe declarar corno al efecto declara buena y válida
la constitución en parte civil hecha por Pedro Pablo Rey-
nosa y Argentina Rumaldo, contra Martín Octaviano Peña,
en su calidad de comitente del señor Nilo Barrientos, por
haberles hecho en tiempo hábil y de acuerdo con las nor-mas y exigencias procesales y en cuanto al fondo la rechaza
por improcedente y mal fundada; Qu:nto: Que debe conde-
nar al señor Francisco Antonio López Gómez y a la Cía.
Seguros Pepín, S. A., a pagar 

una multa de RDS800.00
(Ochocientos Pesos Oro), por los daños sufridos por la ca-
mioneta propiedad del señor Martín Octaviano Peña y RDS-
600.00 (Seiscientos Pesos Oro) por los golpes recibidos en
el accidente y RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro), a favor
de Leopoldo Barrientos, por los golpes recibidos 

y daños
ocasionados por el conductor Benigno Tavares, del carro
placa No. 214-567, marca Datsun, color anaranjado, propie-
dad del señor Francisco Antonio López Gómez; Sexto: De-
clara buena y válida /a intervenc:ón forzada contra la Cía.
Pepín, S. A., que la sentencia sea oponible con todas sus
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consecuencias legales; Séptimo: Que debe condenar como
al efecto condena al señor Francisco Antonio López Gó-
coz, y a la Cía. Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas
del presente procedimiento, ordenando su distracción, en
provecho del Licdo. José Cristóbal Cepeda Mercado, quien
afirma estarles avanzando en su totalidad; Octavo: Conde-
na al prevenido Benigno Tavárez, al pago de las costas del
procedimiento', SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la
sentencia recurrida y en consecuencia: A) Descarga al nom-
brado Benigno Tavares del delito de violación a la Ley
241, por no haberlo cometido y Descarga así mismo al se-
ñor Francisco Antonio López Gómez y a la Compañía "Pe-
pm, S. A.", de las condenaciones civiles que le fueron im-
puestas en la referida sentencia; B) Declara al nombrado
Nilo Barrientos, a cuya falta exclus:va se debió el acci-
dente, Culpable de violar la Ley No. 241, al conducir im-
prudentemente la camioneta placa No. 522-908, propiedad
de Martín Octaviano Peña, y lo condena al pago de una
multa de Veinte Pesos Oro (RDS20.00); TERCERO: Decla-
ra buena y válida en cuanto a la forma, la constitución
en parte civil, hecha por el Dr. Orlando Barry, a nombre
y representación de Argentina Rumalclo y Pedro Pablo
Reynoso contra Nilo Barrientos, Martín Octaviano Peña y
/a Seguros Patria, S. A., y así m:smo la constitución en
parte civil, hecha por el Licdo. Cristóbal Cepeda, a nombre
de Leopoldo Barrientos y Martín Octaviano Peña; CUAR-
TO: En cuanto al fondo se ordena una indemnización de
Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en favor de Argentina
Rumaldo y así mismo otra de Trescientos Pesos Oro (RDS-
300.00) en favor de Pedro y Pablo Reynosa; por los daños
Y Perjuicios morales y materiales experimentados por di-
chas señores, con motivo de las leslones recibidas por ellos
en el accidente de que se trata, por apreciar esta Corte,
que dichas sumas son las justas, suficientes y adecuadas
Para la reparación de dichos daños; indemnizaciones a car-
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tivo copiado textualmente dice así: 'Primero: Que debe 
de.clarar como al efecto declara al nombrado Benigno Tavares

culpable de violar el artículo 123 letra (A) y Art. 49 letra(C) de la Ley 241, sobre tránsito de vehículos terrestres yen consecuencia de su reconocida culpabilidad lo debe con.-
denar y condena a RD$20.00 (Veinte Pesos Oro) de multapor el hecho delictuoso puesto a su cargo; Segundo: Que
debe declarar como en efecto declara a Nilo Barrientos no
culpable del hecho puesto a su cargo y en consecuencia lo
debe descargar por no haber cometido violación a la Ley
sobre la materia; Tercero: Que debe declarar como en 

efec-to declara bueno y válido la constitución en parte civil de
los nombrados Martín,Octaviano Peña y Leopoldo Barrien- ,tos, contra Franc:sco Antonio López Gómez, persona civil- . 'ilmente responsable, por haberlas hecho en tiempo hábil de ' l
acuerdo con las normas y exigencias procesales; Cuarto:
Que debe declarar como al efecto declara buena y válidala constitución en parte civil hecha por Pedro Pablo Rey-
roso y Argentina Rumaldo, contra Martín Octaviano Peña.
en su calidad de comitente del señor Nilo Barrientos, por
haberlas hecho en tiempo hábil y de acuerdo con las nor-
mas y exigencias procesales y en cuanto al fondo la rechazapor improcedente y mal fundada; Qu:nto: Que debe conde-
nar al señor Francisco Antonio López Gómez y a la Cía. -
Seguros Pepín, S. A., a pagar una multa de RD$800.00
(Ochocientos Pesos Oro), por los daños sufridos por la ca-mioneta propiedad del señor Martín Octaviano Peña y RD$-
600.00 (Seiscientos Pesos Oro) por los golpes recibidos en
el accidente y RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro), a favorde Leopoldo Barrientos, por los golpes recibidos y dañosocasionados por el conductor Benigno Tavares, del carro
placa No. 214-567, marca Datsun, color anaranjado, propi e-dad del señor Francisco Antonio López Gómez; Sexto: De-
clara buena y válida la intervención forzada contra la Cía.Pepín, S. A., que la sentencia sea oponible con todas sus

consecuencias legales; Séptimo: Que debe condenar como
al efecto condena al señor Francisco Antonio López Gó-
mez, y a la Cía. Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas
del presente procedimiento, ordenando su distracción, en
provecho del Licdo. José Cristóbal Cepeda Mercado, quien
afirma estarles avanzando en su totalidad; Octavo: Conde-
na al prevenido Benigno Tavárez, al pago de las costas del
procedimiento'; SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la
sentenc ia recurrida y en consecuencia: A) Descarga al nom-
brado Benigno Tavares del delito de violación a la Ley
241, por no haberlo cometido y Descarga así mismo al se-
ñor Francisco Antonio López Gómez y a la Compañía "Pe-
pira, S. A.", de las condenaciones civiles que le fueron im-
puestas en la referida sentencia; B) Declara al nombrado
Nilo Barrientos, a cuya falta exclusiva se debió el acci-
dente, Culpable de violar la Ley No. 241, al conducir im-
prudentemente la camioneta placa No. 522-908, propiedad
de Martín Octaviano Peña, y lo condena al pago de una
multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00); TERCERO: Decla-
ra buena y válida en cuanto a la forma, la constitución
en parte civil, hecha por el Dr. Orlando Barry, a nombre
y representación de Argentina Rumaldo y Pedro Pablo
Reynoso contra Nilo Barrientos, Martín Octaviano Peña y
la Seguros Patria, S. A., y así mismo la constitución en
parte civil, hecha por el Licdo. Cristóbal Cepeda, a nombré
de Leopoldo Barrientos y Martín Octaviano Peña; CUAR-
TO: En cuanto al fondo se ordena una indemnización de
Un Mil Pesos Oro (RD$1.000.00) en favor de Argentina
Rumaldo y así mismo otra de Trescientos Pesos Oro (RDS-
300.00) en favor de Pedro y Pablo Reynoso; por los daños
Y perjuicios morales y materiales experimentados por di-
chos señores, con motivo de las lesiones recibidas por ellos
en el accidente de que se trata, por apreciar esta Corte,
que dichas sumas son las justas, suficientes y adecuadas
para la reparación de dichos daños; indemnizaciones a car-
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go de Nilo Barrientos y Martín Octaviano Peña; QUIN»:
Condena a Nilo Barrientos al pago de las costas penales.
SEXTO: Condena a Nilo Barrientos, Martín Octaviano Pe-
ña y Seguros Patria, S. A., al pago de las costas civiles de
la presente Instancia y ordena su distracción en provecho
del Dr. Orlando Barry, abogado que afirma estarlas avan-
zando en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presente sen-
tencia, común, oponible y ejecutable a la Compañía de se
guros Patria, S. A.";

Considerando que ni el Magistrado Procurador Ovil&
ral de la Corte de Apelación de Santiago, ni la Seguros Pa-
tria, S. A., han expuesto los medios en que fundan sus re-
cursos, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que proce-
de declarar nulos dichos recursos;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado los siguientes medios: Primer Medio:—
Falta de base legal; motivos insuficientes; falta de ponde-
ración y desnaturalización de los hechos de la causa; Se-
gundo Medio:— Violación de los artículos 49, 123 letra A,
61, letra (a), y 65 de la ley 241 sobre tránsito de vehículos
de motor y los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil
de la Rep. Dom. Además como artículo supletorio el 67 (b)
Inciso (No. 2) de la Ley 241;

Considerando, que en los dos medios de su memorial
reunidos, los recurrentes alegan, en síntesis, que la Corte
a-qua, para declarar al prevenido Nilo Barrientos Peña,
único culpable del accidente en el que resultaron lesiona-
das corporalmente las personas que en el fallo impugnado
se indican, constituidas en parte civil, se basó en que el
accidente se debió exclusivamente a que la goma trasera
izquierda de la camioneta conducida por Barrientos Peña
no estaba en condiciones de soportar el exceso de carga
que dicho vehículo llevaba; lo que dio lugar, al zafarse la

mencionada goma, a que la camioneta al virarse hacia
izquierda, obstaculizara la vía al automóvil que iba de-

trás, conducido por Benigno A. Tavares, el que chocó con
13 camioneta citada al intentar rebasarle; con lo que la
corte a-qua desestimó la alegación del prevenido Barrien-
tos Peña, en el sentido de que el desprendimiento de la
oina de la camioneta se debió al ser chocada ésta por el
tomóvil conducido por el prevenido Tavares Arias, al in-

tentar el rebase; que al proceder así, continúan exponiendo
los recurrentes, la Corte a-qua lo h:zo sin ningún funda-
mento serio, ya que el único testigo verdadero de los he-
chos, quien negó al lugar del accidente unos tres minutos
después de ocurrido éste, y que lo fue el agente de la Po-
: efa. Nacional, Francisco Corniel Ciprián, declaró que no
,i.bía si los tornillos se rompieron a causa del choque, o
por el peso de la carga, si bien admitió que la camioneta
'estaba cargada hasta arriba; que aunque dicho test:go in-
formó que el prevenido Barrientos le había dicho, al él
llegar al lugar de los hechos, que los tornillos de la rueda
izquierda de la camioneta se habían roto, el prevenido Ba-
rrientos Peña negó en todas las audiencias que hubiese d:-
cho tal cosa; que, por otra parte, siguen exponiendo los re-
currentes, la Corte a-qua no comprobó, o no lo expresa en
su fallo. si el automóvil manejado por Tavare.z Arias estaba
chocado parcialmente en su parte frontal derecha, o en

,+.todo su frente; pues establecido éste se hubiese contado
..i*. con un valioso indicio comprobativo de que la ruptura de

los pernos y la salida de la goma correspondiente no ocu-
lrrió en el intento del rebase alegado; que, por último, en

-.lel lugar del accidente, según se estableció, es una pend'ente
en que la ley prohibe que un vehículo rebase a otro; que

i'-por todo lo expuesto, y además porque en el fallo impug-
nado no se consigna, como era obligatorio hacerlo, el texto

tk legal violado por el prevenido Barrientos Peña, la senten-
• cia impugnada debe ser casada; pero,
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go de Nilo Barrientos y Martín Octaviano Peña; QUINTO:
Condena a Nilo Barrientos al pago de las costas penales.
SEXTO: Condena a Nilo Barrientos, Martín Octaviano pe:
ña y Seguros Patria, S. A., al pago de las costas caviles de
la presente Instancia y ordena su distracción en provecho
del Dr. Orlando Barry, abogado que afirma estarles avan-
zando en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presente sen-
tencia, común, oponible y ejecutable a la Compañía de se.
guros Patria, S. A.";

Considerando que ni el Magistrado Procurador Genie-t
ral de la Corte de Apelación de Santiago, ni la Seguros Pa-'1".
tria, S. A., han expuesto los medios en que fundan sus re-
cursos, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de:
la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que proa-,
de declarar nulos dichos recursos;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado los siguientes medios: Primer Medio:—
Falta de base legal; motivos insuficientes; falta de ponde-
ración y desnaturalización de los hechos de la causa; Se-
gundo Medio:— Violación de los artículos 49, 123 letra A,
61, letra (a), y 65 de la ley 241 sobre tránsito de vehículos
de motor y los artículos 1382, 1383 y 1384 del Cód:go Civil
de la Rep. Dom. Además como artículo supletorio el 67 (b)
Inciso (No. 2) de la Ley 241;

Considerando, que en los dos medios de su memorial
reunidos, los recurrentes alegan, en síntesis, que la Corte
n-qua, para declarar al prevenido Nilo Barrientos Peña,
único culpable del accidente en el que resultaron lesiona-
das corporalmente las personas que en el fallo impugnado
se indican, constituidas en parte civil, se basó en que el
accidente se debió exclusivamente a que la goma trasera
izquierda de la camioneta conducida por Barrientos Peña
no estaba en condiciones de soportar el exceso de carga
que dicho vehículo llevaba; lo que dio lugar, al zafarse la

mencionada goma, a que la camioneta al virarse hacia
izquierda, obstaculizara la vía al automóvil que iba de-

3 s. conducido por Benigno A. Tavares, el que chocó con
'.1 camioneta citada al intentar rebasarle; con lo que la
c"(t -le a-qua desestimó la alegación del prevenido Barrien-
t os Peña, en el sentido de que el desprendimiento de la
Dila de la camioneta se debió al ser chocada ésta por el-automóvil conducido por el prevenido Tavares Arias, al in-

tentar el rebase; que al proceder así, continúan exponiendo
los recurrentes, la Corte a-qua lo hizo sin ningún funda-
: 	 serio, ya que el único testigo verdadero de los he-
c:ios, quien llegó al lugar del accidente unos tres minutos
:csoués de ocurrido éste, y que lo fue el agente de la Po-
l'c'a Nacional, Francisco Corniel Ciprián, declaró que no
, ;;bia si los tornillos se rompieron a causa del choque, o
or el peso de la carga, si bien admitió que la camioneta

estaba cargada hasta arriba; que aunque dicho test:go in-
formó que el prevenido Barrientos le había dicho, al él
llegar al lugar de los hechos, que los tornillos de la rueda
izquierda de la camioneta se habían roto, el prevenido Ba-
rrientos Peña negó en todas las audiencias que hubiese d:-
cho tal cosa; que, por otra parte, siguen exponiendo los re-
currentes, la Corte a-qua no comprobó, o no lo expresa en
su fallo. si el automóvil manejado por Tavarez Arias estaba
chocado parcialmente en su parte frontal derecha, o en
todo su frente; pues establecido éste se hubiese contado
con un valioso indicio comprobativo de que la ruptura de

'los pernos y la salida de la goma correspondiente no ocu-
'Irrió en el intento del rebase alegado; que, por último, en

; el lugar del accidente, según se estableció, es una pend'ente
1 J1 en que la ley prohibe que un vehículo rebase a otro; que
-k por todo lo expuesto, y además porque en el fallo impug-
r nado no se consigna, como era obligatorio hacerlo, el texto

legal violado por el prevenido Barrientos Peña, la senten-
cia impugnada debe ser casada; pero,
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Considerando, que los Jueces del fondo gozan de un
poder soberano en la apreciación de los hechos de la cau,z,-,
le que escapa al control de la casación, salvo desnaturali-
zación; que, en consecuenc:a, la Corte a-gua pudo funda-
mentarse para dictar su fallo, en la declaración del agente
policial Corniel Ciprián, todo ello unido a la propia decla-
ración del prevenido Barrientos Peña, quien según se con- 1
signa en el acta policial correspondiente, se expresó así: .1..
"Yo transitaba de Oeste a Este por la autopista Duarte, 1
tramo Navarrete-Sant:ago; y al llegar al kilómetro 5 (sec. dm.;
ción Estancia del Yaque), se me le partieron los tornillos
que sujetan la goma izquierda, desviándose mi vehículo
hacia la izquierda, originándose un choque con el carro
placa pública 214-567, quedando el mío virado hacia arri- #
ba"; que una vez establecido todo lo anteriormente expre-
sado por la Corte a-gua, carece de relevancia que en el lu-
gar del acc:dente, en razón de la conformación de la ca-
/tetera, estuviese legalmente prohibido procederse al re-
base de vehículos, por no haber ello tenido incidencia al-
guna en el accidente, como era igualmente irreleva.ite por
la misma causa, la comprobación de si toda la parte frontal

. del automóvil, o sólo porción de la misma, quedó deterio-
rada; que, por último, en la sentencia impugnada se con-
s:gna expresamente el texto de la Ley No. 241, sobre Trán-
sito y Vehículos, aplicado por la Corte a-gua en la especie;
que por todo lo anteriormente expuesto los medios del me-
morial se desestiman por carecer de fundamento;

Considerando, que la Corte a-gua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio adini- 

'

e
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
en fecha 5 del mes de Jun:o de 1974, en horas de la mañana,

	 j

mientras la camioneta placa No. 522-908, marca Datsun.
prop;edad de Martín Octaviano Peña, asegurado en la Com-
pañía de Seguros Patria, S. A., con Póliza No. A-370I, que
se vence el 25 de Junio del 1974, conducida por Nilo Ba-

rriento Peña, quien transitaba de Oeste a Este por la Au-
Sopista Duarte ,tramo comprendido entre Navarrete y San-
tiago, al llegar al kilómetro cinco (5) aproximadamente,
do la sección Estancia del Yaque, del Mun:cipio de Villa

sonó, se originó un choque con el carro placa No. 214-567,
tarea Datsun, propiedad de Francisco Antonio López Gó-
/tez, asegurado con la Compañía Seguros Pepín, S. A., que
vence el 17 de marzo de 1975, manejado por Benigno 'raya-
res Arias, quien transitaba en la misma dirección; 1)) que
el accidente de que se trata se debió, única y exclusiva
:ente, a la falta cometida por el coprevenido Nilo Barrien-
te, en la conducción de su vehículo (camioneta), ya que el
exceso de carga que llevaba el día en que ocurrió el acci-
dente, unido a su falta de precaución, al no advertir que
la goma trasera izquierda no estaba en condiciones aptas
para soportar dicha carga, tal como aconteció y, precisa-
mente, ésta fue la causa generadora, eficiente y determi-
nante, que dio lugar a que al salirse la menc:onada rueda
de la camioneta, éste se le cruzara al virarse hacia la iz-
quierda y tuviera que ser chocada por el carro conducido

[k 
por Benigno Tavarez Arias, que en ese momento trataba
do rebasarle en forma correcta, con el resultado ya cono-
cido; accidente que éste último no podía evitar en las con-
diciones señaladas y que lo liberan por tanto, de toda res-
ponsabilidad; que de todo lo anter:ormente expuesto re-
vela que la sentencia impugnada contiene motivos suficien-
tes y pertinentes, que justifican su dispositivo, así como
una relación de los hechos de la causa que han permitido
a la Suprema Corte de Justicia establecer que en la especie
se ha hecho una correcta apl:cación de la Ley;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido Nilo Barrientos Peña, el delito
de golpes y heridas por imprudencia, ocasionados con el
manejo de un vehículo de motor, hecho previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley 241, de 1967, y sancionado en la letra c)

9
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Considerando, que los Jueces del fondo gozan de
poder soberano en la apreciación de los hechos de la cau
le que escapa al control de la casación, salvo desnaturali.
zación; que, en consecuencia, la Corte a-qua pudo funda-
mentarse para dictar su fallo, en la declaración del agente
policial Corniel Ciprián, todo ello unido a la propia decla-
ración del prevenido Barrientos Peña, quien según se con-
signa en el acta policial correspondiente, se expresó así:
"Yo transitaba de Oeste a Este por_ la autopista Duarte, -
tramo Navarrete-Santiago; y al llegar al kilómetro 5 (sec-
ción Estancia del Yaque), se me le partieron los tornillos
que sujetan la goma izquierda, desviándose mi vehículo
hacia la izquierda, originándose un choque con el carro
placa pública 214-567, quedando el mío virado hacia arri-
ba"; que una vez establecido todo lo anteriormente expre-
sado por la Corte a-qua, carece de relevancia que en el lu-
gar del accidente, en razón de la conformación de la ca- 4
rretera, estuviese legalmente prohibido procederse al rey.
base de vehículos, por no haber ello tenido incidencia al- • -
guna en el accidente, como era igualmente irreleva.ite por
la misma causa, la comprobación de si toda la parte frontal

. del automóvil, o sólo porción de la misma, quedó deterio-
rada; que, por último, en la sentencia impugnada se con-
signa expresamente el texto de la Ley No. 241, sobre Trán-
sito y Vehículos, aplicado por la Corte a-qua en la especie;
que por todo lo anteriormente expuesto los medios del me-
morial se desestiman por carecer de fundamento;

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio adnd-
nistrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
en fecha 5 del mes de Jun:o de 1974, en horas de la mañana,
mientras la camioneta placa No. 522-908, marca Datsun,
propiedad de Martín Octaviano Peña, asegurado en la Com-
pañía de Seguros Patria, S. A., con Póliza No. A-3701, que
se vence el 25 de Junio del 1974, conducida por Nilo Ba-

r•iento Peña, quien transitaba de Oeste a Este por la Au-
topista Duarte ,tramo comprendido entre Navarrete y San-
:lago, al llegar al kilómetro cinco (5) aproximadamente,
(1.: la sección Estancia del Vaque, del Municipio de Villa
Bisonó, se originó un choque con el carro placa No. 214-567,

"nro. Datsun, propiedad de Francisco Antonio López Gó-
mez, asegurado con la Compañía Seguros Pepin, S. A., que
vence el 17 de marzo de 1975, manejado por Benigno Tava-
res Arias, quien transitaba en la misma dirección; b) que
e' accidente de que se trata se debió, única y exclusiva-
mente, a la falta cometida por el coprevenido Nilo Barrien-
to, en la conducción de su vehículo (camioneta), ya que el
exceso de carga que llevaba el día en que ocurrió el acci-
dente, unido a su falta de precaución, al no advertir que
.b goma trasera izquierda no estaba en condiciones aptas
para soportar dicha carga, tal como aconteció y, precisa-
mente, ésta fue la causa generadora, eficiente y determi-
nante, que dio lugar a que al salirse la mencionada rueda
de la camioneta, éste se le cruzara al virarse hacia la iz-
quierda y tuviera que ser chocada por el carro conducido
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de rebasarle en forma correcta, con el resultado ya cono-
cido; accidente que éste último no podía evitar en las con-
diciones seríaladas y que lo liberan por tanto, de toda res-
ponsabilidad; que de todo lo anteriormente expuesto re-
vela que la sentencia impugnada contiene motivos suficien-
tes y pertinentes, que justifican su dispositivo, así como
una relación de los hechos de la causa que han permitido
a la Suprema Corte de Justicia establecer que en la especie
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Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido Nilo Barrientos Peña, el delito

-1. de golpes y heridas por imprudencia, ocasionados con el
manejo de un vehículo de motor, hecho previsto por el ar-
ticulo 49 de la Ley 241, de 1967, y sancionado en la letra c)
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de dicho texto legal con las penas de seis meses a dos años
de prisión, y multa de cien (RDS100.00) a quinientos pesos
(RD$500.00), s: la enfermedad o imposibilidad para el tra•
bajo de la víctima durare 20 días o más, como ocurrió en
la especie; que por lo tanto, al condenar la Corte al preve.
nido recurrente, Nilo Barrientos Peña al pago de una mul-
ta de RD$20.00, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la
Ley;

Considerando, que asimismo, el hecho puesto a cargo
del prevenido ocasionó a las personas constituidas en parte
civil, daños y perjuicios materiales y morales cuyo monto
apreció en la suma de RDS1,000.00 en favor de Argentina
Rumaldo, y de RD$300.00 en favor de Pedro Pablo Reyno-
so; que por tanto al condenar conjuntamente al prevenido
Barrientos Peña, y a Martín Octaviano Peña, puesto en
causa como civilmente responsable, al pago de dichas sumas
a título de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Benigno Tavares Arias, Francisco Antonio López, y
a la Seguros Pepín, S. A., en los recursos de casación in-
terpuestos por Nilo Barrientos Peña, Martín Octaviano Pe-
ña y Seguros Patria, S. A., contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, el 12 de octubre de 1976, cuyo dispositivo se ha
transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los recursos interpuestos contra la anterior sen-
tencia; Tercero: Condena a Nilo Barrientos Peña, al pago
de las costas penales, y a Martín Octaviano Peña, al pago
de las civiles.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
,.clo de la Fuente.— Manuel A. Arniama.— Francisco Elpi-

o Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió-- Juan Bautista
-)mias Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—

Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cri stóbal , defecha 12 de septiembre de /977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Arturo García y Compañía de Seguros Pepin,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Repúbl:ca, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 27 del mes de octubre del año 1980, años 137' dela Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Arturo García, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado en la calle Francisco del Rosario Sánchez
No. 144 de esta ciudad, cédula No. 199772, ser:e Ira.; Ene-
mencio García, dominicano, mayor de edad, domiciliado en
la calle Francisco del Rosario Sánchez No. 101 de esta c i u-dad, cédula No. 3312, serie 57, y la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., domiciliada en la calle Palo Hincado esquina
Mercedes de esta ciudad; contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 12 de septiemb
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de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la
Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-

ria de la Corte a-qua el 15 de septiembre de 1977, a reque-
rimiento del Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811, se-

rie 52, en representación de Arturo García, Enemencio Gar-
cía y Seguros Pepín, S. A., en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de

1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código

Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1, 37 y 65 de la. Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 19 de agosto de 1975,
en la carretera de Santo Domingo a Monte Plata, en el cual
resultó muerta una persona, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Monte Plata, dictó el 12 de oc-
tubre del 1976, uní.- sentencia en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo, se copia más adelante; b) que sobre
los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó el fallo ahora
impugnado, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-

- RO: Declara regular y válido el recurso de apelación inter-

'
puesto por los Dres. Plutarco Montes de Oca y Rafael L.

. Márquez, a nombre y representación de los señores Arturo
García, Enemencio García y de la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia de fecha 12 del mes de oc-
tubre del año 1976, dictada por el Juzgado de Primera Ins-

República;
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tanda del Distrito Judicial de Monte Plata, cuyo dispositi•
dice así: "Falla: Primero: Se declara a Arturo García, eu
pable del delito de golpes y heridas cometidos involuntaria-
mente con el manejo de un vehículo de motor que ocasion::-
ron la muerte a José Santos Galva, previsto y sancionadc,
por el artículo 49 inciso lro. de la Ley No. 241, sobre Trán-
sito y Vehículos; SEGUNDO: Lo condena a pagar multie
de RDS50.00 (cincuenta pesos oro), acogiendo circunstancial.
atenuantes a su favor y al pago de las costas penales; Ter:
cero: Declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha por Ignacia Amando del Rosario a nombre y en real
presentación de sus hijos menores Marcial, Marino, MáxIi.

D igna, Gertrudis e Inés Rosario Galva, por órgano
su abogado const:tuído Dr. Luis Cambero Gil, contra el pr•i:;,,
venido Arturo García, contra Enemencio García, personé
civilmente responsable y contra Seguros Pepín, S. A.,
ser regular en la forma; Cuarto: En cuanto al fondo, con-
dena a Arturo García y a Enemencio García, al pago sol:-
darlo de la suma de seis mil pesos oro (RD$6,000.00) en
favor de la parte civil constituida como justa indemniza-21
ción por los daños y perjuicios morales y mater i ales sufrí!
dos con motivo del ace:dente, más los intereses legales de,
la referida suma a contar del día de la demanda, a titulo
de indemnización suplementaria; Quinto: Condena a Artu- •
ro García y Enemencio García al pago de las costas civiles
con distracción en provecho del Dr. Luis Cambero Gil,
quien atrmó haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto:
Declara la presente sentencia común y oponible en su as-
pecto civil a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., compa-
ñía aseguradora del carro causante del ace'clente"; por ha-
bario intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for
malidades legales; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Arturo García, es culpable del delito de homicidio involun-
tario causado con vehículo de motor en perjuicio de José
Santos Galva, en consecuencia, lo condena a pagar una
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toa de cincuenta pesos oro (RD$50.00), acogiendo en su
trul la circunstancias atenuantes y admitiéndose concurren-

c; de faltas, incurridas, por el prevenido y por la víctima

del accidente; TERCERO: Declara regular y válida la cons-
titución en parte civil de la señora Ignacia Amando del
Rosario, hecha a nombre y representación de sus hijos me-
nores: Marcial, Marino, Máximo, Digna, Gertrudis e Inés,

en consecuencia, condena a Enemencio García y Arturo
García, personas puestas en causa como civilmente respon-
sable ,a pagar cuatro m:1 pesos oro (RD$4,000.00) de indem-
nización, como reparación de los daños y perjuicios mora-
les v materiales, que han sido ocasionados a la referida par-
:e civil constituida; CUARTO: Condena al prevenido Ar-
turo García, al pago de las costas penales; QUINTO: Con-
dena a Arturo García y Enemencio García, al pago de las
costas civiles, con distracción de éstas en provecho del Dr.
Luis Cambero Gil, quien ha afirmado haberlas avanzado
en su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia opo-
nible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser la en-
tidad aseguradora del vehículo que originó el accidente y
ocasionó los daños y perjuicios";

Considerando. que ni Enemencio García, puesto en cau-
sa como civilmente responsable ni la Compañía de Seguros
Pepín. S. A., también puesta en causa, han propuesto los
medios en que fundan su recurso. como lo exige a pena de
nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, que. en consecuencia sólo procede examinar -el
recurso del prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua . mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecido: a)
que el 19 de agosto de 1975, en el kilómetro 49 de la ca-
rretera Santo Domingo-Monte Plata, mientras Arturo Gar-
cía conducía un auto marca Datsun, placa No. 200-313, atro-
pelló a José Santos Galva al tratar éste de cruzar dicha
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vía, y recibió varios traumatismos que le causaron la rnner.
te: b) que el prevenido recurrente actuó con imprudencia
'y torpeza ya que el accidente ocurrió en una recta y el
chofer no tomó ninguna medida para evitarlo; c) que el
vehículo que ocasionó el accidente es propiedad de Ene-
mencio García y se encontraba asegurado por la Compañía
de Seguros Pepín, S. A.; d- que tanto Enemencio García
como la Compañía de Seguros Pepín, S. A., fueron puestos
en causa;

Cons'clerando, que los hechos así establecidos conf:gu.
ran a cargo del prevenido el delito de haber ocasionado la
muerte por imprudencia con el manejo de un vehículo de
motor previsto y sancionado por el inciso Ir°. del artículo
49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
con penas de dos (2) a cinco (5) años y multa de RDS500.00
a RD$2,000.00; que al condenar a dicho prevenido recurren-
te a una multa de RD$50.00, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, el aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Cons:derando, que asim ; smo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido, había ocasionado da-
ñes y perjuicios materiales y morales a Ignacia Amancio
del Rosario, constituida en parte civil, a nombre de sus hi-
jos menores Marcial, Marino, Máximo, Digna, Gertrudis e
Inés, que evaluó en la suma de RD$4,000.00 como indemni
zae .ón, que en consecuencia, al condenar al prevenido recu-
rrente al pago de esa suma a título de indemnización, jun-
tamente con Enemencio García, hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del
prevenido, no contiene ningún victo que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Enemencio García y la

opañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de

l
a Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en sus
atribuciones correccionales el 12 de septiembre de 1977,

coy dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-

sente fallo; SEGUNDO: Rechaza el recurso del prever-ido

Arturo 
García, contra la misma sentencia; y TERCERO-

condena a éste último al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de

la Fuente.— Manuel A. Arniama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jarobo.

•
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vía, y recibió varios traumatismos que le causaron la mnec.
te: b) que el prevenido recurrente actuó con imprudencia
'y torpeza ya que el accidente ocurrió en una recta y el
chofer no tomó ninguna medida para evitarlo; c) que el
vehículo que ocasionó el accidente es propiedad de Ene-mencio García y se encontraba asegurado por la Compañia
de Seguros Pepín, S. A.; d- que tanto Enemencio García
como la Compañía de Seguros Pepín, S. A., fueron puestas
en causa;

Cons : derando, que los hechos así establecidos contgu,
ran a cargo del prevenido el delito de haber ocasionado la
muerte por imprudencia con el manejo de un vehículo de
motor previsto y sancionado por el inciso lro. del artículo
49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
con penas de dos (2) a cinco (5) años y multa de RDS500.00
a RD$2,000.00; que al condenar a dicho prevenido recurren.
te a una multa de RDS50.00, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, el aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Cons:derando, que asim ismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido, había ocasionado da-
ños y perjuicios materiales y morales a Ignacia Amando
del Rosario, constituida en parte civil, a nombre de sus hi-
jos menores Marcial, Marino, Máximo, Digna, Gertrudis e
Inés, que evaluó en la suma de RD$4,000.00 como indem
zac:ón, que en consecuencia, al condenar al prevenido re
Frente al pago de esa suma a título de indemnización, jun-
tamente con Enemencio García, hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del
prevenido, no contiene ningún victo que justifique su c a-sación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur
sos de casación interpuestos por Enemencio García y la

compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de

la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en sus
atribuciones correccionales el 12 de septiembre de 1977,

oye dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-

sante fallo; SEGUNDO: Rechaza el recurso del prevenido
Arturo García, contra la misma sentencia; y TERCERO:

Condena a éste último al pago de las costas penales.

(Firmados) : Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de

la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras,— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Miguel Ja-
robo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la

audienc ia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jarabo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 198g

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San cris.
tóbal, de fecha 12 de octubre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Industria Textil, S. A.
Abogado: Dr. Eco. José Díaz Peralta.

Recurrido: Constantino Vargas.
Ahogado: Dr. Freddy Zabulón Díaz.

Dios, Patria y LibertS.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pen-
ne., Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 27 de octubre de 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, COMO Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indus-
tria Textil, S. A., con su domicilio en la Sección de Madre
Vieja, jurisdicción de San Cristóbal, contra la sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cr i stóbal, en sus atribuciones laborales, el
12 de octubre del 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
mte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Freddy

zabulón Díaz, cédula No. 23721, serie 2, abogado del recu-
rrido, Constantino Vargas, dominican o, mayor de edad, sol-

tero, obrero, cédula No. 6006, serie 48, co domicilio en la

c
asa No. 93 de la calle Bernardo Aliés, de la ciudad de San

Cristóbal;
V i sto el memorial de casación del recurrente, deposita-

do en la Secretaría de la Suprema Cortede Justicia el 30
de diciembre del 1977, suscrito por su abogado el Dr. Fran-
cisco José Díaz Peralta, cédula No. 21753, serie 2, en el
cual se propone el medio de casación que se indica más

adelante;
Visto el memorial de defensa del recurrido del 9 de

febrero del 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 6 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentenc ia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de Paz del
Municipio de San Cristóbal dictó, una sentenc ia el 24 de

mayo del 1977, con el siguiente dispositivo: "Falla: Prime-
ro: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra la
parte demandada Industria Textil del Caribe, C. por R.,
por no haber comparecido a la audiencia ni haberse hecho
representar por abogado, no obstante estar legalment e ci-

tada;— Segundo: Que debe declarar y declara resuelto el

Contrato de Trabajo verbal por tiempo indefinido, existen-
te entre el patrono Industria Textil del Caribe, C. por A.,
y el obrero Constantino Vargas, por desp ; do injustificado;—
Tercero: Se condena al patrono Industria Textil del Cari-

be, C. por A., a pagarle al obrero Constantino Vargas, las
siguientes prestaciones laborales: tomando como base el
salario de RDS3.60 diarios, durante un período de seis me-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San c.,1_
tóbal, de fecha 12 de octubre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Industria Textil, S. A.
Abogado: Dr. Feo. José Díaz Peralta.

Recurrido: Constantino Vargas.
Abogado: Dr. Freddy Zabulón Díaz.

Dios, Patria y Libertz'd,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pera-
116, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 27 de octubre de 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
c:a pública, corno Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indas-
tria Textil, S. A., con su domicilio en la Sección de Madre
Vieja, jurisdicción de San Cristóbal, contra la sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones laborales, el
12 de octubre del 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
mte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Freddy
zabulón Díaz, cédula No. 23721, serie 2, abogado del recu-

rr 

ido, Constantino Vargas, dominicano, mayor de edad, sol-

¡aro, 
obrero, cédula No. 6006, serie 48, coi\ domicilio en la

casa No. 93 de la calle Bernardo Aliés, de la ciudad de San

C.Stóbal;
Visto el memorial de casación del recurrente, deposita-

do en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia el 30

de 
diciembre del 1977, suscrito por su abogado el Dr. Fran-

cisco José Díaz Peralta, cédula No. 21753, serie 2, en el
cual se propone el medio de casación que se indica más

adelante;
Visto el memorial de defensa del recurrido del 9 de

febrero del 1978, suscrito por su abogado;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1, 6 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedImiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de Paz del
Municipio de San Cristóbal dictó, una sentencia el 24 de
mayo del 1977, con el sigu i ente d:spositivo: "Falla: Pria lame-

ro: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contr
parte demandada Industria Textil del Caribe, C. por R.,

por no haber comparecido a la audiencia ni haberse hecho
representar por abogado, no obstante estar legalmente ci-
tada;— Segundo: Que debe declarar y declara resuelto el
Contrato de Trabajo verbal por tiempo indefinido, existen-
te entre el patrono Industria Textil del Caribe, C. por A.,
y el obrero Constantino Vargas, por despido injustificado:—
Tercero: Se condena al patrono Industria Textil del Cari-

be, C. por A., a pagarle al obrero Constantino Vargas, las
siguientes prestaciones laborales: tomando como base el
salario de RD$3.60 diarios, durante un período de seis me-
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ses: 12 días de preaviso, más 15 días de cesantía, más lodías de vacaciones, hacen 37 días a razón de RD$3.60 por
día, hacen la suma de RDS127.20, más RD$50.00 de Rega.
lía Pascual, son 1RD$177.20, más el interés legal que son
RD$17.72, más 3 meses de indemnización, hacen RD$324.00,ascendiendo a un total de RD$518.92;— Cuarto: Se conde-
na a la Industria Textil del Caribe, C. por A., al pago delas costas del procedimiento, con d istracción de las mismas
en favor del Dr. Freddy Zabulón Día; quien afirma 

ha-borlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso-1'#
interpuesto i ntervino la sentencia ahora impugnada en ea-
sación, la cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Que ratifica en audiencia el defecto contra 

la -;parte recurrente Textil S. A., por no haber comparecido
a la audiencia ni haberse hecho representar legalmente 

apesar de haber sido citada •— SEGUNDO: Que en cuanto
a la forma del presente recurso de apelación se pronunciala nulidad del acto de apelación por contravenir disposi-
ciones procedimentales, y en consecuencia en cuanto al fon-
do, se confirma en todas sus partes la sentencia recurrida,ordenándose el pago de las siguientes prestaciones, tomán-
dose como base el período de 6 meses, y el salario de RD$-
3.60 diarios: 12 días de preaviso, 15 de cesantía, 10 de vaca-ciones,	 .;

 más RD$50.00 prop. Regalía Pascual, más la indem-
nización en conjunto a partir de la demanda; TERCERO: 
Ordenar el pago de los intereses legales a partir de la de-
manda sobre el monto de b suma adeudada,— CUARTO:
Se condena a la Textil, S. A., al pago de los costos del pro- •
cedimiento, con distracción del doctor Freddy Zabulón
Díaz Peña, quien afirma haberlas avanzado";

Considerando, que el recurrido propone los siguientes
medios de inadmisión . 19 que el recurso de casación fueinterpuesto el 27 de diciembre de 1978, o sea, durante el
período de vacaciones de los tribunales de justicia, lo que
constituye una irregularidad a pena de nulidad; 2 9 la falta II

cic indicación en la notificación del recurso del estudio del
;bogado en la ciudad capital o la constancia de otra elec-
ción de domicilio en la misma ciudad;

Considerando, en cuanto al primer medio de inadmi-
sión propuesto: Que de acuerdo con Resolución dictada a
pedimento del Dr. Francisco José Díaz Peralta, quien ac-
tuaba a nombre de la Industrial Textil,el Presidente
de la Suprema Corte de Justicia dictó un auto por el cual
habilitó el día 30 de diciembre del 1977 a fin de que dicha
Compañía pudiera depositar el memorial de casación con-
tra la sentencia impugnada; que en esa misma fecha fue
depositado dicho memorial, por lo que este medio de inad-
misión carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al segundo medio de inadmi-
sión: que la nulidad de que se trata no es de orden público,
sino de interés privado, y es, por tanto, susceptible de ser
cubierta al presentar conclusiones la parte adversa; que,
en la especie, el recurrido presentó conclusiones al fondo
en su memorial de defensa; que en tales condiciones, dacha
nulidad ha quedado cubierta, por lo que el segundo y últi-
mo medio de inadmisión debe ser desestimado;

Considerando, que la recurrente propone el siguiente
medio de casación: Violación en la sentencia impugnada de
su derecho de defensa y de las reglas procesales relativas
al recurso de apelación;

Considerando, que la recurrente, alega en su único
medio de casación, que el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal pronunció el defecto

14e la actual recurrente y declaró nulo el recurso de apela-
ción basándose en la circunstancia de qeu fue notificado en
la persona del abogado constituido por Constantino Vargas,
en el domicilio de elección, y no en la persona del intimado;
Pero,

Considerando, que, según el artículo 456 del Código
de Procedimiento Civil, el acto de apelación debe ser no-
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ses: 12 días de preaviso, más 15 días de cesantía, más 
lodías de vacaciones, hacen 37 días a razón de RD$3.60

Pordía, hacen la suma de RD$127.20, más RD$50.00 de Rega-
lía Pascual, son 1RD$177.20, más el interés legal que sonRD$17.72, más 3 meses de indemnización, hacen RD$324.00ascendiendo a un total de RD$518.92;— Cuarto: Se conde-na a la Industria Textil del Caribe, C. por A., al pago de
las costas del procedimiento, con distracción de las 

mismasen favor del Dr. Freddy Zabulón Día; quien afirma 
ha-berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recursointerpuesto intervino la sentencia ahora impugnada en ca-

sación, la cual contiene el siguiente dispos:tivo: "FALLA:
PRIMERO: Que ratifica en audiencia el defecto contra la
parte recurrente Textil S. A., por no haber comparecido
a la audiencia ni haberse hecho representar legalmente a
pesar de haber sido citada:— SEGUNDO: Que en cuantoa la forma del presente recurso de apelación se pronuncia
la nulidad del acto de apelación por contravenir disposi-
ciones procedimentales, y en consecuencia en cuanto al fon-
do, se confirma en todas sus partes la sentencia recurrida,
ordenándose el pago de las siguientes prestaciones, tomán-
dose como base el período de 6 meses, y el salario de RD$-
3.60 diarios: 12 días de preaviso, 15 de cesantía, 10 de vaca-
ciones, más RD$50.00 prop. Regalía Pascual, más la indem-
nización en conjunto a partir de la demanda;— TERCERO:
Ordenar el pago de los intereses legales a partir de la de-
manda sobre el monto de la suma adeudada:— CUARTO:
Se condena a la Textil, S. A., al pago de los costos del pro-cedimiento, con distracción del doctor Freddy Zabulón
Díaz Peña, quien afirma haberlas avanzado";

Considerando, que el recurrido propone los siguientes
medios de inadmisión: 1 9 que el recurso de casación fueinterpuesto el 27 de diciembre de 1978, o sea, durante elperíodo de vacac i ones de los tribunales de justicia, lo queconstituye una irregularidad a pena de nulidad; 27 la falta

de indicac ión en la notificación del recurso del estudio del
ahogado en la ciudad capital o la constancia de otra elec-

ción de domicilio en la misma ciudad;
Considerando, en cuanto al primer medio de inadmi-

sión propuesto: Que de acuerdo con Resolución dictada a

pedimento del Dr. Francisco José Díaz Peralta, quien ac-
tuaba a nombre de la Industrial Textil, S. A., el Presidente
de la Suprema Corte de Justicia dictó un auto por el cual
habilitó el día 30 de diciembre del 1977 a fin de que dicha
Compañía pudiera depositar el memorial de casación con-
tra la sentencia impugnada; que en esa misma fecha fue
depositado dicho memorial, por lo que este medio de inad-
misión carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al segundo medio de inadmi-
sión: que la nulidad de que sé trata no es de orden público,
sino de interés privado, y es, por tanto, susceptible de ser
cubierta al presentar conclusiones la parte adversa; que,
en la especie, el recurrido presentó conclusiones al fondo
en su memorial de defensa; que en tales condiciones, d:cha
nulidad ha quedado cubierta, por lo que el segundo y últi-
mo medio de inadmisión debe ser desestimado;

Considerando, que la recurrente propone el siguiente
medio de casación: Violación en la sentencia impugnada de
su derecho de defensa y de las reglas procesales relativas
al recurso de apelación;

Considerando, que la recurrente, alega en su único
medio de casación, que el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal pronunció el defecto
de la actual recurrente y declaró nulo el recurso de apela-
ción basándose en la circunstancia de qeu fue notificado en
la persona del abogado constituido por Constantino Vargas,
en el domicilio de elección, y no en la persona del intimado;
Pero,

Considerando, que, según el artículo 456 del Código
de Procedimiento Civil, el acto de apelación debe ser no-
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tificado a persona, o en el domicilio real del inti mado , a
pena de nulidad; que se trata de una instancia nueva y, por
eso dicho acto debe ser notificado de la misma manera que
en primera instancia; que, por tanto, el Juzgado de pr i-
mera Instancia procedió correctamente al declarar nulo el

io de apelación al comprobar que había sido notificado
en el estudio profesional del abogado del trabajador; que
por consiguiente este alegato del único medio del recurso'
carece de fundamento y debe ser desestimado; con lo que
queda rechazado el recurso, por lo que no procede exora:-
nar los demás alegatos;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea..
sación interpuesto por la Industria Textil S. A., contra la'
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ab
d : cial de San Cristóbal, en sus atribuciones laborales, el
12 de octubre de 1977, cuyo dispositivo ha sido cop:ado en
parte anterior del presente recurso; y Segundo: Condena a
la recurrente al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho del Dr. Freddy Zabulón Díaz Peña, abogado del re-
currido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad..Á

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E.
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— J
Bautista Rojas Almánzar.-- Felipe Osvaldo Perdomo Báez!
—Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secre:
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo!
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicial de San Cristóbal ,de fecha 8 de septiembre de

1976.

ytateria: Laboral.

Beeurrente: Manuel Antonio Perozo.
Abogado: Dr. Julio Aníbal Suárez.

emeurrido: Refinería Dominicana de Petróleo, S. A.

Abordo: Dr. Enmanue l Esquen Guerrero.

Dios, Paríria y Libertad,

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto <le Presidente; Manuel A. Amiama, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de octu-
bre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración ,dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel

Antonio Perozo, dominicano, mayor de edad, mecánico, re-

sidente en la calle Troncoso de la Concha No. 15 de Haina,

cédula No. 42808, serie 23, contra la sentencia dictada el 8
de septiembre de 1976, por el Juzgado de Primera Instancia
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito

Judicial de 
San Cristóbal ,de fecha 8 de septiembre de

1976.

3fateria: Laboral.

IleeUrrenle: Manuel Antonio Perozo.

Abogado: I:r. Julio Aníbal Suárez.

»tronido: Refinería DOMinieana de Petróleo, 
S. A.

Abordo; Dr. Enmanuel ESquea Guerrero.

Dios, PaCria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquí

n L. Hernández

Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo

de Guzmán. D istrito Nacional, hoy día 27 del mes de octu-

.; bre del año 1980 años 137' de la Independencia y 11orte
8' de la

 Restauración ,dicta en audiencia pública, como Cde
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel
Antonio Perozo, dominicano, mayor de edad, mecánico,
sidente en la calle Troncoso de la Concha No. 15 de Haina,
cédula No. 42808, serie 23, contra la sentencia dictada el 8

de septiembre
 de 1976, por el Juzgado de Primera Instancia

tificado a persona, o en el domicilio real del inti mado, a
pena de nulidad; que se trata de una instancia nueva y, per
eso dicho acto debe ser notificado de la misma manera que
en primera instancia; que, por tanto, el Juzgado de Pri-
mera Instancia procedió correctamente al declarar nulo el

• to de apelación al comprobar que había sido notificado
en el estudio profesional del abogado del trabajador; que,
por consiguiente este alegato del único medio del recurso
carece de fundamento y debe ser desestimado; con lo que
rueda rechazado el recurso, por lo que no procede exarn;-
nar los demás alegatos;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Industria Textil S. A., contra la
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju.
cPcial de San Cristóbal, en sus atribuciones laborales, el
12 de octubre de 1977, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente recurso; y Segundo: Condena a
la recurrente al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho del Dr. Freddy Zabulón Díaz Peña, abogado del re-
currido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Confin Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdorno Báez.
—Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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del Distrito Nacional de San Cristóbal como Tribunal d..
Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia	 ,adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula No. 104647,

serie lra., abogado del recurrente, en la lectua de sus con.
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, deposi-
tado el 1ro. de noviembre de 1976, suscrito por su abogado,
en el cual se proponen contra la sentencia impugnada el
Med:o único que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del N,
de septiembre de 1977, suscrito por su abogado el Dr. En-
manuel T. Esquea Guerrero, recurrida que es la Refine/ ir
Domin i cana de Petróleo, S. A., sociedad comercial consti-
tuida de conformidad con las leyes de la República Domi-
nicana, con su domicilio en Haina, Distrito Nacional;

Vista la ampliación del memorial del recurrente, del ,
19 de julio de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de, Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, el Juzgado de Paz del Municipio de Haina
dictó el 19 de julio de 1974, en sus atribuciones laborales,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la
parte demandada, por improcedentes y mal fundadas y aco-

ge los del demandante por ser justas y reposar sobre prue-
ba legal; SEGUNDO: Declara injustificado el despido y re-

suelto el contrato de trabajo que Pgaba a las partes, por
culpa del patrono y con responsabil idad para el mismo;
TERCERO: Condena a la Refinería Dominicana de Petró-
leo, C. por A., a pagarle al señor Manuel Antonio Perozo
Toro, los valores siguientes: 24 días de salario por concepto
de preaviso; 15 días por auxilio de cesantía; 14 días por va-
caciones no disfrutadas ni pagadas; la bonificación legal

correspond iente al año 1973; así como al pago de los tres

meses de salario acordados por el inciso 3ro. del artículo
84 del Código de Trabajo, todo calculado en base a RUS-
339.00 mensuales; CUARTO: Condena a la Refinería Domi-
nicana de Petróleo, C. por A., al pago de las costas del pro-
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. Julio Aníbal Suárez y Sonia M. Vargas, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre
apelación de la empresa ahora recurrida, intervino el 8 de

tí septiembre de 1976, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido y adm:sible el recurso de apelación
interpuesto por la Refinería Dominicana de Petróleo,
por haber sido intentado en el plazo legal y de acuerdo a
la ley; SEGUNDO: Revoca en todas sus partes, la sentencia
dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Haina, en
fecha 19 de julio del año 1974, cuyo dispositivo ha sido co-

,, piadden parte anterior de la presente sentencia, y en con-

a/ secuencia, obrando por contrario imperio, declara justifi-
cado el despido operado contra el señor Manuel Antonio
Perozo, y Rechaza la demanda intentada por éste contra la
Refinería Dom i nicana de Petróleo, S. A.; TERCERO: Con-
dena al señor Manuel Antonio Perozo, al pago de las cos-
tas y honorarios, con distracción de las mismas en prove-
cho de los Dres. Enmanuel T. Esquea Guerrero y Welling-
ton J. Ramos Messina, por haberlas avanzado en su tota-
lidad";
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del Distr:to Nacional de San Cristóbal como Tribunal de
Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula No. 104647,
serie Ira., abogado del recurrente, en la lectua de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, deposi-
tado el 1ro. de noviembre de 1976, suscrito por su abogado,
en el cual se proponen contra la sentencia impugnada el
rned:o único que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 10
de septiembre de 1977, suscrito por su abogado el Dr. En-
manuel T. Esquea Guerrero, recurrida que es la Refinería
Dominicana de Petróleo, S. A., sociedad comercial consti-
tuída de conformidad con las leyes de la República Domi-
nicana, con su domicilio en Haina, Distrito Nacional;

Vista la ampliación del memorial del recurrente, del
19 de julio de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos I,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de, Casación;

Cons:derando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, el Juzgado de Paz del Municipio de Haina
dictó el 19 de julio de 1974, en sus atribuciones laborales,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de laparte demandada, por improcedentes y mal fundadas y aco-
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ge las del demandante por ser justas y reposar sobre prue-

ba legal;
SEGUNDO: Declara injustifica do el despido y re-

suelto el contrato de trabajo que l i gaba a las partes, por

culpa del patrono y con responsabil idad para el mismo;
TERCERO: Condena a la Refinería Dominicana de Petró-
leo, C. por A., a pagarle al señor Manuel Antonio Perozo
Toro, los valores sigu:entes: 24 días de salario por concepto
de preaviso; 15 días por auxilio de cesantía; 14 días por va-
caciones no disfrutadas ni pagadas; la bonificación legal
correspondiente al año 1973; así como al pago de los tres
meses de salario acordados por el inciso 3ro. del artículo
84 del Código de Trabajo, todo calculado en base a RDS-
339.00 mensuales; CUARTO: Condena a la Refinería Domi-
nicana de Petróleo, C. por A., al pago de las costas del pro-

' cedimiento, con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. Julio Aníbal Suárez y Sonia M. Vargas, quienes

afirman haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre
apelación de la empresa ahora recurrida, intervino el 8 de
septiembre de 1976, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido y admisible el recurso de apelación
interpuesto por la Refinería Dominicana de Petróleo, S. A.,

por haber sido intentado en el plazo legal y de acuerdo a
la ley; SEGUNDO: Revoca en todas sus partes, la sentencia
dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Haina, en
fecha 19 de julio del año 1974, cuyo dispositivo ha sido co-
piado"en parte anterior de la presente sentenc:a, y en con-
secuencia, obrando por contrario imperio, declara justifi-
cado el despido operado contra el señor Manuel Antonio
Perozo, y Rechaza la demanda intentada por éste contra la
Refinería Dom i nicana de Petróleo, S. A.; TERCERO: Con-
dena al señor Manuel Antonio Perozo, al pago de las cos-

tas y honorarios, con distracción de las mismas en prove-
cho de
ton J. Ramos Messina, por haberlas avanzado en su tota-
lidad";los Dres. Enmanuel T. Esquea Guerrero y Welling-
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Considerando, que contra la última sentencia, el recu.
rrente Perozo propone el siguiente Medio Unico: Desnatu-
ralización de los hechos. Falta de ponderación de las prue-
bas aportadas. Falta de motivos. Falta de base legal. Viola-
ción del artículo 141. Violación del artículo 41, ordinal 5to.
y artículo 78, ordinal 16 del Código de Trabajo. No aplica-
c:ón de los artículos 57 y 59 de la Ley No. 637 sobre Con.
tratos de Trabajo;

Considerando, que en el desarrollo de ese medio, el
recurrente alega, en síntesis, como cuestión fundamental,
que el Juez a-quo, para sustanciar y resolver la apelación
que se llevó a él, y como resulta de sus sentencias, no cele-
bró ninguna información testimonial, ni la comparecencia
personal de las partes, o sea que en ningún momento estuvo
en presencia del Juez que conocía de su litigio, por lo que
acogió la apelación que se hizo contra él sin ninguna medi-
da de instrucción ni pruebas de que su despido había sido
justificado; que, por esa falta de instrucción, la sentencia
carece de base legal y de motivos;

Considerando, que, en efecto, tal como se afirma en
el memorial del recurrente, la sentencia impugnada no da
constancia de ninguna medida de instrucción ordenada y
realizada ante el Juzgado a-quo para la depuración del ca-
so y establecimiento de los hechos; que, por lo expuesto,
la sentencia que se impugna carece de base legal y de mo-
tivos, sobre la cuestión esencial del litigio y debe ser ca
sada, sin necesidad de ponderar los demás alegatos del re-
currente;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos las costas pueden ser ccm-
pensadas;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da el 8 de septiembre de 1976, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en sus atri-

iones laborales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
nterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el

• juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Pe-
cavia, en las mismas atribuciones; SEGUNDO: Compensa

las 
costas entre las partes.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de

la 
Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-

raa– Joaquín M. Alvarez Perca.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-

cebo, Secretario General.

La presente sentenc i a ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Considerando, que contra la última sentencia, el recu-
rrente Perozo propohe el siguiente Medio Unico: Desnatu.
ralización de los hechos. Falta de ponderación de las prue.
bas aportadas. Falta de motivos. Falta de base legal. Viola.
ción del artículo 141. Violación del articulo 41, ordinal Sto
y artículo 78, ordinal 16 del Código de Trabajo. No aplica-
ción de los artículos 57 y 59 de la Ley No. 637 sobre Con-
tratos de Trabajo;

Considerando, que en el desarrollo de ese medio, el
recurrente alega, en síntesis, como cuestión fundamental,
que el Juez a-quo, para sustanciar y resolver la apelación
que se llevó a él, y como resulta de sus sentencias, no cele-
bró ninguna información testimonial, ni la comparecencia

• personal de las partes, o sea que en ningún momento estuvo
en presencia del Juez que conocía de su litigio, por lo que
acogió la apelación que se hizo contra él sin ninguna medi-
da de instrucción ni pruebas de que su despido había sido
justificado; que, por esa !alta de instrucción, la sentencia
carece de base legal y de motivos;

Considerando, que, en efecto, tal como se afirma en
el memorial del recurrente, la sentencia impugnada no da
constancia de ninguna medida de :nstrucción ordenada y
realizada ante el Juzgado a-quo para la depuración del ca-
so y establecimiento de los hechos; que, por lo expuesto,
la sentencia que se impugna carece de base legal y de mo-
tivos, sobre la cuestión esencial del litigio y debe ser ca-
sada, sin necesidad de ponderar los demás alegatos del re-
currente;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da el 8 de septiembre de 1976, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en sus atri-

balones laborales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte

anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Pe-

ravia, en las mismas atribuciones; SEGUNDO: Compensa

las costas entre las partes.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de

l
a Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras,— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-

cobo, Secretario General.

La presente sentenci a ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient o, en la

adiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por 'or mí, Secretario General,

que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



kft

, ti

SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 19

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Naci
de fecha 20 de diciembre de 1077.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Sued Motors Company, C. por A.
Abogado: Dr. Manuel a Morel Cerda.

Recurrido: Jesús Robiou.
Abogados: Dres. A. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Doml.nicana.

eEn Nombre de la República, la Suprema Corte de Jusj:
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con:
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, S4
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Berattl.
Joaquín María Alvarez Perdió. Juan Bautista Rojas M-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo

	 1j

Domingo de Guzmán, D:strito Nacional, hoy día 27 de oc-
tubre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de /a
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sued 340"
tors Company, C. por A., con domicilio social en la Aveni-.
da San Martín No---- de esta ciudad, contra la sentencia,
d:ctada en sus atribuciones laborales, por la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nr,..-

11
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denal, el 20 de diciembre de 1977, cuyo dispositivo se Co-

Dia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido al Dr. Manuel R. Morel Cerda, abogado de la re-
ente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela Rosario, por sí y por el

Dr. Ulises Cabrera, abogados del recurrido Jesús Robiu,
minicano, mayor de edad, soltero, domic:liado en esta
dad, cédula No. 50022, serie 47, en la lectura de sus con-

usiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador' General

de la República;
Visto el memorial de la recurrente, del 10 de febrero.

'	 1978, suscrito por su abogado, en el que se proponen losId
ios de casación que luego se indican;

l Visto el memorial de defensa del recurrido del 12 de
.

marzo de 1978, suscrito por Freddy Zarzuela, actuando por
si y por el Dr. Ul:ses Cabrera;

berado y vistos los textos legales invocados por la /tela-

r rent e,La 

Suprema Corte de Justicia, despu;s de haber deli-

que se mencionan más adelante; y los artículos 1
:: 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y
a demanda siguiente, el Juzgado de Paz de Trabajo del
:)istr:to Nacional dictó el 14 de febrero de 1974, una sen-
'encia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:

Se rechaza por improcedente y mal fundada la demanda la-
,oral intentada por Jesús Robiou contra Sued Motors Com-,,.

Pany, C. por A.; SEGUNDO: Se condena al demandante al
Pago de las costas y se ordena su distracción en provecho

2266	 sottrzi JUDIC/AL
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nací
de techa 20 de diciembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Sued Motors Company, C. por A.
Abogado: Dr. Manuel R. Morel Cerda.

Recurrido: Jesús Robiou.

Abogados: Ores. A. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fueri.c
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se,
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Rens.
Joaquín María Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L.
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en lakj,
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Sante
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de 0C-tubre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de la'
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sued Mo-
tora Company, C. por A., con domicilio social en la Ave ni-da San Martín N9-- de esta ciudad, contra la sentencia,
dictada en sus atribuciones laborales, por la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
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cional, el 20 de diciembre de 1977, cuyo dispositivo se co-

0;a más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Manuel R. Morel Cerda, abogado de la re-

currente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela Rosario, por sí y por el

gr. Ulises Cabrera, abogados del recurrido Jesús Robiu,
'Winicano, mayor de edad, soltero, domiciliado en esta
ciudad, cédula No. 50022, serie 47, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 10 de febrero.
de 1978, suscrito por su abogado, en el que se proponen los
medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 12 de
de 1978, suscrito por Freddy Zarzuela, actuando por

y por el Dr. Ulises Cabrera;

La Suprema Corte de Justicia, despu;s de haber deli-
ccrado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1
ts 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y
la demanda siguiente, el Juzgado de Paz de Trabajo del

„Distrito Nacional dictó el 14 de febrero de 1974, una sen-

cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:

e rechaza por improcedente y mal fundada la demanda la-
ral intentada por Jesús Robiou contra Sued Motors Com-

'Pany, C. por A.; SEGUNDO: Se condena al demandante al

l ino de las costas y se ordena su distracción en provecho

3
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del Dr. Jesús María Reyes Radia, qu i en afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre la apelación inter.,
puesta intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido tanto en la forma como en el fondo'
el recurso de apelación incoado por Jesús Robiou contra.
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 14.
cional, de fecha 14 de febrero del 1974, en favor de Stuyi
Motors Company, C. por A., cuyo d i spositivo figura copia
en parte anterior de esta misma sentencia y en consecu
cia Revoca dicha sentencia apelada; SEGUNDO: Dec
injustificado el despido en el caso de la especie; TERCER
Condena a Sued Motors Company, C. por A., a pagarle
reclamante señor Jesús Robiou, los valores siguientes:
días de salario por concepto de preaviso; 15 días por con-
cepto de auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, la re;
galía y bonif i cación del último año trabajado, así corno
una suma igual a los salarios que habría recibido el redel
:tante desde el día de su demanda y hasta la sentencia de)!
finitiva sin que excedan de 3 meses todo calculado a base,
de un salario de RD$2.06 diario; CUARTO: Condena a Sued
Motors Company, C. por A., al pago de las costas, ordenan-
do su distracción en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera;
López, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, to- :.
do de conformidad a los Arts. 5 y 16 de la Ley No. 302 de
Gastos y Honorar i os, 691 del Código de Trabajo y 62 de la
Ley No. 637, sobre Contratos de Trabajo, vigente";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada ,los siguientes medios de casación: Pri-
mer Medio: Desconocimiento de los ordinales 3 y 4 del Art.
78 del Código de Trabajo. Desnaturalización de los hechos]
de la causa; Segundo Medio: Falta de base legal. Violación
del Art. 1315 del Código Civil;

Considerando, que la recurrente, en sus medios de ca-
seción reunidos, alega en síntesis, que la sentencia recurri-
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da
da

	 las declaraciones presentada s por los testigos, en

orina parcial y tegiversada; que el Juez a-quo desechó al-
declaracioneslaraciones y escogió otras, sin acudir a ningún

II
P.eterna racional y lógico de apreciación de pruebas testi-
/non:ales; que si se leyeran con detenimien to las declara-

ciones de los testigos se observaría que en vez de una hubo

des riñas, y que los dos contendientes, "Robiou" y

rez"	

"Ramí-

, participaron en un plano igualitario; que los ordina-

les 3 y 4 del artículo 78 del Código de Trabajo, no estable-
cen diferencia alguna, entre el iniciador o provocador de
una riña y aquél que no lo ha sido; por lo que se han des-
conocido y desnaturalizado los hechos de la causa; que la
sentencia recurrida carece así mismo de base legal, porque
ha hecho una ponderación errónea de los elementos de la
causa, al no haber establecido de manera fehaciente, las
causas que originaron las riñas en que participó el traba-
jador, a los fines de determinar si éste observó en las m i s-

mas una postura pasiva, o si por el contrario él participó

activamente; que al no aportar estas pruebas, la sentencia
recurrida incurrió en la violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil, lo que deja la sentencia en cuestión huérfana
de base legal, razón por la cual debe ser casada; pero,

Considerando, que la sentenc ia impugnada y los docu-
mentos del expediente ponen de manifiesto, que la Cámara
a-qua, frente a la litis existente entre la Empresa, hoy re-
currente, y el trabajador reclamante, hoy recurrido, sobre

el único punto de si el despido en el caso había sido o no
justificado, antes de fallar el fondo, ordenó la realización
de un informativo y contrainformativo, medidas de ins-
trucción que fueron realizadas con el resultado de que a
juicio de la misma, quedó establecid o, por la declaración
del testigo, Germán Rafael Ventura, a cuya declaración, le
atribuyó sinceridad y verosimilitud, que "Iván Ramírez"

Y "Robiou", 
ambos trabajadores de la Sued Motors, habían

"ido dentro de su trabajo, alterando el orden del lugar
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del Dr. Jesús María Reyes Badía, qu;en afirma habernos'
avanzado en su totalidad"; b) que sobre la apelación tutee,
puesta intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: De:
clara regular y válido tanto en la forma como en el fondo
el recurso de apelación incoado por Jesús &bical contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na.
cional, de fecha 14 de febrero del 1974, en favor de Sued
Motors Company, C. por A., cuyo d'spositivo figura copiado
en parte anterior de esta misma sentencia y en consecuen.
cia Revoca dicha sentencia apelada; SEGUNDO: Declz.i
injustificado el despido en el caso de la especie; TERCERO:
Condena a Sued Motors Company, C. por A., a pagarle al
reclamante señor Jesús Robiou, los valores siguientes: 24
días de salario por concepto de preaviso; 15 días por
cepto de auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, la re-
galía y bonificación del último año trabajado, así como a
una suma :gua' a los salarios que habría recibido el recta-,
manta desde el día de su demanda y hasta la sentencia de.;finitiva sin que excedan de 3 meses todo calculado a baso'
de un salario de RD$2.06 diario; CUARTO: Condena a Sued;
Motors Company, C. por A., al pago de las costas, ordenan-.
do su distracción en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera/
López, quien afirma haberles avanzado en su totalidad, to-1
do de conformidad a los Arts. 5 y 16 de la Ley No. 302 de
Gastos y Honorar:os, 691 del Código de Trabajo y 62 de la
Ley No. 637, sobre Contratos de Trabajo. vigente";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia :mpugnada Jos siguientes medios de casación: Pri-c
nter Medio: Desconocimiento de los ordinales 3 y 4 del Art.
78 del Código de Trabajo. Desnaturalización de los hechos
de la causa; Segundo Medio: Falta de base legal. Violación
del Art. 1315 del Código Civil;

Considerando, que la recurrente, en sus medios de ea-
szción reunidos, alega en síntesis, que la sentencia recurri".
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del mismo, y que el iniciador y provocador de d a cha riña
lo había sido el primero, o sea Iván Ramírez;

Considerando, que luego de establecidos esos hechos
al decidir la Cámara a-qua, que en tales circunstancias el
trabajador reclamante había sido objeto de un despido in.
justificado; lejos de haber incurrido como se alega en la
violación de los ordinales 39 y 4 9 del artículo 78 del Código
de Trabajo, hizo una correcta aplicación de los mismos;

Considerando, que asimismo, lo expuesto precedente
mente, evidencia que la Cámara a-qua, al fallar como lo hi-
zo, lejos de incurrir en la violación de reglas de la prueba
en materia laboral, en que los jueces tienen un papel ac-
tivo, para desentrañar la verdad, por todos los medios a su
alcance, lo que hizo fue pura y simplemente, atribuirle ma-
yor sinceridad a lo declarado por un testigo, que a lo de-
clarado por otro, lo que entraba dentro de su poder sobe-

. ano de apreciación;
Considerando, finalmente, que la sentencia impugnada

contiene una exposición suficiente de los hechos, a los que
se ha atribuído su verdadero sentido y alcance, que han
permitido determinar que la ley ha sido bien aplicada, y
motivos suficientes y pertinentes que justifican su disposi-
tivo, por lo cual hay que admitir, contrariamente a lo ale-
gado por la recurrente, que los medios que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca•
sac:ón interpuesto por Sued Motors Company, C. por A,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 20
de diciembre de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la
Sued Motors Company, C. por A., al pago de las costas, dis
trayéndolas en provecho de los Dres. Ulises Cabrera L., Y
Freddy Zanuela, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
Fuente-- Manuel A. Amlama.— Francisco Elpidio Be-

sar Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
ránzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Bernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firma da, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
ut Fuente.— Manuel A. Arn:ama.— Francisco Elpidio Be-

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
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fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 16 de enero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Félix Ramón Camacho y la Dominicana de Se
C. por A., (SEDOMCA).

Abogado: Dr. Luis Castillo Mejía.

Intervinientes: Domingo Méndez García y compartes.
Abogado: Dr. Bartolomé Moquete Andino.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat y Leon-
te Alburquerque C., asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la c:udad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de Octubre del año 1980, años 137' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casac i ón interpuestos conjunta
mente por Félix Ramón Camacho, domin:cano, mayor cie
edad, chofer, domiciliado en la calle No. 2, casa No. 142c
Ensanche Las Américas, ciudad, cédula No. 68759, serie lra.,
y la Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), do- 1
miciliada en la Avenida Independencia No. 55, ciudad; COIr
tra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Dom
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go,	
ucidictada en sus atrIbones correccionales el 16 de ene-

ro de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licenciada

Inocencia Jiménez, en representación del Dr. Bartolomé
Moquete Andino, cédula 2534, serie 20, abogado de los in-
tcrvinientes Domingo Méndez García, dominicano, mayor

de 
edad, español, industrial ,domiciliado en la calle Fran-

cisco Villaespesa No. 1527, cédula No. 5651, serie 56, y Ma-
kiko Hirose de Méndez, japonesa, mayor de edad, casada,
del mismo domicilio, cédula 132021, serie Ira.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

Secretaría de la Corte a-qun el 14 de febrero de 1978, a
uerimiento del Doctor Luis Randolfo Castillo Mejía, cé-

ula 189331, ser i e 3ra., en representac i ón de los recurrentes,

én la que no se propone ningún medio determinado de ca-

sación;
Visto el memorial del 5 de junio de 1979, firmado por

el abogado de los recurrente s, en el cual se proponen los
medios que se mencionarán más adelante;

Visto el escrito del 8 de junio de 1979, firmado por el
abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionarán más adelante y los artículos.

49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Veulhícos;

1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; 1,

62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 5 de junio da



2272 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL 2273

SENTENCIA DE FECHA 26 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 16 de enero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Félix Ramón Camacho y la Dominicana de Seguro' s:
C. por A., (SEDOMCA).

Abogado: Dr. Luis Castillo Mejía.

Intervinientes: Domingo Méndez García y compartes.
Abogado: Dr. Bartolomé Moquete Andino.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Betas, Joaquín
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
vallo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat y Leon
te Alburquerque C., asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de Octubre del año 1980, años 137' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, cono
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casaci ón interpuestos conjunta
mente por Félix Ramón Camacho, domin:cano, mayor de 
edad, chofer, domiciliado en la calle No. 2, casa No. 142.;
Ensanche Las Américas, ciudad, cédula No. 68759, serie Ira.
y 'la Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), d
miciliada en la Avenida Independencia No. 55, ciudad; coa

'tra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domin*

Eo 
dictada en sus atribuciones correccionales el 16 de ene-

re de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Ingt. Oído en la lectura de sus conclusiones a la. Licenciada

Inocencia Jiménez, en representación del Dr. Bartolomé
Moquete Andino, cédula 2534, serie 20, abogado de los in-

4rvinientes Domingo Méndez García, dominican o, mayor

de edad, español, :ndustr ; a1 ,domiciliado en la calle Fran-
cisco Villaespesa No. 1527, cédula No. 5651, serie 56, casada

y Ma-

1<:;:o Hlrose de Méndez, japonesa, mayor de edad,	
,

del mismo domicilio, cédula 132021, serie Ira.;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la 
Secretaría de la Corte a-qua el 14 de febrero de 1978, a

requerim iento del Doctor Luis Randolfo Castillo Mejía, cé-

dula 189331, serie 3ra., en representac i ón da los recurrentes,

en la que no se propone ningún medio determinad o de ca-

sación;
Visto el memorial del 5 de junio de 1979, firmado por

al abogado de los recurrente s , en el cual se proponen los
medios que se mencionarán más adelante;

Visto el escrito del 8 de junio de 1979, firmado por el
abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del:-
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1976, en esta Capital, en el cual resultó una persona con
lesiones corporales, la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 24 de
junio de 1977, una sentencia en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre
los recursos interpuestos, la Corte a-qua, dictó el fallo aho-ra impugnado cuyo dispositivo se copia a continuación:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en laforma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis
R. Castillo Mejía, a nombre y representación de Félix Ra-
món Camacho y la Compañía de Seguros Domin:cana, C,
por A., contra sentencia dictada por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional en fecha 24 de junio de 1977, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Félix Ramón
Camacho, de generales que constan, culpable del delito de
golpes y heridas i nvoluntarios causados con el manejo o
conducc:ón de vehículos de motor, previsto y sancionado
por las disposiciones del artículo 49 párrafo "C" y 65 de la
Ley No. 241, en perjuicio de Makiko Hiroso de Méndez yDomingo Antonio Méndez García, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de Quince PeSos Oro (RDS-
15.00) y al pago de las costas penales causadas; Segundo:
Se declara al nombrado Tomás Olivo u Olivero Guzmán,
de generales que también constan, no culpable del delito
de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia se le des-carga de toda responsabilidad penal, por no haber violado
ninguna de las d isposiciones de dicha ley; Tercero: Se de-claran las costas penales de oficio; Cuarto: Se declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil incoada por los señores Domingo Méndez García y
Makiko Hiroso de Méndez, por intermedio de su abogado
constituido Dr. Bartolomé Moquete Andino, en contra de
Félix Ramón Camacho, en su calidad de prevenido y per-sona civilmente responsable y la puesta en causa de la
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compañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA),
entidad asegurádora del vehículo que ocasionó el acciden-
te, por haber sido hecho conforme a la ley de la materia;
Quinto: En cuanto al fondo, se condena a Félix Ramón Ca-

ntad-lo, en su aludida calidad al pago de las siguientes su-

mos: a) Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) en favor y pro-
vecho de Makiko Hiroso de Méndez, con motivo de las le-
siones corporales recibidas en el accidente; b) la suma de
Mil Setecientos Cincuenta Pesos Oro (RD$1,750.00) en pro-
vecho de Domingo Méndez García, por los daños sufridos

r el vehículo de su propiedad, así corno la suma acticio-
1 de Cuatrocientos Pesos Oro (RDS400.00) por concepto

e Lucro Cesante (20 días de alquiler de su vehículo a
zón de RD$15,00 diarios); Sexto: Se condena a Félix Ra-
ón Camacho al pago de los intereses legales; Séptimo:

condena a Félix Ramón Camacho al pago de las costas
¿viles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Bartolomé Moquete Andino, abogado de la parte civil cons-
tituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Octavo: Declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable con todas sus consecuenc ias legales a la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), enti-
dad aseguradora del carro marca Ford, color verde, con
Póliza No. 33759, con vigencia al día primero (1) del año
1977, conducido por su propietario Félix Ramón Camacho,
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10 Mod.
de la Ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de vehículo de
motor';— Por haber sido hecho dentro del plazo, y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Modifica la sentencia re-
curr i da en su ordinal 5to., en lo que respecta a la indem-
nización por el Lucro Cesante y la Corte por propia auto-
ridad y contrario imperio fija dicha indemnización en la
suma de RD$300.00 (Trescientos Pesos Oro) y confirma la
sentencia apelada en sus demás aspectos; TERCERO: Con-

a Félix Ramón Camacho, al pago de las costas penales
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por A., contra sentencia dictada por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional en fecha 24 de junio de 1977, cuyo dispositivo dice
así: Talla: Primero: Se declara al nombrado Félix Ramón
Camacho, de generales que constan, culpable del delito de
golpes y heridas involuntarios causados con el manejo oconduce:ón de vehículos de motor, previsto y sancionado
por las disposiciones del artículo 49 párrafo "C" y 65 de la
Ley No. 241, en perjuicio de Makiko Hiroso de Méndez y
Domingo Antonio Méndez García, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de Quince Pesos Oro (RD$-
15.00) y al pago de las costas penales causadas; Segundo:
Se declara al nombrado Tomás Olivo u Olivero Guzmán;
de generales que también constan, no culpable del delito
de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia se le des-
carga de toda responsabilidad penal, por no haber volado
ninguna de las disposiciones de dicha ley; Tercero: Se de-
claran las costas penales de oficio; Cuarto: Se declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil incoada por los señores Domingo Méndez García y
Makiko Hiroso de Méndez, por intermedio de su abogado
const:tuído Dr. Bartolomé Moquete Andino, en contra de
Félix Ramón Camacho, en su calidad de prevenido y per-
sona civilmente responsable y la puesta en causa de la

BOLET IN JUDICIAL	 2275

nsupañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA),

v
eatidad asegurádora del vehículo que ocasionó el acciden-
te por haber sido hecho conforme a la ley de la materia;

Quinto: En cuanto al fondo, se condena a Félix Ramón Ca-
macho, en su aludida calidad al pago de las siguientes su-
mas: a) Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) en favor y pro-
vecho de Makiko Hiroso de Méndez, con motivo de las le-
siones corporales recibidas en el accidente; 13) la suma de
gil Setecientos Cincuenta Pesos Oro (RD$1,750.00) en pro-
vecho de Domingo Méndez García, por los daños sufridos
por el vehículo de su propiedad, así como la suma adicio-
nal de Cuatrocientos Pesos Oro (RD$400.00) por concepto

de Lucro Cesante (20 días Sde 
to:
alquiler

condenade su a Féli
vehícxuloRa-a

razón de RD$15.00 diarios); ex 	 Se
món Camacho al pago de los intereses legales; Séptimo:
Se condena a Félix Ramón Camacho al pago de las costas
c:viles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Bartolomé Moquete Andino, abogado de la parte civil cons-
tituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Octavo: Declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable con todas sus consecuenc ias legales a la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), enti-
dad aseguradora del carro marca Ford, color verde, con
Póliza No. 33759, con vigencia al día primero (1) del año
1977, conducido por su propietario Fél:x Ramón Camacho,
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10 Mod.
de la Ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de vehículo de
itíotor';— Por haber sido hecho dentro del plazo , y demás

formalidades legales; SEGUNDO: Modifica la sentencia re-

c:..-r:da en su ordinal 5to., en lo que respecta a la indem-
nización por el Lucro Cesante y la Corte por propia auto-
ridad y contrario imperio fija dicha indemnización en la

a de RD$300.00 (Trescientos Pesos Oro) y confirma la
tencia apelada en sus demás aspectos; TERCERO: Con-

na a Félix Ramón Camacho, al pago de las costas penales
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de la alzada; CUARTO: Condena a Félix Ramón Carnachj

	

-	 ,
t

al pago de las costas civiles con distracción de las mismaí,
en provecho del Dr. Bartolomé Moquete Andino abogado
que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; QUINTO:
Declara esta sentencia común y oponible a la Cía. Dond.
nicana de Seguros, C. por A., por ser la entidad asegurado.
ra del vehículo que causó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen los siguien.
tes medios de casación: Primer Medio:— Violación a los
artículos 195 del Código de Procedimiento Criminal; 141
del Código de Procedimiento Civil; y 23 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, en su inciso 5. Falta de motivos

	

a .nuestras conclusiones; Segundo Medio:— Violación a 1 0 ,	 P.
artículos 1315 y 1382 del Código Civil, y 141 del Código de
Procedimiento Civil.— En lo atinente a las indemnizacio-
nes acordadas a Mak:ko Hiroso de Méndez; Tercer Medio:—
Violación a los artículos 1315 del Código Civil; 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 3 de la Ley No. 241 sobre
Tránsito de Vehículos. Falta de pruebas y de calidad; falta
de motivos; falta de base legal en cuanto se refiere a las
indemnizaciones que favorecen a Dgo. Méndez García;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medi
que por su estrecha relación, se reúnen para su examen
los recurrentes, alegan en síntesis, lo siguiente: que con.4
motivo del acta policial en que se consignó que Makiko

	

Hiroso Méndez había sufrido lesiones corporales, ellos con-- 	 1/
cluyeron in-limini litis, en Primera Instancia, solicitando
que se reenviara la audiencia a fin de que tres médicos
examinaran la mencionada señora, a fin de determinar si
en realidad ella sufrió las fracturas certificadas por el mé-
dico legista, que en el del primer grado rechazó esa peti-
:ión; que, en apelación ellos concluyeron pidiendo la rever
cación de la sentencia apelada sobre el fundamento de que
Makiko Hiroso de Méndez no había probado que resultara`.
lesionada en el accidente; que, en cuanto a Domingo 3.Ién- . '
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dez García, no había demostrado que era el dueño del ve-
.,culo ni había probado el lucrum cesante y el monto de los
daños del auto; que al proceder de ese modo, la Corte a-qua

ha 
dejado huérfana de base legal su fallo; que, no ha esta-

blecido los daños materiales del vehículo, y que el presunto
dueño del auto no ha probado su derecho de propiedad;

(ltl e, en consecuencia, procede, casar la sentencia por uno

o todos los medios propuestos; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta que, el prevenido
Félix Ramón Camacho, declaró que acompañó a Maklko
airoso de Méndez "a sacarle una placa", que la menciona-
da agraviada resultó lesionada, según certificado médico
'legista que reposa en el expediente del 3 de noviembre de
p976; que hay depositado en el expediente, una certifica-

i L.
ción de la Superintendencia de Seguros del 12 de arria de

4
1977, y otra de la Dirección General de Rentas Internas,
del 7 de marzo de 1977, documentos que fueron leídos en

Audiencia;

Considerando , que la Corte a-qua, para fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderac ión de los'

elementos de juicio administrados en la instrucción de la
causa, que: a) el 5 de junio de 1976, a las 8:30 a.m., mien-
:ras el prevenido Félix R. Camacho conducía el carro Ford
placa No. 149-332, de su propiedad, asegurado en la Domi-
nicana de Seguros, C. por A., mediante Póliza No. 33759,
por la calle Manuela Diez, al llegar a

l
 la Yolanda Guzmán,

en el momento en que la camioneta paca No. 513-136, con-
ducida por Tomás Oliva, cruzaba la intersección de esta
última vía. con la Manuela Diez, se produjo una colisión,

resultando con desperfectos los vehículos y con heridas cu-
rables después de 120 días y antes de 180 días, Makiko Hi-

rose de Méndez. según certificado médico anexo al expe-
diente; b) que el hecho se debió a la falta cometida por el
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de la alzada; CUARTO: Condena a Félix Ramón Cameehj
al pago de las costas civiles con distracción de las reisznas

-en provecho del Dr. Bartolomé Moquete Andino abogado
que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; QUINTO:
Declara esta sentencia común y oponible a la Cía. Dor,:
nicana de Seguros, C. por A., por ser la entidad asegurado-ra del vehículo que causó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio:— Violación a los
artículos 195 del Código de Procedimiento Criminal; 141
del Código de Procedimiento Civil; y 23 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, en su inciso 5. Falta de motivos
a nuestras conclusiones; Segundo Medio:— Violación a log, :i
artículos 1315 y 1382 del Código Civil, y 141 del Código d .
Procedimiento Civil.— En lo atinente a las indemnizado'
nes acordadas a Mak:ko Hiroso de Méndcz; Tercer Medio:—
Violación a los artículos 1315 del Código Civil; 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 3 de la Ley No. 241 sobre
Tránsito de Vehículos. Falta de pruebas y de calidad; falta
de motivos; falta de base legal en cuanto se refiere a les
indemnizaciones que favorecen a Dgo. Méndez García;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios,
que por su estrecha relación, se reúnen para su examen
los recurrentes, alegan en síntesis, lo siguiente: que con
motivo del acta policial en que se consignó que Makikó
Hiroso Méndez había sufrido lesiones corporales, ellos con-
cluyeron in-limini litis, en Primera Instancia, solicitando
que se reenviara la audienc:a a fin de que tres médicos
examinaran la mencionada señora, a fin de determinar si :
en realidad ella sufrió las fracturas certificadas por el mé-
dico  legista, que en el del primer grado rechazó esa peti 1,
zión; que, en apelación ellos concluyeron pidiendo la revo-
cación de la sentencia apelada sobre el fundamento de que
Makiko Hiroso de Méndez no había probado que resultara
lesionada en el accidente; que, en cuanto a Domingo Mén•
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García, no había demostrado que era el dueño del ve-
lo ni había probado el lucrum cesante y el monto de los

os 
del auto; que al proceder de ese modo, la Corte a-qua

dejado huérfana de base legal su fallo; que, no ha esta-
ido los daños materiales del vehículo, y que el presunto

sueño  del auto no ha probado su derecho de propiedad;
que, en consecuenc ia , procede, casar la sentencia por uno
1, todos los medios propuestos; pero,

Considerando , que en la sentencia impugnada, y en los

e”cumentos a que ella se refiere, consta que, el prevenido
Félix Ramón Camacho, declaró que acompañó a MakIlto
Iiiroso de Méndez "a sacarle una placa", que la menciona-
da agraviada resultó lesionada, según certificado médico
legista que reposa en el expediente del 3 de noviembre de
1976; que hay depositado en el expediente, una certifica-
etón de la Superintendenc ia de Seguros del 12 de abril de

1
1977 y otra de la Dirección General de Rentas Internas,
del 7 de mano de 1977, documento s que fueron leídos en

-udiencia:

Considerando , que la Corte a-qua, para fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderació n de los

elementos de juicio administrados en la instrucción de la
causa, que: a) el 5 de junio de 1976, a las 8:30 a.m., mien-
tras el prevenido Félix R. Camacho conducía el carro Ford
placa No. 149-332, de su propiedad, asegurado en la Domi-
nicana de Seguros, C. por A., mediante Póliza No. 33759,
por la calle Manuela Diez, al llegar a la Yolanda Guzmán,
en el momento en que la camioneta placa No. 513-136, con-
ducida por Tomás Oliva, cruzaba la intersección de esta
última vía, con la Manuela Diez, se produjo una colisión,

resultando con desperfecto s los vehículos y con heridas cu-
rables después de 120 días y antes de 180 días, Makiko Hi-
rosa de Méndez, según certificado médico anexo al expe-

. diente; b) que el hecho se debió a la falta cometida por el
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prevenido Félix Ramón Camacho al no poder dominar
vehículo y al fallarle los frenos, según su propia decir .
ción;

Considerando, que la propiedad del vehículo manej,.,.,por el prevenido quedó manifiestamente establecida por 1,
certificados, emitidos por la Superintendencia de Segurosy por Rentas Internas, en las que consta que Félix RamónCamacho es el propietario del vehículo causante del acc:-
dente; que, en cuanto a las lesiones sufridas por la z5..
viada, la Corte a-qua se fundó en los certificados méc.,
legista que obran en el expediente y que se expidieron
10 de junio de 1976, próximo a la ocurrencia del accidec
que hechas esas comprobaciones por la Corte a-qua, funr „-das en los documentos que obran en el expediente a los c. y
ella se refiere, al estimar la Corte que, esos hechos coi
''dos por Camacho habían producido a Makiko Hiroso
Méndez los daños indicados en los certificados citados,
implícitamente rechazando el alegato del prevenido; e
respecto de los daños sufridos por el vehículo, en la
tencia impugnada, tal como señalan los recurrentes, la C,
te a-qua al evaluar los daños ocasionados al vehículo
fundó en los elementos de juicio aportados a la causa }r
ciendo uso de su poder de apreciación sin llegar a ser • .
zonables; que respecto de luerum cesante, la Corte, cont.
mando en ese punto el fallo del Primer Grado, evaluó éé,
en la suma de RD$15.00 por cada día dejado de utilizar
vehículo, siendo estos 20 días, está justificada dicha sun.,
que a ese respecto, la Corte no tenía que dar motivos epedales para establecer esa evaluación que se funda en
hecho de no poder utilizar él su vehículo; en consecuenci

, procede, por los motivos que anteceden declarar que 10
medios propuestos carecen de fundamento, excepto en 1
relativo a la evaluación de los daños recibidos por el vehículo de que se trata;
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1 Considerando,  que los hechos establecidos en la sen-

tencia configuran a cargo del prevenido recurrente el deli-

to de 
g°11)85 y heridas por imprudencia ocasionados con el

-oanejo 
de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49

de la Ley 241 de 1967, sobre tránsito y vehículos y sancio-

nado por ese mismo texto legal en su letra c) con las penas
de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RDS-
500.00, si la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más como su-
cedió en la especie, que al condenar al prevenido a una
multa de RD$15.00, acogiendo circunstancias atenuantes,
aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua apreció que
el hecho del prevenido Félix Ramón Camacho había cau-
saclo a Makiko H:rose de Méndez constituida en parte civil,

1 . 1u- daños y perjuicios materiales y morales que evaluó en RIDS-
5,000.00, que al condenar a dicho prevenido al pago de esa
era, más los intereses legales, haciendo oponibles esas

glindenaciones a la compañía de Seguros, hizo una correcta

apl i cación del artículo 1383 del Código Civil y 1 y 10 de
la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, •
en lo que concierne al interés del prevenido recurrente. la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervin'en-
tes a Domingo Méndez García y Makiko Hiroso de Méndez,
en los recursos de casación interpuestos por Félix Ramón
Camacho y la Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOM-
CA), contra la sentencia de la Corte de Apelación de San-
to Domingo, dictada en sus atribuciones correccionales el
16 de enero de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados
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prevenido Félix Ramón Camacho al no poder dominar a ttvehículo y al fallarle los frenos, según su propia declar a .ción;

Considerando, que la propiedad del vehículo manejadopor el prevenido quedó manifiestamente establecida por los
certificados, emitidos por la Superintendencia de Segurosy por Rentas Internas, en las que consta que Félix Ramón
Camacho es el propietario del vehículo causante del acci.
dente; que, en cuanto a las lesiones sufridas por la agra;i.
viada, la Corte a-qua se fundó en los certificados médico:
legista que obran en el expediente y que se expidieron
10 de junio de 1976, próximo a la ocurrencia del accidente;ique hechas esas comprobaciones por la Corte a-qua, funda-
das en los documentos que obran en el expediente a los qt,
ella se refiere, al estimar la Corte que, esos hechos come-
rcios por Camacho habían producido a Makiko Hiroso de
Méndez los daños indicados en los certificados citados, estfi
implícitamente rechazando el alegato del prevenido; 

que
respecto de los daños sufridos por el vehículo, en la
tencia impugnada, tal como señalan los recurrentes, la Cor-te a-qua al evaluar los daños ocasionados al vehículo .s'[
fundó en los elementos de juicio a portados a la causa ha-ciendo uso de su poder de a preciación sin llegar a ser in.::
zonables; que respecto de lucrum cesante, la Corte, confir
mando en ese punto el fallo del Primer Grado, evaluó ééstc
en la suma de RD$15.00 por cada día dejado de utilizar s:.
vehículo, siendo estos 20 días, está justificada dicha 

suma;
que a ese respecto, la Corte no tenía que dar motivos es-
ne&ales para establecer esa evaluación que se funda en el
hecho de no poder utilizar él su vehículo; en consecuencia,
procede, por los motivos que anteceden declarar que los
medios propuestos carecen de fundamento, excepto en lo
relativo a la evaluación de los daños recibidos por el ve-
hículo de que se trata;

onsiderando, que los hechos establec i dos en la sen-

configuran a cargo del prevenido recurrente el
golpes y heridas por imprudencia ocasionados con el

,.tanejo de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49
de la Ley 241 de 1967, sobre tránsito y vehículos y sancio-
nado por ese mismo texto legal en su letra c) con las penas
de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RDS-

100.00, si la enfermedad o la imposibilidad de la viet:ma
aara dedicarse a su trabajo durare 20 días o más como su-
cedió en la especie, que al condenar al prevenido a una

*''multa de RD$15.00, acogiendo circunstancias atenuantes,
aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua apreció que
el hecho del prevenido Félix Ramón Camacho había cau-
sado a Makiko H:rose de Méndez constituida en parte civil,
daños y perjuicios materiales y morales que evaluó en ROS-
5,000.00, que al condenar a dicho prevenido al pago de esa
suma, más los intereses legales, haciendo oponibles esas
condenacion es a la compañía de Seguros, hizo una correcta

apli cación del artículo 1383 del Código Civil y 1 y 10 de
la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, •
en lo que concierne al interés del prevenido recurrente. la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinen-
tes a Domingo Méndez García y Makiko Hiroso de Méndez,

14. en los recursos de casación interpuest os por Félix Ramón
Camacho y la Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOM-

CA). contra la sentencia de la Corte de Apelación de San-
to Domingo, dictada en sus atribuciones correccionales el
16 de enero de 1978, cuyo d i spositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados

1
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recursos in terpuestos; Tercero: Condena al prevenido Félix
Ramón Camacho al pago de las costas y distrae las civiles
deducidas de la interviniente Makiko Hirose de Méndez a
favor del Doctor Bartolomé Moquete Andino 

y las costasocasionadas por Domingo Méndez García, las compensa en-
tre las partes, haciendo oponibles las costas producidas por
Makiko o Hirose de Méndez a la Compañía de Seguros
dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-jas Almánzar.-- Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, ñecretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

1301-ETDI JUDICIAL

sENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1980

a impugnada : Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 22 de diciembre de 1977.

∎tateria: Correccional

ftecurrentes: Ramón Carrasco Andújar. Néstor V. González y la

Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Joaquín Ortiz Castillo.

Interdnientes: Rafael Alirio Andújar y compartes.
Abogado: Dr. Milciades Castillo Velásquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
- tiela, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
' ;, «TI Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 29 de octubre del 1980,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-

guiente sentencia:
Sobre los recursos de casación, interpuestos conju

nta-

mente por Ramón Carrasco Andújar, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, domiciliado en San José de Ocoa, cé-
dula No. 15261, serie 13; Néstor V. González, dominicano,
mayor de edad, soltero, estudiante, domiciliado en la chr

2281

"entt
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recursos interpuestos; Tercero: Condena al prevenido Félix
Ramón Camacho al pago de las costas y distrae las civilea
deduc:das de la interviniente Makiko Hirose. de Méndez, a;
favor del Doctor Bartolomé Moquete Andino y las costaa,
ocasionadas por Domingo Méndez García, las compensa en.i
tre las partes, haciendo oponibles las costas produddas por
Makiko o Hirose de Méndez a la Compañía de Segures,
dentro cle los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque C.—	 -
guel Jacobo, ñecretario General.

La presente sentencia ha s:do dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la "1
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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sESTENCIA DE FECI1A 39 DE OCTUBR E DEL 1980

,zentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 22 de diciembre de 1977.

materia: Correccional.

pecurrentes: Rarnón Carrasco AndOjar, Néstor V. González y la

Cia. Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr, Joaquin Ortiz Castino.

totervinientes: Rafacl Alirio Andítjar y compartes.

Abegado: Dr. Milciades Castillo Velasquez.

Dios, Patria, y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticla, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-

l
lín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amíama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Pelipe Osvaldo Perdorno Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat. asistidos del Secretario General, en la Sala donde
relebra sus audiencias en la ciudad de Santo Dom:ugo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 cle octubre del 1980,.
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
/dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-

guiente sentencia:
Sobre los recursos de casación, interpuestos conjunta-

mente por Ramón Carrasco Andújar, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, dom:ciliado en San José de Ocoa, cé-
clula No. 15261, serie 13; Néstor V. González, dominicano,
Mayor de edad, soltero, estudiante, domiciliado en la ciu-

;
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eflla. ciudad de San José de Ocoa que le ocasionó la muerte

a una persona, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
sadicial de Peravia, dictó una sentencia el 13 de abril de
$77, en sus atribucione s correccionales, cuyo dispolitivo se

cupja más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
la Corte a-qua dictó el fallo ahora irnpugnado en casación,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIIVIERO: Declara
segulares y válidos los recursos de apelación interpuestos
por el Doctor Joaquín E. Ortiz Castillo, a nombre y repre-
sentación de la Compañía Dorálnicam. de Seguros, C. por
A., (SEDOMCA), Néstor V. González y el prevenido Ra-

Tnón Carrasco Andújar, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Pe-
ravia, en fecha 13 de abril del año 1977, cuyo disposttivo

' dice así:	
Primero: Declarar, como al efecto declara-

raos, buena y válida la constitución en parte d1vii hecha por
los nombrados Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de
González, en sus condiciones de padres de la menor falle-
cida Sandra Bienvenida González, por medio de su abogado

constituído y apoderad o especial Dr. Milcíades Castillo Ve-
lázquez, en contra de los nombrados Ramón Carrasco An-
dújar y Néstor V. González, en sus condiciones de preposé
y comitente por ser regular en la forma y justa en cuanto

al fondo; Segundo: Declarar, como al efecto declaramo s, al

nomorado Ramón Carrasco Andújar, culpable, de violación
a la Ley 241 (sobre tránsito de vehículos de motor) y en
consecuenc:a se condena e sufrir la pena de tres (3) meses

de prisión correcciona l y a pagar una multa de Cincuenta
Pesos Oro (RD$50.00) dicha multa será compensable a ra-

zón de 
un día de prisión por cada peso dejado de pagar en

caso de insolvenc ia; Tercero: Condenar, como al efecto con-
dena a los nombrados Ramón Carrasco Andújar y Néstor
V. González solidariamente en sus respectivas calidades de
prepose y comitente al pago de una indemnización de Diez
M`:1 Pesos (RD$10,000.00), moneda nacional a favor de los
tlembrados Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de Gon-
zález como justa reparació n por los daños y perjuicios ma-

dad de San José de Ocoa, calle Luperón No. 55, de dicha
ciudad; y Dominicana de Seguros, C. por A., domiciliada
en la avenida Independencia No. 201-1 de esta ciudad Capi.
tal, contra la sentencia d:ctada el 22 de diciembre de 1977
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apek.
ción de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
/ante;

Oído al Alguacil de turno en la leetura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Joa-

quin Ortiz Castillo, cédula No. 6943, serie 13, abogado de
los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada el
2 de febrero de 1978, en la Secretaría de la Corte a-qtta, a
rnuer:miento del Doctor Joaquín E. Ortiz Castillo, en re-
presentación de los recurrentes, en 1a que no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial del 28 de julio de 1978, firmado por
el abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los
medios que se indicarán más aclelante;

Visto el escrito del interviniente del 28 de julio de
1978, firmado por el Doctor Milcíacles Castillo Velázquez,
cédula No. 10852, ser:e 13, abogado cle los intervinientes
Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de González, do-
minicanos, mayores de edad, casados, domiciliados en la
calle Sánchez de la ciudad de San José de Ocoa, No. 67.
con cédulas Nos. 15967 y 11515, serie 13;

La Suprema Corte de Just i cia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante, y los artículos 1.
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se retere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 4 de abril de 1976
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dad de San José de Ocoa, calle Luperón No. 55, de dieha
ciudad; y Dominicana de Seguros, C. por A., domiciliada
en la avenida Independencia No. 201-1 de esta ciudad Capi.
tal, contra la sentencia d:ctada el 22 de diciembre de 1977
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ama.
ción de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más ade.
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Joa-

quín Ortiz CatilIo, cédula No. 6943, serie 13, abogado de
los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de- la Ftepública;

Vista el acta de los recursos de casación levantada el
2 de febrero de 1978, en la Secretaría de la Corte a-qua, a
requer:miento del Doctor Joaquín E. Ortiz Castillo, en re-
presentación de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio de casación;

Visto el mernorial del 28 de julio de 1978, firmado por
el abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los
medios que se indicarán más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 28 de jul i o de
1978, firmado por el Doctor Mildades Castillo Velázquez,
cédula No. 10852, serie 13, abogado de los intervinientes
Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de González, do-
minicanos, mayores de eclad, casados, domiciliados en la
calle Sanchez cla la ciudad de San José de Ocoa, No. 67.
con cédulas Nos. 15967 y 11515. serie 13;

La Suprema Corte de Just icia, después de haber dell-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante, y los artículos 1.
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se reflere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito octtrrido el 4 de abril de 1976

en la ciudad de San José de Ocoa que le ocasionó la muerte

u 
a persona, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicial de Peravia, dictó una sentencia el 13 de abril de

117, 
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispos'aivo se

eopia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
ta Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnad o en casación,

ron el Mguiente dispositivo: "FALLA: PREVIERO: Declara

regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos
por el Doctor Joaquín E. Ortiz Castillo, a nombre y repre-
sentación de la Compafila DomMicant. de Seguros, C. por

(SEDOMCA), Néstor V. González y el prevenido Ra-

món 
Carrasco Anclújar, contra la sentencia dictada por el

Suzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Pe-
ravia, en fecha 13 de abril del año 1977, cuyo disposaivo
dice así: Talla: Primero: Declarar, como al efecto declara-
mos, buena y válida la constituc ión en parte clvil hecha por
los nombrados Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de
González, en sus condiciones de padres de la menor falle-
cida Sandra Bienvenida González, por medio de su abogado

constituído y apoderado especial Dr. Milcíades Castillo Ve-

lázquez, en contra de los nombrad os Ramón Carrasco An-
dújar y Néstor V. González, en sus condiciones de preposé

Atir y corr.itente por ser regular en la forma y justa en cuanto

al 
fondo; Segundo: Declarar, como al efecto declaram os, al

nombrado Ramón Carrasco Andújar, culpable de violación

a 
la Ley 241 (sobre tránsito de vehículos de motor) y en

consecuenc:a se condena 2 sufrir la pena de tres (3) meses

de prisión correccional y a pagar una multa de Cincuenta
Pesos Oro (RDS50.00) dicha multa será compensable a ra-
zón de un día de prisión por cada peso dejado de pagar en
caso de insolvencia; Tercero: Condenar, como al efecto con-
dena a los nombrados Ramón Carrasco Andújar y Néstor
V. Gonzalez solidariamente en sus respectivas calidades de

preposé y comitente al pago de una indemnizació n de Diez

Pesos (RD$10,000.00), moneda nacional a favor de los

nombrado s Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de Gon-

zález como justa 
reparación por los daños y perjuicios ma-
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ders qt.le 
éstas sean distraídas en provecho del doctor Mil-

ciades Castillo Velázquez, quien afirma haberlas avanzado

,..,a 
su mayor parte;— SEXTO: Declara la sentencia oponible

a la 
ComPañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SE-

rolICA) . por ser la entidad aseguradora del vehículo que

originó el accidente;— SEPTIMO: Rechaza las conclusio-

nes del abogado del prevenido, de la Compañía de Seguros.

Deminica na de Seguros, C. por A., (SEDOMCA) y de Nés-
V. González, por ser improcedentes y estar mal fun-

tor

dadasC.Onsiderando, que los recurrentes proponen en su me-
morial, los sIguientes medios de casación: Primer Medio:

Falta 
de motivos o motivos falsos y falta de base legal;

Scgundo Medio: Desconocimiento de los artícUlos 17 y si-

guientes de la Ley 241 y desnaturalización de las pruebas;
Tercer Merlio: Violación del artículo 1384 del Código Civil
y falta de base legal en otros aspectos; Cuarto Medio: Vio-
lación al artículo 10 de la Ley 4117;

Considerando, que los recurrentes alegan, en sínteSis,
en sus cuatro medios reunidos para su examen, que por su
relación se reúnen; que los jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción;,
que la Corte a-qua dice: "b) que la menor cruzaba de de-
recha hacia la izquierda y el carnión la mató en el contén

, de la casa donde vivía la misma", pero no d:ce que la ma-

dre pasó primero 
y la dejó atrás en vez de cruzar con ella

de manos, cuando venía el camión y que esa fue la causa
eficiente del accidente, porque si la madre toma csa medi-
da el hecho no hubiera ocurrido"; que, por otra parte, nin-
gún testigo ha dicho que el camión la mató en el contén,
sino que fue a caer al contén; que por otra parte la sen-

ilit
tencia carece de motivos, pues en ella no se da una expll-
cación sobre la falta de la madre; que, tarablén, la Corte

* illua no "ha dicho" en qué document o se basó para consi-

'derar a Néstor V. González como propietario del vehículo

teriales y morales sufridos con motivo de la muerte cle su
hija menor Sandra Bienvenida González Soto; Cuarto: Cen.
denar, como al efecto condenamos, a los nombrados Ramuu
Carrasco Andújar y Néstor V. González solidariamente,
pago de los intereses legales de dicha suma como inderom.
zación complementaria; Quinto: Condenar, como al efecto
condenamos, a los nombrados Ramón Carrasco Andújar y
Néstor V. González, solidariamente al pago de las costas

con distracción en provecho del Dr. Milcíades Cas-
tillo Velázquez quien afirma haberlas avanzado; Sexto: De-
clarar, como al efecto declaramos, la presente sentencia en
su aspecto civil común y oponible a la Compañía Dornini-
cana de Seguros C. por A., (SEDOMCA), por se.r esta
pañía la entidad aseguradora del camión que produjo el
accidente; Séptimo: Condenar, como al efecto condenamosl
al nombrado Ramón Carrasco Andújar al pago de las cos-
tas penales'; por haberlos intentado en fempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales;— SEGUNDO:
ra al prevenido Ramón Carrasco Andújar, culpable del de.;
lito de homicidio involuntario en perjuicio de la menor
Sandra Bienvenida González, en consecuencia, modifica la
sentencia apelada y lo condena a pagar una multa de Cin-
cuenta PCSOR (RD$50.00), acogiendo en su favor circunst,2
tanc:as atenuantes;— TERCERO: Admite la constitución en1

parte civil de los señores Rafael Aliro González y Nancyl,
M. Soto de González, en sus calidades de padres de la
nor Sandra Bienvenida González, en consecuencia, condal
na a las personas civilmente responsables, señores Néstor
V. González y Ramón Carrasco Andújar, a pagar las carli-
dades de Cuatro Mil Pesos (RD$4,000.00) a favor de Rafaci
Aliro González y Cuatro Mil Pesos (RD$4,000.00), a faver
de Nancys 114. Soto de González, por concepto de daños y
perjuicios morales y materiales que ambos sufricron, cun
motivo de la muerte de su hija;— CUARTO: Condena al
prevenido Ramón Carrasco Andítjar, al pago de las costas
penales;— QUINTO: Condena a Néstor V. González y R a-
món Carrasco Andújar, al pago de las costas c:viles y or-
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teriales y morales sufridos con motivo de la muerte de su
hija menor Sandra Bienvenida González Soto; Cuarto: Cork,

denar, corno al efecto condenamos, a los nombrados Ranusn
Carrasco Andújar y Néstor V. González solidariamente , aj
pago de los intereses legales de dicha suma como indemni.
zación complementaria; Quinto: Condenar, como al efectu
condenamos, a los nombrados Ramón Carrasco Andújar y
Néstor V. González, soliclariamente al pago de las costast
civiies, con distracción en provecho del Dr. Mileíades Calj
tillo Velázquez quien afirma haberlas avanzado; Sexto: De.;
clarar, como al efecto declaramos, la presente sentencia es
su aspecto civil común y oponible a la Compañía Dormuj.
cana de Seguros C. por A., (SEDOMCA), por ser esta Com-.
pañía la entidad aseguradora del camión que produjo el
accidente; Séptimo: Condenar, como al efecto condenamos,
al nombrado Ramón Carrasco Andújar al pago de las cos-
tas penales'; por haberlos intentado en tempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales;— SEGUNDO: Decla-
ra al prevenido Ramón Carrasco Anclújar, culpable del de-
lito de homicidio involuntario en perjuicio de la 	 menor
Sandra Bienvenida González, en consecuencia, modifica
sentencia apelada y lo condena a pagar una multa de Cin-
cuenta Pesos (RD$50.00), acogiendo en su favor circutts-
tanc:as ate.nuantes;— TERCERO: Admite la constitución en
parte civil de los señores Rafael Aliro González y Nancys-
M. Soto de González, en sus calidades de padres de la me-
nor Sandra Bienvenida González, en consecuencia, conde-
na a las personas civilmente responsables, señores Néstorl
V. González y Ramón Carrasco Andújar, a pagar las canti7
dades de Cuatro Mil Pesos (RD$4,000.00) a favor de Rafael
Aliro González y Cuatro Mil Pesos (RD$4,000.00), a favot
de Nancys M. Soto de González, por concepto de daños y
perjuicios morales y materiales que ambos sufrieron, cort
motivo de la muerte de su hija;— CUARTO: Condena al
prevenido Ramón Carrasco Anclújar, al pago de las costas
penales;— QUINTO: Condena a Néstor V. González y R a-
rném Carrasco Andújar, al pago de las costas 	 y Or
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ja
ng que éstas sean distraídas en provecho del doctor Mil-

,iades Castillo Velázquez, quien afirma haberlas avanzado

‘en 
su mayor parte;— SEXTO: Declara la sentencia oponible

a 
ia Compañía Dorninicana de Seguros, C. por A., (SE-

D
obICA), por ser la entidad aseguradora del vehículo qtte

ariginó el accidente;— SEPTIMO: Rechaza las conclusio-
nes del abogado del prevenido, de la Compañía de Seguros,
Derninicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA) y de Nés-

tOr Nr. 
González, por ser improcedentes y estar mal fun-

dadas";

C"siderand°'
u•-	

q e los recumentes proponen en su me-
4..rdórial, los s:guientes medios de casación: Primer Medio:
Falta de motivos o motivos falsos y falta cle base legal;
Segundo Medio: Desconocimiento de los artícttlos 17 y si-
guientes de la Ley 241 y desnaturalizació n de las pruebas;

Tercer Mc,-lio: Violación del artículo 1384 del Código Civil
y falta de base legal en otros aspectos; Cuarto Medio: Vio-
lación al artículo 10 de la Ley 4117;

Considerando, que los recurrente s alegan, en síntells,

en sus cuatro medios reunidos para su examen, que por su
relación se reúnen; que los jueces del fondo están en la

obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción;
que la Corte a-qua dice: "b) que la menor cruzaba de de-
recha hacia la izquierda y el camión la mató en el contén
de la casa donde vivía la misma'', pero no d:ce que la ma-

dre pasó primero y la clejó atrás cn vez de cruzar con ella
de manos, cuando venía el camión y que esa fue la causa
eficiente del accidente, porque si la tnadre toma esa medi-
da el hecho no hubiera ocurrido"; que, por otra parte, nin-
gún testigo ha dicho que el camión la mató en el contén,
$ino que fue a caer al contén; que por otra parte la sen-

:ttencia carece de motivos, pues en ella no se da una expll-

l eación sobre la falta de la madre; que, tamb:én, la Corte

Et-qua no "ha dicho" en qué documento se basó para consi-

derar a Néstor V. González corno propietario del vehículo
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causante del daño; que en ese sentido desconoció1es ar.
tículo 17 de la ley 241; que los jueces del fondo, deben pre.
cisar los elementos de juicio en que se basan Para deter.minar la condición de empleado del prevenido en relación
con la persona puesta en causa como eivilmente responsa,
ble; que. la Corte a-qua no precisa cuál de los dos era et
propietario, s: Rubén Julio Gitte o Néstor V. Gonzáler;
que la doctrina y la jurisprudenc ; a están de actterdo para
exigir un lazo de subordinación entre el comitente y el
preposé; y por último, los recurrentes alegan que no ba.
biéndose puesto en causa al verdadero propietario del ve-
hículo, mal podría la Corte presumir que Néstor V. Gon.
zález fuera cornitente; que, en consecuencia la sentencia
debe ser casada; pero,

Considerando, que los recurrentes de lo que se quejan,
en ctzanto a los motives, es de que la Corte d:o mayor cré-
dito a los testirnoMos que a la apreciación que ellos se
han formado de los hechos; que en efecto la Corte ha es-
tmado que la víctima fue atropellada en el contén lz-
quierdo de la calle, es dec ir en. el carril contrario por don-
de debía transitar el camión conducido por Ramón Carras-
co Andújar; que esa estimación de la Corte a-qtta está fun-
dada en las declaraciones de los testigos que constan en
las actas de aude encia; que si la Corte estableció que así
ocurr'eron los hechos no tenía que especular sobre la con-
ducta de la madre al respecto, puesto que al través del
proceso ningún testigo ha señalado qtte ésta actuara ne-
gligentemente; que en cuanto a la responsabilidad de la
parte puesta en causa como civilmente responsable, en la i1
sentencia impugnada consta que Néstor V. González es la 1
persona a nombre de quien figtzra aseguraclo el camión dd
accidente, mediante póliza No. 33781, documento que obra
en el expediente; y que éste mismo es el que el prevenido
señala como su patrón y quien le pagaba sus serv:c i os; que
la comitencia se cletermina por las relaciones entre el que
ordena y el que obedece esas órdenes independientemente

el derecho de propiedad sobre la cosa que ocasionó el da-

0; que en la especie tanto la Corte a-qua como el tribunal
de priMer grado pudieron establecer las relaciones de co-
adtente a preposé entre Carrasco y González; por lo que

10,5 rnedios propuestos carecen de fundamen to y deben ser

desesct 
ironsaiddesr;ando, que la Corte a-qua mediante la ponde-

ración cle los elementos de juido que fueron regularmente
administraclos en la instrucción de la causa, dio por esta-

blecido: a) que el 4 de abril de 1976, en el momento en el
oue Ramón Carrasco Andújar conducía un camión de vol-
Ceo en dirección de Sur a Norte por la calle General Ca-
bral, de la ciudad de San José de Ocoa, al aproximar

se a

la esquina formada con la Sánchez, alcanzó a la menor
Sandra Sienvenida Gonzalez, ocasionándole la muertc

s; b)

que la menor cruzaba de la derecha hacia la izqdlerda y
el camión la mató en el contén de la acera de la casa donde
vivía la niña; c) que el día estaba claro y el chofer miraba
hacia los lados; d) que el preven ido se distrajo viendo a
los lados de la calle y no miró a su frente por lo que no
tomó las precauciones debidas para evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrent e, el delito de oca‘onar
la muerte de una persona con el manejo o conducción de
un vehículo de motor, previsto y sanc . onado por el artículo

49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, con
las penas de 2 a 5 años de prisión y multa de RD$500 .00 a

RDS2.000.00, si el accidente ocasionare la rnuerte a una per-
sona, como sueedió en la especie; que al condenar a Ramón
Carrasco Andújar a una multa de RD$50.00, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando, 
que asim:smo la Corte a-qua apreció

que el hecho del prevenido Ramón Carrasco Anclújar cau-

a 
Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de Gonzalez,

.eanstituídos en parte civil en sus calidades de padres de
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causante del daño; que en ese sentido desconoció
tículo 17 de la ley 241; que los jueces del fondo, deben pre.cisar los elementos de juicio en que se basan para deter.
minar la condición de empleado del prevenido en relación
con la persona puesta en causa como civilmente responea.
ble; que la Corte a-qua no precisa cuál de los dos era o
propietario, s: Rubén Julio Gitte o Néstor V. González.
que la doctrina y la jurisprudenc s a están de acuerdo paral
exigir un lazo de subordinación entre el comitente y opreposé; y por último, los recurrentes alegan que no ha.
biéndose puesto en causa al verdadero propietario del ve-
hículo, mal podría la Corte presumir que Néstor V. Gon.
zález fuera comitente; que, en consecuencia la sentencia
debe ser casada; pero,

Considerando, que los recurrentes de lo qtze se quejan,
en cuanto a los motivos, es de que la Corte cro mayor cré-
dito a los testimon'os que a la apreciación que ellos se
han formado de los hechos; que en efecto la Corte ha es-
tmado que la víctima fue atropellada en el contén iz-
quie.rdo de la calle, es decir en- el carril contrario por don-
de debía transitar el camión conducido por Ramón Carras-
co Andújar; que esa estimación de la Corte a-qua está fun-
dada en las declaraciones de los testigos que constan en
las actas de aud'encia; que si la Corte estableció que así
ocurr , eron los hechos no tenía que especular sobre la con-
ducta de la madre al respecto, pttesto que al través del
proceso ningún testigo ha señalado que ésta actuara ne-
gligentemente; que en cuanto a la responsabilidad de la
parte puesta en causa como civilmente responsable, en la
sentencia irnpugnada consta que Néstor V. González es le
persona a nombre de quien figura asegurado el camión del
accidente, mediante póliza No. 33781, documento que obra
en el expediente; y que éste mismo es el que el prevenido
señala como su patrón y quien le pagaba sus serv'c'os; que
la comitencia se determina por las relaciones entre el que
ordena y el que obedece esas órdenes independientemente
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dei derecho de propiedad sobre la cosa que ocasionó el da-

10; 
que en la especie tanto la Corte a-qua como el tribunal

de 
primer grado pudieron establecer las relaciones de co-

olitente a preposé entre Carrasco y González; por lo que

ies rnedios propuestos carecen de fundamento y deben ser

clesesCtionn:sidder;ando, que la Corte a-qua mediante la ponde-

ración de los elementos de julelo que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-

blecido: a) que el 4 de abril de 1976, en el momento en el
que Ramón Carrasco Andújar conducía un camión de vol-
teo en dirección de Sur a Norte por la calle Genaral Ca-
bral, de la ciudad de San José de Ocoa, al aproximar

se a

le esquina formada con la Sánchez, alcanzó a la menor
Sandra Bienvenida Gonzalez, ocasionándole la muerte.; b)
que la menor cruzaba de la derecha hacia la izqu:erda y
el carnión la mató en el contén de la acera de la casa donde
vivía la niña; c) que el día estaba claro y el chofer miraba
hacia los lados; d) que el prevenido se distrajo viendo a
los lados de la calle y no miró a su frente por lo que no
tomó las precauciones debidas para evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrent e, el delito de ocas:onar
la muerte de una persona con el manejo o conducción de
un vehículo de motor, previsto y sanc'onado por el artículo
49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, con
las penas de 2 a 5 años de prisión y multa de RDS500.00 a
RDS2.000.00, si el accidente ocasionare la muerte a una per-
sona, como sueedió en la cspecie; que al condenar a Ramón
Carrasco Andújar a una multa de RD$50.00, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a

la LeY;
Considerando, que asim:smo la Corte a-qtta apreció

que el hecho del prevenido Ramón Carrasco Andújar cau-

s6 a Rafael Aliro González y Nancys M. Soto de González,
eonstituídos en parte civil en sus calidades de padres de
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la menor fallecida, darios y perjuicios materiales y rnora.
les que evaluó en las sumas de: RD$4,000.00, para cada un,)
más los intereses legales; que al condenar a Ramón Carras.
co Andújar prevenido y a Néstor V. González, puesto er
causa como civilmente responsable, y al hacer oPonibles
dichas condenaciones a la Compariía Domin:cana de Segu.
ros, C. por A., puesta en causa, hizo una correcta apreeia.
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
prevenido, no contiene viCio alguno que justifique su ca-
sación; at

31,1Por tales motivos, Primero: Admite como intervinieul
tes a Rafael Al i ro González y Nancys M. Soto de Gonzá-
lez, en los recursos de casación interpuestos por Rarnón
Carrasco Andújar, Néstor V. González y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
el 22 de diciembre de 1977, en sus atribuc.ones correccio.
nales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dis-
positivo ha sicio copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza los indicados recursos; y Tercero:
Condena a rtamón Carrasco Andújar al pago de las costas
penales, y a éste y a Néstor V. González al pago de las ci-
viles y las distrae a favor del Doctor Milcíades Castillo
Velázquez, abogacio de los intervin:entes, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; y las hace oponibles a la
Compañía Dorninicana de Seguros, C. por A., dentro dc los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E.
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín

_

Bernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretarlo Ge-

aeral.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

scriores Jucces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y

fuc firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

•••••-,
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la menor fallecida, daños y perjuicios materiales y mora.
les que evaluó en las sumas de: RD$4,000.00, para cada uno
más los intereses legales; que al condenar a Ramón Carra.
co Andújar prevenido y a Néstor V. González, puesto
causa como civilmente responsable, y al hacer oponibies
dichas condenaciones a la Compañía Domin:cana de Segu.
ros, C. por A., pttesta en causa, hizo una correcta aprecia-
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y
de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés ciel
prevenido, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Rafael Al ; ro González y Nancys M. Soto de Gonzá-
lez, en los recursos de casación interpuestos por Ramón
Carrasco Andújar, Néstor V. González y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
el 22 de diciembre de 1977, en sus atribuc:ones correccio.
nales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza 1os indicados recursos; y Tercero:
Condena a Ramón Carrasco Andújar al pago de las costas
penales, y a éste y a Néstor V. González al pago de las ci-
viles y las distrae a favor del Doctor Milcíades Castillo
Velázquez, abogado de los intervin:entes, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; y las hace oponibles a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernanclo E. Bá-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín

Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretar:o Ge-

neral.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresad

os y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1980

Materia: Correccional.

Recurrentes: Jesús María Checo, c. s. Santiago Contreras.
Abogado: Dr. Luis H. Padilla.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominiernia.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felpe
Osvaldo Pardomo Báez, y Joaquín Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, hoy día 29 del mes de Octubre del año 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, corno Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jesús Ma-
ría Checo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, do-
mr.ciliado en la calle 3ra. No. 62 de esta ciudad, cédula No.
6367, serie 36, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales el 6 de Julio de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis H. Padilla, cédula No. 23940, serie 18.
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones:

pido el dictamen del Magistrado Procurador General
dela República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría

de la Corte a-qua el 19 de julio de 1977, a requerimiento
del Dr. Luis H. Padilla, en representación del recurrente,
acta en la cual no se propone, contra la sentencia impug-
nada, ningún medio determinado de casación;

• Visto el memorial del recurrente, del 11 de agosto de
8, suscrito por su abogado, en el cual se propone el me-
que se indica más adelante;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

ado y vistos los textos legales invocados por el reca-
te, que se mencionan más adelante, y los artículos 49
de la Ley 241 de 1967, sobre transito y Vehículos, y

65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad el 18 de noviembre de 1975, en el cual una per-
sona resultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional dictó el 20 de abril de 1967 una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre recurso interpuesto, la Corte de
Apelación de Santo Domingo dictó en defecto el 8 de fe-
brero de 1977, una sentencia cuyo dispositivo figura en el
de la ahora impugnada, y c) que sobre el recurso de opo-
s:eión intervino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válido el recurso de Oposición interpuesto por el
Dr. Luis H. Padilla, a nombre del prevenido Jesús María
Checo, cédula No. 6367, serie 26, residente en la casa No.
62 de la calle lra., parte atrás, de esta ciudad, del Barrio
Gautier, en fecha 8 de febrero de 1977, contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dom ingo, de
fecha 6 de julio de 1977.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1990

éé.Sentencia inzpugrrada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 6 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Jesús María Checo, c. s. Santiago Contreras.
Abogado: Dr. Luis 11. Padilla.

Dios, Patria y Libertad,
República Dondniczma.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felpe
Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrno
Nacional, hoy día 29 del mes de Octubre del año 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación i nterpuesto por Jesús Ma-
ría Checo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, do-
miciliado en la calle 3ra. No. 62 de esta ciudad, cédula No.
6367. serie 36, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales el 6 da Julio de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis H. Padilla, cédula No. 23940, serie 18,
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones:

-------oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la Repúbl:ca;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 19 de julio de 1977, a requerimiento
del Dr. Luis H. Padilla, en representació n del recurrente,

acta en la cual no se propone, contra la sentencia impug-
nada, ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 11 de agosto de

1978, 
suscrito por su abogado, en el cual se propone el me-

dio que se indica más adelante;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 49

y 
52 de la Ley 241 de 1967, sobre Ti-ánsito y Vehículos, y

1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad el 18 de noviembre de 1975. en el cual una per-
sona resultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Pr:mera Instancia del Distrito Na-
cional dictó el 20 de abril de 1967 una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre recurso interpuesto, la Corte de
Apelación de Santo Domingo dictó en defecto el 8 de fe-
brero de 1977, una sentencia cuyo dispositivo figura en el
de la ahora impugnada, y c) que sobre el recurso de opo-
sición intervino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válido el recurso de Oposición interpuesto por el

Dr. Luis H. Padilla, a nombre del prevenido Jesús María
Checo, cédula No. 6367, serie 26, residente en la casa No.
62 de la calle ira., parte atrás, de esta ciudad, del Barrio
Gautier, en fecha 8 de febrero de 1977, contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo DoMingo, en fecha
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13 de diciembre de 1976 cuya parte dispositiva dice así:
Talla: Primero: Admite como regular y válido el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. Luis H. Padilla, a nom.
bre de Jesús María Checo, contra sentencia dictada por ja
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nac:onal, de fecha 20 de abril de 1976, cuya
parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Se declara bue-
no y válido el recurso de Oposición interpuesto por el Dr.
Luis H. Padilla, a nombre de Jesús María Checo, contra
sentencia dictada el día 6 de febrero de 1976, por la Terce•.

Meses de Prisión, y al pago de una multa de Cien Pesos .,ii

1,
ra Cámara de lo Penal que lo condenó en defecto a Seis, 1:. !i

Oro (RD$100.00) por haber violado el artículo 49, letra C
y 91, letra A de la ley 241, en cuanto a la forma y el fondo
confirma dicha sentencia en todas sus partes y además al
pago de las costas; Segundo: Pronuncia el defecto del preit.
venido por no haber comparecido no obstante haber sido
legalmente citado; Tercero: En cuanto al fondo confirma
en todas sus partes la sentencia apelada por haber sido he-
cha conforme a derecho; Cuarto: Condena al prevenido al
pago de las costas penales de la alzada'; SEGUNDO: En
cuanto al fondo Modifica la sentencia recurrida en cuanto
a la pena impuesta y la Corte obrando por propia autoridad
al declarar culpable al prevenido Jesús María Checo de los
hechos puestos a su cargo lo Condena al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) solamente, acogiendo
en su favor circunstane:as atenuantes; TERCERO: Confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUARTO:
Confirma al recurrente al pago de las costas"; 	 111 I

'
Considerando, que el recurrente propone, contra le—*;

sentencia que impugna, el siguiente medio de casación:
Falta de motivos y de base legal;	

41,
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...a.11:—
en la sentencia una falta total de ponderación de los ele-
mentos de juicio fundamentales, y cuando estos son comen-
tados mínimamente, se comete la grave violación de des-
naturalización atribuyéndole un sentido y alcance que no

tienen, o dejando de ponderarlos en la mayor parte de
ellos: que son erróneos y falsos los brevís:mos motivos ofre-
cidos por la Corte; que la ley también ha sido violada en
ta sentencia recurrida al ser completamente desnatura li

-zado el testimonio del único testigo oído en la causa, elde

Leon:das Peguero; que por todo lo expuesto, procede ca sar
la sentencia recurrida; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar como
único culpable del accidente al prevenido recurrente Jesús
María Checo y fallar como lo hizo, dio por establecido,

mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la

causa, lo siguiente: 1) que el 18 de noviembr e de 1975, en

horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito en la
calle Pedro Livio Cedeño de esta ciudad, en el cual el ca-
rro placa No. 111-290 conducido por su proptetario Luis
Conrado Camarena Ruiz de Este a Oeste por la calle Pedro
Livio Cedeño, chocó con el camión Patana placa No. 508-
503, propiedad de Dimas S. Díaz G., asegurado con Póliza
No. S-14025 de Seguros América, el cual se encontraba es-

cionado en la referida vía, y también el vehículo condu-
ido por Luis Conrado Camarena Ruiz chocó al carro pla-

No. 204-568 conducido por Santiago Contreras Morillo
;por la mencionada vía, pero en direcc:ón contraria al pri-
imero; 2) que en el accidente resultó con lesiones corpora

.Iles Luis C. Camarena Ruiz, curables después de 90 y antes
1de 120 días, y 3) que el accidente se debió a la falta exclu-
siva del recurrente Jesús María Checo al dejar estacionado
I el vehículo que conducía sin ninguna luz encendida, sinIlos triángulos lumínicos reglamentarios y estando comple-

tamente a oscuras la calle Pedro Livio Cedeño; que, por
todo lo expuesto, es evidente, que la sentencia impugnada

	

: 	,	 I
Considerando, que en apoyo de su medio de casación,

el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que la sen-
tencia recurrida carece de base legal y tiene insuLcientes

	

motivos, los cuales son mínimos e inadecuados; que existe 	 1
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13 de diciembre de 1976 cuya parte dispositiva dice así.
*Falla: Primero: Admite corno regular y válido el recurso.
de apelación interpuesto por el Dr. Luis H. Padilla, a nom.
bre de Jesús María Checo, contra sentencia dictada por
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nac:onal, de fecha 20 de abril de 1976, Cuya
parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Se declara bue-
no y válido el recurso de Oposición interpuesto por el Dr.
Luis H. Padilla, a nombre de Jesús María Checo, contra
sentencia dictada el día 6 de febrero de 1976, por la Terce-
ra Cámara de lo Penal que lo condenó en defecto a Seis
Meses de Prisión, y al pago de una multa de Cien Pesos
Oro (RD$100.00) por haber violado el artículo 49, letra C
y 91, letra A de la ley 241, en cuanto a la forma y el fondo
confirma dicha sentencia en todas sus partes y además al
pago de las costas; Segundo: Pronuncia el defecto del pre.
venido por no haber comparecido no obstante haber sido
legalmente citado; Tercero: En cuanto al fondo confirma
en todas sus partes la sentencia apelada por haber sido he-
cha conforme a derecho; Cuarto: Condena al prevenido al
pago de las costas penales de la alzada'; SEGUNDO: En
cuanto al fondo Modifica la sentencia recurrida en cuanto
a la pena impuesta y la Corte obrando por propia autoridad
al declarar culpable al prevenido Jesús María Checo de los
hechos puestos a su cargo lo Condena al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) solamente, acogiendo
en su favor circunstanc:as atenuantes; TERCERO: Confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUARTO:
Confirma al recurrente al pago de las costas";

Considerando, que el recurrente propone, contra la
sentencia que impugna, el siguiente
Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en apoyo de su medio de casación,
el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que la ser-
tencia recurrida carece de base legal y tiene insuficientes
motivos, los cuales son mínimos e inadecuados; que existe

aotsfitiv;Jtiotam,	 2293

en la 
sentencia una falta total de ponderación de los ele-

mentos de juicio fundamentales, y cuando estos son comen-
tados mínimamente, se comete la grave violación de des-
eaturalización atribuyéndole un sentido y alcance que no
tienen, o dejando de ponderarlos en la mayor parte de
ellos; que son erróneos y falsos los brevísimos motivos ofre-
cidos por la Corte; que la ley también ha sido violada en

la sentencia recurrida al ser completamente desnaturali-
zado el testimonio del único testigo oído en la causa, el de
Leonidas Peguero; que por todo lo expuesto, procede casar

la sentenc ia recurrida; pero,
Considerando, que la Corte a-qua para declarar como

Único culpable del accidente al prevenido recurrente Jesús

mo
ría Checo y fallar como lo hizo, dio por establecido,

mediante la ponderació n de los elementos de juicio que fue-

thn 
regularmente administrados en la instrucción de la

lo siguiente: 1) que el 18 de noviembre de 1975, en
horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito en la
Sile Pedro Livio Cedeño de esta ciudad, en el cual el ca-

yro 
placa No. 111-290 conducido por su propletario Luis

'Conrado  Camarena Ruiz de Este a Oeste por la calle Pedro
`Livio Cedeño, chocó con el camión Patana placa No. 508-

103, propiedad de Dimas S. Díaz G., asegurado con Póliza
No. 5-14025 de Seguros América, el cual se encontraba es-
lacionado en la referida vía, y también el vehículo condu-
t?91do por Luis Conrado Camarena Ruiz chocó al carro

No. 204-568 conducido por Santiago Contreras Morillo
por la mencionada vía, pero en direce:ón contraria al pri-
ibero; 2) que en el accidente resultó con lesiones corpora-

- les Luis C. Camarena Ruiz, curables después de 90 y antes
120 días, y 3) que el accidente se debió a la falta

del recurrente Jesús María Checo al dejar estacionado
eh vehículo que conducía sin ninguna luz encendida, sin

los triángulos lumínicos reglamentari os y estando comple-
tamente a oscuras la calle Pedro Livio Cedeño; que, por
'todo lo expuesto, es evidente, que la sentene:a impugnada

medio de casación:
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tiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su
dispositivo y una exposición de los hechos y circunstancias
de la causa, que han permitido a la Suprema Corte de Jus-
ticia establecer que la ley ha sido b:en aplicada; que, el
recurrente se ha limitado a calificar como desnaturalización
la apreciación soberana que de los hechos de la causa hizo
la Corte a-qua, sin precisar en qué consiste ésta; en conse-
cuencia, procede desestimar los alegatos del recurrente por
carecer de fundamentos;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito previsto en el
artículo 49 de la Ley 241 sobre Tránsito y Vehículos, de
causar golpes y heridas por imprudencia en el manejo de
vehículos de motor, sancionado en la letra c) del mismo
texto legal con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y
multa de RD$100.00 a RDS500.00, si la enfermedad o la im-
posibilidad de la víctima para su trabajo dura 20 días o
más, como ocurrió en la especie; que por tanto, al condenar
a Jesús María Checo a una multa de RD$50.00, acogiendo
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le apEcó una pe-
na ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada,
en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jesús María Checo, contra la senten-
cia dictada el 6 de julio de 1977, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena a Jesús María Checo al pago de las
costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-

jag Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
Sernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

presente sentencia ha sido dada y firmada por los
añores Jueces que figuran en su encabezabiento, en la
aud:encia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito previsto en el
articulo 49 de la Ley 241 sobre Tránsito y Vehículos, de
causar golpes y heridas por imprudencia en el manejo de
vehículos de motor, sancionado en la letra c) del mismo
texto legal con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y
multa de RD$100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o la im-
posibilidad de la víctima para su trabajo dura 20 días
más, como ocurrió en la especie; que por tanto, al condenar
a Jesús María Checo a una multa de RD$50.00, acogiendo
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le apl:có una pe-
na ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada,
en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jesús María Checo, contra la senten-
cia dictada el 6 de julio de 1977, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena a Jesús María Checo al pago de las
costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista R0-
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jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
varriández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezabiento, en la

audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de feehit
22 de septiembre de 1977.

Materia: Penal.

Recurrentes: Gastón A. David. Baltazar González y Se guros Pephj,
S. A.

Abrogado: Dr. Luis A. Bireann Rojas.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-i.
t'cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-1
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,t
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es, I'i
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde; .
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de '
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de octubre de 1980,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audienc:a pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gastón
Adolfo David, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
domiciliado en el Barrio Central Cataréy No. 25, Villa Alta-
gracia,  cédula No. 4970, serie Z,O; Baltazar González, domi 1
nicano, mayor de edad, domiciliado en el Ingenio Santa Fe,
San Pedro de Macorís, cédula No. 124281, serie 55, y la Se-
guros Pepín, S. A., con domicilio en la calle Mercedes esq.
Palo Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de La Vega, el 22 de septiembre de 1977, cuyo d i sPo• -1
sitivo se copra más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
3e la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte s-qua, el 28 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula No.
29612, serie 47, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone, contra la sentencia impugnada, ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 14 de agosto
de 1978, suscrito por el Dr. Luis A. Wrcann Rojas, cédula
No. 43324, serie 31, en el cual se proponen los medios que
se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro de
Vehículos de Motor; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 27
de octubre de 1974, en la autopista Duarte, en el cual va-
rias personas resultaron con lesiones corporales, la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, dictó el 30 de septiembre de
1976, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante,
transcrito en el de la ahora impugnada; b) que sobre los
recursos interpuestos, intervine la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos, en la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por el prevenido Gastón
Adolfo David, la persona civilmente responsable Baltazar
González Camilo, la Compañía de Seguros Pepín, S. A., y
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de la Corte s-qua. el 28 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula No.
29612, serie 47, en representación de los recurrentes, en la

cual no se propone, contra la sentencia impugnada. ningún
medio determinado de casación;

: Visto el memorial de los recurrentes, del 14 de agosto
de 1978, suscrito por el Dr. Luis A. B'rcann Rojas, cédula
No. 43324, serie 31, en el cual se proponen los medios que
se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro de
Vehículos de Motor; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 27
de octubre de 1974, en la autopista Duarte, en el cual va-
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1976. una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante,
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recursos interpuestos, intervinc la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos, en la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por el prevenido Gastón
Adolfo David, la persona civilmente responsable Baltazar
González Camilo, la Compañía de Seguros Pepín, S. A., y
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la parte civil constituída Enrique Curiel Castillo, contra
sentencia correccional Núm. 1142, de fecha 30 de sept:embre
de 1976, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, la
cual tiene el dispositivo siguiente: `Primero: Se ratifica el
defecto pronunciado en audiencia en contra del nombrado
Gastón Adolfo David por no haber comparecido a la au.
diencia no obstante estar legalmente citado; Segundo: Se
declara culpable al nombrado Gastón Adolfo David i ncul-
pado de Viol. Ley No. 241, en perjuicio des Agrimensor
Enrique M. Curiel y en consecuencia se le condena a su-
frir la pena de 3 meses de prisión correccional acogiendo a
su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se le condena
al pago de las costas; Cuarto: Se descarga al nombrado Agr.
Enrique M. Curiel por no haber Viol. Ley 241, y se le de•
clara las costas de oficio; Quiu:o: Se acoge como buena y
válida la constitución en parte civil intentada por el señor
Enrique M. Curiel en contra de los señores Gastón Adolfo
David y el agrónomo Baltazar González Camilo al través
de los Dres. Maritza Curiel de Cruz y Pietro Toratiere To-
ribio, por ser regular en la forma y admisible en el fondo,
Sexto: Se condena a los señores Gastón Adolfo David y el
Agrónomo Baltazar González Camilo al pago solidario de
una indemnización de RD$2,000.00 pesos en favor del agri-
mensor Enrique M. Curiel por los golpes y heridas que su-
frió en el accidente y una indemnización a justificar por
estado por los daños que sufrió su vehículo en el referido
accidente; Sép:imo: Se condena a los nombrados Gastón
Adolfo David y el Agr. Baltazar González Camilo al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Maritza Curiel de Cruz y Pietro Toras-
tieri Toribio quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Octavo: La presente sentencia es común y opo-
nible a la Compañía de Seguros Pepín'; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Gastón Adolfo David
y la persona civilmente responsable Baltazar González Ca-
milo, por falta de comparecer, no obstante haber sido ci-

tados legalmente y contra la compañía Seguros Pepín, S.
At por falta de concluir; TERCERO: Confirma de la deci-
sión recorrida los ordinales: Segundo, Quinto, Sexto, a ex-
eapción en éste que se modifica de la manera siguiente: a)
una indemnización de RDS3,500.00 (Tres mil quinientos pe-
sos oro) en favor de la parte civil constituida Enrique Cu-

riel 	 por las graves lesiones sufridas por éste en el
accidente, y b) una indemnizaión de RDS1,503.12 (Mil qui-
nientos tres pesos con doce centavos) en favor de la supra
dicha parte civil por los daños sufridos por el vehículo de
su propiedad, sumas estas que la Corte estima las ajustadas
para reparar los daños sufridos por la parte civil: confrma
además el ord'nal Octavo de la supra dicha sentencia ape-
lada: CUARTO: Condena al prevenido Gastón Adolfo Da-
vid, al pago de las costas penales de esta alzada y condena
a éste juntamente con la persona civilmente responsable
Baltazar González Camilo, al pago de las civiles, con dis-
tracción de las mismas en favor de los Dres. Pietro Foras-
tieri Toribi o y Maritza Curiel de Cruz, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos respecto de la prueba de
los hechos: Segundo Medio: Violación a la regla de la
prueba;

Considerando, que los recurrentes proponen, en sus
medios de casación, que por su relación se reúnen, en sín-
tesis, lo siguiente: 1) que la Corte a-qua enumera una serie
de hechos, sin concretar en cada uno cómo fue probado,
por qué frase, de qué testigo o por cuál documento; que un
tribunal no puede jurídicamente, limitarse a enumerar una
serie de hechos, ocho en total, y luego decir en forma glo-
bal que los mismos fueron comprobados por las declaracio-
nes de tales testigos, sobre todo porque en ellas se contie-
nen muchas veces frases ambiguas y en ocasiones contra-

diCtorias; que lo único admisible es que para cada hecho se
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David y el agrónomo Baltazar González Camilo al través
de los Dres. Maritza Curiel de Cruz y Pietro Toratiere To-
ribio, por ser regular en la forma y admisible en el fondo,
Sexto: Se condena a los señores Gastón Adolfo David y el
Agrónomo Baltazar González Camilo al pago solidario de
una indemnización de RD$2,000.00 pesos en favor del agri-
mensor Enrique M. Curiel por los golpes y heridas que su-
frió en el accidente y una indemnización a justificar por
estado por los daños que sufrió su vehículo en el referido
accidente; Séptimo: Se condena a los nombrados Gastón
Adolfo David y el Agr. Baltazar González Camilo al pagó
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Maritza Curiel de Cruz y Pietro Toras-
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una indemnización de RDS3,500.00 (Tres mil quinientos pe-
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riel Castillo por las graves lesiones sufr das por éste en el
accidente, y b) una indemnizaión de RD$1,503.12 (Mil qui-
nientos tres pesos con doce centavos) en favor de la supra
dicha parte civil por los daños sufridos por el vehículo de
su propiedad, sumas estas que la Corte estima las ajustadas
para reparar los daños sufridos por la parte civil: confrma
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lada; CUARTO: Condena al prevenido Gastón Adolfo Da-
•...d, al pago de las costas penales de esta alzada y condena
a éste juntamente con la persona civilmente responsable

'Baltazar González Camilo, al pago de las civiles, con dis-
tracción de las mismas en favor de los Dres. Pietro Foras-
ticri Toribio y Maritza Curiel de Cruz, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando. que los recurrentes proponen, contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos respecto de la prueba de
los hechos: Segundo Medio: Violación a la regla de la
prueba;

Considerando, que los recurrentes proponen, en sus
medios de casación, que por su relación se reúnen, en sín-
tesis, lo siguiente: 1) que la Corte a-qua enumera una serie
de hechos, s:n concretar en cada uno cómo fue probado,
Por qué frase, de qué testigo o por cuál documento; que un
tribunal no puede jurídicamente, limitarse a enumerar una
serie de hechos, ocho en total, y luego decir en forma glo-
bal que los mismos fueron comprobados por las declaracio-
nes de tales testigos, sobre todo porque en ellas se contie-
nen muchas veces frases ambiguas y en ocasiones contra-

t. di.ctorias; que lo único admisible es que para cada hecho se
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señale de dónde se obtuvo la prueba, y eso no se hizo; 2)
que la Corte da por establecido que el Jecp era propiedad
del agrónomo Baltazar González Camilo y que estaba ase.
gurado con Seguros Pepín, S. A., sin decir de dónde obtuvo
esa prueba. limitándose a decir que esos hechos no fueroo
discutidos por los impetrantes; que los exponentes h 'c'erou "
defecto, y que cuando esto ocurre un tribunal sólo puede
acoger las demandas si son justas y reposan en prueba le-
gal; que se da por probado que el carro era propiedad del
señor Enrique Curiel Castillo sin que éste hubiera aporta-
do la prueba de ello; que la Corte a-qua fajó en la suma de
RD$1,503.12 la indemnización por los daños sufridos por el
carro, justificándolos con la sigu'ente frase: "comprobad
por documentación que obra en el expediente, suma ésta
que la Corte estima la ajustada para reparar los daños su-
fridos por la parte civil"; que ese motivo es falso y ambi-
guo, porque el reclamante depositó documentos que arro-
jaban un valor de RD$3,503.12; que en materia de daños a
vehículos la Corte no puede hacer estimaciones como ocu-
rre con los daños a la integridad física; que cualquier suma
en dicha materia debe corresponder exactamente al monto
establecido por documentación o peritaje, excluyéndose to-
da posibilidad de estimación; que, por tales razones, proce-
de casar la sentencia impugnada; pero,

Considerandb, sobre el alegato 1), que los jueces no
están obligados a enunciar, en particular, ni mucho menos
con tar las piezas cuyo contenido sirva de apoyo a sus de-
c ; siones; que es bastante salvo que se imponga la necesidad
de una mención especial, lo que no ocurre en la especie,
la expresión "vistas las piezas del expediente", para indicar
que se ha procedido a su examen y ponderación; que, en
materia penal domina el principio de la íntima convicción
de los jueces, los cuales pueden fundar sus decis ; ones sobre
las declaraciones de los co-prevenidos, especialmente cuan-
do esas declaraciones estén robustecidas por otro medio de
prueba admisible por la ley, entre ellos las deposiciones de
testigos; que en este caso, la Corte a-qua formó su íntima
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convicción en la declaración del co-preven ido Enrique Cu-

riel Castillo, en la exposición de los testigos Ramón Pau-
lino y Crescencio Columna y en el "estudio de las piezas
del expediente; que, por lo expuesto, la Corte a-qua no ha
incurrido en el vicio denunciado; y, sobre el alegato 2)
que, la sentencia impugnada da constancia de que en el ex-
pediente se encuentra una Certificación de la Superinten-

dencia de Seguros donde consta que el Jeep marca Toyota
propiedad del agrónomo Baltazar González se encuentra
asegura do mediante Póliza No. A-39639 de la Pepín, S. A.,

y dos Certificaciones de la Dirección General de Rentas In-
ternas en las cuales se da constancia que el Jeep placa No.
400-952 es propiedad del Agrónomo Baltazar González y el
carro marca Toyota placa No. 133-890 es propiedad de En-
rique Curiel Cast'llo; que en cuanto a la indemnización de
RD$1,503.12 acordada en favor de Enrique Curiel Castillo
como reparación por los daños materiales experimentados
,por su vehículo, la Corte se fundó en los "documentos del
expediente" para acordarla; que la Corte a-qua, pudo, co-
mo lo hizo, basarse en la exposición de los deterioros del
vehículo y en esos documentos, evaluar, en virtud de su
poder de apreciación, el daño material ocasionado a Curiel
Castillo, con los desperfectos de su vehículo; que, en con-
secuencia, procede desestimar los medios del recurso por
carecer de fundamento;

Considerando, que, para declarar como único culpable
del accidente de que se trata a Gastón Adolfo David, la
Corte a-qua dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron administrados regu-
larmente en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1)
que el 27 de octubre de 1974, en horas de la tarde, ocurrió
un accidente de tránsito en la autopista Duarte, en el cual
el carro placa privada No. 133-890, conducido por su pro-
pietario Enrique Curiel Castillo de Norte a Sur por la re-
ferida autopista chocó con el Jeep placa No. 400-952, pro-
piedad de Baltazar González, asegurado con Póliza No. A-
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señale de dónde se obtuvo la prueba, y eso no se hizo,
que la Corte da por establecido que el Jeep era propiedad
del agrónomo Baltazar González Camilo y que estaba ase-
gurado con Seguros Pepín, S. A., sin decir de dónde obtuvo
esa prueba, limitándose a decir que esos hechos no fueron
discutidos por los impetrantes; que los exponentes hic'eron
defecto, y que cuando esto ocurre un tribunal sólo puede
acoger las demandas si son justas y reposan en prueba le-
gal; que se da por probado que el carro era propiedad del
señor Enrique Curiel Castillo sin que éste hubiera aporta.
do la prueba de ello; que la Corte a-qua fajó en la suma de
RD$1,503.12 la indemnización por los daños sufridos por el
carro, justificándolos con la sigu'ente frase: "comprobados
por documentación que obra en el expediente, suma ésta
que la Corte estima la ajustada para reparar los daños su-
fridos por la parte civil"; que ese motivo es falso y ambi-
guo, porque el reclamante depositó documentos que arro-
jaban un valor de RD$3,503.12; que en materia de daños a
vehículos la Corte no puede hacer estimaciones como ocu-
rre con los daños a la integridad física; que cualquier suma
en dicha matera debe corresponder exactamente al monto
establecido por documentación o peritaje, excluyéndose to-
da posibilidad de estimación; que, por tales razones, proce-
de casar la sentencia impugnada; pero,

Considerandó, sobre el alegato 1), que los jueces no
están obligados a enunciar, en particular, ni mucho menos
copar las piezas cuyo contenido sirva de apoyo a sus de-
c'siones; que es bastante salvo que se imponga la necesidad
de una mención especial, lo que no ocurre en la especie,
la expresión "vistas las piezas del expediente", para indicar
que se ha procedido a su examen y ponderación; que. en
materia penal domina el pr . ncipio de la íntima convicción
de los jueces, los cuales pueden fundar sus decis'ones sobre
las declaraciones de los co-prevenidos, especialmente cuan-
do esas declaraciones estén robustecidas por otro medio de
prueba admisible por la ley, entre ellos las deposiciones de
testigos; que en este caso, la Corte a-qua formó su íntima

vicc:ón en la declaración del co-prevenido Enrique Cu-

riel Castillo, en la exposición de los testigos Ramón Pau-

lino y Crescencio Columna y en el "estudio de las piezas
expediente"; que, por lo expuesto, la Corte a-qua no ha

incurrido en el vicio denunciado; y, sobre el alegato 2)
Que, la sentencia impugnada da constancia de que en el ex-
pediente se encuentra una Certificación de la Superinten-
dencia de Seguros donde consta que el Jeep marca Toyota
propiedad del agrónomo Baltazar González se encuentra
asegurado mediante Póliza No. A-39639 de la Pepín, S. A.,
y dos Certificaciones de la Dirección General de Rentas In-
ternas en las cuales se da constancia que el Jeep placa No.
400-952 es propiedad del Agrónomo Baltazar González y el
carro marca Toyota placa No. 133-890 es propiedad de En-
rique Curiel Castillo; que en cuanto a la indemnización de
RD$1.503.12 acordada en favor de Enrique Cur:el Castillo
como reparación por los daños materiales experimentados

•.por su vehículo, la Corte se fundó en los "documentos del
expediente" para acordarla; que la Corte a-qua, pudo, co-
mo lo hizo, basarse en la exposición de los deterioros del
vehículo y en esos documentos, evaluar, en virtud de su
poder de apreciación, el daño material ocasionado a Curiel
Castillo, con los desperfectos de su vehículo; que, en con-
secuencia, procede desestimar los medios del recurso por
carecer de fundamento;

Considerando, que, para declarar como único culpable
del accidente de que se trata a Gastón Adolfo David, la
Corte a-qua dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron administrados regu-
larmente en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1)
que el 27 de octubre de 1974, en horas de la tarde, ocurrió
un accidente de tránsito en la autopista Duarte, en el cual
el carro placa privada No. 133-890, conducido por su pro-
pietario Enrique Curiel Castillo de Norte a Sur por la re-
ferida autopista chocó con el Jeep placa No. 400-952, pro-
Piedad de Baltazar González, asegurado con Póliza No. A-
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39639 de la Pepín, S. A., conducido por Gastón Adolfo Da-
vid de Sur a Norte por la calle 12 de julio de la ciudad de
Bonao; 2) que en el accidente resultaron con lesiones cor-
porales Enrique Curiel Castillo, curables después de 40 y
antes de 60 días; Gastón Adolfo David, después de 20 y
antes de 30 días, y Gladys Henríquez, curables después de
40 y antes de 60 días y 3) que Gastón Adolfo David condu-
cía su vehículo a exceso de veloiidad y trató de cruzar la
autopista Duarte, vía de preferencia en relación a la calle
por donde transitaba, sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que los hechos así establecidos a cargo
del prevenido recurrente, configuran el delito previsto en
el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Ve-
hículos, de causar golpes y heridas por imprudencia con el
manejo de vehículos de motor, sancionado en la letra c)
del mismo texto legal con las penas de 6 meses a 2 años
de	 y muta de RD$100.00 a RD$500.00, si la enfer-
medad o la imposibilidad de la víctima para su trabaio dura
20 días o más, como ocurrió en la especie; que por tanto,
al condenar a Gastón Adolfo David a 3 meses de pris:ón
correccional, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del preverldo había causado a Enrique Curiel
Castillo, parte civil constituida, daños y perjuicios, mate-
riales y morales, que evaluó en las sumas de RD$3.500.00
por las lesiones corporales recibidas y en RD$1,503.12 por
los daños materiales ocasionados con los desperfectos de su
vehículo; que al condenar a Gastón Adolfo David solidaria-
mente con Baltazar González Camilo, puesto en causa como
civilmente responsable, al pago de esas sumas, la Corte
a-qua hizo una correcta aplicac:ón de los artículos 1383 y
1384 del Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley 4117 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor al declarar opo-
nibles a la Seguros Pepín, S. A., las condenaciones civiles
puestas a cargo de González Camilo;
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Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que justifique su

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
interpuestos por Gastón Adolfo David, Baltazarcasación

González Camilo y la Seguros Pepín, S. A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en
sus atribuciones correccionales, el 22 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a Gastón Adolfo David al pa-
go de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez. —Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

11.	 La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
sebores Jueces qcu tguran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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39639 de la Pepín, S. A., conducido por Gastón Adolfo Da-
vid de Sur a Norte por la calle 12 de julio de la ciudad de
Bonao; 2) que en el accidente resultaron con lesiones enr.
porales Enrique Curiel Castillo, curables después de 40 y
antes de 60 días; Gastón Adolfo David, después de 20 y
antes de 30 días, y Gladys Henríquez, curables después de
40 y antes de 60 días y 3) que Gastón Adolfo David condu,
cía su vehículo a exceso de veloildad y trató de cruzar la
autopista Duarte, vía de preferencia en relación a la calle
por donde transitaba, sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que los hechos así establecidos a cargo
del prevenido recurrente, configuran el delito previsto en
el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Ve-
hículos, de causar golpes y heridas por imprudencia con el
manejo de vehículos de motor, sancionado en la letra c)
del mismo texto legal con las penas de 6 meses a 2 años
de pris'ón y muta de RD$100.00 a RD$500.00, si la enfer-
medad o la imposibilidad de la víctima para su trabaJo dura
20 días o más, como ocurrió en la especie; que por tanto,
al condenar a Gastón Adolfo David a 3 meses de prisión
correccional, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a Enrique Curiel
Castillo, parte civil constituida, daños y perjuicios, mate-
riales y morales, que evaluó en las sumas de RDS3,600.00
por las lesiones corporales recibidas y en RD$1,503.12 por
los daños materiales ocasionados con los desperfectos de su
vehículo; que al condenar a Gastón Adolfo David solidaria-
mente con Baltazar González Camilo, puesto en causa como
civilmente responsable, al pago de esas sumas, la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y
1384 del Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley 4117 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor al declarar opo-
nibles a la Seguros Pepín, S. A., las condenaciones civiles
puestas a cargo de González Camilo;
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Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que just:fique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Gastón Adolfo David, Baltazar
González Camilo y la Seguros Pepín, S. A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en
sus atribuciones correccionales, el 22 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a Gastón Adolfo David al pa-
go de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez. —Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
sebores Jueces qeu figuran en su encabezamiento, en la
audiene:a pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dominsu
fecha 27 de noviembre de 1978.

Materia: Comercial.

Recurrente: Almacenes El Sol, C. por A.
Abogados: Dra. Thelma Bácz B., y Dr. Freddy Zarzuela.

Recurrido: Financiera Textil, C. por A.
Abogado: Dr. Ramón A. Blanco Fernández.

•

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
PrMer Sustituto de Pres:dente; Francisco Elpidio Beras,'
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,,,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte R. Alburquerque...
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de'-
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de octubre
del ario 1980, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia públ':ca, como Corte deis
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Almace-
nes El Sol, C. por A., con su asiento social en la Avenida
Duarte No. 223, de esta ciudad, contra la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones comere:ales, el 27 de noviembre de 1978, cuyo dis: -
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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..----
Oído, en la lectura de sus conclus i ones, a la Dra. Thel-

,,,a Bácz B., cédula No. 123485, serie 1ra., por sí y en repre-
ación del Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, se-

..e 54, abogados de la recurrente;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ramón

..1rdrés Blanco Fernández, cédula No. 6106, serie 34, aboga-
do de la recurrida, Financiera Textil, C. por A., con su

iento principal en la Avenida Gregorio Luperón, esqu:-
':	 •
t

a la calle "A" de la Zona Industrial de Herrera, de esta
^... dad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 11 de diciembre
del 1978, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se proponen los medios que se :ndican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 22
de diciembre del 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial, que se indican más adelante, y 1 y
G5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia :mpugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

e con motivo de una demanda en cobro de una deuda,
aa Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-

4ción del Juzgado de Primera Instancia del D i strito Nacio-
nal dictó, el 17 de junio de 1977, una se.ntenc:a con el si-
guiente dispositivo: ''FALLA: PRIMERO: Rechaza las con-
clusiones incidentales formuladas en audiencia por Alma-
cenes El Sol, C. por A., parte demandada, por improceden-
tes e infundadas; SEGUNDO: Ratifica el defecto pronun-
ciado contra dicha parte demandada por falta de concluir;
TERCERO: Acoge en su totalidad las conclusiones presen-
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Recurrido: Financiera Textil, C. por A.
Abogado: Dr. Ramón A. Blanco Fernández.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-k
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Cort-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, •
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte. R. Alburquerque
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de octubre
del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
Restauración, dicta en audiencia públ:ca, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Almace-
nes n Sol, C. por A., con su asiento social en la Avenida
Duarte No. 223, de esta ciudad, contra la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones comerc:ales, el 27 de noviembre de 1978, cuyo dis:
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Thel-
cia Báez B., cédula No. 12:3485, serie 1ra., por sí y en repre-
.;entación del Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, se-
,;, 9, abogados de la recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ramón
.,ndrés Blanco Fernández, cédula No. 6106, serie 34, aboga-
do de la recurrida, Financiera Textil, C. por A., con su
asiento principal en la Avenida Gregorio Luperón, esqu:-
na a la calle "A" de la Zona Industrial de Herrera, de esta

ciudad;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 11 de diciembre
del 1978, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se proponen los medios que se :ndican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 22
diciembre del 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado y vistos los textos legales invocados por la recu-
nte en su memorial, que se indican más adelante, y 1 y

65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
ocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de una demanda en cobro de una deuda,
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del D'strito Nacio-
nal dictó, el 17 de junio de 1977, una sentenc:a con el si-
guiente dispositivo: "FALLAt PRIMERO: Rechaza las con-
clusiones incidentales formuladas en audiencia por Alma-
cenes El Sol, C. por A., parte demandada, por improceden-

ttes e infundadas; SEGUNDO: Ratifica el defecto pronun-`ftes
 contra dicha parte demandada por falta de concluir;

STERCERO: Acoge en su totalidad las conclusiones presen-
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tadas en aud:encia por la demandante Financiera Textil,
C. por A., por ser justas y reposar en prueba legal, y,
consecuencia condena a la mencionada parte demandada a .pagar en provecho de la demandante lo siguiente: a)
suma de diez mil cuatrocientos noventa y cuatro pesos oró
con veinticuatro centavos (RD$10,494.24) por los conceptos
indicados; b) los intereses legales de dicha suma a partir
de la demanda en justicia; CUARTO: Condena a Almace-
nes El Solc, C. por A., parte demandada que sucumbe, al''
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
de tos abogados Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández,
Marcial Bidó y B:elly Ramírez, quienes afirma nhaberlas
avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de
oposición dicha Cámara dictó el 30 de noviembre del 1977,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de oposición interpuesto por Almacenes El Sol, C.
por A., contra sentencia en defecto por falta de concluir
rendida por este Tribunal en fecha 17 de junio de 1977, por
haber sido hecho de conformidad co• la Ley; SEGUNDO:
En cuanto al fondo Rechaza el mencionado recurso de opo-
sición por improcedente e infundado; TERCERO: Acoge las
conclusiones formuladas en audiencia por la parte recurrida
Financiera Textil, C. por A., y en consecuencia Confirma
la sentencia impugnada según acto de fecha 4 de julio del
1977, del M:nisterial José Antero Noboa Martínez, Algua-
cil Ordinario de la Támara Civil y Comercial de la Tercar
Circunscr..pción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo figura transcrito en otro
lugar del presente fallo; CUARTO: Condena a Almacenes
El Sol, C. por A., parte que sucumbe al pago de las cos-
tas, ordenando su distracc:ón en provecho del Dr. Ramón
Andrés Blanco Fernández., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; c) que sobre el recurso de apelación in-
terpuesto por la actual recurrente y en vista del pedimento
hecho por la intimada, Financiera Textil, C. por A., la
Corte de Apelación de Santo Domingo dictó una sentencia

-----
el 15 de junio de 1978, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
FRIMERO: Ordena que previamente a todo juicio sobre el

fondo de lrecurso de apelación de que se trata, las partes
en causa, Compañía Almacenes El Sol, C. por A., intiman-

te, y la Financiera Textil, C. por A., intimada, se comuni-
quen recíprocamente, en el plazo legal, y por vía de la

Secretar íaretaría de la Corte, todos y cada uno de los documentos
que uiensan hacer valer en apoyo de sus respectivas pre-

tensiones; y SEGUNDO: Reserva las costas, para que sigan
la suerte de lo principal' ; d) que dicha Corte dictó luego,
sobre el fondo, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido, el recurso de apelación interpuesto por

Almacenes El Sol, C. por A., contra sentencia dictada por
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
rnl, en fecha 30 de noviembre de 1977, por haber sido he-
cho de conform i dad con la Ley; SEGUNDO: Rechaza las

nclusiones producidas en audiencia por la parte recu-
nte, por improcedente y mal fundadas; TERCERO: Aco-

ge en todas sus partes las conclusiones de la intimada Fi-
nanciera Textil, C. por A., y en consecuencia Confirma la
sentencia recurrida; CUARTO: Condena a Almacenes El
Sol. C. por A., al pago de las costas, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Ramón Andrés Blanco Fernández,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.—
Ausencia o falta absoluta de motivos en la sentencia im-
ougnada, así como insuficiencia en la enunciación y des-
cripción de los hechos de la causa; Segundo Medio: Falta

de base legal por la no ponderación de documentos deci-
sivos;

Considerando, que en los medios de casación, reunidos,
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en la sen-



tadas en audiencia por la demandante Financiera Textll
C. por A., por ser justas y reposar en prueba legal, y,
consecuencia condena a la mencionada parte demandada a:..
pagar en provecho de la demandante lo siguiente: a) 1a:
suma de diez mil cuatrocientos noventa y cuatro pesos oró
con veinticuatro centavos (RD$10,494.24) por los conceptos
indicados; b) los intereses legales de dicha suma a partir
de la demanda en justicia; CUARTO: Condena a Al mace-
nes El Sole, C. por A., parte demandada que sucumbe,
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
de tos abogados Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández.
Marcial Bidó y Welly Ramírez, quienes afirma n haberlae l)11.
avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de \j11.
oposición dicha Cámara dictó el 30 de noviembre del 1977„."‘"
una sentencia con el sigu i ente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de oposición interpuesto por Almacenes El Sol, C.
por A., contra sentencia en defecto por falta de concluir '
rendida por este Tribunal en fecha 17 de junio de 1977, por
haber sido hecho de conformidad con• la Ley; SEGUNDO:
En cuanto al fondo Rechaza el mencionado recurso de opo-
sición por improcedente e infundado; TERCERO: Acoge las T1'
conclusiones formuladas en audiencia por la parte recurrida
Financiera Textil, C. por A., y en consecuencia Confirma
la sentencia impugnada según acto de fecha 4 de julio del '
1977, del Ministerial José Antero Noboa Martínez, Algua-
cil Ordinario de la Támara Civil y Comercial de la Tercar
Circunscr . pción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo figura transcrito en otro
lugar del presente fallo; CUARTO: Condena a Almacenes
El Sol, C. por A., parte que sucumbe al pago de las cos-
tas, ordenando su distracción en provecho del Dr. Ramón
Andrés Blanco Fernández, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; c) que sobre el recurso de apelación in-
terpuesto por la actual recurrente y en vista del pedimento
hecho por la intimada, Financiera Textil, C. por A., la
Corte de Apelación de Santo Domingo dictó una sentencia

el 15 de junio de 1978, con el siguiente d:spositivo: "FALLA:
p8I.MERO: Ordena que previamente a todo juicio sobre el
rondo de lrecurso de apelación de que se trata, las partes
en causa, Compañía Almacenes El Sol, C. por A., intiman-

te, y la Financiera Textil, C. por A., intimada, se comuni-
quen recíprocamente, en el plazo legal, y por vía de la
secretaría de la Corte, todos y cada uno de los documentos
que uiensan hacer valer en apoyo de sus respectivas pre-
tensiones; y SEGUNDO: Reserva las costas, para que sigan
la suerte de lo princ:pal"; d) que dicha Corte dictó luego,
sobre el fondo, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como

regular y válido. el recurso de apelación interpuesto por

Almacenes El Sol, C. por A.. contra sentencia dictada por
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 30 de noviembre de 1977, por haber sido he-
cho de conform idad con la Ley; SEGUNDO: Rechaza las
conclusiones producidas en audiencia por la parte recu-
rrente, por improcedente y mal fundadas; TERCERO: Aco-
ge en todas sus partes las conclusiones de. la intimada Fi-
nanciera Textil, C. por A., y en consecuencia Confirma la
sentencia recurrida; CUARTO: Condena a Almacenes El
Sal, C. por A., al pago de las costas, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Ramón Andrés Blanco Fernández,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.—
Ausencia o falta absoluta de motivos en la sentencia

así como insuficiencia en la enunciación y des-
cripción de los hechos de la causa; Segundo Medio: Falta
de base legal por la no ponderación de documentos deci-
sivos;

Considerando, que en los medios de casación, reunidos,
la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en la sen-
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tencia impugnada se ha violado el artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil por cuanto carece de motivos; que
en ella no se contestan los pedimentos que fueron formula-
dos por la recurrente; que ella depositó, tanto en el tribunal
de primer grado, como ante la Corte a-qua varios docu men-
tos enttre los cuales se encontraba un convenio suscrito en-
tre ambas partes en litis, consistente en un inventario de
mercancías devueltas que cubría el valor de las únicas de
cambio Nos. 79000-A, 7900, 7977, 9298, 9643 y 9476, quedan-
do las mismas canceladas o anuladas por su retiro en todo
su contenido en base a común acuerdo de las partes nego-
ciantes; que tal documento, además de haber sido deposi-
tado ante la Cámara a-qua, fue notificado a la contraparte,
la cual hizo reserva de inscribirse en falsedad contra él,
mediante acto de Alguacil del 18 de julio de 1978; que la
Corte a-qua no ponderó d:cho documento; que los tribuna-
les deben examinar todas pruebas que le son sometidas por
las partes; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que por los documentos depositados en
el expediente se ha comprobado que Almacenes El Sol, C.
por A., adeuda a la Financiera Textil, C. por A., la suma
de RD$tO,494.24, según consta en diversas facturas; que la
deudora alegó haber celebrado un convenio con su acree-
dora por el cual se había liberado de la mencionada deuda;
que, sin embargo, dicha deudora no ha aportado esa prueba;

Considerando, que, en efecto, en certificación expedida
por la Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 24 de julio del 1978, depositada en el expediente
por la recurrida, se hace constar que hasta esa fecha la ac-
tual recurrente no había dado cumplimiento a la sentencia
que ordenó el depósito de documentos; por lo que la Su-
prema Corte de Justicia estima que la Corte a-qua procedió
correctamente al rechazar las conclusiones de la actual re-
currente;
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Considerando, en cuanto a la falta de motivos y de
base legal, alegada por la recurrente; que lo expuesto pre-

eedentemente y el examen de la sentencia impugnada mues-

tra que ella contiene motivos suficientes, pertinentes y con-
gruentes, y una relación completa de los hechos de la cau-
sa, que han permitido a la Suprema Corte de Justicia ve-
rificar que en dicho fallo no se ha incurrido en los vicios
alegados por la recurrente; por lo cual los medios del re-
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Almacenes El Sol, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo. el 27 de noviembre de 1978, en sus atribuciones
comerciales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recurrente
al pago de las costas, con distracción en favor del Dr. Ra-
món A. Blanco Fernández, abogado de la recurrida, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte.

(F:rmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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tencia impugnada se ha violado el artículo 141 del Códlin
de Procedimiento Civil por cuanto carece de motivos; que
en ella no se contestan los pedimentos que fueron formula.
dos por la recurrente; que ella depositó, tanto en el tribunal
de primer grado, como ante la Corte a-qua varios documen-
tos enttre los cuales se encontraba un convenio suscrito en-
tre ambas partes en litis, consistente en un inventario de
mercancías devueltas que cubría el valor de las únicas de
cambio Nos. 79000-A, 7900, 7977, 9298, 9643 y 9476, quedan.
do las mismas canceladas o anuladas por su retiro en todo
su contenido en base a común acuerdo de las partes nego-
ciantes; que tal documento, además de haber sido deposi-
tado ante la Cámara a-qua, fue notificado a la contraparte,
la cual hizo reserva de inscribirse en falsedad contra él,
mediante acto de Alguacil del 18 de julio de 1978; que la
Corte a-qua no ponderó dicho documento; que los tribuna-
les deben examinar todas pruebas que le son sometidas por
las partes; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que por los documentos depos i tados en
el expediente se ha comprobado que Almacenes El Sol, C.
por A., adeuda a la Financiera Textil, C. por A., la suma
de RD$40,494.24, según consta en diversas facturas; que la
deudora alegó haber celebrado un convenio con su acree-
dora por el cual se había liberado de la mencionada deuda;
que, sin embargo, dicha deudora no ha aportado esa prueba;

Considerando, que, en efecto, en certif:cación expedida
por la Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 24 de Julio del 1978, depos : tada en el expediente,
por la recurrida, se hace constar que hasta esa fecha la ac-'
tual recurrente no había dado cumplimiento a la sentencia
que ordenó el depósito de documentos; por lo que la Su-
prema Corte de Justicia estima que la Corte a-qua procedió
correctamente al rechazar las conclusiones de la actual re-
currente;

Considerando, en cuanto a la falta de motivos y de

base legal, alegada por la recurrente; que lo expuesto pro-
cedentemente y el examen de la sentencia impugnada mues-
tra que ella contiene motivos suficientes, pertinentes y con-
gruentes, y una relación completa de los hechos de la cau-
sa, que han permitido a la Suprema Corte de Justicia ve-
rificar que en dicho fallo no se ha incurrido en los vicios
alegados por la recurrente; por lo cual los medios del re-
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Almacenes El Sol, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo

Domingo, el 27 de noviembre de 1978, en sus atribuciones
comerciales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recurrente

pago de las costas, con distracción en favor del Dr. Ra-
ón A. Blanco Fernández, abogado de la recurrida, quien

a estarlas avanzando en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de

:a Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Fernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

•, que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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il
SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de noviero.
bre de 1977.

.Materia: Trabajo.

Recurrente: José A. Machado.
Abogado: Dr. Manuel Morel Cerda.

Recurrido: Manuel Basilio Amador.
Abogados: Dres. A. tilises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con- •
tín Ay-bar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpid:o Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Jua n Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audbiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de oc-
tubre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en aud:encia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José A.
Machado, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado en esta ciudad, cédula No. 55830, serie 1ra.,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del D:strito Nacional, el 8

Oído al Dr. Manuel Ramón Morel Cerda, cédula No.
serie 31, abogado del recurrente, en la lectura de

conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Luis
itchez González, cédula No. 17404, serie 10, en represen-

tación de los Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela R.,
abogados del recurrido Manuel Basilio Amador, domlnica-
no, mayor de edad, domiciliado en la calle Respaldo No. 91,

La Isabela, Ensanche Capotillo, de esta Capital, cédula No.
44555, serie 3;

i
'5,

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 16
de febrero de 1978, firmado por sus abogados, en el que se
proponen los medios de casación que luego se indican;

V:sto el escrito de defensa del recurrido, del 16 de

marzo de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada y la siguiente demanda,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
el 19 de marzo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo dice
asi: "Falla: Primero: Se rechaza por improcedente y mal
fundada la demanda laboral intentada por Manuel Basilio
Amador, contra José A. Machado; Segundo: Se condena al
demandante al pago de las costas, y se ordena la distrac-
t de las mismas en favor del Dr. José Oviedo Beltré,

de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-

.*ate;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prior,..
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de noviera..
bre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: José A. Machado.
Abogado: Dr. Manuel Morel Cerda.

Recurrido: Manuel Basilio Amador.
Ahogados: Dres. A. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpid:o Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Jua n Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audbiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de oc-
tubre del año 1980, años 137' de la I ndependencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José A.
Machado, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado en esta ciudad, cédula No. 55830, serie 1ra.,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 8

de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-

lante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Ramón Morel Cerda, cédula No.

0828, serie 31, abogado del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Luis
Vllchez González, cédula No. 17404, serie 10, en represen-
tación de los Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela R.,
abogados del recurrido Manuel Basilio Amador, dominica-
no, mayor de edad, domiciliado en la calle Respaldo No. 91,

Isabela, Ensanche Capotillo, de esta Capital, cédula No.
24555, serie 3;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 16
de febrero de 1978, firmado por sus abogados, en el que se
proponen los medios de casación que luego se indican;

V:sto el escrito de defensa del recurrido, del 16 de
marzo de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada y la siguiente demanda,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
el 19 de marzo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se rechaza por improcedente y mal
fundada la demanda laboral intentada por Manuel Basilio
Amador, contra José A. Machado; Segundo: Se condena al
demandante al pago de las costas, y se ordena la distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. José Oviedo Beltré,
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que afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que
sobre recursos interpuestos por Manuel Basilio Amador
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:-Declara
regular y válido tanto en la forma como en el fondo el re-
curso de apelación interpuesto por Manuel Basilio Amador
S., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, de fecha 19 de marzo del 1976, en favor
de Estación Shell Centauro y/o José A. Machado, cuyo d's-
posit:vo figura copiado precedentemente en esta misma
sentencia, y en consecuencia, Revoca dicha sentencia im-
pugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido en el caso
de la especie; TERCERO: Condena al patrono Estación
Shell Centauro y/o José A. Machado, a pagarle	 recla-
mante señor Manuel Basilio Amador S., los valores si-
guientes: 24 días de salario por concepto de preav:so; 90
días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; la regio
lía pascual correspondiente a los años 1972, 1973 y 1974;
la bon:ficación de 1973 y 1974 y a la suma de RD$552.24
por concepto de horas extras, así como a una suma igual
a los salarios que hubiere recibido .el reclamante desde el
día de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que
excedan de tres meses, todo calculado a base de RDS3.66
thar'os; CUARTO: Condena a la parte recurrida Estación
Shell entauro y/o José A. Machado parte sucumbiente al
pago de las costas, ordenando la distracción de ambas ins-
tancias en provecho de los Dres. A. Olises Cabrera y An-
ton':o de Jesús Leonardo, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad, todo de conformidad con lo sartículos 5
y 16 de la Ley No. 302 de Gastos y Honorarios, 691 del Có-
digo de Trabajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contratos
de Trabajo, vigente";

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casac i ón: Primer Medio: Vio-
lación o desconocimiento de los artículos 1, 2, 17 y 195 d21
Código de Trabajo; Segundo Medio; Desnaturalización de

-ic,a hechos de la causa; Tercer Medio: Falta de base legal;
Violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
dio el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la sen-

a recurrida dispuso condenación del señor José A. Ma-rkcaado, en rol de Patrono, a quien se le atribuyó ser el pro-
tario de la Estación de Gasolina Shel Centauro; que sin

embargo, la estación de gasolina en la cual prestaba ser-
vicios supuestame nte el recurrido es propiedad de una per

smal moral que responde al nombre de Comercial Centau-
r,,, C. por A.; que el señor José A. Machado es presidente

e acc i onista de dicha persona jurídica y su patrimonio no
puede resultar afectado por los compromisos que contraiga
:aquella sino y únicamente en la medida de su participa-
ción social en la mencionada compañía; que la sentencia re-
carrida no hace ninguna mención de si el recurrido servía

a José A. Machado o a Comercial Centauro, C. por A., que
cl artículo 17 del Cód:go de Trabajo atribuye a los em-
pleados que ejercen funciones de adm i nistrac:ón en una

mpañía la calidad de representantes del patrono, de mo-
0 que, mal podría José A. Machado ser el patrono de Ma-
el Basilio Amador, si él sólo podía fungir como represen-

tante de la Comercial Centauro, C. por A., por lo que en
la sentencia impugnada se han violado los artículos 1, 2,
y 17 del Código de Trabajo que conduce a la casación de
la misma; pero,

Considerando, que no se puede hacer valer ante la
Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte da Ca-
sación, ningún medio que no haya sido expresa o implícita-
mente sometido por la parte que lo invoca al tribunal tel
cual proviene la sentencia atacada, a menos que la Ley le
haya impuesto su examen de oficio en un interés de orden
público; que en la sentencia impugnada y en los documen-
tos a que ella se refiere, no consta que el recurrente pre-

-• sentara ante la Cámara a-qua, ningún pedimento formal
ni implícito, en el sentido de que José A. Machado no era
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que afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que
sobre recursos interpuestos por Manuel Basilio Amador
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:-Declara
regular y válido tanto en la forma como en el fondo el re-
curso de apelación interpuesto por Manuel Basilio Amador
S., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, de fecha 19 de marzo del 1976, en favor
de Estación Shell Centauro y,/o José A. Machado, cuyo d's-
positivo figura copiado precedentemente en esta misma
sentencia, y en consecuencia, Revoca dicha sentencia im-
pugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido en el caso
de la especie; TERCERO: Condena al patrono Estación
Shell Centauro y/o José A. Machado, a pagarle al recla-
mante señor Manuel Basilio Amador S., los valores -::-
guientes: 24 días de salario por concepto de preav'so; 90
días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; la rega-
lía pascual correspondiente a los años 1972, 1973 y 1974;
la bonificación de 1973 y 1974 y a la suma de RDS552.24
por concepto de horas extras, así como a una suma igual
a los salarios que hubiere recibido el reclamante desde el
día de la demanda y hasta la sentencia definitiva sin que
excedan de tres meses, todo calculado a base de RD$3.66
diar ; os; CUARTO: Condena a la parte recurrida Estación
Shell entauro y/o José A. Machado parte sucumbiente al
pago de las costas, ordenando la distracción de ambas ins-
tancias en provecho de los Dres. A. Olises Cabrera y An-
tonio de Jesús Leonardo, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad, todo de conformidad con lo sartículos 5
y 16 de la Ley No. 302 de Gastos y Honorarios, 691 del Có-
digo de Trabajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contratos
de Trabajo, vigente";

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casac i ón: Primer Medio: Vio-
lación o desconocimiento de los artículos 1, 2, 17 y 195 del
Código de Trabajo; Segtuido Medio: Desnaturalizac:ón de
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las hechos de la causa; Tercer Medio: Falta de base legal;
Violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
0 el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la sen-

tencia recurrida dispuso condenación del señor José A. Ma-
chado, en rol de Patrono, a quien se le atribuyó ser el pro-
pietario de la Estación de Gasolina Shel Centauro; que sin
etnbargo, la estación de gasolina en la cual prestaba

supuestamente el recurrido es propiedad de una per-
sonal moral que responde al nombre de Comercial Centau-

C. por A.; que el señor José A. Machado es presidente
acc:onista de dicha persona jurídica y su patrimonio no
ede resultar afectado por los compromisos que contraiga
ella sino y únicamente en la medida de su participa-

n social en la mencionada compañía; que la sentencia re-
ida no hace ninguna mención de si el recurrido servía

,José A. Machado o a Comercial Centauro, C. por A., que
artículo 17 del Código de Trabajo atribuye a los err-
ados que ejercen funciones de administración en una
pariía la calidad de representantes del patrono, de mo-

que, mal podría José A. Machado ser el patrono de Ma-
el Basilio Amador, si él sólo podía fungir como represen-
te de la Comercial Centauro, C. por A., por lo que en
sentencia impugnada se han violado los artículos 1, 2,

y 17 del Código de Trabajo que conduce a la casación de
la misma; pero,

Considerando, que no se puede hacer valer ante la
Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte da Ca-
sación, ningún medio que no haya sido expresa o implícita-
mente sometido por la parte que lo invoca al tribunal ‘11e1
cual proviene la sentencia atacada, a menos que la Ley le
haya impuesto su examen de oficio en un interés de orden
público: que en la sentencia impugnada y en los documen-
tos a que ella Fe refiere, no consta que el recurrente pre-
sentara ante la Cámara a-qua, ningún pedimento formal
ni implícito, en el sentido de que José A. Machado no era
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el patrono de Manuel Bas:lio Amador, el cual fue deman -
dado como su empleador; que, en consecuencia, este alegato
del primer medio, es nuevo, y debe ser declarádo inadmi-sible;

Considerando, que en su segundo medio, el recurrente
alega, en síntesis, que la sentencia recurrida analiza las de-
claraciones, prestadas por los testigos deponentes en los
distintos medios (informativos y contra-informativos)
puestas por el tribunal; que a tales efectos nulificó la de-
posición del testigo Bienvenido Gabriel Rojas vertidas an-
te el Juzgado de Paz de Trabajo en fecha 23 de mayo de
1975 y consideró las vertidas por el señor Sergio Antonic,
Solano tanto ante el Juzgado de Paz de Trabajo como ante
la Cámara a-gua como las ún:cas valederas, aduciendo en
su favor que éste último "es un testigo claro y preciso ,y
cuyas declaraciones merecen intere crédito a esta Cámara,
por estar ajustados a los hechos y de las mismas se despren-
de claramente que el reclamante era un trabajador fijo,
que fue despedido, así como los demás hechos alegados";
que la Cámara a-qua, no da ninguna motivación para recha-
zar una declaración y acoger otra; que como se puede apre-
ciar fácilmente, la Cámara de Trabajo al dictar la senten-
cia ahora recurrida en casación tergiversó y clesnaturnzó
los hechos de la causa; toda vez que rechazó sin razón al-
gunos testimonios claros, contestes y pertinentes que confi-
guraban, un real y verdadero contrato de arrendamiento
de servicios y no un contrato de trabajo, en el sentido del
Código de Trabajo; pero,

Considerando, que es de principio que la Suprema Cor-
te de Justicia no puede censurar la aprec:ación del valor
de los testimonios que reciban los Jueces del fondo, a me-
nos que se produzcan en esa apreciación una desnaturaliza-
ción o distorsión de los hechos, lo que no ocurre en la es-
pecie.  que cuando en cualquier caso se produzcan testimo-
nios divergentes, como ha sucedido ahora, y que es lo que
ocurre habitualmente en Justicia, los Jueces del fondo Ce"
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ja 
facultad soberana de dar mayor crédito a los testi-

que estimen como más sinceros y cuyas declaraciones

go;lonicen mejor la situación expuesta ante ellos, aún cuan-
do número de testigos a quienes los Jueces otorguen ma-

e
or crédito sea menos que el de los testigos cuya exposi-

fei
on resulte desestimada; que por lo que acaba de exponer

se	
redio que se examina arree de fundament o y debe

ser desestimado;
Considerando, que en su tercer y último medio, el re-

currente expone y alega, en síntesis, lo que sigue: que la
sentencia recurrida carece de base legal, tanto porque ha

hecho una ponderación errónea de los elemento s de la cau-

sa, como por	 babar establecido, de manera fehaciente,
ni las calidades de los supuestos patronos ni las razones que
determinaron la cesación del trabajador, ni el tiempo exac-

to trabajado, ni el número de semanas en que el obrero
trabajó horas extras; que en esa virtud, la sentencia recu-
rr:da no ajustó a los postulados del artículo 1315 del Có-
digo Civil, que pone a cargo del trabajador la prueba de

sus pretensiones, lo que deja la sentencia huérfana de base

legal: que por otra parte, la sentencia rccurrida ha desco-
nocido el artículo 195 del Código de Trabajo, que se refie-
ren a las horas extraordinarias de labor; que no existe en

todo el 
cuerpo de dicha sentencia ninguna mención refe-

rente a la prueba del número de horas extras trabajadaas
s,

y corno se sabe el trabajador que reclama el pago de hor
que excedan de la jornada legal, está obligado a establecer
con exactitud el número de horas extraordinar:as trabaja-

dos ; que, por tales razones, la sentencia impugnada debe

ser casada; pero.
Considerando, en cuanto al primer alegato del recu-

rrente, que la Cámara a-que, antes de estatuir sobre el fon-
do de la apelación interpuesta por Manuel Basilio Amador

S., ordenó medidas de instrucción, informati vo y contra-

informativo; que el primero fue celebrado el 9 de diciem-

bre 
de 1976 en el que fue oído el testigo Sergio Antonio
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el patrono de Manuel Bas:lio Amador, el cual fue dernen.
dado como su empleador; que, en consecuencia, este alegate'
del primer medio, es nuevo, y debe ser declarado inadmi.
sible;

Considerando, que en su segundo medio, el recurrente
alega, en síntesis, que la sentencia recurrida analiza las de•
claraciones, prestadas por los testigos deponentes en
distintos medios (informativos y contra informativos) dis-
puestas por el tribunal; que a tales efectos nulificó la de-
posición del testigo Bienvenido Gabriel Rojas vertidas an-
te el Juzgado de Paz de Trabajo en fecha 23 de mayo de
1975 y consideró las vertidas por el señor Sergio Antonio
Solano tanto ante el Juzgado de Paz de Trabajo como ante
la Cámara a-qua como las únicas valederas, aduciendo en
su favor que éste último "es un testigo claro y preciso ,y
cuyas declaraciones merecen intere crédito a esta Cámara,
por estar ajustados a los hechos y de las mismas se despren-
de claramente que el reclamante era un trabajador fijo,
que fue despedido, así como los demás hechos alegados";
que la Cámara a-qua, no da ninguna motivación para recha-
zar una declaración y acoger otra; que como se puede apre-
ciar fácilmente, la Cámara de Trabajo al dictar la senten-
cia ahora recurrida en casación tergiversó y desnaturalizó
los hechos de la causa; toda vez que rechazó sin razón al-
gunos testimonios claros, contestes y pertinentes que confi-
guraban, un real y verdadero contrato de arrendamiento
de servicios y no un contrato de trabajo, en el sentido del
Código de Trabajo; pero,

Considerando, que es de principio que la Suprema Cor-
te de Justicia no puede censurar la aprec:ación del valor
de los testimonios que reciban los Jueces del fondo, a me-
nos que se produzcan en esa apreciación una desnaturaliza-
ción o distorsión de los hechos, lo que no ocurre en la es-
pecie, que cuando en cualquier caso se produzcan testimo-
nios divergentes, como ha sucedido ahora, y que es lo que
ocurre habitualmente en Justicia, los Jueces del fondo tle"

BOLETIN JUDICIAL	
2315

facultad soberana de dar mayor crédito a los testi-

Óes- 
que estimen como más sinceros y cuyas declaracioncs

yor
armon

icen mejor la situación expuesta ante ellos, aún cuan-

30 
el número de testigos a quienes los Jueces otorguen ma-
crédito sea menos que el de los testigos cuya expossi-

resulte desestimada; que por lo que acaba de exponer-
, el medio que se examina careoe de fundamento y debe

ser deses•:mado:
Considerando, que en su síntercer y último medio, el -

ocrente expone y alega, en	 tesis, lo que sigue: que l
rea

sentencia
na po

recurrida
nderación

carece de base legal, tanto porque ha

becho u	
errónea de los elementos de «la ca -

sa, como por no haber establecido, de manera fehaciente,
al las calidades de los supuestos patronos ni las razones que
determinaron la cesación del trabajador, ni el tiempo exac-
to trabajado, ni el número de semanas en que el obrero
trabajó horas extras; que en esa virtud, la sentencia recu-
ri.da no ajustó a los postulados del artículo 1315 del Có-
digo Civil, que pone a cargo del trabajador la prueba de

SUS 
pretensiones, lo que deja la sentenc ia huérfana de base

legal; que por otra parte, la sentencia recurrida ha desco-
nocido el artículo 195 del Código de Trabajo, que se refie-
ren a las horas extraordinarias de labor; que no existe en
todo el cuerpo de dicha sentencia ninguna mención refe-
rente a la prueba del número de horas extras trabajadas,

y como se sabe el trabajador que reclama el pago de horas
que excedan de la jornada legal, está obligado a establecer
.con exactitud el número de horas extraordinar:as trabaja-
,das; que, por tales razones, la sentencia impugnada debe

ser casada; pero.
Considerando, en cuanto al primer alegato del recu-

rrente, que la Cámara a-qua, antes de estatuir sobre el fon-
do de la apelación interpuesta por Manuel Basilio Amador

8., ordenó medidas de instrucción, informativo y contra-
informativo; que el primero fue celebrado el 9 de dic:em-
•re de 1976 en el que fue oído el testigo Sergio Antonio
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Solano, cuyas declaraciones constan en la sentencia impup
nada, y el segundo, no fue celebrado por incomparecenor;
del patrono no obstante haberse prorrogado la fecha par.su celebración;

Considerando, que la sentencia impugnada da por es,tablecido, que el hoy recurrido Manuel Basilio Amador era
trabajador f"jo de José A. Machado; que trabajaba en una
bomba de gasolina propiedad de Machado, como l avador 'yengrasador de automóviles; que ganaba RD$55.00 quince.
vales; que trabajó más de seis años, que fue despedido por
Machado, el dueño de la bomba, a mediados del mes de
enero de 1975, y que fue despedido sin causa justificada.
por todo es preciso adm i tir, que, contrariamente a lo ale-
gado por el recurrente, la sentencia impugnada contiene
motivos sufic'entes y pertinentes, y una relación de los
hechos y circunstancias de la litis que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie la
ley ha s'cio bien aplicada, por lo que, el vicio denunciado
por el recurrente en este medio carece de fundamento ydebe ser desest'mado;

Considerando, en cuanto al segundo alegato del recu-
rrente relativo a las horas extras, es oportuno hacer cons-
tar, que las demandas de los trabajadores por horas extras
trabajadas y no pagadas no están de ningún modo vincula-
dos a la suerte de las demandas fundadas en despidos ale-
gadamente injustificadas, aunque en la práctica dicho pago
generalmente se persigue al mismo tiempo que el de las
prestac , ones a que dan lugar las acciones por despido no
justificados; que, por lo tanto, procede que. ; ndependiente-
mente de lo que se ha expresado antes o propósito del pri-
mero, sea este alegato objeto de examen separado; que al
efecto, la sentencia impugnada condena al patrono Estación
Shell Cantauro y/o José A. Machado a pagarle al recla-
mante Manuel Basilio Amador 5., la suma de RDS552.24
por concepto de horas extras, y da, como único motivo de
esa condenación, el siguiente: "que al quedar plenamente
establecidos todos los hechos, alegados y muy especialmente
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despido, la naturaleza indefinida del contrato, así como
horas extras laboradas, procede acoger en todas sus par-

tes la demanda, etc."; que, por lo transcrito, es evidente
qac en la sentencia impugnada no se dan motivos suficien-
es y pertinentes relativos al número de horas extraordina-
as laboradas que permitan a la Suprema Corte de Justicia

nt
establecer que en este aspecto la Ley ha sido bien aplicada:
que por consiguiente, la sentencia impugnada debe ser ca-
-zada únicamente, en lo relativo a este punto;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia impug-
nada únicamente en cuanto a que condenó a la Estación
Shell Centauro y flo José A. Machado a pagarle al recla-
mante Manuel Basilio Amador S., la suma de RDS552.24 por
concepto de horas extras, y envía el asunto, así delimitado,
por atite el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, en las mismas atribuciones, y Re-
chaza, en sus demás aspectos, el recurso de casación inter-
puesto por José A. Machado, contra la sentencia dictada por

la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, el 8 de noviem-

bre de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Compensa en un 25 151 las costas
entre las partes, y condena a José A. Machado al pago del

de las costas, y ordena su distracción en provecho de
los Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela R., abogados
del recurrido, quien-es afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidlo Be-

Joaquín M. Alvarez Perdló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y

rcl
ue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
ue certifico .(Fdo.): Miguel Jacobo.
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su celebración;
del patrono no obstante haberse prorrogado la fecha para

Solano, cuyas declaraciones constan en la sentencia irupu
nada, y el segundo, no fue celebrado por incomparecenela.

Considerando, que la sentencia impugnada da por' t
tablecido, que el hoy recurrido Manuel Basilio Amador ea
trabajador fajo de José A. Machado; que trabajaba en una
bomba de gasolina propiedad de Machado, como lavador v
engrasador de automóviles; que ganaba RD$55.00 quince_
nales; que trabajó más de seis años, que fue despedido porMachado, el dueño de la bomba, a mediados del mes de
enero de 1975, y que fue despedido sin causa justificada;
por todo es preciso adm i tir, que, contrariamente a lo ale.
gado por el recurrente, la sentencia impugnada contiene
motivos sufic:entes y pertinentes, y una relación de los
hechos y circunstancias de la litis que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie la
ley ha s'do bien aplicada, por lo que, el vicio denunciado
por el recurrente en este medio carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al segundo alegato del recu-
rrente relativo a las horas extras, es oportuno hacer cons-
tar, que las demandas de los trabajadores por horas extras
trabajadas y no pagadas no están de ningún modo vincula-
dos a la suerte de las demandas fundadas en despidos ale-
gadamente injustificadas, aunque en la práctica dicho pago
generalmente se persigue al mismo tiempo que el de las
presta&ones a que dan lugar las acciones por despido no
justificados; que, por lo tanto, procede que, i ndependiente-
mente de lo que se ha expresado antes o propósito del pri-
mero, sea este alegato objeto de examen separado; que al
efecto, la sentencia impugnada condena al patrono Estación
Shell Cantauro y/o José A. Machado a pagarle al recla-
mante Manuel Basilio Amador S., la suma de RDS552.24
por concepto de horas extras, y da, como único motivo de
esa condenación, el siguiente: "que al quedar plenamente
establecidos todos los hechos, alegados y muy especialmente
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el despido, la naturaleza indefinida del contrato, así como
las horas extras laboradas, procede acoger en todas sus par-
tes 	 demanda, etc."; que, por lo transcrito, es evidente

:Que en la sentencia impugnada no se dan motivos suficien-.

tes' y pertinentes relativos al número de horas extraordina-
, rias laboradas que permitan a la Suprema Corte de Justicia
establecer que en este aspecto la Ley ha sido bien aplicada;
qUe por consiguiente, la sentencia impugnada debe ser ca-

'isada únicamente, en lo relativo a este punto;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia impug-
nada únicamente en cuanto a que condenó a la Estación
Shell Centauro y/o José A. Machado a pagarle al recla-
mante Manuel Basilio Amador S., la suma de RD$552.24 por
concepto de horas extras, y envía el asunto, así delimitado,

:por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-"por
de San Cristóbal, en las mismas atribuciones, y Re-

chaza, en sus demás aspectos, el recurso de casación inter-
puesto por José A. Machado, contra la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, el 8 de noviem-
bre de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Compensa en un 25% las costas
entre las partes, y condena a José A. Machado al pago del
75% de las costas, y ordena su distracción en provecho de
los Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela R., abogados
del recurrido. quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

(Firmados): Nestor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpid:o Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Joaquín L.

liai Rernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y

.fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
1. que certifico .(Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma.
corís, de fecha 17 do agosto de 1977.

Mnteria: Correccional.

Recurrentes: José Augusto Proa Gautreaux y la Compañía de
guros Pepín, S. A.

D'os, Patria y Libertad,
República Domin cana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primor Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpid:o Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán- .
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 31 del mes de Octubre del año 1980, años 137' de:
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
dienc:a pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos da casac'ón interpuestos conjunta-
mente por José Augusto Brea Gautreaux, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en el Barrio de Buena
Vista, La Romana, cédula No. 53238. serie 26. y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio social y prirr
c i pal establecimiento en la calle Mercedes esqu':na Palo
Hincado, de esta ciudad; contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 17
de agosto de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de junio de 1977, a re-
querimiento del Licdo. Joaquín Alexis Castillo Cabrera, cé-
dula No. 194837, serie lra., en representación de los recu-
rrentes, en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta : a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 12 de abril de 1973,
en la ciudad de La Romana, en que resultó con lesiones cor-
porales una persona, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, dictó una sentencia en
sus atribuciones correccionales, el 12 de agosto de 1975,
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara culpable al co-inculpado Teóf lo Cedano
Rojo, por haber violado el artículo 49 letra 'D' de la Ley
No. 241, de tránsito de vehículos, y en consecuencia se le
condena a RD$10.00 pasos de multa y al pago de las costas
penales; SEGUNDO: Descarga al co-inculpado Ramón San-
tana, por no haber violado la Ley No. 241, de tránsito de
vehículos, y declara las costas de oficio; TERCERO: De-
clara bueno y válido la constitución en parte civil hecha
por el señor Ramón Augusto Santana de la Cruz, quien
continúa por sí la acción intentatda por su padre señor
Isidro Santana, en contra de lseñor Teófilo Cedano
solidariamente con el señor José Augusto Brea Gautreaux,
en la forma y en cuanto al fondo, se condenan solidaria-
mente al pago de una indemnización de RDS5,000.00 pesos
como justa reparación por los daños y perjuicios sufridos
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Sentencia impugnada: Corte de Apelw.ión de San
coris, de fecha 17 de agosto de 1977.

Mr.teria: Correccional.

Itecurrentes: José Augusto Prea C;autreaux y la Compañía de Se.,
guros Pepin, S. A.

Dtos, Patria y Libertad,
República Domin.cana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-,
tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente»:
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-..
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpid:o Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asist;dos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 31 del mes de Octubre del ario 1980, años 137' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
cliene:a pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casac'ón interpuestos conjunta-
mente por José Augusto Brea Gautreaux, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en el Barrio de Buena
Vista. La Romana, cédula No. 63238, serie 26, y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio social y prin-
cioal establecimiento en la calle Mercedes esqu:na Palo
Hincado, de esta ciudad; contra la sentencia d;ctada por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 17
de agosto de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuy()
d:spositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casac:ón, levantada en
Ja Secretaría de la Corte a-qua, el 3 de junio de 1977, a re-
ouerimiento del L;cdo. Joaquín Alexis Castillo Cabrera,

No. 194837, serie ira., en representación de los recu-
rrentes, en la que no e propone ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Cons:derando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 12 de abril de 1973,
en la ciudad de La Romana, en que resultó con lesiones cor-
porales una persona, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, dictó una sentencia en
sus atribuciones correccionalcs, el 12 de agosto de 1975,
cuyo disposItivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Se. declara culpable al co-inculpado Teóf lo Cedano
Rojo, por haber violado el artículo 49 letra 'D' de la Ley
No. 241, de tránsito de vehículos, y en consecuencia se le
condena a RDS10.00 pesos de multa y al pago de las costas
penales; SEGUNDO: Descarga al co-inculpado Ramón San-
tana, por no haber violado la Ley No. 241, de tránsito de
vehículos, y declara las costas de oficio; TERCERO: De-
clara bueno y válido la constitución en parte civil hecha
por el señor Ramón Augusto Santana de la Cruz, quien
continúa por sí la acción intentatda por su padre señor
Is:dro Santana, en contra de Iseñor Teófilo Cedano
solidariamente con el señor José Augusto Brea Gautreaux,
en la forma y en cuanto al fondo, se condenan solidaria-
mente al pago de una indemnización de RD$5,000.00 pesos
como justa reparación por los daños y perjuicios sufridos

SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1980

Pedro de
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con motivo del accidente de que se trata; CUARTO: De-
clara oponible la presente sentencia a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., en su calidad de Compañía Aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, dentro de la cuan-
tía del seguro; QUINTO: Condena, al señor Teófilo Cedano
Rijo, y a José Augusto Brea Gautreaux, sol:dariamente al
pago de las costas civiles distraídas en provecho del Dr.
Manuel Antonio Gutiérrez, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; b) que sobre los recursos interpuestos, la
Corte e-qua dictó el fallo ahora impugnado, con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y
válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación :n-
terpuestos por José Augusto Brea Gautreaux y Seguros Pe-
pín, S. A., persona civilmente responsable y entidad ase-
guradora puesta en causa, respectivamente, contra senten-
cia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 12 de
agosto de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, que condenó solidariamente
al aludido José Augusto Brea Gautreaux y Seguros Pepín,
S. A., persona c:vilmente responsable y entidad asegura-
dora puesta en causa, respectivamente, contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 12 de
agosto de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, que condenó solidaria-
mente al aludido José Augusto Brea Gautreaux, a pagar una
indemnización de cinco mil pesos oro (RDS5,000.00) en be
nef:cio de Ramón Augusto Santana de la Cruz, parte civil
constituícia, como justa reparación por los daños y perjui -

cios morales y materiales sufridos con motivo del accidemP
ocasionado por Teófilo Cedano Rijo con el manejo o con-
ducción de un vehículo de motor propiedad de dicha. per-,
sona civilmente responsable puesta en causa, así como las '
costas civiles, distraídas en provecho del Dr. Manuel An-
tonio Gutérrez Espinal, por afirmar haberlas avanzado en
su totlidad; y declaró oponible la sentencia intervenida a
Seguros Pepín, S. A.; SEGUNDO: Da acta al inculpado Teó-
filo Cedano Rijo. del formal desistimiento puro y simple

'
su recurso de apelación interpuesto a través del Dr. Luis

cYauardo 
Norberto Rodríguez, contra la indicada sentencia

de (echa 12 de agosto de 1975, que también lo condenó a

Pr u
na multat de c:en pesos oro (RD$100.00) por el de-

o3 	 . •de violación a la Ley No. 241, de tránsito de vehículos

cíe 
motor, en perjuicio de Ramón Augusto Santana de la

cruz' además, una indemnización solidaria de cinco mil pe-
.000.00) en beneficio del mismo agraviado,

8.551 coormo	 no(lnas Sco5stas penales y civiles, con distracc:ón de las
últimas en provecho del Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Es-
• 1: TERCERO: Declara sin ningún valor ni efecto algu-

el recurso de apelación interpuesto por el des'stente;
ARTO: Modifica la mencionada sentencia recurrida en

cuanto a lmonto de la indemnizac:ón acordada y, en conse-
cuencia, la fija en la suma de dos mil quinientos pesos oro
oW$2,500.00) en favor de Ramón Augusto Santana de la
Cruz, parte civil constitttída; QUINTO: Confirma en sus de-
irás aspectos civiles la referida sentencia apelada; SEXTO:
Condena al referido inculpado y desistente Teófilo Cedano
Rijo, al pago de las costas penales; SEPT1110: Condena tam.
o a Teóf:lo Cenado Rijo, como a José Augusto Brea Gau-
lreaux, al pago de las costas civiles de esta instancia, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel An-
tonio Gutiérrez Espinal, por afirmar haberlas avanzado en
su totlidad; OCTAVO: Declara la presente sentenc'a común
y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su
señalada condición de compañía aseguradora puesta en
causa";

Considerando, que ni José Augusto Brea Guatreaux, ni
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., ha expuesto los me-
dios en que fundan su recurso como lo ex:ge a pena de nu-
lidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
eide; en consecuencia procede declarar nulos los indicados
reeu•sos, sin necesidad de examinar la sentencia impugna-

4 Par tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
la de casación interpuestos por José Augusto Brea Gau-
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con motivo del accidente de que se trata; CUARTO: 1).
clara oponible la presente sentencia a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., en su calidad de Compañía Aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, dentro de la cuan-
tía del seguro; QUINTO: Condena, al señor Teófilo Cedano
Rijo, y a José Augusto Brea Gautreaux, solidariamente al
pago de las costas civiles distraídas en provecho del Dr.
Manuel Antonio Gutiérrez, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; b) que sobre los recursos interpuestos, la
Corte e-qua dictó el fallo ahora impugnado, con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y
vál i dos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos por José Augusto Brea Gautreaux y Seguros Pe-
pín, S. A., persona civilmente responsable y entidad ase-
guradora puesta en causa, respectivamente, contra senten-
cia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 12 de
agosto de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, que condenó solidariamente
al aludido José Augusto Brea Gautreaux y Seguros Pepín,
S. A., persona civilmente responsable y entidad asegura-
dora puesta en causa, respectivamente, contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 12 de
agosto de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, que condenó solidaria-
mente al aludido José Augusto Brea Gautreaux, a pagar un-
indemnización de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) en be-
neficio de Ramón Augusto Santana de la Cruz, parte civil
constituida, como justa reparación por los daños y perjui-
cios morales y materiales sufridos con motivo del accidente
ocasionado por Teófilo Cedano Rijo con el manejo o con-
ducción de un vehículo de motor propiedad de dicha, per-
sona civilmente responsable puesta en causa, así como las
costas civiles, distraídas en provecho del Dr. Manuel Ar
tonio Gut:érrez Espinal, por afirmar haberlas avanzado en
su totlidad; y declaró oponible la sentencia intervenida a
Seguros Pepín, S. A.; SEGUNDO: Da acta al inculpado Teó-
filo Cedano Rijo. del formal desistimiento puro y simple

guardo Norberto
p
	ezRodrígu,

e
 contra

o
 ia indicada

l
 senncia

.:e fecha 12 de agosto de 1975, que también lo condenó a
r una mttltat de cCen pcsos oro (RtD$100.00)

nsit	
por el de-

Pag	 • -iitos de violamon a la Ley No. 241, de ráo de vehículos
de motor, en perjuicio de Ramón Augusto Santana de la
Cruz, además. una indemnización sol i daria de cinco mil

oro (RD$5,000.00) en beneficio del mismo agraviado,
sí corno las costas penales y civiles, con distracc'ón de las
ultimas en provecho del Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Es-
piral; TERCERO: Declara sin ningún valor ni efecto algu-
na el recurso de apelación interpuesto por el desistente;
CUARTO: Modifica la mencionada sentencia recurrida en
cuanto a lmonto de la indemnizac i ón acordada y, en conse-
cuencia, la fija en la suma de dos mil quinientos pesos oro
(RD$2,500.00) en favor de Ramón Augusto Santana de la
Cruz. parte civil constituída; QUINTO: Confirma en sus de-
raás aspectos civiles la referida sentencia apelada; SEXTO:
Condena al referido inculpado y desistente Teófilo Cedano
Rijo. al pago de las costas penales; SEPTIMO: Condena tan,
:o a Teófilo Cenado Rijo, como a José Augusto Brea Gau-
:reaux, al pago de las costas civiles de esta instancia, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel An-
tonio Gutiérrez Espinal, por afirmar haberlas avanzado en
su totlidad: OCTAVO: Declara la presente sentenc i a común

oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su
- alada condición de compañía aseguradora puesta en

causa";
Considerando, que ni José Augusto Brea Guatreaux, ni

la Compañía de Seguros Pepín, S. A., ha expuesto los me-
dios en que fundan su recurso como lo exige a pena de nu-

lidad

el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
Ción ; en consecuencia procede declarar nulos los indicados
recursos, sin necesidad de examinar la sentencia impugna-
da;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
ros de casación interpuestos por José Augusto Brea Gau-
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Distrito Nacio-

nal, de fecha 10 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Pedro A. Marichal, Manuel A. Cómez Melo y la San

Rafael, C. por A.. entidad aseguradora.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
Un Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
.Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Ainiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín 14. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández

Espaillat, asist:dos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 31 de octubre de 1980,

años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Pedro A. Marichal; Manuel Antonio Gómez Me-
lo y la San Rafael, C. por A.. los dos primeros, dominicanos,
mayores de edad, conductor y propietario, respectivamente,

domiciliados en las casas Nos. 28 y 80 de las calles Dr. Báez
y Benito González, de esta ciudad; y la Compañía con do-
micilio social en la calle Leopoldo Navarro esquina San
Francisco de Macorís, de esta c:udad, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, el 10 de diciem-
bre de 1976, por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de

treaux y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., Contra
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de ht:
corís, dictada en sus atribuc:ones correccionales, el 17 de
agosto de 1977, cuyo dispositivo ha sido copiado anterios.
mente.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que Eguran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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treaux y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra 141
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma,
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agosto de 1977, cuyo dispositivo ha sido copiado anterior.
mente.
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sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, de fecha 10 de diciembre de 1976.
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)tateria: Correccional.

Eccurrentes: Pedro A. Marichal, Manuel A. Gómez Melo y la San

Rafael, C. por A., entidad aseguradora.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asist':dos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 31 de octubre de 1980,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Pedro A. Marichal; Manuel Antonio Gómez Me-

lo y la San Rafael, C. por A., los dos primeros, dominicanos,
mayores de edad, conductor y propietario, respectivamente,
domiciliados en las casas Nos. 28 y 80 de las calles Dr. Báez
y Benito González, de esta ciudad; y la Compañía con do-
micilio social en la calle Leopoldo Navarro esquina San
Francisco de Macorís, de esta ciudad, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correcciona les , el 10 de diciem-
bre de 1976, por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel ja.
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, v
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

tl
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Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Cámara a-qua, el 14 de diciembre de
1976, a requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, ac-
tuando en representación de los recurrentes, en la que no
se propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 61, 64 y 67 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos ; 1383 del Código Civil;
1. 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 12
de abril de 1975, en que sólo hubo desperfectos de los ve-
hículos, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción
del Distrito Nacional, dictó el 22 de octubre de 1975, una
sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de laahora impugnada; b) que con motivo de los recursos inter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el señor Carlos Ml. Moreta, contra la sentencia No.
9943, de fecha 22-10-75, dictada por el Juzgado de Paz de
la 2da. Circunscr:pción cuyo dispositivo es el sigWente:
`Pritnero: Declara como al efecto declara a los nombrados
Pedro A. Marichal y Carlos Ml. Moreta, culpables de haber
violado los Arts. 61 y 67 el primero y el segundo Art. 81
acápite 12 párrafo e) de la Ley 241; Segundo: Condenar. co-
mo en efecto condena a los nombrados Pedro A. Marichal
y Carlos Ml. Moreta, a pagar una multa de RDS25.00 y
RDS5.00 respectivamente; Tercero: Condenar, como al efec-
to condena a los nombrados Pedro A. Marichal y Carlos
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jrloreta, al pago de las costas; Cuarto: Declara, como al
o declara buena y válida la constitución en parte ci-
echa por el Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, en

de los señores Pedro A. Marichal y Manuel Antonio
ez Mclo; Quinto: Condenar, como al efecto condena a

señores Pedro A. Marichal y Manuel Ant. Gómez Melo,
pago sordario de una indemnización de RD$500.00, en

favor del señor Carlos Ml. Moreta, como justa reparación
de los daños y perjuicios causados; Sexto: Condenar como
al efecto condena a los señores Pedro A. Marichal y Ma-
nuel Ant. Gómez Melo ,a1 pago de los intereses legales de
lasuma indicada en el ordinal antes señalado (ordinal 5to.)
de esta misma sentenc i a; Séptimo: Condenar, como al efec-
to condena a los señores Pedro A. Marichal y Manuel Ant.
Gómez Melo, al pago solidario en la proporción de un me-
dio en favor del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Octavo: Or-
dena por esta sentencia que la misma sea declarada oponi-
bles la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., y Noveno:
Rechazar, corno al efecto rechaza las conclusiones presen-
tadas po rel Dr. Bienvenido Reyes, por improcedente y mal
fundadas': y SEGUNDO: En cuanto al fondo, obrando por
propia autoridad y contrario imperio, modifica el ordinal
Sto. de la sentencia apelada y se condena a los señores Pe-
dro A. Marichal y Manuel Antonio Gómez Melo, al pago de
una indemnización de Mil setenta y ocho pesos oro (RDS-
1.078.00), en favor del señor Carlos Ml. Moreta como justa
reparación de los daños ocasionados al vehículo de su pro-
piedad en este accidente; y TERCERO: Se confirma en los
demás aspectos la sentencia apelada";

Considerando, que Manuel Antonio Gómez Melo, pues-
to en causa como civilmente responsable, y la San Rafael,
e- por A., Compañía aseguradora, también puesta en cau-

rú en el momento de interponer sus recursos, ni poste-
riormente, han expuesto los medios en que fundamentan
los 	 como lo exige a pena de nulidad el artículo 37
de la Ley de Casación. por lo que los mismos resultan nu-
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Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de !a República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, el 14 de diciembre de
1976, a requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, ac-
tuando en representación de los recurrentes, en la que no
se propone ningún medio determinado de casac'ón;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 61, 64 y 67 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos ; 1383 del Código Civil:
1, 37 y 65 dula Ley sobre Procedim:ento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 12
de abril de 1975, en que sólo hubo desperfectos de los ve-
hículos, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción
del Distrito Nacional, dictó el 22 de octubre de 1975, una
sentencia cuyo dispos:tivo se encuentra inserto en el de la
ahora impugnada; b) que con motivo de los recursos inter
puestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el señor Carlos ML Moreta, contra la sentencia No.
9943, de fecha 22-10-75, dictada por el Juzgado de Paz de
Ja 2da. Circunscripción cuyo dispositivo es el sigu'ente:
'Primero: Declara como al efecto declara a los nombrados
Pedro A. Marichal y Carlos Ml. Moreta, culpables de haber
violado los Arts. 61 y 67 el primero y el segundo Art. 81
acápite 12 párrafo e) de la Ley 241; Segundo: Condenar, co-
mo en efecto condena a los nombrados Pedro A. Marichal
y Carlos Ml. Moreta, a pagar una multa de RD$25.00 y
RDS5.00 respectivamente; Tercero: Condenar, como al efec-
to condena a los nombrados Pedro A. Marichal y Carlos

lotioreta, al pago de las costas; Cuat t:o: Declara, como al
efecto declara buena y válida la constitución en parte

hecha por el Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, en
ntra de los señores Pedro A. Marichal y Manuel Antonio

G;rnez Melo; Quinto: Condenar, como al efecto condena a
señores Pedro A. Marichal y Manuel Ant. Gómez Melo,

al pago solidario de una indemnización de RD$500.00, en
favor del señor Carlos Ml. Moreta, como justa reparación
de los daños y perjuicios causados; Sexto: Condenar como

al 
efecto condena a los señores Pedro A. Marichal y Ma-

nuel Ant. Gómez Melo ,al pago de los intereses legales de

la 
suma indicada en el ordinal antes señalado (ordinal 5to.)

¿e esta misma sentencia; Séptimo: Condenar, como al efec-
to condena a los señores Pedro A. Marichal y Manuel Ant.
Gómez Melo, al pago solidario en la proporción de un me-
dio en favor del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien
afrma haberlas avanzado en su mayor parte; Octavo: Or-
dena por esta sentencia que la misma sea declarada oponi-
bles la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., y Noveno:
Rechazar, como al efecto rechaza las conclusiones presen-
tadas po rel Dr. Bienvenido Reyes, por improcedente y mal
fundadas'; y SEGUNDO: En cuanto al fondo, obrando por
propia autoridad y contrario imperio, modifica el ordinal
Sto. de la sentencia apelada y se condena a los señores Pe-
dro A. Marichal y Manuel Antonio Gómez Melo, al pago de
una indemnización de Mil setenta y ocho pesos oro (RDS-

8.00), en favor del señor Carlos Ml. Moreta como justa
ración de los daños ocasionados al vehículo de su pro-

piedad en este accidente; y TERCERO: Se confirma en los
demás aspectos la sentencia apelada";

Considerando, que Manuel Antonio Gómez Melo, pues-
lo en causa como civilmente responsable, y la San Rafael,
C. por A., Compañía aseguradora, también puesta en cau-
sa, ni en el momento de interponer sus recursos, ni poste-
riormente, han expuesto los medios en que fundamentan
tos mismos, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37
de la Ley de Casación, por lo que los mismos resultan nu-
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los y en consecuencia sólo se procederá al examen del
curso del prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar em.
uable al prevenido Pedro A. Marichal, hoy recurrente, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de
causa, dio por establecido: a) que el 12 de abril de 1975en horas de la mañana, se produjo una colisión entre la
camioneta placa No. 508-756, propiedad de Manuel Anto
nio Gómez Melo, asegurada con Póliza No. A1-34295. ecr,
la San Rafael, C. por A., y conducida por Pedro A. Mari.
chal, de Oeste a Este, por la calle Barahona de esta ciudad.
al llegar a la esquina formada con la Juan Bautista Viciri
al doblar a la izquierda y otra camioneta, placa No. 530-
411, que estaba estacionada, propiedad de Carlos Moreta:
h) que con motivo de dicha colis:ón, no hubo ninguna per-
sona con lesiones corporales, pero ambos vehículos resulta-
ron con varios desperfectos, sobre todo el último que esta-
ba estacionado; c) que el accidente tuvo su origen en la
falta del prevenido recurrente al conducir su vehículo a
una velocidad no permitida dentro de la ciudad, y a la fal-
ta del que conducía el otro vehículo, al estacionarlo mal.
dejándolo muy, próximo a la esquina;

Considerando, que los hechos así establecidos conf gu-
ran a cargo del prevenido recurrente, Pedro A. Marichal,
delito previsto por el artículo 61 de la Ley 241, de 1967.
sobre Tránsito y Vehículos; que en su parte final establece
"que nadie deberá guiar a una velocidad mayor de la que
le permita ejercer el debido dominio del vehículo, y redu•
cir la velocidad o parar cuando sea necesario, para evitar
un accidente; hecho sancionado en el artículo 64 de la mis-
ma ley, con una multa no menor de RD$25.00, ni mayor de
RD$300.00, o prisión por un término no menor de cinco
(5) días, ni mayor de seis (6) meses o ambas penas a la
vez; que en consecuencia, la Cámara a-qua ,al condenar al
prevenido recurrente, Pedro A. Marichal, despu:s de decla-
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rlo culpable, a RDS25.00 de multa, le aplicó una pena ajus-

, ada a la ley;
Considerando, que así mismo, la Cámara a-qua, al apre-

ciar que el hecho del prevenido recurrente "Marichal", ha-
bía ocasionado daños y perjuicio material a Carlos Ml. Mo-

reta, que evaluó en la suma de RD$1,078.00 (M:1 setenti-
ochu pesos oro); que en consecuencia, al condenar al pre-
venido recurrente, solidariamente con Manuel Antonio Gó-
mez Melo, puesto en causa como civilmente responsable, al
pago de esa suma, más los intereses legales a título de in-
dernnizac'ón, en favor de la parte civil constituida, la Cá-
mara a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383
del Código Civil;

Cons i derando, que examinada la sentencia impugnada
en cuanto pueda interesar al prevenido recurrente, no pre-
senta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casac i ón interpuestos por Manuel Antonio Melo y la
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Séptima Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del D:strito Nacional, el
10 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo : Rechaza el recurso
interpuesto por Pedro A. Marichal, contra la misma senten-
cia y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espa:fiat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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los y en consecuencia sólo se procederá al examen del
curso del prevenido;

Considerando, que la Cámara agua, para declarar eui,
uable al prevenido Pedro A. Marichal, hoy recurrente,
diante la ponderación de los elementos de juicio que fue
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el 12 de abril de 1975
en horas de la mañana, se produjo una colisión entre
camioneta placa No. 508-756, propiedad de Manuel Anto-
nio Gómez Melo, asegurada con Póliza No. A1-34295, con
la San Rafael, C. por A., y conducida por Pedro A. Mari-
chal, de Oeste a Este, por la calle Barahona de esta ciudad,
al llegar a la esquina formada con la Juan Bautista Vicini,
al doblar a la izquierda y otra camioneta, placa No. 530-
411, que estaba estacionada, propiedad de Carlos Moreta:
b) que con motivo de dicha colisión, no hubo ninguna per-
sona con lesiones corporales, pero ambos vehículos resulta-
ron con varios desperfectos, sobre todo el último que esta-
ba estacionado; c) que el accidente tuvo su origen en la
falta del prevenido recurrente al conducir su vehículo a
una velocidad no permitida dentro de la ciudad, y a la fal-
ta del que conducía el otro vehículo, al estacionarlo mal,
dejándolo muy próximo a la esquina;

Considerando, que los hechos así establecidos conf'gu-
ran a cargo del preven:do recurrente, Pedro A. Marichal, el
delito previsto por el artículo 61 de la Ley 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; que en su parte final establece
"que nadie deberá guiar a una velocidad mayor de la que
le permita ejercer el debido dominio del vehículo, y redu-
cir la velocidad o parar cuando sea necesario, para evitar
un accidente; hecho sancionado en el artículo 64 de la
ma ley, con una multa no menor de RD$25.00, ni mayor de
RDS300.00, o prisión por un término no menor de cinco
(5) días, ni mayor de seis (6) meses o ambas penas a le
vez; que en consecuencia, la Cámara a-qua ,al condena r al
prevenido recurrente, Pedro A. Marichal, despu:s de detla-
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río 
culpable, a RD$25.00 de multa, le aplicó una pena ajus-

;ada a la ley;
Considerando, que así mismo, la Cámara a-qua, al apre-

ciar que el hecho del prevenido recurrente "Marichal", ha-

bía ocasionado daños y perjuicio material a Carlos Ml. Mo-
reta, que evaluó en la suma de RD$1,078.00 (M1 setenti-
ccho pesos oro); que en consecuencia, al condenar al pre-
venido recurrente, solidariamente con Manuel Antonio Gó-
mez Melo, puesto en causa como civilmente responsable, al
pago de esa suma, más los intereses legales a título de in-
demnizaeón, en favor de la parte civil constituida, la Cá-
mara a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383
del Código Civil:

. Conl'clerando, que examinada la sentencia impugnada

ent
cuanto pueda interesar al prevenido recurrente, no pre-

senta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos

de casac'ón interpuestos por Manuel Antonio Melo y la
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Séptima Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el
10 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo : Rechaza el recurso
interpuesto por Pedro A. Marichal, contra la misma senten-
cia y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espa:llat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia públ'ca del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almár•
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, D:strito Nacional, hoy día 31 del mes de Octubre
del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dieta en audiencia pública, corno Corte de
Casación. la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Coope•
rativa de Transporte Urbano, Inc., (ADUCAVITU), con su
domicilio social y princival establecim:ento en la casa No.
321 de la calle Padre Castellanos, de esta ciudad, contra la
sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictada el 23 de junio de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manuel
García Lizardo, cédula No. 12718, serie 54, abogado

recurrente;

Oído, el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
ía de la Suprema Corte de Justicia, el 2 de septiembre
1977, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual
proponen los medios de casac i ón que se indican más

elante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
Jel 28 de noviembre de 1977, por la cual se pronuncia la
cxclusión del recurrido, Carlos César Báez Melo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berar y vistos los textos legales invocados por la recurrente
en su memorial que se indican más adelante, y los artícu-
los 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada y la siguiente demanda, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 10 de marzo de 1975,

sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Se declara resuelto por despido injustificado el
Contrato de Trabajo que existió entre Carlos César Báez
Melo y la Cooperativa de Transporte Urbano Inc,. (ADU-

ICAVITU), por culpa de ésta última, y en consecuencia se
le condena a pagar al rectamente las prestaciones siguien-
tes: 24 días de preaviso; 45 días de auxilio de cesantía; 14
días de vacaciones; la Regalía Pascual obligatoria; 14 días
de vacaciones; la Regala Pascual obligatoria años 1970 al
1972, y más tres meses de salario por aplicación del ordinal
aro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de
tln salario de RDS90.00 mensuales; SEGUNDO: Se condena

t
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prireere
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 23 de j unio dei1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Cooperativa de Transporte Urbano,
VITU).

..tboKado: Dr. Manuel Rafael Garcia Lizardo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 31 del mes de Octubre
del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Coope-
rativa de Transporte Urbano, Inc., (ADUCAVITU), con su
domicilio social y princival establecim:ento en la casa No.
321 de la calle Padre Castellanos, de esta ciudad, contra la
sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictada el 23 de junio de
1977. cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguac;l de turno en la lectura del rol:
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manuel
García Lizardo, cédula No. 12718, serie 54, abogado

cie :a recurrente;

Oído, el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 2 de septiembre
de 1977, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual
se proponen los medios de casac ión que se indican más
adelante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
del 28 de noviembre de 1977, por la cual se pronuncia la
exclusión del recurrido, Carlos César Báez Melo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berar y vistos los textos legales invocados por la recurrente
en su memorial que se indican más adelante, y los artícu-
los 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada y la siguiente demanda, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 10 de marzo de 1975,
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Se declara resuelto por despido injustificado el
Contrato de Trabajo que existió entre Carlos César Báez
Melo y la Cooperativa de Transporte Urbano Inc,. (ADU-
CAVITU), por culpa de ésta última, y en consecuencia se
le condena a pagar al reclamente las prestaciones siguien-
tes: 24 días de preaviso; 45 días de auxilio de cesantía; 14
días de vacaciones; la Regalía Pascual obligatoria; 14 días
de vacaciones; la Regala Pascual obligatoria años 1970 al
1972, y más tres meses de salario por aplicación del ordinal
3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de
un salario de RD$90.00 mensuales; SEGUNDO: Se condena

Inc ADUCA-
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a la demandada al pago de las costas del procedimiento y
se ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. José
del Carmen Mora Terrero, que afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; b) que sobre el recurso interpuesto i nter-
v:no la sentencia ahora impugnada, con el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
la Cooperativa de Transporte Urbano Inc., (ADUCAVITU),
contra sentencia del Juzgado de Pa zde Trabajo del Distri-
to Nacional, de fecha 10 de marbo de 1975, dictada en favor
de Carlos César Báez Melo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Re-
lativamente al fondo rechaza d:cho recurso de alzada y co-
mo consecuencia Confirma en todas sus partes, dicha sen-
lencia impugnada ;TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe Cooperativa de Transporte Urbano Inc.. (ADUCA-
VITU), al pago de las costas del procedimiento, de confor-
midad con los artículos 5 y 16 de la Ley 1<o. 302 del 18 de
funio de 1964 y 691 del Código de Trabaio, ordenando su
distracción en provecho del Dr. José del Carmen Mora Te-
rrero. quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes mediós de casación; Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos, documentos y circunstancias
de la causa. Violación, por inaplicación, de los principios
básicos consagrados por la Ley No. 31 del 25 de octubre de
1963, que creó el Instituto de Desarrollo y Crédito Coopera-
tivo de la República Dominicana, y especialmente, el ar-
tículo 9 de dicha Ley. Total desconocimiento de las atribu-
ciones del Consejo de Administración de la recurrente, con-
sagradas en los artículos del 23 al 27 de la Ley No. 127 del
27 de enero de 1964, sobre Asociaciones Cooperativas, y de
manera especial también, las que confiere al Presidente de
ese Organismo, al artículo 47 de sus Estatutos; y por último,
falta de base legal; Segunirio Medio: Errada interpretación
de las declaraciones prestadas por la hoy recurrente, en el

acta de no acuerdo de fecha 18 de julio de 1974, redactada

nor
ante el Departamento de Trabajo. Violación de los ar-

tícuies 44, 45, 46 y 47, inciso 7mo. del Código de Trabajo;
Tercer Medio: Violación de los artículos 659, 660 y 661 del
Migo de Trabajo, al rechazarse las excepciones de pres-
cripción propuesta por ADUCAVITU, desde primera ins-
tancia; Cuarto Medio: Violación del derecho de defensa de
33 recurrente en casad:ón, y desnaturalización del resultado
del contra-informativo, celebrado el 31 de marzo de 1976:

Considerando, que la recurrente alega en el primer
medio de su memorial, en síntesis, lo que sigue: que en nin-
gún momento ella se querelló contra Carlos César Báez
Melo, ni tampoco solicitó la puesta en movimiento de la
acción públ:ca contra él; que dicho Báez Melo en ningún
momento estuvo preso ni en libertad provisional bajo f i an-
za, a consecuencia de alguna infracció n que se hubiere co-
metido en perjuicio de la Cooperativa; que en esa situa-
ción no se puede hablar de que existió un contrato de tra-
bajo entre ella y Báez Melo, que estuviese suspendido en
sus efectos, de conformidad con los artículos 44 y siguientes
del Código de Trabajo; que a partir de la toma de posesión
de la nueva directiva de ADUCAVITU, elegida el 7 de ju-
nio de 1973, fueron nombrados los nuevos empleados que
laborarían en su oficina y en todas sus actividades, de con-
formidad con la Ley No. 127 del 27 de enero de 1964, y el
artículo 47 de sus estatutos, y, por último, alega la recu-
rrente, que en todo caso la demanda laboral de que se tra-
ta, amén de ser fundada en cuanto al fondo, estaba pres-
crita al tenor de lo que disponen los artículos 659, 660 y 661
del Código de Trabajo; que el Tribunal a-quo no ponderó
los documentos marcados con los Nos. 11 y 13 en el inven-
tar i o de los mismos, depositados en el expediente, los que
de haber sido examinados hubieran conducido a los Jueces
a darle al proceso una solución distinta a la adoptada; pero,

Considerando, que en la sentencia impug nada se ex-
L .•Presa lo siguiente: que quedó establecido que el trabajador
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a la demandada al pago de las costas del procedimiento y
se ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. José
del Carmen Mora Terrero, que afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; b) que sobre el recurso interpuesto i nter-
v:no la sentencia ahora impugnada, con el s i guiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación i n terpuesto por
la Cooperativa de Transporte Urbano Inc., (ADUCAVITU),
contra sentencia del Juzgado de Pa zde Trabajo del Distri-
to Nacional, de fecha 10 de marbo de 1975, dictada en favor
de Carlos César Báez Melo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Re-
lativamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y co-
mo consecuencia Confirma en todas sus partes, dicha sen-
tencia impugnada :TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe Cooperativa de Transporte Urbano Inc., (ADUCA-
VITU), al pago de las costas del procedimiento, de confor-
midad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. José del Carmen Mora Te-
rrero. quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación; Primer Mcdso: Des-
naturalización de los hechos, documentos y circunstancias
de la causa. Violación, por inaplicación, de los principios
básicos consagrados por la Ley No. 31 del 25 de octubre de
1963, que creó el Instituto de Desarrollo y Crédito Coopera-
tivo de la República Dominicana, y especialmente, el ar-
ticulo 9 de dicha Ley. Total desconocimiento de las atribu-
ciones del Consejo de Administración de la recurrente, con-
sagradas en los artículos del 23 al 27 de la Ley No. 127 del
27 de enero de 1964, sobre Asociaciones Cooperativas, y de
manera especial también, las que confiere al Presidente de
ese Organismo, al articulo 47 de sus Estatutos: y por último,
falta de base legal; Segundo Medio: Errada interpretación
de las declaraciones prestadas por la hoy recurrente, en el

acta de no acuerdo de fecha 18 de julio de 1974, redactada

r ante el Departamento de Trabajo. Violación de los ar-po
ticeles 44, 45, 46 y 47, inciso 7mo. del Código de Trabajo;
Tercer Medio: Violación de los artículos 659, 660 y 661 del
código de Trabajo, al rechazarse las excepciones de pres-

criPción propuesta por ADUCAVITU, desde primera ins-
toma; Cuarto Medio: Violación del derecho de defensa de
la recurrente en casae:ón, y desnaturalización del resultado
del contra-informativo, celebrado el 31 de marzo de 1976;

Considerando, que la recurrente alega en el primer
medio de su memorial, en síntesis, lo que sigue: que en nin-
gún momento ella se querelló contra Carlos César Báez
Melo, ni tampoco solicitó la puesta en movimiento de la
acción pública contra él; que dicho Báez Melo en ningún
momento estuvo preso ni en libertad provisional bajo fian-
za, a consecuencia de alguna infracció n que se hubiere co-
metido en perjuicio de la Cooperativa; que en esa situa-
ción no se puede hablar de que existió un contrato de tra-
bajo entre ella y Báez Melo, que estuviese suspendido en
sus efectos, de conformidad con los artículos 44 y siguientes
del Código de Trabajo; que a partir de la toma de posesión
de la nueva directiva de ADUCAVITU, elegida el 7 de ju-
nio de 1973, fueron nombrados los nuevos empleados que
laborarían en su oficina y en todas sus actividades, de con-
formidad con la Ley No. 127 del 27 de enero de 1964, y el
articulo 47 de sus estatutos, y, por último, alega la recu-
rrente, que en todo caso la demanda laboral de que se tra-
ta, amén de ser fundada en cuanto al fondo, estaba pres-
crita al tenor de lo que disponen los artículos 659. 660 y 661
del Código de Trabajo; que el Tribunal a-quo no ponderó
los documentos marcados con los Nos. 11 y 13 en el inven-
tario de los mismos, depositados en el expediente, los que
de haber sido examinados hubieran conducido a los Jueces
a darle al proceso una solución distinta a la adoptada; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
Presa lo siguiente: que quedó establecido que el trabajador
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demandante estuvo suspendido de sus labores hasta el 9
de mayo de 1974, fecha en que fue descargado del delito de
abuso de confianza de que fue acusado por la Cooperativa
ADUCAVITU; que después del descargo operado en su fa-
vor dicha empresa lo desp . dió; que al presentar su quere.
Ila al D i rector del Trabajo, el 18 de junio de 1974, según
consta en el acta de no acuerdo del 18 de jullo de 1974, es
obvio que la acción fue intentada dentro de los plazos indi.
cados en los artículos 659 y 660 del Código de Trabajo, y
en consecuencia; no está precrita;

Considerando, que, contrariamente a lo que alega la
recurrente, y en reafirmación de lo expresado en la sen-
tencia impugnada, no hay dudas de que el obrero recla-
mante fue suspendido en sus labores, pues así lo expresó
el Presidente de la Cooperativa ADUCAVITU, Julio San-
tos, al comparecer ante el Director de Trabajo, tal como
consta en el acta de no conciliación levantada por dicho
funcionario; que no se ha probado que la Cooperativa de
Transporte mencionada suspendiera sus labores por una de
las causas establecidas en el Código de Trabajo, caso en el
cual quedaría liberada de responsabilidad frente a sus obre-
ros; que, tampoco ,tal como se expresa en la sentencia im-
pugnada, hay pruebas en el expediente de que dicha suspen-
s'ón fuera comu n icada al Departamento de Trabajo, como
lo exige la Ley; que el hecho de que, como lo alega la re-
currente, se produjera un cambio de directiva en la Coo-
perativa y, como consecuencia de ello, fueron nombrados
nuevos empleados, no liberaba a ésta de sus obligaciones
frente a los anteriores empleados; por todo lo cual el pri-
mer medio del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que fu e

-ron aportados al debate por la recurrente, los documentos
Nos. 11 y 13 del inventario del 28 de abril de 1976, los cua-
les se refieren al cierre del local, designación de nueva di*

motiva, cesación de todos los empleados que laboraban en
la empresa, y nombramiento del personal sustituído; que
estos documentos no fueron tomados en cuenta por la Cá-

ltara a-que al dictar su sentencia; pero,
Considerando, que, contrariamente a lo alegado por la

recurrente, los referidos documentos fueron examinados por

la Cámara a-gua, ya que en la relación de los hechos de la
sentencia impugnada se inclican todos los documentos
sitados en el exped'ente por las partes, entre los cuales

depo-
fi-

guran los señalados por la recurrente; y al expresar en su
sentencia que ha visto esos doumentos, no hay dudas de

u
qe ellos fueron examinados, por todo lo cual el segundo
medio del recurso ~ecurso carece también de fundamento y debe

ser desestimado;
Considerando. que en el tercer medio de su memorial,

la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la acción
intentada por el trabajador recurre nte lo fue más de un
año después de haber quedado definitivamente cesante, por
lo que. a su juicio. la m ; sma estaba prescrita al tenor de
los artículos 659, 660 y 661 del Código de Trabajo; pero,

Considerando, que los alegatos de este medio constitu-
yen una reiteración de los expuestos en relación con el pri-
mer medio del recurso, los cuales fueron desestimados en
los motivos precedentes;

Considerando, que en el cuarto y último medio de su
memorial la recurrente alega, en síntesis, que el Juez a-quo
desechó las declaracione s de los testigos del contra , nforma-

o

tivo porque ellas provenían de personas evidentemente par-
cializadas que no expresaron la verdad o no sabían nada

concreto acerca del reclamante, y sus declaraciones esta-
ban en franca contradicción con lo admitido por el patrono,

a pesar de que el Juez había admitido, antes de formular

este Juicio, que dichos testigos le habían manifestado al
tribunal que la Cooperativa fue cerrada en el 1972 y tuvo
más o menos como un año cerrada; pero,
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demandante estuvo suspendido de sus labores hasta el 9
de mayo de 1974, fecha en que fue descargado del delito de
abuso de confianza de que fue acusado por la Cooperativa
ADUCAVITU; que después del descargo operado en su 

fa-vor dicha empresa lo desp'dió; que al presentar su quere-lla al arector del Trabajo, el 18 de junio de 1974, según
consta en el acta de no acuerdo del 18 de julio de 1974, es
obvio que la acción fue intentada dentro de los plazos irsdi.
cados en los artículos 659 y 660 del Código de Trabajo, y
en consecuencia; no está precrita;

Considerando, que, contrariamente a lo que alega la
recurrente, y en reafirmación de lo expresado en la sen-
tencia impugnada, no hay dudas de que el obrero recla-
mante fue suspendido en sus labores, pues así lo expresó
el Presidente de la Cooperat:va ADUCAVITU, Julio San-
tos, al comparecer ante el Director de Trabajo, tal como
consta en el acta de no conciliación levantada por dicho
funcio nario; que no se ha probado que la Cooperativa de
Transporte mencionada suspendiera sus labores por una de
las causas establecidas en el Código de Trabajo, caso en el
cual quedaría liberada de responsabilidad frente a sus obre-
ros; que, tampoco ,tal como se expresa en la sentencia im-
pugnada, hay pruebas en el expediente de que dicha suspen-
s:ón fuera comunicada al Departamento de Trabajo, como
lo exige la Ley; que el hecho de que, como lo alega la re-
currente, se produjera un cambio de directiva en la Coo-
perativa y, como consecuencia de ello, fueron nombrados
nuevos empleados, no liberaba a ésta de sus obligaciones
frente a los anteriores empleados; por todo lo cual el pri-
mer medio del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que fue•

ron aportados al debate por la recurrente, los documentos
Nos. 11 y 13 del inventario del 28 de abril de 1976, los cua-
les se refieren al cierre del local, designación de nueva di-
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rectiva, cesación de todos los empleados que laboraban en
la empresa, y nombramiento del personal sustituido; que
estos documentos no fueron tomados en cuenta por la Cá-
mara a-qua al dictar su sentencia; pero,

Considerando, que, contrariamente a lo alegado por la
recurrente, los referidos documentos fuero n examinados por
la Cámara a-gurt, ya que en la relación de los hechos de la
sentencia impugnada se ind'can todos los documentos depo-
sitados en el exped , ente por las partes, entre los cuales fi-
guran los señalados por la recurrente; y al expresar en su
sentenc ia que ha visto esos doumentos, no hay dudas de
que ellos fueron examinados, por todo lo cual el segundo
medio del recurso carece también de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que en el tercer medio de su memorial,
la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la acción
intentada por el trabajador recurre nte lo fue más de un
año después de haber quedado definitivamente cesante, por
lo que, a su juicio, la m ; sma estaba prescrita al tenor de
los artículos 659, 660 y 661 del Código de Trabajo; pero,

Considerando, que los alegatos de este medio constitu-
yen una reiteración de los expuestos en relación con el pri-
mer medio del recurso, los cuales fueron desestimados en
los motivos precedentes;

Considerando, que en el cuarto y último medio de su
memorial la recurrente alega, en síntesis, que el Juez a-que
desechó las declarac:ones de los testigos del contra'nforma-
tivo porque ellas provenían de personas evidentemente par-
cializadas que no expresaron la verdad o no sabían nada
concreto acerca del reclamante, y sus declaraciones esta-
ban en franca contradicción con lo admitido por el patrono,
a pesar de que el Juez había admitido, antes de formular
este juicio, que dichos testigos le habían manifestado al
tribunal que la Cooperativa fue cerrada en el 1972 y tuvo
Más o menos como un año cerrada; pero,
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Considerando, que los Jueces del fo ndo son soberanos
para apreciar el valor del testimonio en justicia, y pueden
escoger, entre las declaraciones que les son presentadas
aquellas que estimen más sinceras y verosímiles, sin que
al proceder de este modo incurran en desnaturalización al-
guna n i en la violación del derecho de defensa de las par.
tes; que, por tanto, el cuarto y último medio del recurso
carece también, de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Cooperativa de Transporte Urba-
no Inc., (ADUCAVITU), contra la sentenc:a dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 23 de junio de 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo. 	 -

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentenc:a ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras. de fecha 13
de julio de 1977.

Materia: Tierras.

Becurreute: José R. Fabián de la Cruz.
sorado: Dr. Luis Alberto Ortiz Meado.

gecurrid os: Sucesores de Juan Mejía.

Abogados: Dr. Radhamés B. Maldonado Pinales y Vinicio Regala-

do Duarte.

Dios, Patria y Libertad,
Replúlica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-

jzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-

, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Tonal. hoy día 31 del mes de Octubre del apo 1980, años
' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
audiencia pública. como Corte de Casación, la siguiente
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José R.
bián de la Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero,
ula No. 10430, serie 8, domiciliado en el Municipio de

Monte Plata, en nombre de la Sucesión de José Fabián
anzanillo, contra la sentencia dictada por el Tribunal Su-

ior de Tierras, el 13 de julio de 1977, en relación con la
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Considerando, que los Jueces del fo ndo son soberanos
para apreciar el valor del testimonio en justicia, y pueden
escoger, entre las declaraciones que les son presentad"
aquellas que estimen más sinceras y verosímiles, sin que
al proceder de este modo incurran en desnaturalización al-
guna ni en la violación del derecho de defensa de las par
tes; que, por tanto, el cuarto y último medio del recurso
carece también, de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Cooperativa de Transporte Urba-
no Inc., (ADUCAVITU), contra la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 23 de junio de 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentenc:a ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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sENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1980

searencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 13

de julio de 1977.

Ylateria: Tierras.

Recurrente: José It. Fabián de la Cruz.
Abogado: Dr. Luis Alberto Ortiz Meade.

Recurr idos: Sucesores de Juan Mejía.
Abogados: Dr. Radhamés 13. Maldonado Finales y Vinicio Regala-

do Duarte.

Dios, Patria y Libertad,
ReptEalica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
-icia, regularmente const:tuída por los Jueces Néstor Con-
fín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 31 del mes de Octubre del apo 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José R.
Fabián de la Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero,
cédula No. 10430, serie 8, domiciliado en el Municipio de
Monte Plata, en nombre de la Sucesión de José Fabián
Manzanillo, contra la sentencia dictada por el Tribunal Su-
perior de Tierras, el 13 de julio de 1977, en relación con la

ikn

-~"~"J•1771-,,,,	 41/11
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Parcela No. 29 del Distrao Catastral No. 24 del Municipio
de Monte Plata, subdividida en Parcelas Nos. 29-A y 29,B
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Radha.
más B. Maldonado Pinales, cédula No. 50563, serie lra., por
sí y en representación del Dr. Vinicio Regalado Duarte,
cédula No. 26047, sere 56, abogados del recurrido Fabián
Mejía Columna, dominicano, mayor de edad, casado, em-1
pleado privado, cédula No. 6382, serie 8, domiciliado en la
casa No. 1 de la calle Los Jazmines de la Urbanización Les
Jardines, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera:
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de esta Suprema Corte de Justicia, el 12 de septiem-
bre de 1977, por el abogado de los recurrentes, Dr. Luis Al-
berto Ortiz Meade, en el cual se propone el medio de ca-
sación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 10 de
julio de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y los
artículos Nos. 119 y 134 de la Ley de Registro de Tierras,
y 1, 6 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en ,
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo del proceso de subdivisión de la Parcela
No. 29 del Distrito Catastral No. 24 del Municipio de Monte
Plata, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó
el 26 de noviembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo
se transcribe más adelante; b) que sobre el recurso inter-

puesto intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-

sit ivo es el siguiente: "FALLA : PRIMERO: Se Rechaza, por

improcedente y mal fundada, la apelación interpuesta en
fecha 22 de diciembre de 1975 por el Dr. Luis Alberto Ortiz
3,Ieadc, a nombre de los Sucesores de Julián Fabián Manza-

00 ; SEGUNDO : Se Confirma, en todas sus partes, la De-

cisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-

nal
de fecha 26 de noviembre de 1975, cuyo dispositivo dice

aM; "Primero: Se rechaza, la solicitud de transfere ncia so-

licitada por el Dr. Lu:s Alberto Ortiz Meade, en represen-

tac r ón del señor Julián Fabián Manzanillo, de al f
20tarea

dentro de esta parcela, por improcedente y m
Segundo: Se aprueba n los trabajos de Subdivisión practica-
dos por el Agrimensor Francisco Stefan Hasbún, en la Par-
Ha No. 29 del Distrito Catastral No. 24 del Munic'pio de
Monte Plata, el cual fue ordenado por Resolución dictada

por 
el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 21 de agosto

ele 1974, 
resultante en Parcelas Nos. 29-A y 29- B; Tercero:

ordena, al Registrado r de Títulos del Departamento de

an Cristóbal, cancelar el Certificad o de Títulos No. 1998

ue 
ampara la Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 24

el Municipio de San Cristóba l y rola expediciónde
 la otros

uevos. en la siguiente forma y pporción:
mero 29-A, Area: 37 Has., 81 As., 61 Cas., 50 Dms2., a) 18
Has.. 90 As.. 80 Cas., 75 Dms2., en favor de los Sucesores
de Manuel Jiménez. con sus mejoras que consisten en ár-
boles frutales en general y cercas de alambre; haciéndose
constar aue dentro de esta porción de terreno existen sen-

das cacas v . viendas, oue son pron'edad de los señores: Car-
los Jiménez. Anito Jiménez, Mauricio Jiménez y Angel

He rnández. las cuales otiedan re gidas nor la seimnd a orarte

d ol prtieulo 5 7,5 del ród ieri Civi l : b) l R Has.. 90 As.. 80 Cas.,

75 nms2, en favor del ceñor Julián Fabián 	
Par-

cola 140, 3943, Aren: 37 Hs., 81 As.. 61 Cas.. 50 Dms2. 37 Has.,

81 As.. S1 Cas., 50 Dms2., en favor de los Sucesores de Ju-

h11 	 Mejía";
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Parcela No. 29 del Distrao Catastral No. 24 del Municipio.¡
de Monte Plata, subdividida en Parcelas Nos. 29-A y 29.1R
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Radha..'
más B. Maldonado Pinales, cédula No. 50563, serie lra., por.
sí y en representación del Dr. Vinicio Regalado Duarte,
cédula No. 26047, sere 56, abogados del recurrido Fabián
Mejía Columna, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado privado, cédula No. 6382, serie 8, domiciliado en la
casa No. 1 de la calle Los Jazmines de la Urbanización Los
Jardines, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de esta Suprema Corte de Justicia, el 12 de septiem-
bre de 1977, por el abogado de los recurrentes, Dr. Luis Al-
berto Ortiz Meade, en el cual se propone el medio de
sación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defe nsa del recurrido, del 10 de
julio de 1979, suscrito por sus abogados:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y los
artículos Nos. 119 y 134 de la Ley de Registro de Tierras,
y 1, 6 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo del proceso de subdivisión de la Parcela
No. 29 del Distrito Catastral No. 24 del Municipio de Monte
Plata, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó
el 26 de noviembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo
se transcribe más adelante; b) que sobre el recurso inter-
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puesto intervino la sentencia ahora impugn ada cuyo dispo-

sit ieo es el siguiente: "FALLA : PRIMERO: Se Rechaza, por

improcedente y mal fundada, la apelación interpuesta en
fecha 22 de diciembre de 1975 por el Dr. Luis Alberto Ortiz
Meado, a nombre de los Sucesores de Julián Fabián Manza-
n".110; SEGUNDO: Se Confirma, en todas sus partes, la De-
cisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
nal de fecha 26 de noviembre de 1975, cuyo dispositivo dice

así: "Primero: Se rechaza, la solicitud de transferen cia so-

licitada por el Dr. Lds Alberto Ortiz Meade, en represen-

tac'ón del señor Julián Fabiá n Manzanillo, ma
lo

20 tareas

dentro de esta parcela, por improcede nte y  
Segundo: Se aprueban los trabajos de Subdivisión practica-
dos por el Agrimensor Francisco Stefan Hasbún, en la Par-
cela No. 29 del Distrito Catastral No. 24 del Munic:pio

 ta deMonte Plata, el cual fue ordenado por Resolución di ada
por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 21 de agosto

de 
1974, resultante en Parcelas Nos. 29-A y 29-B; Tercero:

Se ordena, á Registrador de Títulos del De partamento de

San Cristóbal, cancelar el Certif ; cado de Títulos No. 1998

que ampara la Parcela No. 29 del Distrito Catastral Notros
o. 24

del Municipio de San Cristóbal y la expedición de 
uevos. en la siguiente forma y proporción: Parcela Nú-

mero 29-A, Area: 37 Has., 81 As., 61 Cas., 50 Dms2., a) 18
Has.. 90 As., 80 Cas., 75 Dms2., en favor de los Sucesores

de Manuel Jiménez. con sus mejoras que consisten en ár-

boles frutales en general y cercas de alambre; haciéndose
constar que dentro de esta porción de terreno existen sen-
das casas Vvienclas, oue son pron , eclad de los señores: Car-
los Jiménez. Anito Jiménez, Mauricio Jiménez y Angel

Hot-nandez. la s cuales nuedan regi das nnr la segunda narte

dol articulo 5 ;5 del rócItgo	 11k Has.. 00 As.. 80 Cas.,

75 rb,n4, en favor del señor Julián Fabián Manzan yllo: Par-

cela No. 9n4:1. Area: 37 Hs., 81 As., 61 Cas.. 50 Dms2. 37 Has.,

81 As.. S1 Cas., 50 Dms2., en favor de los Sucesores de Ju-

n Mejía";
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--,
Considerando, que el recurrido propone en su memo,

rial la inadmisibilidad del recurso de casación en razón de
oue fue interpuesto fuera del plazo exigido por la Ley pa.
ra interponerlo; pero,

Considerando, que conforme al artículo 119 de la Ley
de Registro de Tierras el plazo de dos meses para interpo.
ner el recurso de casación contra las sente ncias del Tribu- 11- 1
nal de Tierras corre a partir de la fecha de la fijación d 1:
una copia de las mismas en la puerta principal del Tribu- ,.
nal; que, según consta al pie de la copia certificada de di-'
cha sentencia, depositada en el expediente, la misma fue
fijada en la puerta del Tribunal el 13 de julio de 1977, por
lo que al ser i n terpuesto dicho recurso el 12 de septiembre 1.
de 1977 lo fue en tiempo oportuno; que por estas razones,.
el medio de inadmis:ón propuesto carece de fundamento
debe ser desestimado:

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial el siguiente medio único de casación: Falta de mo-
tivos. Violación del derecho de defensa. Desnaturalización
de los documentos de la demanda y violación del artículo
106 de la Ley No. 1542 de Registro de Tierras;

Considerando, que aún cuando ante el Tribunal de Tie-
rras es posible formular reclamaciones en forma innomi- ;-
nada a nombre de una sucesión, los miembros de ella que ipretendan deducir ulter i ormente un recurso de casación I"
—el cual se rige de acuerdo con el derecho común, según
el artículo 134 de la Ley de Registro de Tierras—, deben :
indicar de una manera precisa el nombre, la profesión y el
domicilio de cada uno de ellos, conforme lo estatuye el ar-
` iculo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que en
la especie, en el memorial introductivo del recurso no figu-
ran los nombres de dichos recurrentes; que por tanto el
recurso debe ser declarado inadmisible, y, por consiguiente
no nrocede la ponderación del medio único de casación pro-

tiesto;
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que en la especie procede compensar las
eostas por acogerse un medio de inadmisió n suplido de of i-

do por la Suprema Corte de Justicia;
Por tales motivos: PRIMERO: Declara inadmisible el

curso de casación interpuesto por los Sucesores de José
Fabián Manzanillo, contra la sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras del 13 de julio del 1977, cuyo dispositivo se

ha copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:

ex
pensa las costas entre las partes.

(Firmados) : Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de

la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez

Perelló.— Jua n Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte
R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiendia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Considerando, que conforme al artículo 119 de la Ley4..
de Registro de Tierras el plazo de dos meses para interp0-1,
ner el recurso de casación contra las sente ncias del Tribo-
nal de Tierras corre a partir de la fecha de la fijación de
una copia de las mismas en la puerta principal del Tribu-
nal; que, según consta al pie de la copia cert i ficada de di-
cha sentencia, depositada en el expediente, la misma fue
fijada en la puerta del Tribunal el 13 de julio de 1977, por,
lo que al ser in terpuesto dicho recurso el 12 de septiembre
de 1977 lo fue en tiempo oportuno; que por estas razone
el medio de inadmis:ón propuesto carece de fundamento
debe ser desestimado;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial el siguiente medio único de casación: Falta de mo-
tivos. Violación del derecho de defensa. Desnaturalización
de los documentos de la demanda y violación del artículo
106 de la Ley No. 1542 de Registro de Tierras;

Considerando, que aún cuando ante el Tribunal de Tie-
rras es posible formular reclamaciones en forma innomi-
nada a nombre de una sucesión, los miembros de ella que
pretendan deducir ulter iormente un recurso de casación

cual se rige de acuerdo con el derecho común, según
el artículo 134 de la Ley de Registro de Tierras—, deben
indicar de una manera precisa el nombre, la profesión y el
domicilio de cada uno de ellos, conforme lo estatuye el ar-
“culo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; Que
]a especie, en el memorial introductivo del recurso no figu-
ran los nombres de dichos recurrentes; que por tanto el
recurso debe ser declarado inadmisible, y, por consieuiente
no nrocede la ponderación del medio único de casación pro-
uesto;

Considerando, que en la especie procede compensar las
costas por acogerse un medio de inadmisión suplido de ofi-
c io por la Suprema Corte de Justicia;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por los Sucesores de José
Fabián Manzanillo, contra la sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras del 13 de julio del 1977, cuyo dispositivo se

ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:

Compensa las costas entre las partes.

(Firmados) : Néstor Confín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte
R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año. en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

nrienlo.
rial la inadmisibilidad del recurso de casac:ón en razónde.:
que fue interpuesto fuera del plazo exigido por la Ley pa..1
ra interponerlo; pero,

Considerando, que el recurrido propone en su

1



Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante
el mes de Octubre del año 1980

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos 	 	 ---	 16
Recursos de casación civiles fallados. 	 	  12
Recursos de casación penales conocidos 	 	  26
Recursos de casación penales fallados 	  23
Causas disciplinarias conocidas 	  1
Causas disciplinarias falladas 	 	 1
Suspensiones de ejecución de sentencias 	  8
Defectos 	  2
Exclusiones 	  1
Declinatorias 	
Juramentación de Abogados 	
Nombramientos de Notarios 	  11
Resoluciones administrativas 	  18
Autos autorizando emplazamientos 	  26
Autos pasando expedientes para dictamen 	  58
Autos fijando causas 	  37
Sentencia sobre apelación de libertad bajo fianza	 2
Sentencia ordena libertad por haber prestado la

fianza 	 	 1
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MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia.

Santo Domingo. D. N.
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